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Resumen   
Durante la segunda mitad del siglo XIX, ante los estímulos de la demanda internacional, la economía 

colombiana se vio abocada a una reformulación de los principios que sustentaban su comunidad de 

pagos en aras de transformar los patrones de acumulación del capital. Con el desarrollo de fuertes crisis 

económicas y políticas, se diseñaron una serie de dispositivos para asegurar la circulación de valores, 

mediante un compromiso con la expectativa de validación de deudas. El estudio de caso de la renta de 

salinas permite entender cómo operaban este tipo de mecanismos de compensación, apalancados en el 

mercado interno. En particular, la especificidad del lazo monetario y fiscal construido alrededor de las 

salinas generó cambios importantes en los patrones de acumulación y en la distribución del ingreso, 

como resultado de las tensiones sociales resultantes del funcionamiento de los mercados monetarios y 

de la sal.   

Palabras clave: comunidad de pagos, renta de salinas, moneda fiscal, jerarquía monetaria.   

   

Abstract    
  

Monetary order, social bond and debt. The creation of a new payment system under the 

Liberal Republic (1850-1880)  

The 19th century Colombian economy had to reorganize the pillars behind its payment system in order 

to reshape the capital accumulation. Facing deep economic and political crisis, new mechanisms appeared 

to support value through the compromise to achieve debt settlement. The case study of salt revenue 

provides insights related to those compensation tools leveraged on the internal market. The conflictive 

nature of the monetary and fiscal relationship inside salt control determines specific patterns of capital 

accumulation and income distribution.   

Key words: payment system, salt revenue, tax currency, monetary hierarchy.   
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   Introducción 

La economía colombiana del siglo XIX atestigua una serie de cambios notables. Aunque con un ritmo 

variable frente a sus pares latinoamericanos, se logran asentar las bases para la ampliación de los 

mecanismos de mercado, permitiendo unificar las condiciones de reproducción del capital. La 

transformación de valores y su circulación demanda que el régimen monetario suscriba las reglas del 

patrón oro, fungiendo, así, como correa de transmisión de los impulsos originados en el sector externo. 

Sin embargo, el modelo adoptado adolece de una inestabilidad que se traduce en una fragilidad de las 

cuentas públicas y un cuestionamiento a la validación de haberes creados en la economía. Por tanto, los 

periodos de crisis van perfilando una serie de patrones y mecanismos de ajuste para amortiguar los 

choques negativos en el proceso de acumulación. Aunque coincide la depresión del sector externo con 

el afloramiento de tensiones políticas, la otra cara de la moneda se corresponde con la reconfiguración 

de los instrumentos fiscales y monetarios con el objetivo de sostener la cadena de pagos. La definición 

que adquieren los instrumentos económicos termina, en definitiva, por ofrecer una promesa sobre la 

expectativa de cancelación de deudas que se emiten para sostener al régimen de acumulación1.  

En la medida en que se vulneran o cumplen los compromisos de pago adquiridos y, más importante 

aún, aumenta o disminuye la circulación de capitales sustentados en el crédito público, va cambiando la 

esencia de la confianza que estás detrás de la reproducción de la sociedad. En esta dirección, se va 

construyendo una comunidad de pagos asentada en un principio político que garantiza el valor creado 

en conjunto. Es así como la experiencia que adquiere el mercado, frente a los mismos vaivenes de la 

economía, configura una serie de mecanismos de protección frente a sus propias contradicciones (para 

una ampliación teórica, ver (Aglietta, 1992)).  

El caso de la renta de salinas en Colombia durante el siglo XIX es especialmente llamativo. En primer 

lugar, permite comprender el papel de este tipo de mecanismos de protección sobre la operación del 

mercado y el moldeamiento de una comunidad de pagos. En segundo lugar, al establecerse un vínculo 

entre el crédito público y el precio “fiscal” de un bien no exportable y básico para el consumo humano, 

puede indagarse sobre las tensiones que rodean a las especificaciones monetarias y la confianza que les 

subyace. En este sentido, este trabajo intentará mostrar cómo el lazo monetario y fiscal tejido alrededor 

de las salinas, durante la República liberal (1850-1880), influenció las condiciones de reproducción del 

régimen de acumulación. En esencia, dicha relación cristalizada sobre la renta salinera se constituyó en 

un dispositivo de garantía de la continuidad de la comunidad de pagos, viéndose limitada, no obstante, 

 
1 El régimen de acumulación puede ser definido como “el conjunto de regularidades que aseguran una progresión 

general de la acumulación de capital […]” (Boyer, 2007, p. 63) 
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por las tensiones que surgieron en torno a la apropiación de los productos y rentas ligados a su 

funcionamiento. 

Este enfoque de análisis se apoya sobre el principio de la no neutralidad de la moneda, que índica la 

importancia de un régimen monetario en la distribución del producto social (Théret, 2013). Asimismo, 

reconoce la moneda como una relación de deuda (Graeber, 2004) y un operador político que actúan para 

proteger la sociedad (Bloch, 1954). En consecuencia, y siguiendo los planteamientos de la Teoría de la 

Regulación Francesa, se concibe la moneda como un lenguaje que traduce los distintos intereses sociales 

y los cristaliza proveyendo una unidad de medición del valor. Partiendo de estos presupuestos teóricos, 

se realiza un análisis que devela las diferentes escalas de tensión que influían en el desempeño de la renta 

salinera y en los instrumentos monetarios que quisieron apoyarse en ella. Esto último es relevante, puesto 

que se necesita un conocimiento más profundo sobre las causas que subyacen la evolución y desempeño 

de la renta salinera, más allá de un trabajo meramente descriptivo de largo plazo sobre las series de 

ingreso públicos percibidos. Además, adquiere importancia conocer el sentido histórico de la renta 

salinera (sus diferentes formas de control y regulación) en el marco de una economía en tránsito hacia 

el capitalismo y que adopta los principios liberales para alcanzarlo. 

Este trabajo se divide en tres capítulos. El primer capítulo aborda los esfuerzos de las élites regionales 

para crear una nueva comunidad de pagos2. El segundo y tercer capítulo analizan el caso de la renta de 

las salinas: una aproximación a través del lente de las relaciones monetarias, y, por ende, de las tensiones 

sociales, permitirá comprender el desempeño de la “renta más segura del gobierno”, aquella que, en los 

momentos de crisis, era uno de los principales mecanismos que soportaban el sostenimiento de las 

relaciones de crédito. 

Para reconstruir los elementos planteados, se realizó un trabajo investigativo sobre fuentes primarias de 

distinto tipo (periódicos privados u oficiales, panfletos, memorias de hacienda y de salinas, etc.) con el 

fin de acceder a un panorama amplio sobre los temas que impactaban en el carácter de la renta salinera. 

Dado que el primer capítulo intenta bosquejar algunas las especificidades del régimen monetario y su rol 

dentro de la comunidad de pagos, se recopilaron datos de los archivos notariales (Notaria Primera de 

Bogotá) para ofrecer una fotografía del tipo de transacciones apalancadas en propiedades urbanas o 

rurales. Lo anterior se complementa con información de sectores del mercado interno para dar cuenta 

de la heterogeneidad de las reglas monetarios en función de una jerarquía monetaria (que traduce una 

escala de respaldo público variable según la especie de dinero). Para el segundo y tercer capítulo se tiene 

 
2 El término comunidad de pagos o sistema de pagos contiene en su definición la proyección y construcción de 

una relación política que no puede independizarse de la red económica que tejen los intercambios. Para profundizar 
sobre este aspecto, revisar el trabajo de LeMaux & Scialom (2013) 
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en cuenta que existen varios focos de análisis a lo largo de la cadena de obtención de la renta salinera 

(enfrentamientos regionales, centro vs regiones, elaboradores vs gobierno, comerciantes vs gobierno, 

etc.) por lo que se le da prevalencia a las formas que adquiere el debate sobre la dirección que debía 

tomar una política u otra. Más allá de si las opiniones o perspectivas sobre la renta se acercaban o no a 

la “realidad” se discutió sobre cómo la percepción y la experiencia de los contemporáneos imprimió un 

carácter de legitimidad a las acciones públicas o privadas. La constatación o comprobación de muchas 

de las imágenes que circulaban sobre la renta, en particular, con respecto a la elaboración, las 

rentabilidades y la toma de decisiones conjunta sobre la producción regional queda abierta, dado que 

demanda un conocimiento más amplio de las economías regionales (precios, salarios, renta de la tierra, 

etc.) que supera los alcances de este trabajo. No obstante, el segundo capítulo, sí presenta, de manera 

más sistemática, datos e información sobre las dinámicas especulativas y monopólicas de los tenedores 

de documentos respaldados en las salinas, limitados, fuertemente, por su carácter y su disponibilidad 

(sobre todo en lo que concierne a flujos, más que stocks, de la parte cuantitativa).  

En su conjunto, este trabajo desarrolla una visión integral de la moneda, como una manera de auscultar 

su doble carácter, como convención social y expresión de las tensiones sociales, para así ampliar el 

conocimiento de los hechos económicos inscritos en una matriz histórica particular. 
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1. El bosquejo de una comunidad de pagos: la 

búsqueda de la liquidez  

 

El siglo XIX experimentó un desarrollo inusitado de las fuerzas del mercado, provocando uno de los 

mayores periodos de acumulación de riqueza (Hobsbawm, 1996) (Marx, 2014). Apalancado en 

innovadoras formas de transferencia de recursos, la maniobrabilidad y amplitud del capital logró romper 

o modificar las relaciones productivas tradicionales a lo largo y ancho del globo. Mediante el 

establecimiento del sistema internacional del patrón-oro, se pretendía unificar las reglas que el capital 

podía obtener para desarrollar libremente sus fuerzas y mantener unos niveles rentabilidad, aspirando a 

actuar a escala global y con una flexibilidad garantizada por los gobiernos a través del libre mercado 

(CEPAL, 2002). 

Adoptando una paridad fija de la moneda frente al oro, limitando la acción del gobierno y permitiendo 

la libertad de entrada y salida de metales, el sistema aseguraba el equilibrio en la balanza comercial, la 

circulación interna de los medios de cambio y el mantenimiento adecuado de un nivel de precios. Así 

pues, se promulgaba que el buen tránsito de los negocios y la estabilidad en el valor de la moneda debía 

pasar solamente por la acción del mercado, el cual, mediante el ajuste de precios (y de manera indirecta, 

sobre la tasa de cambio) vaciaría los mercados y corregiría los problemas de competitividad.  

La experiencia histórica mostraría una situación diferente. Contrario a lo que referenciaba la teoría del 

patrón-oro, basada principalmente en los trabajos de David Ricardo, aquel sistema contaba con dos 

problemas fundamentales en su operación: la asimetría entre países y las fricciones que restringían el 

automatismo (Rojas, 2016). Con respecto al primer aspecto, se resalta el hecho del papel hegemónico 

que asume Inglaterra a nivel mundial, que, por medio de la modificación de su tasa de descuento, y la 

actitud “pasiva” que asumen el resto de los países, va haciendo imperioso el uso de herramientas 

monetarias de corte nacional para evitar los fuertes ajustes del mercado monetario. La más mínima 

modificación, al alza, por ejemplo, de la tasa de descuento del Banco de Londres, podía provocar una 

salida de metales de los países “periféricos”3, llevándolos a modificar sus propias tasas (en aquellos casos 

que tuvieran control sobre ellas). Aquí se detalla otro elemento importante: la corrección de 

 
3 Cuando se hace referencia a países periféricos, no se trata únicamente de aquellos países más pequeños y con 

menor poder económico. Dada la magnitud de la economía inglesa durante buena parte del siglo XIX, cualquier 
país del continente europeo, aún los más grandes, debían reaccionar de manera agresiva para evitar que sus 
economías se desestabilizaran con los flujos de capitales. Si bien esta situación se corrige a medida que se acelera 
el desarrollo industrial del Imperio Alemán, de Francia o de los mismos Estados Unidos, la presencia de una 
importante asimetría se mantiene hasta el inicio de la Primer Guerra Mundial (para profundizar sobre la relación 
centro-periferia, en perspectiva histórica, revisar los trabajos de Braudel (1985) y Wallerstein (2011)).  



5 
 

desequilibrios se da, principalmente, por la vía de las tasas de descuento y de interés, antes que por la vía 

de los precios (se volverá sobre este asunto más adelante). El segundo aspecto tiene que ver con la 

rigidez de ciertas variables económicas que limitaban las correcciones que contempla la teoría, tal vez 

siendo las más importantes aquellas asociadas con los flujos que determinan los superávits o los déficits 

de cuenta corriente. En varios países del mundo se presentaron déficits de cuenta corriente de manera 

persiste sin que esa situación generara una situación de escasez extrema de los medios de pago, debido 

al financiamiento de los capitales de largo plazo (v.gr. Argentina; ver Laravello (1997) y Ferrer (2004)). 

En su conjunto, el patrón-oro se perfila como un sistema altamente jerarquizado, estableciendo, además, 

en términos espaciales países de centro y de periferia con diferentes implicaciones en cuanto al desarrollo 

de sus estructuras productivas y los problemas a enfrentar en términos de economía y política (Bértola 

& Ocampo, 2013). Entre los países de periferia se configura una fuerte dependencia, tanto de los 

capitales de corto plazo, como de largo plazo, para financiar los bienes de capital específicos para las 

demandas de sus economías y, no menos importante, el déficit fiscal. La deuda externa se convierte en 

un factor relevante para la estabilidad de los presupuestos de muchos países, como los latinoamericanos, 

asegurando la continuidad del desarrollo de una matriz exportadora para los países de centro. No 

obstante, los límites internos de muchas economías, con bajo ritmo de avance en el crecimiento de la 

productividad, restringe las capacidades de pago y de sostenibilidad del flujo de recursos extranjeros, 

dando lugar a una característica común de muchos países periféricos: la restricción asociada a la balanza de 

pagos. 

Las especificidades del contexto colombiano heredado de la colonia para el desarrollo del capital 

demandaron una serie de variaciones en cuanto a la forma de relacionarse con el mundo, de reorganizar 

los flujos de recursos, de expandir las fuerzas del mercado y de asegurar el financiamiento de la actividad 

económica. La obtención de recursos del extranjero pasó, primordialmente, a través del sector privado. 

No hubo financiamiento externo al sector público4. Y aún a pesar de esta falta, la fundación de una 

comunidad de pagos pasó por el establecimiento del crédito público, necesario para la cristalización de 

unas reglas que garantizaron la circulación de valores. 

 
4 Colombia durante el siglo XIX puede ser caracterizada como una periferia de segundo orden. En contraste con 

grandes países latinoamericanos que reciben, no sólo importantes corrientes migratorias, como Brasil, Argentina 
o Chile, sino también un financiamiento externo relevante para el impulso de la agroexportación, la economía 
colombiana está casi ausente de estas tendencias, salvo para casos específicos, como las inversiones en minería que 
toman alguna fuerza después de 1880 en el oriente del país. La comparación muestra aún contrastes más fuertes, 
si se realiza con países como los Estados Unidos y Australia que amplían considerablemente las posibilidades de 
acumulación de capital, en rubros tan importantes como los ferrocarriles y la banca. En este sentido, Colombia 
recorre, como lo denomina Ocampo (2013), un largo y tortuoso camino hacia el capitalismo, respondiendo 
mediante una organización, hasta cierto punto, alterna al conjunto latinoamericano. 
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Las primeras décadas de vida republicana son de estancamiento económico (Ocampo, 2013). La 

realización de productos del país en el mercado externo se circunscribe al oro, en su mayoría, como 

forma de saldar el déficit sostenido de cuenta corriente. Si bien el oro constituyó el medio de pago por 

excelencia a nivel internacional, las cantidades exportadas no son suficientes para generar un importante 

poder de compra.5 Así, la circulación interna de este metal, en su calidad de moneda, no es amplia6; es 

más útil en cuanto a su atributo como mercancía. Por lo demás, la “escasez” de circulante caracteriza al 

periodo que va hasta finales de la década de los cuarenta, cuando a nivel internacional se proyectan 

incentivos para la acumulación de capital en la exportación de materias primas (v.gr. abolición de la ley 

de granos en Inglaterra (Cruz, 1965)). De ahí en adelante, la preocupación principal de la economía se 

traducirá en financiar de manera sostenida sus operaciones (y por ese mismo medio, adquirir liquidez)7. 

Cuatro reformas son importantes para garantizar este propósito: la estructuración de un régimen 

monetario que garantice un flujo libre de capitales en razón de unas tipologías y unas funciones de orden 

social; la articulación de un mercado de tierras a la expansión de los mecanismos de crédito; la remoción 

de las trabas al libre comercio de factores; y, por último, la transformación de valores y provisión de 

liquidez vía deuda interna pública. Estos elementos abren paso a una ruptura de los canales tradicionales 

de acumulación y a la profundización de los mecanismos de precios como variable de ajuste de los 

mercados (al menos en teoría)8.  

 
5 Súmese, además, la dependencia del comercio exterior del país del mercado jamaiquino. Eran pocos los contactos 

directos con comerciantes localizados en plazas de ciudades europeos, lo cual aumentaba los costos de compra de 
las mercancías importadas. Con estas redes débiles de comercio con el exterior, la captura del mercado interno por 
agentes extranjeros representó un reto para los comerciantes criollos que buscaron defenderse del acaparamiento 
y competencia desventajosa que esto suponía, apelando incluso a medidas proteccionistas con la otorgación de 
licencias o derechos de privilegio en la producción de ciertos bienes (Safford, 1989). 
6 En su lugar, se recurre a la plata para las monedas de circulación interna, siguiendo las funciones asignadas por 

el orden monetario colonial. La diferencia radica en que la debilidad fiscal de la república permitió un deterioro 
acelerado de las especies en circulación, cuestionando la soberanía efectiva del Estado en las transacciones.  
7 Debe recordarse que, con los cambios traídos por la Independencia, los antiguos espacios coloniales modifican 

su función en el orden económico internacional, pasando de ser exportadores netos de capitales a importadores 
netos. Lo anterior suponía, además, el desbarajuste de los mercados intercoloniales, donde los metales preciosos, 
oro y plata, aceitaban las operaciones comerciales y generaban radios de intercambio comercial muy dinámicos 
(Assadourian, 1982). En el caso específico de la Nueva Granada, con el oro antioqueño, principalmente, se daba 
cierta continuidad histórica a su papel dinamizador de los espacios económicos internos, pero, como en el resto 
de los países latinoamericanos, se requirió de nuevas fuentes de riqueza para traer liquidez y dar sustento a otro 
tipo de mecanismos financieros que estarían detrás del vaivén de los nuevos auges regionales, jalonados por la 
agricultura de exportación en las tierras bajas. 
8 Antes de la aparición el Pacto de Medio Siglo, como lo denomina Uribe & Álvarez (1987), se utilizaba el control 

de los mercados interregionales para garantizarse un acceso equilibrado al oro y, asimismo, al mercado de 
importación. El uso de privilegios oficiales (como el monopolio del tabaco), la prohibición a la exportación de oro 
y el aprovechamiento de las complementariedades productivas entre las regiones, sostenían un ritmo equilibrado 
de acumulación de capital-dinero. 
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1.2 El reordenamiento monetario: transformación de valores 

y reforma de los mercados 

El principio fundamental consistía en promover un encadenamiento de los sectores tradicionales 

alrededor de un mercado de exportación-importación, logrando una transformación en el uso e 

intensidad de los factores productivos. La explotación de recursos ociosos, como la tierra de las 

vertientes bajas del Magdalena, generan un proceso de “valorización general”, ejemplificado en el 

crecimiento de los precios de las tierras (tanto en las ciudades, como en sus hinterlands), de los medios de 

transporte (que alteró el precio de los fletes), en el precio de los jornales, todo lo cual se percibe con una 

especial intensidad a partir de la década de los cincuenta: 

Por todo el país se siente un movimiento roducc jerminatorio si puedo llamarlo así al duplo y al triplo ha subido el precio 

casi siempre constante de los géneros alimenticios no menos es mayor el flete de las embarcaciones y bestias de transporte y 

el alquiler y valor de las tierras ha subido prodigiosamente en varias provincias los arriendos de casas son también mayores 

llegando en algunas partes apagarse muchas veces más caros los servicios diarios del robusto jornalero; esta alza general de 

precios y valores cuando no procede del espanto de las guerras ni de otras calamidades alarmantes es como los habéis vosotros 

la prueba cerquísima de un desarrollo productor de riqueza pública (Gómez, 1853). 

 

Esta situación lleva aparejada una reestructuración de la composición de los activos de la economía, 

buscando facilitar la transferencia “de mano en mano” de los capitales necesarios en los nuevos negocios. 

De tal manera, la explotación efectiva de nuevas áreas para productos de alto pedido en Europa supone 

que el ordenamiento monetario sostenga la realización de valores en el comercio exterior. Florentino 

González, ministro de Hacienda bajo la administración Mosquera, lo resume de la siguiente manera: 

Abramos la puerta a las monedas de todo el mundo para que vengan a buscar nuestras producciones para que abundando 

el numerario baje el interés del dinero y se pueda dar impulso eficaz a las empresas agrícolas mineras y comerciales. Con la 

abundancia de la moneda de plata subirá el precio del oro; pero ¿De dónde es el oro? ¿no es un producto granadino? ¿y 

pierden las naciones cuando suben de valor sus productos porque los productos de otras naciones vienen a buscarlos?  

Memoria de Hacienda. (González, 1846, p. 12) 

Así, mediante una sobrevaloración oficial de la plata, que transforma el régimen monetario en uno de 

patrón-plata puro, se busca una devaluación nominal inducida por las autoridades para incentivar las 

exportaciones. En realidad, la operación es más compleja. La alteración en el comportamiento de los 

precios lleva a que, en los periodos de auge en las exportaciones, se produzca una revaluación real de la 

tasa de cambio en beneficio de las importaciones. Ahora bien, cuando el mercado interno de 

importaciones se satura o caen las exportaciones (por lo general dos fenómenos están correlacionados), 

la caída en los precios permitía una devaluación real, ergo, una compensación en la caída de los ingresos 
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de los exportadores (Ocampo, en Sánchez, 1994). Los fuertes ajustes en la base monetaria (salida de 

metales y de monedas duras o de alta calidad) en los periodos de crisis desarrolla lo que algunos autores, 

como Meisel (1990), llaman la ejecución de la Ley de Gresham9. 

Si bien la idea básica de este fenómeno se mantiene, vale la pena resaltar, más bien, la presencia de una 

jerarquía monetaria cuya flexibilidad relativa (según la ubicación social y el poder económico del 

poseedor (Baubeau, 2015)) permite transferencias de costos en los periodos de crisis. La escasez de 

circulante en una economía precapitalista o capitalista10, no significan otra cosa que la pérdida de 

confianza en la posibilidad de cancelación de los créditos. La búsqueda de la moneda dura que se 

encuentra en la cabeza de dicha jerarquía asegura un refugio de valor que no depende, únicamente, de 

las características del mercado interno, sino también de su condición en el extranjero. La traducción de 

esta tensión en las variaciones de la tasa de cambio impacta la distribución de riqueza al interior de la 

sociedad. A lo largo de la segunda mitad del siglo XIX, la esquematización por órdenes sociales de la 

circulación de especies metálicas permite que el impacto de las crisis se aminore según quien sea el 

poseedor de aquellas11.  

Los poseedores de especies de menor calidad, y en un menor rango en la escala de la jerarquía monetaria, 

sufrirán los impactos de la pérdida de valor de la moneda, en función de su menor capacidad para 

cambiar de instrumentos y su inhabilidad de hacer frente a las estructuras de mercado concentradas en 

el ámbito monetario. Se tornó en una constante durante los periodos de depresión económica, o de 

guerra, cuya simultaneidad es diciente, que la circulación de especies de menor calidad y respaldo 

mantuvieran el ritmo de los negocios. Ya fuese con la entrada de monedas deterioradas, la falsificación, 

la acuñación de baja ley o la emisión de billetes se pretendía que las cadenas de intercambio no 

 
9 Esta ley da cuenta de la lógica de operación del mercado monetario, en el marco de la coexistencia de distintas 

especies de dinero. En específico, aquellas especies de menor calidad tienden a reemplazar aquellas de mayor 
calidad, las cuales o se atesoran o se fugan hacia zonas que las “valoran” mejor. Para el caso colombiano, puede 
revisarse el trabajo de Meisel (1990). 
10 Para el caso de una economía precapitalista, ver (Luckett T. , 1996), y el de una economía capitalista (Lavoie, 

2012). 
11 La moneda, como relación de crédito-deuda, encuentra distintas formas de “materialización” o expresión en 

función de las correspondientes cadenas de pago que viene a representar. Por este motivo, la determinación de los 
“espacios” de circulación de las especies monetarias está condicionada por la capacidad de validación de los 
haberes. Así, se fragmenta o segmenta el uso de la moneda a partir del respaldo esperado en los pagos de la relación 
de deuda. De esta manera, por ejemplo, los documentos de deuda, vales, certificados o billetes (según el periodo 
histórico de consideración) tienen unos márgenes puntuales de rotación, como lo son las grandes transacciones de 
comerciantes o fondos de inversión. Mientras tanto, especies de baja denominación y menor calidad, y con un 
grado distinto de respaldo entre las autoridades emisoras, son usuales en operaciones pequeñas, cuyos poseedores 
disponen de una baja capacidad económica (aunque si bien su uso no se restringe a ellos). Para ampliar sobre los 
referentes teóricos de este tema, ver (Baubeau, 2015) y (Blanc, 2008). 
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colapsaran12. Sin embargo, un problema mayor aparece cuando se hace un retorno a la “normalidad” en 

el tránsito de los negocios. 

La relativa mayor capacidad fiscal con la recuperación económica y la demanda para retornar a las 

paridades establecidas con respecto al oro y plata hacían surgir, sobre todo del grupo de los grandes 

comerciantes, llamados a la amortización de las malas piezas. La mala moneda no sólo alargaba las 

transacciones y generaban desconfianza, sino que también truncaba la determinación precisa de los 

precios y favorecían su incremento, como bien se ha documento en casos donde persistía un desorden 

monetario importante (Desmedt, en Théret, 2013). En definitiva, se alteraban las señales que los precios 

podían transmitir, debido a factores ajenos a las condiciones habituales de oferta y demanda (obviando 

el costo del crédito). Sin embargo, a diferencia de las amplias reformas monetarias que, en otros casos, 

como en el inglés, sirvieron como base para una revolución financiera, la amortización paulatina y 

gradual funge para el caso colombiano un destino clave que es garantizar el control del crédito por parte 

de los grandes comerciantes y financistas, sin expandir las relaciones monetarias de manera equilibrada 

(se volverá sobre este punto en la sección de la renta de las salinas y los billetes de tesorería). 

La ampliación de la base monetaria, a la que entran, según Rojas (2004), la emisión de títulos flotantes 

durante las guerras civiles, tienen un efecto contracíclico. El efecto, más que en el incremento de los 

precios (el cual es debatible)13, debe buscarse en la valorización ficticia de los capitales que introducen 

las emisiones, debido al respaldo que garantiza el sector público, y a la provisión del circulante que 

precisan las operaciones comerciales. La redención de Censos, la emisión de bonos territoriales, de 

bonos flotantes, entre otros, son medidas que pretenden poner en circulación activos que antes eran 

considerados ilíquidos. Con base en los productos asegurados y futuros de las rentas públicas, se dotaba 

de una ampliación del circulante que disminuía la presión financiera de las firmas importadoras. Por lo 

 
12 Cada uno de los componentes soberanos articulados alrededor de la permanencia de un orden específico 

construye una expectativa de permanencia de los pagos, haciendo plausible que, desde la agencia de cada fragmento 
de un proyecto político se legitime la estructura de poder: “En el acto de recibir esta nota pasará U. a circular a los 
Alcaldes de su dependencia para que interpongan su autoridad a fin de que en sus respectivos distritos circulen sin 
obstáculo alguno las monedas de que trata los artículos 292 y 294 del Código de Policía. Siendo la legitimidad el 
único requisito que se exige para la libre circulación, no será razón para desechar una moneda el que su sello esté 
gastado, siempre que por él se la pueda clasificar todavía; i así lo advertirá U. a los Alcaldes, manifestándoles 
también que las dudas se susciten sobre la legitimidad de monedas serán resueltas por los jefes de policía”. BLAA, 
El Cundinamarqués (01 de agosto de 1861). 
13 La constatación de una relación de causalidad entre emisión e inflación para la economía colombiana durante el 

siglo XIX es especialmente problemática. Su verificación no puede corresponder, simplemente, a la búsqueda de 
una correlación entre las dos variables, dado que supone aislar, en términos conceptuales, al dinero en cuanto a su 
relación del crédito de la economía. En otras palabras, implica que la moneda se reduce a ser un instrumento de 
intercambio, sin tener presente el papel que la especificación de los lazos de deuda tiene sobre la producción. De 
esta manera, se ignora la preponderancia que tienen factores como la rentabilidad o la ocupación de factores en un 
esquema de reglas monetarias definidas socialmente. Adicionalmente, se choca con cierto anacronismo al 
introducir la conceptualización de inflación, en un periodo donde las relaciones salariales tienen un escaso 
desarrollo (ver (Shaikh, 2016)).  
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tanto, cualquier alteración de los respaldos a estos instrumentos financieros podía suponer un duro golpe 

para los costos de operación de los negociantes. Como lo relata Safford (2002), en su trabajo sobre un 

típico comerciante importador, la admisión o no de un título de deuda pública o el cambio en sus 

condiciones de cancelación podía poner en serios aprietos al comercio de larga distancia. Y lo que es 

peor aún, sometía al crédito público a una angustia mayor, pues generaba un rechazo de sus papeles, una 

caída de la demanda de medios de pago realizables a nivel interno y el mayor pedido de oro y plata (las 

letras de cambio, en periodos de crisis económica, eran escasas y su premio subía de manera importante). 

Por consiguiente, la mayor demanda relativa de la “divisa” por excelencia del sistema de pagos 

internacional, suponía un fuerte freno al ritmo de la actividad económica, un encarecimiento de los 

bienes importados (y, por este mismo camino, una caída de los salarios reales, en especial los urbanos), 

un alza en el costo del crédito y una afanosa exploración de canales alternos para la consecución de oro 

(ya sea en las zonas del país donde era relativamente abundante, como Antioquia o con la exportación 

temporal de productos a mercados extranjeros).   

La acentuación de la restricción externa, en ausencia de capitales de largo plazo, recortaba los pedidos 

de mercancías a Europa. Además de presentarse la referida búsqueda de liquidez, se racionalizaba el 

crédito y aumentaba la presión de los acreedores para la cancelación de las deudas. Se producía un 

número importante de quiebras o entraban en acción una serie de dispositivos o prácticas que 

amortiguaban el golpe de la caída del crédito, pero que terminaba en la concentración de capital en 

aquellos grupos comerciales que tenían cómo demostrar solvencia, ya sea por su mayor cercanía e 

influencia con los negocios del gobierno o por contar con acceso al crédito ofrecido por grandes casas 

comerciales europeas (Safford, 2002).  

Las transacciones de propiedades urbanas y rurales era uno de estos dispositivos. Una mirada rápida a 

los archivos notariales del periodo permite comprobar el dinamismo de este mercado; mas su atractivo 

no era la posesión per se de la tierra, si no su atributo para favorecer la especulación y aumentar el crédito 

de los particulares. Con la explotación de tierras para la agroexportación, su demanda en las zonas bajas 

se elevó considerablemente. Materializada la mayor posibilidad de obtener una renta, se amplían las 

seguridades necesarias para acceder a recursos financieros mediante la hipoteca. Los registros permiten 

desdibujar la frontera entre lo rural y lo urbano y dar cuenta de un proceso de retroalimentación de las 

rentas que se canalizan a través de los mecanismos crediticios. El alto endeudamiento sobre las 

propiedades se proyecta como el rasgo más distintivo del carácter que toma la concentración de recursos 

monetarios y que sustenta el traspaso de valores según las necesidades de liquidez14 (ver Anexo A). Las 

 
14 Palacios (1980) ya había anota en su trabajo sobre las haciendas cafeteras (y sus antecedentes) las dimensiones 

que la hipoteca tenía sobre las propiedades, llegando en algunas oportunidades a cubrir hasta en un 70% el valor 
de la propiedad.  
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seguridades o gravámenes no son figuras estáticas, sino que circulan siguiendo el paso de las deudas que 

necesitan saldarse. Por esto mismo, las hipotecas ponen a circular valores relacionados con las más 

diversas actividades de una red de negocios, y que abarca más de un espacio geográfico.  

Las redes en las que se mueven las hipotecas permiten esquematizar, tentativamente, algunos patrones 

inscritos en las prácticas de negocios y que, a su vez, denotan su funcionamiento de acuerdo con un 

nivel particular de riqueza15. Los datos obtenidos posibilitan ver una variedad considerable de términos 

en los intercambios, que van desde el monto o valor transado en la hipoteca (desde 100 pesos hasta 

superar los 20.000), el precio de las propiedades, el tipo de interés pactado o el plazo. Todo en su 

conjunto siendo indicativo de cómo los lazos sociales, en realidad, salen de los moldes habituales de 

análisis, puesto que el crédito puede señalar conexiones no bosquejadas claramente por el lenguaje 

político del periodo. 

Lo primero que es notorio es la prevalencia que aún se observa de remanentes del crédito colonial, 

considerando que la redención de censos ya había empezado desde hace un buen tiempo (AN_26, 

AN_29, AN_46, AN_72). Sin embargo, los cambios en la geografía urbana y social ofrecen testimonios 

sobre los intentos de escapar de esos “anacronismos” con la ocupación, la parcelación y la construcción 

sobre los antiguos solares (AN-25). Un segundo aspecto tiene que ver con los niveles de la tasa de interés. 

Si bien existe una tendencia a reflejar las condiciones más amplias del mercado (tasas del 10 al 12% 

anual), pueden referenciarse casos de tasas oscilando entre el 5 y el 6% anual para plazos cortos o incluso 

largos. Aunque representativamente menores, los plazos largos están presentes en algunas compras de 

propiedades y en la financiación de actividades que requieren algún tiempo de maduración (ver, AN_24, 

AN_28, AN_29, AN_63). Claramente, los plazos largos y las tasas altas, o sea, de más de 3 años y niveles 

por encima del 10%, no son mutuamente excluyentes y pueden poner en relieve la alta rentabilidad de 

ciertas actividades y la concentración de recursos ociosos en pocas manos. Este es un hecho interesante 

dadas las circunstancias que rodean la expansión del crédito en las operaciones comerciales: antes de 

1850 la estrechez del crédito comercial no permitía extender los canales de distribución de mercancías, 

por lo que los intercambios se realizaban de contado. Con el mayor poder de compra otorgado por las 

exportaciones y la conexión directa con las grandes casas comerciales europeas, se facilitó que muchas 

transacciones se llevaran a cabo por medio del crédito, pero aún con plazos cortos entre los 90 días y un 

 
15 El trabajo investigativo en los archivos notariales realiza un corte y una focalización en 1860, en un intento por 

capturar una fotografía de los rasgos presentes en el mercado hipotecario y que permitan dar cuenta de algunas de 
las especificaciones de las relaciones de crédito. A inicios de la década del sesenta concluye uno de los grandes 
ciclos del modelo inaugurado a mediados del siglo, acompañado de un fuerte conflicto político, por lo que una 
mirada exploratoria sobre las características de una parte del crédito de la economía puede dar luz sobre el tipo de 
transacciones en los que están inmersos algunos sectores de la sociedad, apalancados en la posesión de propiedades. 
Así, para efectos demostrativos sobre algunos tópicos, se usará la notación AN_( ) con el fin de que el lector pueda 
revisar los registros incluidos al final del trabajo (Anexo A). 
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año (Uribe & Álvarez, 1987). Para los plazos más largos la posesión de una propiedad era impajaritable 

y sustentaba el poder financiero de grandes agiotistas. 

Precisamente, debido a la dependencia del crédito privado externo y la ausencia de bancos (sólo hasta 

1872 aparecería el primero en Bogotá), la estructura del mercado crediticio pudo haber presentado un 

fuerte desbalance hacia ciertos grupos de comerciantes/terratenientes/financistas que, mediante el 

control de los canales del crédito, mantenían una elevada concentración de la riqueza. El Barón Goury 

du Roslan, la familia Escovar, Joaquín Blas de Mier, Uribe Restrepo & Cía, José María Plata, los Samper, 

la familia Scholss, Carlos Michelsen, Evaristo y Luciano Latorre, entre otros, son algunos de los nombres 

que extendían un fuerte vínculo entre las finanzas, públicas o privadas, y la expansión sobre actividades 

productivas muy rentables en el sector exportador (o íntimamente relacionados, como la ganadería o la 

caña de azúcar). No sólo eran grandes propietarios, sino que transaban enormes valores crediticios 

representados en la hipoteca16. Ahora, la posesión de esta última no es uniforme en cuanto a su papel 

en los negocios comerciales, sino que incluye una diversidad significativa. Se encuentran, por su parte, 

el intercambio de propiedades con el compromiso de retroventa en un tiempo determinado, similares a 

las operaciones REPO de la actualidad, en la cual se aseguraba una liquidez para periodos de corto plazo. 

Están, así mismo, los cambios de propiedades, que podían incluir con anterioridad más de una hipoteca, 

en donde las diferencias de precios con respecto a otras transacciones anteriores podían indicar la 

cancelación de deudas entre las dos partes involucradas (por lo general, esta operación es habitual en 

aquellas personas o sociedades que cuentan con cierta frecuencia en el trato de los negocios). O están 

las ventas generadas, independientemente del plazo de posesión de la propiedad, para aprovecharse del 

diferencial de precios y obtener una buena ganancia. Todas estas operaciones, de corto, mediano o largo 

plazo, demandan una gran flexibilidad en los traspasos de propiedad y, sobre todo, una red particular de 

intercambios17. Son transacciones grandes, en moneda dura, por lo general de 8/10, o en ocasiones, 

 
16 Para poner en contexto la magnitud de las cifras transadas, resulta útil generar una comparación entre algunos 

de los mismos datos recolectados en los archivos notariales y, además, ponerlos en perspectiva, por ejemplo, con 
las cantidades agregadas de los impuestos recolectadas en un año fiscal. Tómese, a manera ilustrativa, el préstamo-
hipoteca realizado entre Flavio Pinzón y José María Plata por un valor de 5.000 pesos de 8/10 (AN_68) y 
compárese con el valor transado por una casa modesta ubicada en Bogotá, de bareque y paja, cuyo valor 
aproximado era de 260 pesos de 8/10 (AN_50). Si se considera, además, el valor de un censo perpetuo ($12.300 
8/10), con una tasa oficial de interés para estas transacciones del 5% anual, sobre una gran hacienda (valor estimado 
de 52.800 pesos de 8/10) (AN_72), puede hacerse una idea de las cantidades que podía poseer y transar un gran 
comerciante frente al patrimonio de un artesano pequeño (cuya casa se encontraba por debajo de los 1.000 pesos 
de 8/10). Ahora, si se incluye el monto recaudado por el concepto de salinas en el año fiscal 1858-59 de 615.641 
pesos de 8/10 (ver Memoria de Hacienda, 1860), se puede dar cuenta de las grandes distancias entre los valores 
que circulaban o se intercambiaban en ciertos circuitos económicos. 
17 Según lo que se puede observar en los registros notariales, la posesión de un bien en particular puede cambiar 

con relativa rapidez de manos buscando saldar créditos próximos a vencer o, probablemente, atendiendo a la 
necesidad de metálico. Muchas veces las propiedades se mueven dentro de grupos de empresarios con un contacto 
comercial y financiero frecuente, como se puede notar en los antecedentes de propiedad de algunas haciendas o 
casas, o en los múltiples gravámenes entre uno u otro personaje. Pareciese que se desarrollaran continuas 
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documentos de crédito (letras de cambio y títulos de deuda) y que implican una circulación de valores 

restringida entre una élite comercial18. Aquí se acoplan, por tanto, la jerarquía monetaria característica 

del orden establecido, como el acceso a propiedades que multiplican el acceso a ciertos medios de pago. 

En este punto, valdría la pena adicionar lo que en trabajos sobre los conflictos de tierras, frontera agraria 

y colonización se ha descrito sobre las tensiones entre uso de la tierra, control de mercados y mano de 

obra (Vega, 2002)( (LeGrand, 2016). El factor dinámico en este proceso estaría aquí en la relación que 

se podría establecer entre el conflicto agrario y los mecanismos de acumulación bajo un orden monetario 

en específico. La volatilidad de la práctica de producción-especulación, debido a su inestabilidad, 

destruye los canales de crédito establecidos dentro del auge y para garantizar la continuidad de los pagos 

o la cancelación última de las deudas, las tierras o propiedades urbanas permiten que no quiebren 

totalmente. El mismo mercado garantiza la realización de sus valores, para lo cual es necesario que las 

redes de intercambio de la propiedad funcionen dentro de grupos sociales específicos. Por tanto, podría 

presentarse una inflexibilidad relativa como consecuencia de la coexistencia de grandes espacios de 

producción y la posesión continua, con agricultura familiar, al menos en las zonas apropiadas para el 

cultivo de bienes exportables, puesto que la propiedad fija no entra dentro de la cancelación de deudas 

en época de crisis19. La apropiación de los principios liberales, del derecho a la propiedad y a la libre 

 
operaciones de clearing entre las múltiples seguridades y compromisos que se van contrayendo a lo largo del tiempo. 
Así, dado que la disponibilidad de metal no es suficiente en todo momento para cubrir las deudas que se puedan 
acumular, la venta, la hipoteca o el endosamiento podía dar alcance a una situación compleja. Una visión secuencial 
permitiría develar qué sucede, especialmente durante las crisis económicas, con aquellos deudores en posiciones 
más frágiles, habida cuenta de que de la iliquidez redundaría en la concentración de propiedades en los acreedores. 
18 El hecho de que la hipoteca circule dentro de una red específica de negocios implica, a su vez, que el mercado 

segmente las cadenas de valor, aglutinando formas de respaldo a los créditos. Por esto mismo, el alto 
endeudamiento que pesa sobre las propiedades adquiere sentido sólo si es capaz de circular con la fluidez necesaria 
en los intercambios. Un concurso de remate, bastante común ante las quiebras por iliquidez, aminora el impacto 
en las pérdidas que pudieran derivarse por una situación de iliquidez, siempre y cuando los activos tengan una 
realización adecuada en el mercado. En los archivos notariales (ver Anexo A) se pueden encontrar algunos 
ejemplos de la amplitud del crédito en diferentes espacios geográficos y que entran en un complejo juego de 
compensaciones entre los compromisos adquiridos (un caso puntual es el de José María Plata). Aníbal Galindo 
(1900), por su parte, en sus memorias (ver capítulo Campaña contra la dictadura. 1854) detalla un caso que da 
cuenta de lo descrito anteriormente: él, como abogado de Carlos Michelsen (contratistas de las salinas de 
Zipaquirá), debe concurrir al Guamo al concurso de acreedores de Manuel Ramos por la deuda que este posee con 
su apoderado por 9.000 pesos de 8/10. El deudor, para cumplir con su promesa, ofrece una casa muy bien ubicada 
en Bogotá (cerca de la catedral) por el valor de 20.000 pesos (9.000 pesos para Michelsen y el restante debía cubrirse 
con pagos a unos acreedores de Ramos en seis meses). Michelsen rechaza la oferta y, al cabo de un tiempo, durante 
el remate de bienes, pierde todo y no puede validar los pagarés. Ahora bien, lo anotado por Galindo es sólo una 
pequeña muestra de la amplitud de las operaciones de crédito respaldas en las propiedades y que extienden sus 
horizontes más allá de las fronteras políticas en un país de regiones y con grandes barreras geográficas. 
19 Esta es una hipótesis que debe sustentarse de una mejor manera y que debe estar abierta a matices. Sobre todo, 

porque no puede desconocer la coexistencia de múltiples unidades productivas (grandes, medianas y pequeñas) y 
su relación por configuraciones comerciales particulares. Además, debe plantar cara a los cambios en la significancia 
histórica de cierto tipo de entramados sociales (que facultan la producción, el consumo y la distribución) para 
atender a la interacción de factores ecológicos, técnicos, demográficos y de mercado. Lo que sí intenta plantear es 
la relación que, bajo ciertas consideraciones de una débil estructura productiva, puede darse entre los ciclos de 
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movilidad que se van interiorizando en las prácticas políticas, en un ambiente marcado por los cambios 

de la geografía económica y social de los territorios, dosifican el desbalance en la correlación de fuerzas, 

estableciendo normativas y formas de operación estatal que arbitran dentro de los conflictos de tierras 

(LeGrand, 2016). 

Bajo un régimen de alta inestabilidad en la cantidad y composición interna de la masa de medios de pago 

en circulación y en posesión de los privados, las características de los mercados de tierras y de 

propiedades compensan las caídas en el circulante, al tiempo que ayudan a hacer plausible la 

transformación del valor de uso de ciertos bienes, inscritos, previamente, en formas de producción 

precapitalistas, a valor de cambio. Prácticamente, esto implica que el crédito y las instituciones que lo 

sustentan se acoplan a las nuevas de necesidades de la economía, no sólo determinables por la entrada y 

salida de metales. Por el contrario, existe una disposición a arreglar las “imperfecciones” que concentran 

riqueza bajo esquemas que no entran en la esfera de valorización por medio de los impulsos del comercio 

de alto nivel. Florentino González, por su parte, lo describe así:  

El medio adoptado para pagar los intereses mantendrá siempre en circulación, como dinero, un capital considerable; porque 

los cupones que representan intereses del semestre que están al vencerse, circularán como dinero de contado, por la facilidad 

de colocarlos en pago de contribuciones; i los cupones de intereses por vencimiento lejano circularán cómo pagaré a término. 

Así, pues, con el crédito del Estado venimos a suplir la escasez de numerario, que tan notablemente se hace sentir este país, 

en que, hasta ahora, la moneda ha sido casi el único artículo de exportación que hemos estado en cambio de los productos 

extranjeros que se traen a nuestros mercados, i se extrae en cantidades considerables. (Memoria de Hacienda, 1846, 

p. 17) 

Si bien es cierto que la existencia de mercados es parte vital del orden económico colonial, la lógica de 

la centralización de sus recursos para su posterior distribución pasa por un esquema mental diferente, 

apropiado para las necesidades colonización y las funcionalidades de los espacios regionales con respecto 

a la metrópoli. Las capellanías, los censos, los mayorazgos, las dotes, etc. Son formas de circulación del 

capital que responden a una organización productiva y de las relaciones sociales específicas. Por eso, 

cuando a mediados del siglo XVIII empieza una recuperación poblacional considerable en el Virreinato 

de la Nueva Granada, en buena parte libre y difícil de identificar bajo las categorías básicas de raza y de 

tasación de la Corona, las demandas de los medios para subsistir se alteran: las presiones sobre la tierra, 

bajo figuras legales comunales, son mayores, surgiendo disputas antes menos visibles sobre el uso y el 

acceso a la propiedad. La mayor demanda de los centros urbanos se une a la anterior preocupación, al 

requerirse un flujo sostenido de bienes. Estos elementos son de larga duración y se hacen supremamente 

 
financiamiento, de acumulación y de seguridad en la cadena de pagos (representada, por ejemplo, en la posesión 
de la tierra como resguardo de valores). 
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intensos, aún con las particularidades regionales (Tovar, 2015), que se tornan en una oportunidad de 

redireccionar la economía en función de los proyectos económicos de las élites regionales. 

Así pues, dentro de las reformas liberales emprendidas desde 1845 estas asumen un carácter indirecto 

de formación de mercados compulsivos. Es decir, la destrucción de las formas comunales de tenencia 

de la tierra, como los resguardos o los ejidos, la desamortización de bienes de manos muertas, coadyuvan 

a la ampliación de la mano de obra “libre”, tanto para las ciudades como para las nuevas zonas de 

explotación. Una relativa facilidad en la entrada y salida en las fuentes de trabajo es necesaria, más aún 

cuando la economía pasa por altibajos constantemente y hay un tránsito rápido entre actividades20. Un 

observador estadounidense, a principios de la década del cincuenta, anota sobre la falta de constancia de 

los granadinos en sus trabajos, lo que en realidad podría indicar la debilidad de la economía en cuanto a 

la generación de trabajo continuo para una gran parte de la población: 

[…] hay que saber algo del carácter nacional y en especial conocer la aversión que tienen las gentes a trabajar 

permanentemente en un puesto fijo. En muchas provincias no se encuentra un solo hombre que haya trabajado alguna vez 

en su vida durante todos los días del mes; y no obstante, esta alfarería es tan buena como cualquiera de las buenas de los 

Estados Unidos […] El pueblo tolera soportar hambre, no tiene ninguna comodidad ni desea conocer ninguna. Su moral 

no puede descender a niveles más bajos, ni la religión está en capacidad de elevarla más. Todos sus ideales se reducen a no 

pasar hambre, a no mojarse en la lluvia y a evadir el trabajo y las responsabilidades. El pueblo no paga impuestos, pide 

limosna siempre que puede y sólo por última necesidad trabaja, pero entonces está dispuesto a someterse a cualquier 

humillación. Alguna vez se acondicionó un taller reformatorio en el Hospicio, pero una institución como esta solo funciona 

sí la maneja alguien que se dedique a ella por vocación; hoy está completamente abandonado y se ha convertido en refugio 

de mendigos. Ni siquiera la prostitución es remunerativa, porque las guerras han acabado con muchos hombres y las mujeres 

de las clases bajas viven de la más completa miseria ¡Pobre Bogotá! (Holton, 1857, p. 287) 

 
20Durante buena parte del siglo se acusó sobre la falta de brazos y la existencia, sobre todo en las partes altas, de 

trabajos rutinarios que producían bajo valor agregado. Así, bajo la influencia de las guerras, que desplazaban 
personas reclutadas hacia los valles estratégicos entre las regiones en disputa, se logró obtener estímulo para el 
cambio de la composición de las ocupaciones y localidad de sectores claves de la sociedad: “hasta aquí la guerra a 
paralizado materialmente el trabajo puesto que el número de jornaleros en el último semestre nunca excedio de 70 mientras que la 
dotación acostumbrada es de [ilegible] entretanto todas las obras necesarias para [ilegible] completado y está asegurado perfectamente la 
ventilación a fin de perfeccionar aquella propiedad será necesario acabar el nuevo socavón y a fin de acelerar esta operación se ha decidido 
mandar fueros inteligentes y adicionales de Inglaterra; la situación financiera de la compañía es satisfactoria pues que existe en mano 
en Nueva Granada un balance de 7379 libras Y en Londres como 800 libras de deducido préstamo de los banqueros […] Se debe 
aprovechar las circunstancias generadas por la guerra, como el desplazamiento de hombres, para hacer un llamamiento de los brazos a 
que trabajen en tierras libres, así como buscar por parte de las municipalidades y los propietarios de tierras la liberación de los 
arrendatarios de su condición (lo anterior es el resultado de la concientización sobre la menor rentabilidad del sistema previo)”. BLAA, 
El Colombiano (28 de marzo de1862). 
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A la vez que el mantenimiento de un “ejército de reserva” importante aminora las pérdidas por las 

inversiones necesarias en actividades especulativas, facilita la migración y valorización de tierras 

despobladas. El fenómeno contribuye a uno de los hechos más característicos del poder regional y 

nacional en Colombia, que es la dificultad de erigir un centro de poder consolidado, como sí sucede en 

Argentina con Buenos Aires. En contraste, hay un relevo entre puntos geográficos liderados por las 

ciudades “nuevas” (v.gr. Bucaramanga, Manizales, Barranquilla, etc.) (Zambrano, 1993). Sólo Bogotá se 

mantiene, pero su supremacía se asegura en el siglo XX. Sin embargo, en todas y cada una de ellas se 

presenta una geografía social distinta a la de las ciudades tradicionales del final de la colonia, con una 

articulación nueva a los mercados. En su intento por crear fuentes de consumo para la actividad 

importadora y para dar respuesta a las necesidades de liquidez que esta actividad demanda, la creación 

de mercados a la fuerza es un factor relevante si se quieren entender los cambios económicos provistos 

por la liberación. Eso sí, que sean producto de una relación de fuerza, no significa que no tengan un 

sustento legal e ideológico en la transformación del Estado bajo los preceptos de la economía política, 

que definen una tendencia a introducir la autorregulación de los individuos y donde las instituciones 

controlan las desviaciones del comportamiento mediante el control de las pulsiones aplacando las 

pasiones, educando, moralizando, etc. (Grenier & Orlean, 2007). 

Jaramillo (1979) ha descrito parte de los efectos de la abolición de los resguardos cercanos a Bogotá. 

Buena parte de las propiedades de los indios, divididas y asignadas en la década de los cincuenta, fueron 

vendidas a terratenientes-comerciantes que acapararon la mayoría de ellas, concentrándola en pocas 

manos. El paisaje cambia totalmente, puesto que muchos de los cultivos de hortalizas y legumbres que 

abastecían a Bogotá desaparecieron (con el incremento en los precios de estos productos, anotado por 

los contemporáneos), reemplazados por cultivos de trigo, para el descanso de ganado traído de tierra 

caliente o cría de ganado “autóctono” de la sabana. Muchos de los indios, o mestizos, a los que se les 

compró se transformaron en arrendatarios, en peones, migraron a Bogotá o a municipios aledaños o 

fueron atraídos para la cosecha de tabaco en tierras bajas (Rivas, 1946).  

Las fuertes crisis económicas originadas por las caídas en el precio del tabaco, la quiebra de la firma 

Montoya Sáenz & Cía (importante acreedor del gobierno), el agotamiento de las tierras por su 

sobreexplotación, van acompañadas de una importante crisis fiscal que detona, junto con otros factores, 

en la guerra civil de 1861 que inaugura el periodo de los Estados Unidos de Colombia. El costo de esta 

guerra es enorme, según estimaciones posteriores, cercana a $10.000.000 de pesos (Jaramillo, 1979), lo 

que supuso un enorme apalancamiento en deuda interna pública. Además, los efectos de la Guerra de 

Secesión en los Estados Unidos marcan el inicio de una década con bajo crecimiento, en la que, como 

hecho singular frente a otros años, se presenta una caída continúa en los términos de intercambio para 
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Colombia (Ocampo, 2013) (también hay un relevo entre los sectores productores de tabaco, de 

Ambalema a Carmen de Bolívar).  

¿Cómo estimular una economía estancada por la pérdida de impulso de su sector líder (el comercio 

exterior)? Esta fue una cuestión que inquietó a las mentes de la época, pero que encontró rápida 

respuesta en un patrón que venía de años atrás: real-state market. Castro (2015), siguiendo los trabajos 

de David Harvey, hace un excelente análisis para Bogotá en el marco de la desamortización de bienes 

de manos muertas. La puesta en subasta pública de un número considerable de propiedades en manos 

de la Iglesia permitió activar una dinámica especulativa que amplió enormemente la capacidad financiera 

de los más importantes comerciantes y negociantes de títulos del periodo, traduciéndose en el acceso a 

recursos baratos a costa de la debilidad fiscal del Estado21. El general Mosquera, con la idea en mente 

de cancelar los costos de la guerra e igualar las oportunidades de acceso a los bienes liberados (al menos 

en el discurso), dispuso la venta de los bienes, organizando una Junta de Crédito que lideraría el proceso 

mediante la aceptación por su valor nominal de los vales de deuda flotante al 3%. Las expectativas fueron 

fundadas: un gran compromiso sobre las rentas públicas se mantuvo, al tiempo que las finanzas se 

deterioraban o crecían poco. Igualmente, el sueño de lograr una república democrática basada en 

pequeños propietarios de clase media se esfumó (ver cuadro 1.1 y 1.2); el proceso demostró las grandes 

inequidades que se mantenían en el funcionamiento del régimen monetario. Así lo describe Miguel 

Samper, con el seudónimo de Tirso, al plantear un ejercicio hipotético, a modo de crítica, frente al 

proceso de desamortización: 

¡Nosotros, hombres que conocemos nuestros derechos, seriamos bastante necios para renunciarlos cambiando nuestros buenos 

documentos por otros tan inferiores, que solo podríamos amortizar, disputando, puñal en mano, a otros acreedores de 

inferior derecho un santuario que nadie sabe cuánto vale? ¿Cómo es que Pedro [el gobierno] entiende la justicia, cuando él 

manda que nosotros, acreedores a quienes ofreció pagar el 18 por 100 de interés anual, i el capital e intereses, a los dieciocho 

meses, vengamos a quedar igualados por su orden, con otros que deban esperar diez años i no tiene derecho a cobrar 

intereses? (Tirso, 1863, p. 9) 

El sistema de amortización propuesto generaba un acelerado proceso de compraventa de títulos en el 

mercado con el ánimo de ser validados a través de los remates de bienes, lo que producía, por el desajuste 

 
21Ante las acusaciones de enriquecimiento a costa de las especulaciones con papeles de deuda, Medardo Rivas, uno 

de los más grandes negociantes con bienes de manos muertas, respondía lo siguiente, dando cuenta de la magnitud 
de las transacciones: “El gobierno expidió una orden de pago a favor de los señores Alejo i Evaristo La Torre por valor de ganados 
que le habían vendido, por la suma de 7000 pesos, pero admisible solo en el derecho de título por el remate de los bienes desamortizados. 
Nadie se hubiera quedado, quizás, sin llevarse a efecto por la repugnancia de todos de comprar estos bienes, cuya compra llevada consigo 
una enorme responsabilidad. Yo me presenté i rematé fincas hasta por valor de 70.000 pesos, fincas que inmediatamente cedí con las 
mismas condiciones al señor Isidro Plata, a la viuda de Murrai, al sr Antonio Plaza, al señor Octavio Salazar, al sr Juan N. Iregui, 
i a todos los que quisieron, de tal manera que a los tres meses no existían una sola en mi poder”. (Rivas, 1872, Pág. 5) 
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de los fondos de amortización, una operación que desplazaba los títulos con un mayor valor real y 

concentraba la adquisición de los que sí se cambiarían en manos de los grandes financistas/comerciantes 

(el cuadro 1.1 detalla el fenómeno de concentración de compras entre grandes tenedores): 

Ahora bien, si llamáis indistintamente al remate de vuestros bienes a todos vuestros acreedores, sin querer estimar el valor 

real de sus derechos, sucederá, como ya lo hemos visto, que esos bienes se venderán a vil precio i por los títulos de inferior 

clase; es decir, por aquellos que no ganan interés, o lo ganan mui corto; por aquellos que debian esperar diez años. Lo que 

no deja de ser para los agiotistas mui ventajoso, pues así se anticipan el pago íntegro de sus deudas; operación que no deja 

de valerles desde 40 hasta 70 por 100, según el caso. (Tirso, 1863, p. 12) 

Cuadro 1.1 Participación por propietario en el total de compras de bienes desamortizados de Bogotá 

Nombre 

Número de 

propiedades  Valor (en pesos) % 

Medardo Rivas 26  $            73.804  3,77 

Lucrecio Salcedo 33  $            59.000  3,02 

Juan de Dios 

Muñoz 13  $            45.033  2,3 

Jose Rodrigo 

Borda 14  $            41.820  2,14 

Damaso Gaviria 6  $            41.400  2,12 

Memesio 

Colmenares 1  $            38.000  1,94 

Agustin Nuñez 9  $            33.600  1,72 

Hermógenes 

Valdiri 10  $            30.760  1,57 

Fernando Parraga 16  $            27.750  1,42 

Meliton Escovar 18  $            27.095  1,39 

Juan E. Perdomo 1  $            25.500  1,3 

Ramón Pedreros 5  $            24.250  1,24 

Justo Briceño 8  $            21.500  1,1 

Miguel Salgar 10  $            20.825  1,06 

Eustacio 

DeLatorre 7  $            20.600  1,05 

Manuel Vela 2  $            20.000  1,02 

Marta Gregoria 

Haro 4  $            19.800  1,01 

Miguel G Nieto 4  $            19.500  1 

Severo Camacho 6  $            19.460  1 

Joaquín Martínez 5  $            19.250  0,98 

TOTAL 198  $          628.947  32,16 

Fuente: (Castro, 2015, p. 97) 
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En efecto, las especificidades de los grupos sociales y sus necesidades propias en cuanto a su modo de 

vida limitaban, para muchos, la realización de sus documentos en el marco cotidiano de sus operaciones: 

pequeños o medianos propietarios, empleados del Estado, dueños de mulas, arrieros o todos aquellos a 

los que se les entregó un documento o papel de deuda durante la guerra, recurría a cambistas o agiotistas 

que les proporcionaran la moneda que les servía a ellos. Monedas de cobre, de plata, pero de menor de 

calidad (desgastados, cortadas, falsas, etc.), extranjeras del mismo tipo, eran facilitadas por estos 

negociantes del dinero que podían aprovechar de su poder, representado en la fijación de una tasa de 

descuento, para ganar en los diferenciales de precios. La mala moneda adquiere un significado dentro 

del régimen monetario: permite generar gran acumulación mediante su control, ya sea a través de los 

intercambios de bienes o en el cambio con otras monedas. También deteriora las finanzas públicas y 

hace susceptible al Estado a recurrir a los acreedores, cuando las partidas efectivas, reales, consignadas 

en las arcas públicas no se corresponden los presupuestos de rentas. Y en cuanto a ciertos ramos de 

estas últimas, se desarrolla una actividad de especulación y control por parte de las financieros y agiotistas 

que destruye la regularidad, la previsibilidad, eficiencia y la exactitud en el manejo de las finanzas públicas 

(se retornará sobre este punto cuando se toque el caso de las salinas). 

De tal forma, el cambio de manos de los documentos de deuda hacia aquellos que tienen capacidad de 

hacerlos valer frente a las autoridades (su pago efectivo o amortización como pago de impuestos para 

actividades específicas), provoca una concentración de los documentos. No son, en proporción 

relevante, los tenedores originarios los que van a reclamar justicia al Estado, sino los que concentran la 

liquidez en la economía. La ley de Gresham con títulos de deuda para la compra de los bienes 

desamortizados se hace efectiva, y quienes acceden de forma mayoritaria a los bienes son los 

comerciantes, tal y como se muestra en el siguiente cuadro: 

Cuadro 1.2 Participación por tipo de actividad económica de los compradores de bienes 

desamortizados en el total rematado en Bogotá 

Ocupación 

Número de 

propiedades %  

Valor de las propiedades 

en pesos % 

Comerciantes 376 62,6  $                      890.841  65,8 

Artesanos 84 14  $                      165.068  12,2 

Empleados públicos 33 5,5  $                        72.030  5,3 

Militares 30 5  $                        63.024  4,7 

Amas de casa 27 4,5  $                        55.864  4,1 

Profesionales 23 3,8  $                        47.965  3,5 

Otros 28 4,7  $                        59.589  4,4 

Total 601 100  $                   1.354.381  100 

Fuente: (Castro, 2015, p. 94) 
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La mayoría de estos bienes, rápidamente, cambian de manos. Siguiendo el rastro de las operaciones 

mediante archivos notariales, Castro (2015) visualiza la gran actividad especulativa que la 

desamortización despertó en el mercado de Bogotá, el incremento en los precios de la vivienda urbana, 

los arriendos, perfilando, así, una situación donde los habitantes de la ciudad empiezan a hacer parte de 

unas cadenas de crédito más amplias. Como le describe Marx (2014), el proceso de formación del 

proletariado en las áreas urbanas conlleva la aparición de unas relaciones de crédito alrededor de la 

formación de los salarios. El consumo, de esta manera puede ampliarse aún si los salarios son bajos y se 

teje una nueva comunidad de pagos que, además, funge como relación de poder bajo los preceptos de 

la moralización, como sucede con las creaciones de las Cajas de Ahorro para capitales pequeños y 

medianos (Correa, 2010) 

Para una ciudad como Bogotá, este proceso es significativo puesto que una parte importante de sus 

habitantes vivían bajo normativas heredadas de la Colonia, por lo tanto, la reforma de Mosquera y los 

liberales es otra forma de construir su propia soberanía bajo una legislación que rompe con los derechos 

comunitarios e impulsa la propiedad privada y, en esa dirección, la eficiencia que proporciona el interés 

individual. 

Los precios de tales habitaciones, orientados por su ubicación, especialmente por su mayor o menor distancia del centro de 

la ciudad por lo general son sensiblemente altos, pagándose por arriendo de una casa alta de $120 a $200, por una baja 

de diez a doce piezas habitables, pero pequeñas, unos $60 a $120 y por un pequeño almacén en la Calle Real unos $80 

mensuales, o sea precios superiores a los acostumbrados en la mayoría de las ciudades alemanas. Las causas están a la 

vista, siendo una, la pronunciada afluencia de 1 población hacia el centro de la ciudad, y otra, de más peso todavía, el alto 

costo de los materiales de construcción y otros componentes, así por ejemplo, por el inmenso y difícil trayecto de su transporte, 

el hierro y del vidrio plano por la necesidad de importarlos, sea de Europa o de los Estados Unidos, y, finalmente, de la 

mano de obra, la cual, debido a su reducido rendimiento, se compara desfavorablemente con la nuestra. Más aún se hacen 

notar los precios altos de al adquirir el mobiliario de habitación. He aquí algunos en vía de ejemplo: una mesa ordinaria 

sin pintar vale $8, una mesita taponada de $10 a $12, un armario pequeño taponado $25, un armazón de cama muy 

ordinario $26, una docena de las sillas sencillas aquí en uso, forradas en cuero común, $18, una docena de sillas de Viena 

$120. (Hettner, 1976, p. 25) 

Aunque el alcance de este proceso no ha sido estudiado con igual profundidad en otras zonas del país, 

su efecto más fuerte se siente en aquellas partes donde las instituciones coloniales se mantenían con 

mayor solidez, pero donde los cambios en la composición de las élites y de los incentivos de los mercados 

impulsaban las reformas (Meisel & Jaramillo, 2008)22.  

 
22 Las ciudades cambian su morfología poco a poco y se desconectan con algunas de las rutinas de la vida colonial. 

Aquellas fundadas a lo largo del siglo en la colonización emprendida desde diferentes puntos de la república, 
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Poco a poco, las ciudades crecen, su población se hace más numerosa y diversa, al tiempo que la 

organización de sus actividades productivas se va acoplando a la nueva marcha de la economía (Mejia, 

2003). Así mismo, las extensión y relación con los municipios de su eje de dominio se potencializa, para 

así controlar las nuevas redes de provisión de los mercados. Espacialmente, se concentran los capitales 

en ciertas ciudades, como Bogotá, Cúcuta, Bucaramanga Manizales, Medellín donde se fortalece la 

institucionalidad y unos grupos comerciales relativamente independientes que van generando sus 

propios contactos con el sector externo23.  

La expansión del crédito para financiar las actividades de consumo de los centros urbanos o en regiones 

con altos salarios por el dinamismo de la actividad comercial o de agroexportación, representa una 

manera de poner a trabajar capital ocioso, ampliar los contactos comerciales y expandir las tierras 

efectivamente explotadas, asumiendo bajos riesgos en la operación. Particularmente, la ganadería facilita 

que la posesión de tierras se valorice mediante préstamos a socios comerciales, sin necesidad de 

involucrarse directamente en la actividad y obteniendo una ganancia considerable con los altos intereses 

anuales. Es habitual que, grandes prestamistas, proporcionen créditos a “largo plazo”, para la época, 

para financiar actividades que aseguren un buen flujo de recursos, sobre todo aquellos ligados con los 

sectores de mayores ingresos, con respecto al conjunto del pueblo llano. Zonas como Ambalema, El 

Espinal, La Mesa, Tocaima, Facatativá, conforman una amplia red de negocios que se retroalimenta a 

partir del crecimiento de los salarios originados por el comercio de exportación e importación y que 

empieza a generar concentraciones de población y especialidades cada vez más amplias, sobre todo en 

cuanto al transporte, seguros, correos, entre otros. 

La protección natural que ofrece la compleja geografía del país y la variabilidad de los pisos térmicos en 

zonas relativamente pequeñas sirve para sostener un comercio realmente vivo que proporciona 

productos baratos para el mercado, aunque con grandes fluctuaciones de precios, incluso, entre las 

jurisdicciones de dos municipios contiguos24. Un observador extranjero a comienzos de los años 

 
adquieren otras funcionalidades en cuanto a lo que concierne a la consolidación de las regiones, dado que aparecen 
como puntos estratégicos para la obtención de recursos y la disputa política y comercial de los nuevos espacios 
(Borja, 2010). Se trata de la constitución de nuevos ethos que asienten las bases del funcionamiento de las nuevas 
sociedades bajo formas de cohesión manejables. Como se explorará en los dos capítulos siguientes, estos hechos 
que parecieran tener un carácter espontáneo y libre enfrentan a las regiones, a sus maneras de concebir el mundo, 
pero que, por la misma guerra y la actividad de los partidos, proyecta elementos comunes que rompen con las 
soberanías locales y concentran el poder. 

23 Bastante ilustrativo es el caso de Medellín y Manizales, pues, aunque este último se nutre de buena parte de la 

migración antioqueña, con el paso del tiempo las élites manizaleñas, por la independencia ofrecida por nuevos 
contactos comerciales, el café y ser punto de estacionamiento de los ejércitos nacionales, logra separarse de la 
influencia de Antioquia y constituir un departamento propio (Caldas) (Safford, 2002). 
24 En productos con alta valoración en el mercado interno, la variación de los precios era sustancial, no sólo 

estacionalmente, sino entre áreas geográficas: “El cacao se da muy bien en tierra caliente pero en la Nueva Granada el precio 
del chocolate varia enormemente, a veces es mas caro que en Nueva York y otras vale solo diez centavos la libra o menos, pero nunca 
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cincuenta detalla que este factor permitía la supervivencia de un número considerable de personas, 

especialmente en las ciudades, con una dieta básica y simple, pero con alto número de calorías (papa, 

plátano, maíz, etc.), a pesar de la que la mayoría de la población se encontraba en un estado lamentable 

de pobreza 25. A esto se suma que la competencia extranjera de productos alimenticios no era general, y 

más bien zonificada en función de la facilidad de acceso y costos de la infraestructura de transporte 

(como sucede con la harina de trigo que tiene buena acogida en la costa, pero se hace más difícil su 

llegada al interior del país). Si, además, se considera que los productos exportables del país a lo largo del 

siglo XIX no hacen parte de la canasta básica de consumo de los colombianos, un incremento en los 

términos de intercambio de estos productos no generará unas tensiones distributivas tan fuertes como 

si sucede en las regiones donde, por ejemplo, el trigo o la carne son al mismo tiempo bienes exportables 

y consumibles en el país. El origen de las tensiones sociales en Colombia a finales y comienzos del siglo 

XX, con una mayor relación salarial, están relacionadas con el acceso a la tierra, el reconocimiento de 

las mejoras y de las ganancias obtenidas por el acceso a ciertos mercados específicos (Tovar, 2015). 

Después de la Guerra de Los Mil Días, cuando muchos países en Latinoamérica presentaban fuertes 

conflictos como consecuencia del desbalance en la repartición de los beneficios del auge exportador, y 

se empezaban a organizar fuerzas sindicales, en Colombia apenas y se había extendido la salarización, la 

amplitud de los mercados era limitada y los mecanismos de crédito estaban concentrados y basados en 

figuras inestables (Bejarano, 1978). Mientras en la mayoría de aquellos países, desde 1880 o antes, hay 

un acuerdo político que elimina la guerra civil como medio resolutivo de las diatribas políticas, en 

Colombia este proceso tendría que esperar hasta 1910 (Carmagnani, 1988). 

La traducción de esta configuración de la economía y la política colombiana, con un proceso de ruptura 

más lento de las relaciones precapitalistas, que incluso se refuerzan en algunos casos, como, por ejemplo, 

en la producción de las grandes haciendas cafeteras (Bergquist, 1999) (Palacios, 1980), se refleja en unos 

problemas de economía política particulares. En primer lugar, en cuanto a la participación en las 

 
es tan barato como para que el cultivo no deje utilidades”. (Holton, 1857, p. 93). Para el caso de la formación de precios en 
cada una de las plazas mercantiles, es llamativa una referencia indirecta que realiza este mismo autor al tema de los 
correos nacionales y la prohibición que tenían los arrieros y hombres del correo de llevar artículos diferentes a los 
encomendados oficialmente, puesto que, al ser los indios comerciantes naturales, según él, eran proclives a llevar 
productos a diferentes ciudades, dado que, entre una y otra, los precios podían cambiar sustancialmente. 

25Para el caso de los habitantes de la rivera del Magdalena, el siguiente párrafo es muy diciente de los modos de 

vida y de trabajo, aún en un contexto de bajos incentivos para los incrementos en la productividad: “El machete no 
es para defenderse de hombres o de animales; le sirve de hacha y para cortar los bejucos y malezas que le cierran el paso cuando anda 
por la selva. El machete, la canoa, los anzuelos, el sedal y la red son sus herramientas de trabajo, y si se añaden una camisa y una 
hamaca, se tendrá la lista completa de todas sus riquezas. Y no desea nada más. El pescado le cuesta menos trabajo que al campesino 
desenterrar papas con azadón en una loma, y los plátanos los consigue todavía más fácilmente […] Entonces, ¿qué necesidad tiene de 
trabajar? Amable in indolente posiblemente se le podría convertir en un buen ciudadano educándolo y gravándolo en forma adecuada. 
A pesar de estar armado con el machete nunca pelea, a menos que se le ultraje violentamente, y aún así solo lo hace en grupo, nunca 
solo; pero una muchedumbre granadina encolerizada tiene una capacidad destructora incalculable”. (Holton, 1857, p. 74). 
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ganancias de la exportación de bienes no esenciales para la vida, las desavenencias giran en torno a la 

lógica de minimización de desembolsos monetarios en donde el poder de los comerciantes y/o 

terratenientes impone un canal de transmisión de los costos de la caída de su rentabilidad, fijando la 

forma de pago en la compra de los pequeños y medianos productores26. En otras palabras, el gran 

problema se fragmenta dentro las unidades productivas, en la lucha, además, por romper las relaciones 

de crédito y de poder (tiendas de raya y avances para la producción). Por lo tanto, cuando aparece el 

papel-moneda, que en principio podría desbaratar el dominio de los particulares sobre el crédito, en 

realidad, su poder es concentrado por los grandes comerciantes que se amparan en la posibilidad de fijar 

descuentos y jugar con el valor de las monedas. Entre 1905 y 1915, la preocupación continuaba siendo 

el retornar al patrón metálico, habida cuenta de que los bancos comerciales que sobrevivieron al cambio 

de siglo podían concentrar el oro y apalancar las operaciones de crédito bajo un instrumento que no 

dependiera directamente de la confianza en el gobierno (Bejarano, 1978) (Safford, 2002). 

En segundo lugar, se desarrolla una esquematización del comercio interno, favorecido por las 

condiciones geográficas. Un buen porcentaje de la población, durante la segunda mitad del siglo XIX, 

se mantiene aislada de los grandes movimientos comerciales y sigue las rutinas de los mercados locales 

inmediatos, empezando porque su producción no tiene mayor valor y no supera los costos de 

transporte27. La densidad poblacional se mantiene en las zonas altas, cuyos productos no compiten 

internacionalmente ni tienen ventajas significativas. Por su parte, los productos artesanales, desde la ropa 

hasta algunos implementos de trabajo, se enfrentan a los menores precios de los productos extranjeros 

o a la ruptura de ciertas cadenas de valor (v.gr., algunos artesanos empiezan a elaborar ropa con la tela 

importada, abandonando la compra de materia prima local). Donde no se presentan fuertes demandas 

de algún centro urbano importante, la situación cambia poco; y aún donde sí hay aumentos de la 

capacidad de consumo, el intermediario o algún agente con capital, que centraliza y transforma cierta 

materia prima, puede imponer su poder de mercado y apropiarse de la mayor parte del valor. Los 

especuladores son unos de los grupos o de las referencias simbólicas más comunes de los 

contemporáneos frente a sentimientos de injusticia que despierta la organización económica y social. 

 
26 Para un abordaje analítico más amplio sobre la lógica de minimización de desembolsos monetarios ver Ocampo 

(1979) y Kula (1977). 
27 José María Samper, en su ensayo sobre la geografía política (1857), da cuenta de las dificultades que tiene una 

parte de las producciones regionales para realizarse más allá de sus límites, y menos aún en los mercados 
extranjeros. Dejando a un lado productos como el tabaco, el oro y la plata, el cacao, el ganado y el azúcar, la 
producción de ciertos artículos alimenticios (trigo, cebada y papas) responden a la comparativamente alta 
productividad de ciertos valles o sabanas (la de Bogotá, por ejemplo), que tienen capacidad de abastecer grandes 
zonas. Los tejidos y otras manufacturas, como lo describe Uribe & Álvarez (1987), son artículos que le permiten a 
estos centros productores acceder a los metales preciosos de las zonas con abundancia de ellos, pero que, con la 
apertura de los mercados hacia el comercio internacional, se resienten fuertemente y rompen vínculos entre las 
economías regionales. 
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Las indicaciones registradas en distintos documentos ilustran problemas generales que llevaron, en más 

de una ocasión, a levantamiento populares, como el motín del pan en 1874 en Bogotá (Polo, 2008), que 

ponían de relieve el malestar con las desventajas comerciales y el acaparamiento de productos. En las 

épocas de guerra, la situación se acentuaba aún más, como lo demuestra Arévalo (2016) para su estudio 

de la “hiperinflación” de la Guerra de los Mil Días o como lo indica el cuadro 1.3 sobre un ejercicio 

comparativo de los precios antes y después de la ocupación de las tropas de la ciudad de Popayán: 

Cuadro 1.3 Comparación de los precios en pesos de varios artículos entre Bogotá y Cali, enero 1902 

 

Comparación de los precios en pesos de varios artículos 

entre Bogotá y Cali, enero 1902 

Artículos  Bogotá Cali 

Sobrero común  $                300   $                100  

Calzado hombre  $                500   $                200  

Docena de camisas  $              1.500   $                840  

Paraguas  $                500   $                200  

Carne con hueso  $                  14   $                   5  

Arroba de Maíz  $                  40   $                  20  

Leche botella  $                   3   $                   2  

Queso libra  $                  20   $                   6  

Arroba azúcar  $                150   $                  30  

Exportaciones: cacao  $                375   $                100  

Exportaciones: café  $                  45   $                  35  

Interés 2 a 5% 1 a 1,5% 

Fuente: (Arévalo, 2016, p. 162) 

 

Cuadro 1.4 Comparación de los precios del mercado de Popayán antes y después de una ocupación 

militar 

Víveres en Popayán 

Cuadro comparativo de los precios que tenían los víveres 

en esta plaza en los primeros días de enero en que 

ocuparon los rebeldes, i hoy 7 de febrero, en el mercado. 

Víveres (arrobas) 

En los 

primeros días 

de enero 

El 17 de febrero 

de 1862 

Harina .....@s $2,80 $1,20 

Sal….........id. 16 8 

Maiz….......id. 2,4 1,2 

Cacao….....id. 6 4,8 

Tabaco…...id. 4 1,6 
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Azúcar…....id. 5 2,4 

Panela…....id. 4 2 

Arroz de Castilla 5 3 

Carne.........id. 1,2 1,2 

Papas….......id. 4 1,2 

Plátanos.....id. 5 1,2 

Miel...........id. 10 6 

Fuente: (Gaceta Oficial, marzo de 1862). 

En una economía preindustrial con una relación salarial débil, desregulada, con mercados fragmentados 

y carentes de una estructura productiva organizada para atender la demanda (Melo, 1979) y con un 

sistema financiero poco desarrollado la formación de precios carece de la uniformidad y de la sensibilidad 

de los sistemas económicos modernos. En específico, es difícil hablar de la formación de procesos 

inflacionarios; al contrario, como referencia Shaikh (2016), antes de 1930 puede verse un 

comportamiento, a largo plazo, lento y sin el carácter acumulativo en la evolución de los precios (ver 

gráfico 1.1)28. Por lo general, las alzas y las caídas de los precios son focalizadas y carecen del carácter 

expansivo de una inflación, por lo que se reducen a ciertos grupos de productos o actividades. Ahora 

bien, eso no implica que dichas alzas y caídas no puedan afectar la marcha “general” de los negocios y 

de las grandes cadenas comerciales: esto sí sucede, llegando a producir pánico, pero no un 

comportamiento de esquizofrenia colectiva en el medio de una alta y persistente inflación (Théret, 1993). 

Incluso, durante la vigencia del patrón-oro y como resultado de la ausencia de economías de consumo 

movidas por el crédito de la posguerra, podían verificarse periodos donde la tendencia de los precios en 

las economías más avanzadas podía ser a la baja, como en Estados Unidos durante la desmonetización 

de la plata (Théret, 2013) 

 

 

 

 

 

 
28 Shaikh selecciona el caso de las dos grandes economías líderes del capitalismo, el Reino Unidos y los Estados 

Unidos, para explicar la puntualidad de los procesos inflacionarios en términos históricos. Previo a los años treinta, 
el comportamiento de los precios asemejaba a largas olas de caídas o subidas, tipificando eventos estacionarios en 
sus fluctuaciones. El autor, siguiendo a Jastram (1977, pág. 189), destaca que, para el caso del Reino Unido, “el 
poder de compra del oro ‘a mediados del siglo XX fue notablemente el mismo que el de la mitad del siglo XVII’” 
(ibid., pág. 188).  



26 
 

 

Gráfico 1.1 Índice de Precios al Por Mayor del Reino Unido y los Estados Unidos, (1790-1940) 

 

Fuente: (Shaikh, 2016, p. 188) (Escala logarítmica, 1930=100) 

Lo anterior, se menciona para poner en contexto el desempeño de la economía colombiana: las áreas 

efectivamente explotadas para la agroexportación son muy reducidas en comparación con la producción 

para autoconsumo o de mercados locales y regionales. Además, según los cálculos de Bejarano (2011), 

para una fecha tardía (año 1912), una gran parte de la población seguía concentrada en tareas agrícolas 

(74,56% de la Población Económicamente Activa) y con una baja concentración en las ciudades (la 

proporción de población en las capitales de los departamentos con respecto a la población departamental 

oscilaba entre el 8 y el 16%). Los asalariados, por su parte, apenas correspondían a una participación del 

16% sobre el total de la población activa. Es evidente que existe una relativa flexibilidad en cuanto al 

desempeño de las actividades de una buena parte de la población, que podría indicar cierta polivalencia 

(Tovar, 2015). Sin embargo, esta no debe verse en el mismo sentido de aquella del gran comerciante que 

la asume para minimizar riesgos y como carácter inherente a su forma de acumulación (no existe la 

especialización en actividades productivas, como podría verse en las épocas de industrialización). La del 

pequeño productor es una manera de adaptarse a sus bajos ingresos para acceder al mercado, por lo que 

puede desarrollar muchas de sus actividades desde la economía familiar, sin requerir de mayor mano de 

obra que es “escasa” y cara. Adicionalmente, se le dificulta la monetización de trabajo, que se aplica para 

un número limitado de sus propias necesidades. Claramente, hay transacciones en el mercado local, una 
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vez por semana, a donde lleva sus productos excedentes y que cambia inmediatamente por otros a los 

que su venta semanal les permita acceder, como ropa, algunos víveres y, en particular, el consumo de 

chicha. 

Existen amplios sectores de la economía cuyos lazos con los mercados de más alto valor, es decir, 

aquellos que comercian con bienes con una muy buena realización en el mercado, son frágiles e 

intermitentes. La alta productividad de las economías industriales permite que los productos sean cada 

vez más accesibles, es verdad, pero su adquisición por amplios sectores es muy puntual. En gran medida, 

la reorientación de la economía no sólo se da por las posibilidades de acumulación. La captura del 

mercado interno tiene, además, un propósito cultural pues empieza a definir unas formas de dominio 

simbólico que se apalancan en la mimesis social29. El consumo de bienes importados, que reflejan 

determinados gustos y expresan sentidos, tiene la orientación civilizadora que tanto se buscaba en ese 

siglo30. La adquisición de bienes y de la moda europea permite acceder a las figuras de poder que son 

reconocidos en círculos determinados. Paulatinamente, con la introducción de nuevas tendencias 

artísticas, arquitectónicas, de modos de vestir y, en su conjunto, de toda una etiqueta en el modo de 

comportarse, de hablar, de socializar va marcado los criterios para asumir una posición moralizadora 

sobre la sociedad31. Así, el protocolo que se diseña socialmente pasa a reconfigurar la comunidad de 

 
29 Los aspectos miméticos y de identificación con un imaginario civilizador son muy claros en la siguiente 

descripción: También la gente de la clase media se sentiría sensiblemente ofendida al no tenérsela por blanca, a pesar de correr por 
sus venas por lo menos tanta sangre india como europea. Por lo general son de estatura más baja y de facciones menos finas que sus 
conciudadanos de jerarquía más elevada. Tratar de igualar estos en su modo de vestir es la debilidad de los empleados de comercio y de 
los funcionarios públicos de menor categoría, que también portan vestido negro y sombrero alto, aun con frecuencia bastante deteriorados. 
Los artesanos visten ruana y sombrero de paja, lo mismo en la ciudad que en el campo. Indumentaria y aspecto por lo general permiten 
distinguir a primera vista a los hombres de las clases alta y media. (Hettner, 1976, p. 15).   
30 El objetivo civilizatorio está casi omnipresente en la mente de las élites intelectuales, políticas y económicas de 

muchos países. Con grandes matices, vale la pena aclarar, según los intereses específicos que se desarrollan sobre 
ciertas zonas, como los son aquellas que continúan o se vuelven coloniales en el siglo XIX, como en la India o en 
África, donde se refuerzan prácticas culturales de larga tradición, a cambio de la transacción política que facilita el 
control del poder. La pretensión de hegemonía segmenta la sociedad y dispone sentidos de apropiación cultural 
diferenciados, pero que sostiene una fuerte jerarquía (Guha, 2002). En cambio, para el concierto de los nuevos 
países independientes, cuyo reconocimiento internacional pasa por la adopción de los principios liberales (al menos 
en lo económico, debe recordarse que en la época persisten grandes monarquías) que hagan compatibles las 
condiciones de acumulación para las personas de distintas nacionalidades. Sin embargo, resulta complejo separar 
los aspectos económicos y políticos de las nuevas sociedades que surgen con la industrialización y la urbanización, 
por lo que el despliegue de las nuevas formas de ver y entender los fenómenos sociales se esparce al mismo ritmo 
que lo hacen las mercancías y los comerciantes, porque con ellos viajan las ideas (Carmagnani, 1988). Los principios 
filosóficos detrás de la Revolución Francesa, de la democracia americana, de la economía política liberal, del 
socialismo francés, etc., nutren el lenguaje político, donde la libertad, la equidad, la competencia justa, la igualdad 
de oportunidades, son términos supremamente flexibles y el contenido es enriquecido por los grupos sociales que 
lo hacen suyo a su acomodo (el caso de los artesanos es llamativo, pues, aún frente a los rápidos cambios culturales, 
logran definir una posición clara en el universo simbólico de la república que los identifica social, política y 
económicamente (Sowell, 2006)). 

31 Debe tenerse presente la construcción del mito de la Atenas Suramericana alrededor de Bogotá y que contiene 

varias aristas sobre la reorganización de las relaciones de poder. La sociedad urbana se convierte en el referente 
civilizador que adopta un protocolo de presentación de la moralidad, y trasciende a las buenas prácticas y modales 
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pagos, dando nuevas reglas que se contienen en el uso monetario y que parten de unas relaciones sociales 

que se han recompuesto por los avances de un mundo industrial (la producción de valor, cuestión 

fundamental, altera los patrones de medida generales a causa de los incrementos en la productividad de 

que permite el cambio en los modos de producción): 

Cuando uno entra en el almacén de un paisano que habla y ríe, a buscar camisas y el paisano lo recibe cordialmente, se 

siente uno irritado y muy dispuesto a pedir rebaja. Encuentra uno allí camisas de lino a cuatro pesos, ofrece a dos, rebajan 

a tres, y se sale el comprador indignado. Pregunte en el vasto y solitario almacén de Gacharná and Company: ¿tiene usted 

camisas? Un hombre pequeño y muy flaco provisto de unas patillas cuyas puntas se le enredan en las rodillas, arropado 

con un enorme gabán de paño color de cobija, se desprende de su escritorio y llega al mostrador, con un lapicero de oro en la 

mano. Se hace repetir la pregunta de si hay camisas: se dirige sin contestar el saludo a un estante y baja una caja de camisas 

de algodón. 

—¿A cómo? 

—A seis pesos chemise. 

—¿No da menos? 

El señor Gacharná se encoge de hombros, vuelve a cerrar la caja y se dirige a su escritorio. 

Aguarde usted: las tomo. El señor Gacharná tira la caja sobre el mostrador. 

—¿Cuántas tiene esta caja? 

—Una media docena. 

—Tome usted la plata. 

—No admito sino moneda fuerte. 

 
(Zambrano, 2002). Se pretende construir una proyección simbólica sobre la sociedad que dignifique a las letras y 
el conocimiento con el fin reproducir una configuración de poder (Deas, 1993). Conscientes de las limitaciones 
materiales, la república se siente orgullosa del avance de sus instituciones políticas, que, según Samper, es mayor a 
la de otros países latinoamericanos, lo que le concede un grado de vitalidad y de supremacía basado en los valores 
y la democracia. Así, hacia adentro de la sociedad colombiana se crea una imagen sobre sí mismos que tiende a 
difuminar unas prácticas de competencia política que buscan la legitimidad mediante la orientación de un discurso 
razonado y presentado de manera impecable y que confiera la autoridad de dirección social. Por eso, a pesar del 
fanatismo y el sectarismo que los mismos contemporáneos denuncian, se presenta una tradición de foro ateniense 
que se supedita a los rituales e imaginarios de Bogotá (todo lo demás es provincia). Desde esta dimensión Bogotá 
replantea el sentido civilizador sobre las funcionalidades urbanas, las tradiciones y el comportamiento social que 
va introduciendo los idearios de una sociedad burguesa alternado las nociones de lo privado y lo íntimo, 
permitiendo nuevas esferas de acción pública (Mejía, 2011). Una ciudad con una geográfica social y económica 
compleja, que con la ampliación de las relaciones de mercado va cambiando la cara de las relaciones sociales y de 
los espacios como un todo, entra, desde lo público, a modificar los patrones culturales que violan la moral, que 
destruyen un comportamiento racional y de un buen ciudadano. Pronto, las aglomeraciones en las pequeñas tiendas 
habitación, la ocupación de los espacios y el consumo son objeto de un replanteamiento, lento, eso sí, y con fuertes 
reacciones, frente a lo que la población considera como propio. Así, se reorganizan los mercados y se emplazan 
nuevas áreas de comercio, segmentado en función del tipo de comprador, se da una orientación al uso del espacio 
público (con fuentes, plazas, avenidas) y se penaliza aquellos que altera el orden y corrompe al ser (v.gr., el consumo 
de chicha y su reemplazo paulatino hacia otros licores).  
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—Pero, señor, estas pesetas son de 0,900… 

—Moneda fuerte. 

—Pues si no le gustan, tome usted oro, dite el comprador, abriendo otro bolsillo del portamoneda. 

Mr. De Gacharná cuenta dos cóndores y medio, y tres fuertes; para el pico de ochenta centavos alarga uno cuatro pesetas, 

y él las rechaza diciendo con aspereza: 

—Moneda fuerte. 

El comprador alarga un fuerte, escandalizado; Monsieur de Gacharná devuelve una peseta, guarda su plata, vuelve la 

espalda, sin despedirse y se dirige a su escritorio. El comprador repasa sus seis camisas de finísimo algodón ordinario, que 

le costaron $ 28.80 moneda fuerte y se sale más contento que si hubiese comprado a su cordial paisano seis camisas de 

ordinario lino fino, que le hubiesen costado $ 14.40 en pesetas. (Vergara, 1969) 

Gran parte de la lógica detrás de la escena descrita devela la importancia de los fenómenos sociales en 

la configuración de los mercados. Los precios de los bienes descubren en sus patrones la valoración real 

que el consumo tiene para sus demandantes en una esfera social específica, y que, para el caso detallado, 

da cuenta del carácter de consumo conspicuo que se forma en torno los bienes importados. Este concepto, 

desarrollado a profundidad por Thorstein Veblen (2014), describe el papel del estatus social en la 

alteración del principio de demanda en el mercado al definir una relación positiva (con una curva con 

pendiente del mismo signo) entre las cantidades demandadas y el precio. Así pues, a pesar de que la 

distinción en términos de calidad entre los tejidos nacionales y extranjeros no fuese altamente 

significativa, su valoración en el mercado sí cambia por la acción operativa del reconocimiento social (lo 

anterior no implica ignorar la mayor productividad en la elaboración de los productos foráneos). 

En este sentido, la continuidad de los pagos al interior de la economía y la realización social tenían una 

relación estrecha con la confianza construida alrededor de la circulación correcta de los valores. Ahora 

bien, los límites mismos de las posibilidades de consumo que son intrínsecos al régimen de acumulación 

constituyen una alta dosis de exclusión e inequidad. En este sentido, los focos efectivos de articulación 

política corresponden a sectores pequeños diferenciados por su relativa capacidad adquisitiva y sus lazos 

clientelistas. La conciencia clara de esta característica del régimen político lleva a que desde la 

institucionalidad se intente reconocer su papel en el mantenimiento del orden político, por lo que, a 

pesar de la desigualdad introducida por el régimen monetario, el Estado pretende generar unos 

mecanismos de compensación manteniendo unos compromisos de pago con estos sectores32. 

 
32 “Los reducidos pagos que en los tocante a la deuda interior se han logrado verificar, no solo se han hecho sin base de justa 

proporcionalidad entre los diferentes tenedores de documentos, sino que la anomalía se nota hasta en la forma en que han tenido lugar. 
Unos han sido hechos en dinero, otros en billetes de tesorería, otros en bonos flotantes del 3 por 100. Esta circunstancia, dimanante de 
la naturaleza de los hechos que se han cumplido, e inevitable por lo mismo, es la que mas poderosamente obra en contra de la creación 
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La remuneración del trabajo, expresada en moneda, equivale más o menos a la pagada a las respectivas categorías en 

Alemania, pero considerando el costo mucho más elevado de habitación, vestimenta y necesidades más refinadas de la vida, 

el trabajador bogotano ha de contentarse con un modo de vivir más estrecho. La peor parte les toca a los empleados públicos 

de inferior categoría, que suelen recibir su salario de poca cuantía con meses de atraso, quedado así precisados a empeñarlo 

a un costo exorbitante. Pero no obstante es de extrañar el número muy crecido de individuos que aspiran a que un cambio 

de gobierno los favorezca con uno de tales puestos, para vivir mientras tanto de dinero prestado o de negocios ocasionales, 

según el caso. Su preferencia por la vida urbana y su aversión al trabajo duro son móviles inherentes a esta actitud, que 

tanto contrasta, por ejemplo, a la determinación de luchar, por arrebatarle a la selva los medios requeridos para elevar el 

nivel de vida, tanto de la propia como el de sus descendientes. La educación de estos individuos raras veces sobrepasa a la 

adquisición de las nociones más elementales, siendo sus maneras de portarse apenas una caricatura de la de las capas 

superiores. (Hettner, 1976, p. 29) 

Por esto mismo, la estrechez del avance del mercado interno y sus abruptas caídas redundaban en una 

serie de tensiones sociales que corroen en el orden político sin destruirlo33. De manera que la estabilidad 

social reconoce unos actores sobre los cuales se sustenta el proceso de valorización del modelo de 

desarrollo agroexportador y que, como describe Ocampo (2013), hace parte del lento tránsito hacia una 

economía capitalista.  

Lo anterior choca con una gran incógnita que es el desconocimiento que tiene la historiografía del 

mercado interno, su tamaño, la formación de salarios reales, entre otros. Sin un mayor detalle sobre estas 

dinámicas, resulta complejo saber con precisión cómo operan las relaciones monetarias sobre la 

acumulación de capital. Lo que permiten ver algunos relatos de la época es que la capacidad de consumo 

es más bien baja, con periodos de paralización y acumulación de inventarios: “La situación industrial i 

mercantil es tristísima: la plaza está surtida de mercancías extranjeras por mas de los que pudieran 

consumir en tres años: el dinero continúa escaseando hasta el punto de hacer difíciles, casi imposibles 

las transacciones; a este debe agregársele que el fuerte i prologando verano que todavía no cesa, ha 

 
i de la conservación del crédito. No es la suspensión de pagos la que mina i destruye una nación, porque todos, nacionales i extranjeros, 
confían en el porvenir y saben que su deudor tiene recursos extraordinarios i nunca perece. Lo que destruye o paraliza el crédito es la 
falta de equidad en la distribución de los fondos; porque esto revela la falta de plan i de sistema en materia rentísticas, o carencia de 
pureza en el manejo de los mismos fondos. Siempre el acreedor es tanto mas moderado en sus exigencias cuanto mayor seguridad tiene 
de que tarde o temprano le ha de llegar su turno, i de que, llegado este, no habrá ninguna consideración que estorbe el pago de los que 
se le debe”. BLAA (Diario Oficial, 19 de febrero de 1865, p. 974) 

33 El lento avance que ofrecen las estructuras de los mercados internos tiene una compensación en las 

características del régimen político que proporcionan una traducción de los intereses sociales mediante la reunión 
de los sentimientos de injusticia (Uribe & López, 2002). Los quiebres en las cadenas de pagos alteran los sentidos 
y detonan la expresión colectiva de intereses sociales que son recogidos durante la agitación de las guerras civiles, 
canalizando las fuerzas proclives a desbordarse. Los enfrentamientos hacen parte de una matriz política más amplia 
y son elementos dinamizadores del orden social (North, Wallis, & Weingast, 2009), constituyendo una promesa 
política que se refunda, una y otra vez, en un nuevo orden constitucional. 



31 
 

ocasionado pérdidas considerables al agricultura, los víveres ha escaseado i subido de precio de manera 

estraordinaria…” BLAA (Boletín Industrial, 03 de agosto de 1869). Este panorama ofrecido por la 

revista no es excepcional, sino que, al contrario, refleja los frecuentes periodos de depresión relacionados 

con el agotamiento del mercado interno producto del menor pedido de los sectores más ligados con la 

agroexportación (cultivadores, transportes, comerciantes) y el gobierno. Estos sectores, además, con 

respecto al resto de la población siguen siendo pequeños (compárese, por ejemplo, con la población de 

la sabana de Bogotá del cuadro 1.6), lo cual deriva en un estrecho margen de crecimiento para el 

comercio de importación (ver cuadro 1.5 sobre la fuerza de trabajo dedicada al cultivo de tabaco). 

Cuadro 1.5 Producción de tabaco: área bajo cultivo y fuerza de trabajo 

Producción de tabaco: área bajo cultivo y fuerza de 

trabajo 

Años Hectáreas Cosechadores 

1840-5 1.310 2.620 

1850 2.650 5.300 

1858 7.500 15.000 

1865 8.000 16.000 

1875 5.100 10.200 

Fuente: (Bejarano & Pulido, 1986) 

Esto no indica que, por decirlo de alguna manera, sólo la “clase media” de la época (tenderos, 

comerciantes pequeños y medianos, funcionarios públicos, etc.) accediera a bienes importados. El 

consumo de tejidos burdos, pero a bajo costo, era posible para sectores pobres de la sociedad (de ahí el 

debate entre los artesanos y comerciantes-especuladores) (Otero, 2009). El foco del problema está en su 

capacidad de renovación frente al desgaste de los mismos bienes adquiridos, que, en realidad, puede dar 

cuenta de la capacidad adquisitiva. Los sectores mejor posicionados en este último aspecto enfrentaban, 

no obstante, una mayor vulnerabilidad ante los choques externos, puesto que sus ingresos estaban 

relacionados con más fuerza con la actividad comercial de exportación-importación y con la fortaleza 

fiscal de los gobiernos. De manera indirecta esto podía afectar el nivel de compras de productos agrícolas 

o artesanales que aún eran consumidos por estos sectores, pero, la cuantificación de este impacto aún 

está pendiente para los historiadores económicos.  

Por lo general, en las economías precapitalistas las crisis suelen estar relacionadas con una saturación de 

los mercados, en particular, aquellos que concentran a la mayor cantidad de trabajadores/familias, y que, 

ante una caída de los precios de ese(os) producto(s), se presentan fuertes pérdidas y una contracción 

rápida de la producción. Todo depende de la conformación de la estructura productiva. Habitualmente, 

son muy dependientes de los ciclos naturales, y las buenas cosechas pueden hacer colapsar las ventas de 

toda la cantidad disponible para el mercado. En el antiguo régimen, en Francia, las caídas del precio del 
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trigo por un exceso de oferta provocaban crisis muy amplias que se materializaban en una escasez de 

dinero en los mercados y una subida en el precio de este (Luckett, 1996). La economía colombiana, por 

su parte, denota patrones similares, acentuado por las crisis recurrentes del modelo producción-

especulación: en cierto punto de su crecimiento, se presenta una sobrecarga del mercado de compras de 

mercancía importada, lo que lleva recortes fuertes de pedidos al extranjero. Los comerciantes de la época 

son muy ávidos y evitan la acumulación de inventarios. Después de la introducción de la navegación a 

vapor, las posibilidades de realización de los pedidos hechos a Europa aumentaron, disminuyendo su 

ciclo de negocios (Uribe & Álvarez, 1987). Esto permitía, además, un rápido contacto con los agentes 

en el exterior para ajustar los pedidos a la demanda local. Ocampo (en Sánchez, 2007) describe que este 

proceso requería una enorme flexibilidad en los precios34, para que la rentabilidad se mantuviera o no 

cayera tanto. Las deudas de algunos comerciantes, muchas veces impagas, se hacían efectivas por medio 

de las hipotecas o de la concentración de capital resultante de las quiebras de casas comerciales medianas 

(si su deuda estaba en oro y su premio subía, las colocaba en un gran apuro). En este último caso, la casa 

comercial con mejor posición financiera, con sede en el extranjero y crédito abierto con otras casas en 

las plazas europeas, podían absorber los activos de las más pequeñas. En muchas ocasiones, estas 

grandes casas no se interesaban en el negocio de comercialización, sino sólo en el crédito, compensando 

sus posibles pérdidas con la negociación de letras de cambio (Uribe & Álvarez, 1987)35. Quienes podían 

continuar con acceso al crédito, que eran muy pocos, trataban de hacer compras durante la crisis, 

 
34 Esto aplica para varios sectores de la economía, puesto que, no sólo aumentaban o disminuían los costos de 

introducción de mercancías, sino también de otros pagos por servicios. Por ejemplo, muchos locales en las calles 
comerciales eran arrendados y un nivel estático en épocas de crisis podía ser problemático. Así lo hace saber, 
Camacho Roldán, quien, entre los múltiples negocios que poseía, se encuentra la posesión de una afamada librería 
que estaba localizada en la ciudad de Bogotá. En los años ochenta, con el menor dinamismo de la economía, la 
sostenibilidad del negocio se hizo más compleja, a pesar de que, al parecer, tenía un mejor desempeño que otras 
actividades. Cuando estalla la guerra de 1884, Camacho tuvo que negociar con el dueño del local donde se 
encontraba la librería, encontrándose con una posición relativamente flexible por parte de este último por las 
perspectivas negativas en lo económico y político: “la librería que pensábamos en cerrar a principios de año, no 
fue cerrada, gracias al dueños del local, D. Bruno Maldonado, porque ofreció rebajar durante la guerra lo que 
quisiéramos o estimáramos justo y solo nos cobra desde entonces $25 en vez de $75” (Camacho, S.,  S. Camacho 
a G. Camacho, carpeta 20, 14 de julio de 1885) (Garzón, 2018). 
35 El comportamiento del precio de las letras de cambio tenía un comportamiento particular entre los periodos de 

auge, estancamiento y caída profunda de la actividad comercial. Ocampo (2013) lo detalla más o menos así: en un 
primer instante, cuando las exportaciones subían, su abundancia hacia caer su precio y facilitaba su compra para 
importar. Sin embargo, con este mayor poder compra y la garantía de créditos nuevos que sustentaba, las 
importaciones crecían más rápido que las exportaciones, produciéndose un déficit en cuenta corriente. Cuando la 
fase exportadora empezaba a ceder, las importaciones no lo hacían de manera inmediata y la demanda de letras se 
acentuaba, ergo, su precio subía. Entonces, llegando a un punto donde los pagos a los créditos por las mercancías 
vendidas localmente se retrasaban o se saturaba el mercado, los pedidos caían. Las deudas en el extranjero seguían 
sin cancelarse, por lo que se recurría al oro directamente para pagar. Alcanzado al punto de la cesación de pagos 
total, el recorte de pedidos era abrupto. La demanda letras disminuía, junto con su precio, incluso antes de la 
llegada de un nuevo ciclo exportador. En el intersticio de cada fase, eran muchas las operaciones de cambio y 
especulación que podían hacerse con las letras. 
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almacenar y acumular inventarios, para luego capturar los mercados y competir vía precios (Safford, 

2002).  

Complementariamente, se construyen unos ciclos similares alrededor de la producción y provisión de 

bienes de consumo de un valor relativamente alto, pero que son producidos internamente. Su 

desempeño está ligado fuertemente a la expansión o contracción de la economía exportadora y, 

curiosamente, al de las guerras civiles. Dos de ellos, quizás los más importantes, son el cultivo de caña 

de azúcar y la cría y engorde de ganado. Ambo sectores tienen la ventaja de que representan un flujo de 

recursos más o menos seguro relacionado a la expansión demográfica de la población, los lentos y 

paulatinos incrementos en el ingreso de los habitantes y un mercado interno protegido. En este sentido, 

la ausencia de competencia implica realizar una serie de desembolsos monetarios con posibilidad de 

retorno más segura si se le compara con el de otras actividades productivas que se ven favorecidas por 

los aumentos de la productividad (es especial para productos extranjeros). Al tiempo, la expansión de la 

caña o el hato ganadero promueve la valorización de las tierras que ocupa con la siembra de nuevos 

pastos y, en caso de ser necesario, facilita el tránsito hacia cultivos con mayor rentabilidad. Como, por 

lo general, los cultivos de agroexportación demandan un número importante de brazos, los derivados 

de la caña y la carne son dos alimentos indispensables de la dieta de estos últimos.  

La caña de azúcar se usaba para elaborar varios productos: melaza para el ganado, panela, azúcar refinada 

y guarapo. A lo largo de muchas zonas del país, la caña era cultivada tanto por pequeños, como por 

grandes productores. Su transformación, por el contrario, estaba concentrada, puesto que eran muy 

pocos los que podían desembolsar el capital necesario para la compra del trapiche, la adquisición o 

contratación de animales de carga y sus peones y, no menos importante, los trabajadores encargados de 

moler, procesar la caña, deshidratar los jugos para hacer panela36, etc. (Rudas & Forero, 1995). De modo 

que su actividad implicaba una gran organización para poder llevar los productos terminados al mercado. 

Muchas de las ventas de caña a los trapiches suponían una de las formas de acceso a metálico de algunas 

familias, puesto que el dueño del trapiche podía reunir una cantidad importante de moneda con las 

ventas en el mercado. Para los trabajadores de estos complejos, también asegura un pago en moneda, 

cuando este lograba pactarse, teniendo en cuenta que muchos eran arrendatarios de las tierras del dueño 

y su forma de pago podría ser en especie con horas específicas de labor a la semana.  

La incorporación de diferentes formas productivas (hacienda, campesinos aparceros) en el cultivo de 

caña, permitía crear un tejido de relaciones comerciales bastante dinámico, aunque desigual en términos 

 
36 La panela constituía otro ingrediente básico de la dieta de muchos trabajadores, por lo que su consumo era 

amplio. Es habitual que arrieros, jornaleros, campesinos, entre otros, lo adquirieran en el mercado o fuera parte de 
pago de sus actividades. En los mismos trapiches se le daba panela como parte de los salarios, lo que disminuía los 
excesos de la producción y minimizaba los costos de operación. Además, ahorraba la entrega de metálico.  
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de la apropiación del producto. La producción libre o independiente de caña descargaba de la 

contratación y costos de la mano de obra para el dueño de la hacienda con trapiche, asumiendo sólo la 

compra de la caña. Si se producía la caña en la hacienda, los arrendatarios y los aparceros se interesaban 

primordialmente en el desarrollo de cultivos mixtos, de pan coger mezclados por caña, mientras la 

producción de panela era controlada por el dueño del trapiche (quien tenía la compra asegurada en el 

mercado por el dinamismo de la demanda).La configuración social daba cuenta de una heterogeneidad 

importante, aún bajo el dominio de la gran hacienda, con la pervivencia de varias formas de tenencia y 

organización del cultivo que daba lugar a pactos específicos para moler la caña.  

Un pasaje bastante interesante en el que se sobreponen la intimidad de los trabajadores del trapiche, sus 

anhelos sociales y la relación con el entorno inmediato de trabajo ofrece una descripción llamativa de la 

forma como se asume la identidad frente a la materialidad: 

Las molineras comienzan así:  

Molé, trapiche, molé, 

molé, pues si sos tan guapo,  

que la hornilla tiene leña 

y el fondo tiene guarapo 

 

A esto responden los obreros, sobre tema por entero diferente, como sabiendo que el vehemente acucio 

al molino encierra, en el fondo, otros pensamientos: 

 

¡El tiempo que yo perdí 

cuando me puse a querer! 

Hubiera sembrado caña, 

Ya estaría para moler. 

 

Pero las mujeres no reparan en el nuevo motivo, sino que continúan animando a la máquina: 

 

Molé, trapiche, molé 

molé la caña morada, 

moléla a la media noche, 

moléla a la madrugada 
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Los hombres se avienen ahora a cantar algo del infatigable molino, pero no se desprenden de su 

melancólico tema, antes bien le dan un trágico carácter: 

 

La caña con ser que es caña,  

también siente su dolor. 

Si la meten al trapiche 

le muelen el corazón. 

 

Fuente: (Rothlisberger, 1963, p. 177-78)37 

 

Es interesante notar el amplio y complejo encadenamiento que tiene la caña con otras economías más 

ligadas a los centros urbanos, como es el consumo de chicha, habida cuenta de la oferta de calorías 

proporcionada en la dieta de una población cuya economía enfrentaba grandes retos en la provisión de 

los alimentos (Zambrano, 2016): 

En la alimentación, la papa, el maíz y también la cebada constituyen los productos preponderantes, principalmente en 

forma de sopas espesas. El consumo de carne excede el acostumbrado entre las clases pobres de Alemania; el pan blanco y 

el chocolate casi nunca faltan en la mesa de la gente pobre en extremo. La cerveza se reemplaza por la chicha, una bebida 

preparada por fermentación de harina de maíz con miel de caña de azúcar. Resulta un poco más costosa que la cerveza 

común y corriente en la Alemania Central, pues el litro vale medio real, pero también contiene probablemente mas sustancias 

nutritivas. Tal como para el bávaro la cerveza, la chicha constituye para el bogotano real, la verdadera esencia de la vida. 

Su capacidad para consumirla es increíble y, teniéndola a su alcance, pocas aspiraciones abriga en cuanto a otros medios de 

nutrición. (Hettner, 1976, p. 31) 

En ocasiones parecería inevitable caer, por las frecuentes referencias del periodo, sobre los rasgos 

perniciosos del consumo excesivo de la chicha, especialmente porque la alteración de los sentidos 

inducidos por una bebida no puede verse como un simple pasatiempo, sino como la inscripción de un 

significado en la valoración social de un rito. En términos económicos se suma el hecho de entender el 

efecto multiplicador del consumo de chicha sobre otras áreas que, como se ve en el cuadro 1.6, obtenido 

a partir de los datos de Agustín Codazzi, lograba una repartición de rentas considerables sobre grupos 

 
37 Precisamente, sobre algunas de las rutinas de los trabajadores, el autor continúa con la siguiente descripción: 

Muy interesante fue para mí presenciar, la noche de un sábado, el pago de los jornales. Los obreros se habían congregado en grupos 
ante el gran depósito de melaza. Ardían allí bujías de sebo, que con mezquina y temblorosa luz, alumbraban los más diversos colores, 
figuras, cuerpos y vestidos. Unos tras otro iban surgiendo de la oscuridad los trabajadores, recibían su dinero del jefe, al que daban las 
gracias, y acercábanse luego a los grifos del citado depósito, del cual se les ponían uno o dos cazos del espeso jarabe en una vasija que 
cada cual a ese efecto llevaba. Seguidamente desaparecían silenciosos en la noche. De esta melaza hacen luego sus bebidas embriagantes 
o sus dulces. El jornal se lo gastan casi siempre en borracheras. (Rothlisberger, 1963, p. 176), 
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importantes de la población. Nada más en chicha, en la zona centro del país (Sabana de Bogotá y pueblos 

aledaños) se llegaba a un nivel de consumo anual similar al que se realizaba en ropas durante el mismo 

lapso, con un valor agregado estimado de 900.000 pesos sobre la miel que repartía entre varias agentes 

(arrieros, almacenistas, tenderos, etc.) (Gaceta Oficial, 1858). Como tal, el consumo de chicha ofrecía un 

motor importante en la economía andina, además de compensar la deficiencia en la dieta, y aún pesar 

del sesgo netamente negativo sobre él: “Así, los mendigos y los mozos de cuerda, que forman la hez de 

la población, acostumbran a gastar hasta el último centavo de sus entradas en chicha y aguardiente 

anisado38. La mayoría de las veces su vestuario está tan desarrapado y tan asquerosamente sucia como 

ellos mismos; en vano buscaríamos paralelo con los vagabundos, son los peores, de nuestra tierra”  

(Hettner, 1976, pág. 31).  

Cuadro 1.6 Datos sobre población, consumo y movimiento mercantil 

Población Consumo Estimaciones 

Sabana de Bogotá 

200.000 

 

Bogotá: 

1810: 21.464 

1843: 40.080  

1858: 60.000 

  

  

  

Chicha (miel 

y rod) 

Per cápita diario: $2  

y ½ cvs 

 

Al día: $6250 

sencillos (total 

población) 

Men: $187.500 

Anual: $2.250.000  

1 carga miel: $10 sencillos 

chicha 

Total cargas necesarias 

(anuales): 225.000 

Fusagasugá, Canoas, La 

Mesa, Anolaima, Villeta, La 

Vega y Pacho 

Valor agregado: $900.000 

sobre la materia prima 

(miel) 

Producción semanal de mieles:  

La Mesa 800 cargas 

Anolaima 600 cargas 

Colegio y Ricaurte 600 cargas 

Anapoima: 50 cargas 

Tocaima: 10 cargas 

Tena: 100 cargas 

Bituima: 100 cargas 

Fusagasugá: 100 cargas 

Total: 2.360 semanal 

9.440 men 

113.280 anual 

Otros lugares(desde Villeta hasta 

Pacho): 111.720 cargas 

Total: 225.000 cargas de Chicha 

consumidas anualmente  

Víveres 

(incluida sal y 

leña) 

Per cápita diario: 10 cvs (por lo menos) 

Peón: 15 cvs aprox, al día. 

Total población 

Al día: $25.000  

Men: $750.000 

Anual: $9.000.000 sencillos 

------------------- 

 
38 En una cita al pie de página, el autor da cuenta de la adaptación de un producto como la chicha a las 

transformaciones introducidas por la economía colonial, y que hereda la República, articulando nuevos sectores a 
la producción de la bebida insignia de los pueblos del altiplano: “Originalmente la chicha se componía de maíz 
machacado y agua; hoy día apenas se ha conservado en algunas regiones apartadas, habiendo entrado por lo general 
la miel de caña como integrante esencial. Mucho se ha dicho en contra de la aseveración de que el maíz es masticado 
previamente por mujeres viejas, pero parece que esta usanza en determinadas regiones se mantiene todavía” 
(Hettner, 1976, pág. 31) 



37 
 

Ganancia tratantes de carnes, legumbres, roduc, etc.: 5% (atendida la cuota de las utilidades 

en todos los oficios del país) 

Ganancia total: 450.000 pesos anuales, distribuidos entre muchas personas. 

Vestido 

Jornalero: $12 8/10 anuales 

Persona clase alta: $200 8/10 pesos anuales 

Anual: $2.400.000 8/10 

Ganancia negociantes: 10% $240.000 8/10 anuales 

Tx aprox: 200.000 8/10 pesos 

Total consumo: $14.600.000 anual 

Ganancia: $1.700.000 anual 

Per cápita: $73 pesos 

anuales 
  

Nota: 1 carga corresponde a un poco más de 100 kilogramos (varía según la región). 

         cvs = centavos 

Fuente: Datos recolectados de los informes de la Comisión Corográfica. (Gaceta Oficial, N. 2321, 1858). 

 

En lo que respecta al ganado, su producción desarrolla una lógica de negocio que le garantiza al capital 

invertido el mantenimiento de unas rentabilidades por la flexibilidad organizativa y por la respuesta a las 

variaciones en los precios. Los incrementos de estos últimos llevan a la asociación entre dos partes una 

encargada de proveer los recursos monetarios para la operación y otra que se dedica a la adecuación de 

terrenos y compra de ganados (ver Anexo A, AN_28, AN_75, AN_77, AN_78). En la fase de bonanza 

de la economía, existe un incentivo para destinar un número importante de los animales para la crianza 

y el aumento del stock (Pérez, 2004). Es probable que, mientras esto sucede, los precios de cada cabeza 

de ganado aumenten, mientras el ciclo natural de reproducción del hato no se produce. Melo (1979) 

expone en su trabajo que, en su mayor medida, el sector agropecuario en esos años adolece de una alta 

inflexibilidad frente a los aumentos de la demanda, por lo que, al producirse estos, el resultado esperado 

es un alza de los precios de los alimentos y una caída en los salarios reales (aun así, el crecimiento de la 

producción de carne es continuo a lo largo de la segunda mitad del siglo XIX; ver gráfica 1.2)39. Así, 

mientras la oferta reacciona, lo cual requiere, además, de la siembra de pastos y la expansión del área 

utilizada para las diferentes épocas del año, la rentabilidad ofrecida por el capital invertido va en aumento 

mientras suben los precios, pero también la renta de la tierra lo hace. Al final del contrato de 

arrendamiento/crédito entre las partes, el acreedor tiene la primera opción de compra de los animales, 

que se realiza según las expectativas del negocio y los precios en el mercado. Por lo tanto, aquel que 

 
39 No debe confundirse el crecimiento continuo de la producción de carne del gráfico 1.2, con los procesos de 

reorganización del hato frente a los ciclos económicos. 



38 
 

desembolsa el dinero, que por lo general es un gran negociante con varios oficios al tiempo y con exceso 

de capital para invertir, puede minimizar sus riesgos en la operación al desprenderse de la actividad 

ganadera como tal y mantener, al final, la opción de decidir entre quedarse con el ganado o monetizarlo 

según las ventajas que esta operación le ofrezca. Para completar, y como se había mencionado al iniciar 

el capítulo, en el intermedio, el comerciante-terrateniente valoriza sus propiedades y, si lo requiere, puede 

acceder a una liquidez vendiendo este derecho a unas rentas futuras en el mercado. 

 

Gráfico 1.2 Producción de carne en Colombia. Siglo XIX (1800-1902) 

 

Fuente: Kalmanovitz (2008) 

Ahora, cuando se produce una caída en los precios, es de suponerse que el sector, en general, se resienta. 

En las épocas de guerra y de crisis económica, la demanda cae, lo que se refleja en el premio que se paga 

en el oro (cae), puesto que es la moneda que se exige para validar las compras (esto podría ayudar a una 

devaluación nominal de la moneda debido a una caída en su valor intrínseco). El rasgo interesante de 

los periodos de guerra, y que podría suponer un alivio en términos de rentabilidad para los dueños de 

ganado, es que los ejércitos demandan carne salada para sus provisiones. Su compra o confiscación por 

parte del gobierno es diferencial y revela, nuevamente, un lugar diferencial en el orden monetario.  

Se asume, por los relatos de grandes políticos de la época, que las guerras son altamente destructivas, 

especialmente porque acaba los bienes y los convierte en meros papeles de crédito con bajo valor en el 

mercado. Pero, la realidad dista un poco de esa generalización (cargada de un profundo sentimiento 

político). En algún punto de la guerra, esta tiene un carácter altamente irracional, donde se acumulan 

sentimientos de revancha y el daño cuestiona los principios éticos construidos en tiempos de paz. Sin 

embargo, la guerra misma tiene una etiqueta y se comporta de manera diferencial entre sus integrantes 

(Tirado, 1976). Para algunos grupos sociales, como los pequeños campesinos, significa un reclutamiento 
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forzado y pérdida del poco capital acumulado40. Para algunos políticos, comerciantes o dueños de tierras 

de extensión considerable, el hecho de estar en uno u otro bando en la confrontación supone una 

tasación más alta en las contribuciones según el área donde se encuentren sus operaciones en relación 

con el mando partidista. Los documentos de crédito se transforman en una imposición odiosa que 

genera una alta sensación de injustica que va a tratar de resarcirse en los periodos de paz (o en la siguiente 

guerra). Pero, también están aquellos que logran escapar a esta dinámica y constituyen un mecanismo de 

protección frente al vaivén y la arbitrariedad que puede suponer entrar en el sistema de crédito público 

de documentos. Existe sectores que intentan imponerle al gobierno el tipo de medio pago con el que 

quieren ser compensados por su contribución a la guerra, acoplándose muy bien al desarrollo de una 

economía de guerra41. Como se observa en el siguiente párrafo, escrito durante la guerra de comienzos 

de los sesenta, los grandes tenedores de ganados y el gobierno podían entrar en un pacto que conciliara, 

por un lado, la necesidad de aquellos de garantizar el valor de sus operaciones y, por el otro lado, la 

construcción de poder público en función de razones de Estado.  

Nadie mejor que el señor Secretario de Hacienda podría desarrollar un pensamiento i dictar todas las disposiciones 

contundentes a hacer que aquella medida [confiscación del ganado] fuera fecunda en recursos, sin serlo en males para la 

industria agrícola, que, resentida, pudiera abandonar la sabana, i en vez de pacíficos i trabajadores campesinos, viéramos 

inquietos perturbadores del orden en el Estado […] El gobierno de Cundinamarca se propone conseguir la paz por dos 

medios: dando seguridad i protección al que después de haberlo hostilizado se somete a su autoridad i vive pacífico en sus 

quehaceres, i haciendo pagar a sus obstinados enemigos los gastos de la guerra […] Para lograr este segundo medio, se 

dictarán todas las providencias que se estimen necesarias. Entre estas debe estar naturalmente la de mantener la disposición 

que decreta el embargo i depósito de los ganados, para que estando todos a la disposición i vigilancia de la autoridad, pueda 

 
40 “El muisca es un caso tipico de insensibilidad y apatía a causa de una opresión de siglos. De su situación no se da clara cuenta, 

y es paciente y laborioso; tiene amor al dinero y lo ahorra, pero no hace buen uso de él. Apenas ha logrado modesta holgura, la primera 
guerra se encarga de aniquilarle la cosecha; le quitan las vacas y las mulas y ya no las vuelve a ver. Lo mismo acontece con las gallinas. 
Y otra vez torna el muisca a su anterior miseria. De ello viene su fatalismo sin límites, a el se debe también, por otro lado, no su menos 
grande desconfianza. En el fondo no es todavía un cristiano, sino un idólatra y un adorador de santos, y se halla dominado por la más 
enorme superstición; acepta todo lo maravilloso con suma credulidad, y venera al cura como a un semidiós. Trata siempre de eludir toda 
pregunta directa, y la respuesta que da al hombre blanco, no se concreta en un "sí" o un "no", sino que utiliza el significativo y pícaro 
¿Quién sabe? El muisca no se lanza a ninguna acción audaz, entusiasta o apasionada en la que él haya de dar el primer impulso. No 
ofrece tampoco una resistencia directa, sino que se entrega a su destino y obedece... como un muerto. Reclutado a la fuerza, déjase llevar 
al combate, atacando de mala gana; ´pero una vez que se ha adjudicado su puesto, no cede en forma alguna en su defensa y permanece 
allí como clavado. La sociedad no es precisamente su bienhechora, y por eso no la entiende como tal. El muisca no quiere vincularse ni 
comprometerse a obligación de ninguna clase. El alcalde le parece innecesario; el maestro le resulta un enigma; el recaudador de 
contribuciones, un enviado del infierno; el encargado de la censura, un corruptor; el médico que lo vacuna a la fuerza, un monstruo”. 
(Röthlisberger, 1963) 
41 El uso en este texto del término economía de guerra debe acotarse a las dimensiones específicas del contexto 

socioeconómico, en donde lo que se daba era, más que una reorganizacion de las unidades productivas a las 
necesidades de guerra, un “simple” redireccionamiento de recursos. De ninguna manera podría equipararse a las 
transformaciones de la matriz productiva de las economías europeas o estadounidense durante la Primera y la 
Segunda Guerra Mundial. 
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esta tomar sucesivamente en provecho del Gobierno, los que pertenecen a los deudores de este, a los que lo hostilizan, o a los 

que se empeñan en no trabajar por la paz. BLAA, El Cundinamarqués, N° 31 (s.f.)42 

El gobierno logra que los ganados de Cundinamarca y Tolima sean dispuestos en su totalidad para las 

necesidades de los ejércitos. Esto constituye una regulación de las actividades económicas en función de 

principios públicos que la pervivencia del orden constitucional demanda43. Se suprimen muchos 

derechos individuales. Mas esto no implica que estos no puedan redefinirse para operar bajo necesidades 

colectivas, sin vulnerar del todo su carácter fundamental. Gran parte de los dueños de cabezas de ganado 

logran controlar, como grupo, el flujo de recursos dispuesto para su pago. El gobierno garantiza, 

mediante un agente, una extensión de la operación del mercado mediante la valoración gubernamental 

y los privados escapan, al recibir sus pagos en moneda de oro y plata de tallar mayor44, de la inestabilidad 

del valor de los documentos de crédito que les confiere su respaldo político (según quien los emite y 

gane la guerra, podrá disponer de las rentas para fijar su valor en el mercado)45. Para los privados, es una 

 
42 Como arbitrio fiscal, la confiscación de todos los ganados del departamento es una herramienta que no sólo 

limita el acceso a estos recursos al enemigo, sino que hace recaer su peso sobre aquellos de los que sospecha apoyen 
al enemigo. Lo interesante de esta medida, en términos económicos, es que hace compatible el ciclo de negocios 
con el político, por lo que se resalta la necesidad de que la medida recaiga sobre las reses gordas, no sólo por sus 
efectos estratégicos, sino porque se acopla a la readaptación que se produce dentro del hato para que cumpla otras 
funcionalidades en el mercado, con una menor incidencia en la oferta de reses para consumo de carne: “el embargo 
debe hacerse de la totalidad de los ganados, porque si se esceptuan los que espresa la nota de usted número 37, 
veremos frustradas todas las disposiciones que se dictan, i se obtendrán recursos solo de los infelices que serán los 
únicos que no saben convertir todas sus reses en ganados de labor i de lecherías” BLAA, (El Cundinamarqués, 
N11, s.f.) 
43 Para atender los gastos de la guerra, el gobierno de la Unión faculta a los Estados para que lideren la confiscación 

y matanza de ganado en los puntos clave de tránsito animal y movimiento mercantil (ejemplo, La Mesa, Facatativá 
y Zipaquirá). Se nombre un Intendente General del ramo de ganados encargado de 1) embargar las reses, 2) 
Nombrar comisionados departamentales para la venta, 3) expedir documentos de crédito por el valor de los 
ganados, 4) tomar posesión de las haciendas que, por términos logísticos, sea útil a las operaciones del gobierno 
(llegando a acuerdos con los propietarios) y 5) imponer multas a quien incumpla. BLAA (El Cundinamarqués, 
N11, s.f.) El gobierno organiza una estructura administrativa que responde a las necesidades de consumo, del fisco, 
de la estrategia de la guerra y el cuido de los negocios de la ganadería. Por lo anterior, empieza a regularizar toda la 
cadena de provisión hasta el matadero, expidiendo guías, ordenado avalúos, sitios de concentración de ganado, 
grupos para atender el abastecimiento de las ciudades, etc. Un punto capital es la gran participación de los Estados 
Soberanos en la administración del ramo de ganados, en parte por estar representado a los mismos dueños del 
ganado, y por facilidades logísticas. Y curiosamente, no sólo el secretario de hacienda podía disponer de los fondos, 
sino también el gobernador. Llama la atención, por esto mismo, que los billetes de Tesorería emitidos por la Unión 
no sean aceptados en los pagos del ganado, sino únicamente metálico (tampoco se aceptaba otro tipo de 
documentos de deuda. (Art. 7 y 8 del Decreto Reglamentario del Ramo de Ganados, 26 de marzo de 1862).  
44 Con respecto a los pagos para el ganado, se tiene que el principal instrumento es el metal amarillo: “En monedas 

de oro no hay alteraciones i hemos notado sí que no ha habido fuerte demanda que este mes se hace todos los 
años, de oro americano i onzas viejas para pagar ganado llanero, lo que nos hace creer que no habrá muchas 
compras de este artículo, ni por consiguiente muchas cebas en el año entrante. Puede, sin embargo, que este 
negocio tome actividad de aquí a diciembre” BLAA, (El Colombiano, 26 de octubre de 1861, N8). 
45 Al especificar los pagos a la renta provisional de ganados en metálico, se pretende aislar los posibles efectos 

negativos de introducir herramientas monetarias inestables (como los papeles de deuda dependientes de un 
respaldo político) sobre los precios de mercado de los animales. Por otra parte, aunque los dueños del ganado 
intentan escapar, cuando se produce la confiscación de ganado, de la compensación con papeles de crédito, las 
necesidades de la guerra lo hacen imposible. No obstante, se buscará su retorno íntegro en metálico, así, en muchos 
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ganancia en doble vía. Durante la fase ascendente de los precios, se recompone el hato para favorecer la 

crianza, pero esto también puede suponer que con el tiempo se sobrecargue la oferta. Si caen los precios 

durante una crisis, la rentabilidad de cada cabeza también lo hace y su valor como capital (hay un 

incentivo para sacrificar y reducir el área de tierra utilizada). Por eso, al establecer acuerdos con el 

gobierno, se lograr aminorar el impacto de la crisis, pues hay un redireccionamiento de la demanda, sin 

una mayor pérdida en el valor del capital invertido al no establecer relación con títulos de deuda.  

Una estimación adecuada de la cantidad de las reses demandas para la guerra requiere de un seguimiento 

juicioso a la marcha de los combates, la movilización del número de hombres y la constancia de los 

enfrentamientos. Las condiciones geográficas y algunas otras consideraciones políticas y fiscales no 

permitieron la movilización de grandes ejércitos, si se le compara con las guerras europeas o incluso las 

latinoamericanas como la Guerra de la Triple Alianza. Por lo general, las tropas movilizadas oscilaban 

entre 5.000 y 20.000 hombres, exceptuando casos especiales como la denominada Guerra de las Escuelas 

en 1876 o la Guerra de los Mil Días. Entonces, para dar una idea de ese importante rubro de los gastos 

de guerra, se presentan un pequeño cálculo con los datos disponibles (el cuadro 1.7 ofrece en detalle los 

pagos, en especie o dinero, para las tropas).  

 

Cuadro 1.7 Raciones diarias, en dinero o en especie, para las tropas en la Guerra Civil de 1860-63 

 

Ración diaria en dinero 

Media ración en dinero y media 

en especie 

  Íntegra Media Carne  Sal 

  Pesos  Cvos Pesos    Cvos Libras Onzas 

Jeneral       1        60     1          . 6 3 

Coronel       1        20 80 4 2 

Teniente Coronel       1          . 70 4 2 

Sarjento Mayor 80 60 4 2 

Capitan 60 50 3 1 ½ 

 
casos, demande largos juicios en los juzgados. El principio de la propiedad privada, tarde o temprano, lleva a que 
todos los papeles sean aceptados con el ánimo reconciliatorio equiparable a las medidas de amnistía general o 
indulto. El Estado sufre de aura de inequidad a consecuencia del trato diferencial sobre los papales de deuda, lo 
cual, inevitablemente, alienta otras disputas. Mas debe considerarse que el poder judicial abre la puerta a la garantía 
de respeto a los derechos vulnerados por las medidas arbitrarias del ejecutivo: los tribunales superiores y la Corte 
Suprema Federal forma en su desempeño una imparcialidad relativa, de la que en ocasiones adolecen los otros 
poderes públicos, que le permite superar la presión política y hacer propia la validación de los valores que garantiza 
la propiedad. Lo anterior implica que el Estado reconoce la riqueza creada por el conjunto de las acciones de la 
sociedad, y no sólo por la pertenencia a un programa político (ver Anexo C, para algunos ejemplos de 
reconocimiento judicial de suministros y bienes). La continuidad del mercado y la recuperación de su dinámica 
implica que el valor tenga una promesa de realización, y que las disputas de las guerras civiles lo garanticen. 
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Tenientes i Alféreces 50 40 3 1 ½ 

Sarjento 1 i 2 30 20 2 1 

Soldado 20 10 2 1 

Nota: cvos= centavos 

Fuente: BLAA, (El Cundinamarqués, 10 de agosto de 1861) 

 

Se toma como base para el cálculo las siguientes suposiciones: un reclutamiento de 5000 hombres 

(normal para la capacidad de un Estado como Cundinamarca), un tiempo aproximado de movilización 

de 6 meses (asumiendo que existe cierta regularidad en las operaciones), la entrega de media ración diaria 

en especie (2 libras), un rendimiento de carne por cada res de 400 libras (Kalmanovitz, 1997) y un precio 

de $20 de 8/10 por cada cabeza. Durante el tiempo de la movilización, se requerirían, aproximadamente 

1’800.000 libras de carne (o sea, 816.466 kg) que representarían casi 4.500 toros al rendimiento promedio 

por res. Al precio de referencia, se debería erogar $90.000 de 8/10 para sostener una parte de la 

alimentación diaria de los soldados rasos. La cifra no tiene en cuenta las demandas que, con la otra media 

ración de dinero entregada, se pudiese generar en el mercado (y se calcula a partir de un precio de 

mercado bajo para un toro). Tampoco se consideran las demandas de las guerrillas y el paso de tropas 

de otras regiones (de “invasión”). El estimado podría parecer pequeño comparándolo con el movimiento 

anual en términos de víveres, pero el foco debe ubicarse sobre los encadenamientos existentes en los 

mercados internos alrededor del sector exportador (revísese, por ejemplo, el número de cosechadores 

vinculados a la actividad tabacalera del cuadro 1.5). Una buena parte de la economía interna seguía 

relativamente aislada de los impulsos del mercado externo y su crecimiento seguía dependiente de los 

aspectos demográficos y naturales (correspondiente a una economía predominantemente agrícola y 

artesanal). El número de trabajadores vinculados a los sectores que ofrecían salarios más altos era 

pequeño, aunque despertaba demandas importantes de sectores internos. Son estos últimos, que sentían 

con más agudeza las crisis y las depresiones, los que se medían a buscar acuerdos sustanciales al interior 

del Estado para aminorar costos y pérdidas. 

Este hecho es aún más diciente de las inequidades en el diseño institucional, si se tiene en cuenta que 

una parte considerable del hato ganadero se encuentra concentrado en gran medida. A continuación, se 

presentan algunos datos resultan ilustrativos para los temas que se acaban de abordar. El cuadro 1.8, 

realizado durante los trabajos de la Comisión Coreográfica en los cincuenta, contiene el tamaño de la 

población pecuaria de la sabana de Bogotá y sus valles occidentales, de Mariquita y de Neiva, dando idea, 

como lo refiere el mismo Codazzi de la enorme riqueza representadas en distintas ganaderías. 

Estableciendo un precio para cada animal de 20 pesos de 8/10 (por debajo del que se encuentra en los 



43 
 

contratos de arrendamiento para animales de tres años), se obtiene que, sólo la población vacuna de 

Bogotá, pueden llegar a representar $5.533.440 pesos46.  

Cuadro 1.8 Población pecuaria de la zona noroccidental del Estado de Cundinamarca 

Provincias Población Ganado vacuno Ovejas Cabras Caballos Mulas Burros Cerdos 

Bogotá con 600 leguas 

cuadradas en la parte 

habitada 374.898 276.670 164.763 29.820 57.433 35.567 1.481 89.610 

Mariquita con 500 leguas 

cuadradas en la parte 

habitada 87.142 188.722 20.800 29.220 41.133 7.342 2.168 38.750 

Neiva con 1000 leguas 

leguas cuadradas en la 

parte habitada 99.436 125.395 10.755 16.201 29.253 10.151 2.153 40.170 

Totales 551.476 585.787 196.818 74.741 127.818 53.060 5.802 168.530 

Fuente: (Gaceta Oficial, 1858) 

El cuadro 1.9 da una información adicional relevante: la gran concentración de cabezas de ganado de 

los latifundios ya sea que se evalúe a partir del número de dueños o de haciendas. Tan sólo 57 

propietarios, o sea, el 8,06% del total posee el 32% del hato ganadero del departamento y sumándolo 

con el resto propietarios con más de 500 cabezas de ganado, se llega a un control cercano al 80% del 

total. Estas cifras son muy dicientes del acaparamiento de uno de los subsectores más importantes del 

sector agropecuario, y de la economía en general, que, además, tiene una contrapartida en la posesión de 

tierras (debe tenerse en cuenta que gran parte de este ganado es de engorde, por lo que requiere de una 

rotación constante de potreros para el consumo de pastos y su descanso). Durante los periodos de 

guerra, se echaba mano de los víveres que se encontraran al paso de los ejércitos, sin importar el dueño, 

pero en el caso del ganado la posibilidad de que el surtido dependiera de grandes 

ganaderos/terratenientes era alta, especialmente si se tiene en cuenta que las guerras civiles no fueron 

en su mayoría actos improvisados; al contrario, requería de una sofisticada organización con contratos 

de provisión de suministros. Puede que una gran parte del ganado confiscado fuese resarcido por medio 

de un documento de deuda pública, y llevara años de reclamaciones ante los juzgados o juntas de 

 
46  Se toma un precio de $20 pesos para el cálculo del valor total de la población vacuna para corregir la presencia 

de vacas y animales menores a dos años cuyo valor era menor en el mercado (también para tener presente el 
diferencial de peso de los machos de engorde). Huelga aclarar que este valor no es equiparable al transado 
anualmente en el mercado para el consumo, puesto que un porcentaje del total presentado debe mantenerse para 
la reproducción del mismo hato ganadero y otro se mantiene en engorde hasta el punto de que se considere 
adecuado (según el precio de mercado, los costos de arredramiento de la tierra y de la mano de obra para la 
preparación de potreros y siembra de pastos, etc.)  
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reconocimientos, pero existía un sesgo con respecto a la compensación por parte del Estado47, como se 

vio anteriormente, o como se explicará en el caso de la hacienda El Tigre. 

Cuadro 1.9 Población ganadera de las grandes haciendas de Cundinamarca en 1870 

Cabezas de ganado Dueños Haciendas Total de cabezas de ganado 

Menos de 200 577 86,80% 645 80,70% 19.010 21,70% 

201-500 57 8,60% 82 10,20% 28.110 32,10% 

501-1000 20 3% 43 5,30% 21.039 24,10% 

1000-2000 8 1,20% 25 3,10% 11.400 13% 

Más de 2000 3 0,40% 4 0,50% 7.769 8,90% 

Total 665 100% 799 99,80% 87.328 99,80% 

Fuente: (Palacios, 1980, p. 62) 

1.3 Especies monetarias y legitimidad. Las dinámicas 

convulsas de la guerra.  

La necesidad de mantener adeptos a la guerra y asegurar la soberanía que tambalea a cada instante con 

las vicisitudes de la moral y los campos batalla, demanda una actitud conciliadora, y no sólo coercitiva. 

El caso de Joaquín Rivas, hermano de Medardo Rivas, durante la guerra que encabezaron Ospina y 

Mosquera es un ejemplo muy ilustrativo. Ante las acusaciones y sospechas de una mala administración 

de la Hacienda el Tigre, aquel personaje entra en disputa con la Dirección del Crédito Nacional que trata 

de direccionar el proceso de desamortización de bienes de manos muertas. El enfrentamiento expone 

indefinición de las áreas de las jurisdicciones institucionales que se superponen durante la guerra, 

tratando la Dirección de someter bajo líneas precisas el poder agrandado que la guerra otorga al ejecutivo, 

y que involucra la asignación de recursos para las tropas, el respeto a la propiedad y la legitimidad. Con 

amargura, así relata Rivas los hechos: 

Cuando hice el contrato, el segundo i tercer Ejércitos se veían a merodear por los campos los ganados que necesitaban para 

su mantención; la ansiedad i la desconfianza se veían pintadas en las caras de los habitantes del Tolima; nuestra causa 

hasta entonces tan popular en aquel Estado, se desconceptuaba rápidamente; el ejército se diezmaba día por día por las 

deserciones i las enfermedades, consecuencia, según las terminante palabras que me dijo el Jeneral Gutiérrez de no tener 

 
47 Sería importante, en estudios posteriores, verificar cómo contribuye esta lógica a 1) frenar la caída en el precio 

de la tierra,  2) a la no suspensión de los pagos de los créditos asumidos para expandir el hato y 3) a la recomposición 
de decisiones de inversión, puesto que la caída o subida de los precios del ganado, puede determinar cómo se 
configuran las relaciones comerciales entre propietarios-prestamistas-comerciantes-arrendadores (una caída 
importante en la rentabilidad puede alterar los usos de la tierra y la manera en que el propietario puede involucrarse, 
ya sea como empresario activo o sólo garante de recursos monetarios). Estos interrogantes podrían ayudar a 
entender mejor las interacciones entre la operación del régimen monetario, estructura social y las prácticas de 
negocios que son las que imprimen el carácter de la moneda. 
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buena carne para dar a la tropa. Creía que hacia un importante servicio a mi partido remediando esta necesidad, i por eso 

celebré el contrato […] BLAA, (Rivas, 1862, p. 16). 

En su visión, él presta un servicio patriota tomando partido en la contienda. Lo que demuestra, más 

bien, es una alineación de intereses que promueve la economía de guerra. Para acceder al pago por la 

provisión de carne con su ganado al Gran Ejército en el Tolima, él conviene con la Junta Central de 

Guerra el arrendamiento de una gran hacienda48 próxima a desamortizar, que estaba en posesión de los 

Agustinos Descalzos (ver cuadros 1.10 y 1.11). Este hecho demuestra, a pesar de lo lucrativo que podía 

ser negociar con documentos de deuda, el riesgo que esto representaba por estar fundado un respaldo 

político. Al mismo tiempo, soslaya la pérdida que le genera mantener ganado sin realizar en el mercado, 

proveyéndose de recursos cuyo valor es menos volátil en la jerarquía monetaria del periodo. Continúa 

Rivas: 

Yo quisiera que se tuviese presente, que cuando hice el contrato, nuestra situación era tal, que los centralistas levantaban 

frentes orgullosas por todas partes, i apostaban ciento a diez en favor de su triunfo; en tanto que muchos de nuestros mas 

decididos partidarios se mostraban amilanados i hacían caer el crédito del Gobierno vendiendo los billetes al 20 por 100 

de valor. Si entonces en vez de dar mi ganado para el Ejército, lo hubiera realizado en Ambalema i con su producto 

hubiera comprado billetes, extranjero, sin haber corrido tantos riesgos, sin tener tantas molestias i sin ver discutida mi 

honradez, habría hecho una ganancia de mas de cuarenta mil pesos i pasaría por un excelente ciudadano i decidido patriota 

[…]49 (Rivas, 1862, p. 16). 

Cuadro 1.10 Condiciones del contrato de suministro de carnes 

Términos del acuerdo de entrega de carne al ejército 

Toda la carne que el Intendente General de los Ejércitos solicite al Ad. Federico Rivas, debe 

hacerse con 20 días de anticipación, siempre que no pase de 2.000 kgs (si supera este número, 

30 días) 

Nota: Rivas proveerá la carne de su propio ganado proveniente de las haciendas que posee en 

C/marca y Tolima. 

 
48 La mayor parte de la Hacienda se encontraba entre la confluencia de los ríos Saldaña y Magdalena, con una 

extensión aproximada de 5000 hectáreas. Las pequeñas vegas de la hacienda ya estaban desmontadas y cultivadas 
con arroz en gran cantidad, según Rivas, por los arrendatarios que tiene la propiedad. El administrador, bajo el 
tiempo estuvo la propiedad bajo su dirección, trató de introducir una nueva racionalidad en el manejo del ganado, 
en los que respecta a la domesticación, cercamiento para engorde y tiempo de duración máximo del ganado antes 
de salir al mercado. Con respecto a los arrendatarios, trató de acercarse a ellos y mantenerle las tarifas anuales 
congeladas, en una señal de transacción política para que se identificaran con la causa que se estaba disputando. 
49 Es llamativo el contrafactual que plantea Rivas (en lo que refiere a la posibilidad de haber invertido en billetes 

en lugar se suscribir el contrato), pues da señales de algunos de los comportamientos especulativos, profundizados, 
fuertemente, en las épocas de mayor inestabilidad. Las menores ganancias en ciertos sectores, por la caída en las 
demandas de un mercado deprimido, podía dirigir el destino de los recursos hacia el crédito público. La 
subsiguiente validación de los valores oficiales y el compromiso de pago de cantidades absorbidas a un alto costo 
durante la guerra tenían que ser soportadas por el sector real una vez el ciclo especulativo se fuese suavizando (ver, 
más adelante, el caso de las salinas). 
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Intendente debe dar en Zipaquirá la sal correspondiente para salar carne (12 kgs de sal por 

cada 50 kgs de carne) 

Cantidad de sal que Rivas está obligado a entregar, es suficiente para alcanzar los 12.000 

pesos. Si no fuese suficiente, debe entregar el saldo en la Tesorería General (dos contados 

con 30 días de plazo c/u) 

Precio 1 kg carne fresca: 21 cvs 

Precio 1 kg carne salada: 50 cvs 

Para el pago se destina producto Hacienda el Tigre, administrada por Rivas hasta que se le 

devuelva la suma establecida 

Fuente: Rivas (1862, p. 9) 

Cuadro 1.11  

Inventario de animales de la Hacienda El Tigre (pesos 8/10) 

Clasificación Cantidad Precio Sumas agregadas  

Vacas y terneros 4.618 $8 $36.944 

Machos de más de dos y medio años 883 $12 a $80 $11.302,40 

Yeguas y potros pequeños 640 $11 a $20 $7.168 

Potros grandes  70 $16 $1.120 

Muletos 9 $32 $288 

Caballos mansos 42 $19-20 $806,40 

Totales 6.262   $57.628,80 

Fuente: Rivas (1862, p. 9) 

Este tipo de acuerdos corresponde, naturalmente, a una coyuntura y no es replicable en todos los 

espacios y en la línea de tiempo. Pero sí da cuenta de un comportamiento sistemático de los agentes 

sociales de bosquejar acuerdos en el orden monetario para favorecer sus procesos de acumulación. Y, al 

realizar esto, logran fragmentar la soberanía monetaria y someter a la opinión pública en general a un 

fuerte debate originado en los conflictos distributivos. Así, esta disputa define las formas de circulación 

de la moneda, permitiendo que, por una disposición política se influya en la distribución de rentas50. Los 

grandes comerciantes, y, como se expuso con los ganaderos, no sólo señalan el tipo de moneda de sus 

operaciones (en metálico o en papeles), sino también su calidad. De esta manera, en la capacidad de 

intercambiar instrumentos monetarios y de definir su uso se pueden alterar las relaciones sociales por 

medio de la asignación diferencial de rentas, siendo el lazo fiscal el que cristaliza el sostenimiento en su 

conjunto de la sociedad. 

 
50 La Teoría de la Regulación Francesa establece, siguiendo la tradición de la Escuela Histórica de Annales, una 

perspectiva de análisis que considera la integralidad del hecho económico. Es decir, no aísla la racionalidad del 
individuo, determinándolo como una figura autocontenida y predeterminada, sino que lo ubica en una posición 
relacional. De esta forma, formaliza en una serie de convenciones los parámetros que guían la racionalidad, sujetos 
a un movimiento continúo y, en ocasiones, convulso (siendo la raíz de los procesos de cambio). Lo anterior, sin 
embargo, no implica que no pueda formalizarse una topología de lo social en la que existan espacio de autonomía, 
por ejemplo, de lo político frente a lo económico, sin romper con la simbiosis que los retroalimenta. Para ampliar 
sobre este último aspecto, ver Théret (1991). 
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Todos los cambios de la estructura social y económica tienen su contra partida en el orden fiscal. Más 

que una acción de reflejo, la condensación de nuevos impuestos o la reforma de los ya existentes dan 

cuenta de cómo cambia la sociedad y se reordena para tener continuidad. En el proceso, la garantía de 

vida, no sólo de sus componentes, sino también de la totalidad conlleva serios rediseños de las fórmulas 

para lograrlo y de los grupos sociales que están dispuestos a asumir el liderazgo. Entonces, bajo los 

escenarios de recomposición de una sociedad, se proyecta una competencia para asegurarse la 

acumulación de varias formas de capital (simbólico, cultural, económico) que trastoca el campo del 

poder51 y la institucionalidad. Es una lucha por la legitimidad del poder. 

En el desarrollo del pleito entre artesanos-comerciantes, entre el poder central y las regiones, entre las 

formas de acceso a la tierra y a los mercados, se encuentran las caras más visibles de los conflictos 

alrededor de la definición los instrumentos públicos y su aplicación para resolver los problemas 

económicos y políticos de la época. Bajo el estandarte teórico que supone transferir la responsabilidad 

del mantenimiento colectivo de un régimen liberal a los individuos, se debate sobre el carácter de los 

privilegios y pugnas distributivas de los impuestos que se aplican, no a las personas, sino a los productos 

y su flujo durante las operaciones comerciales. El impuesto directo es el intento más fuerte de una buena 

parte de la sociedad, ya sea de una corriente política o de otra, de disponer de recursos constituidos por 

las operaciones de mercado (riqueza individual), sin afectar la formación de los precios (que deben 

depender de los costos de producción). La preocupación del pensamiento liberal decimonónico con 

respecto a los costos de transporte, el costo del crédito, los seguros, entre otros, hacen parte del foco de 

unas disposiciones legales que tratan de desmarcar su asignación a través de mecanismos de no mercado 

y de un posicionamiento dominante asegurado de manera “artificial”. Sin embargo, el traumático tránsito 

que experimenta la economía dispone que financiar al Estado responda, en su lugar, más a la 

conflictividad de los grupos sociales y a las tensiones interregionales, que a los presupuestos teóricos 

puros detrás del modelo librecambista. 

La experiencia misma de los contemporáneos, a tan sólo unos cuántos años de iniciado el Pacto de 

Medio siglo, informó de la grave irregularidad de las rentas del nuevo modelo económico. Las grandes 

caídas del producto de aduana (ver gráfico 2.1, Pág. 49), la destrucción de riqueza y el estancamiento 

prolongado subrayaban los límites de acumular sólo a través del sector externo. Las cuentas públicas 

que habían iniciado un acomodamiento para favorecer los flujos de aquel sector, abandonando el 

monopolio del tabaco, aumentaron su sensibilidad frente a los términos de intercambio, por lo que 

cualquier acción para compensar pérdidas de recursos, derivaba en una contraproducente pérdida de 

 
51  El concepto de campo de poder empleado por Bourdieu hace referencia “a un conjunto de relaciones de fuerza 

entre agentes e instituciones, en la lucha por formas específicas de dominio y monopolio de un tipo específico de 
capital eficiente en él” (Sánchez, 2007) 
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competitividad en los mercados foráneos. La alternativa teórica del impuesto directo se truncaba con las 

limitaciones técnicas, la reticencia de las élites frente a un instrumento fiscal que no dispone de la 

flexibilidad de otras tarifas y la supuesta falta de liquidez de los activos de los habitantes (Deas, 1982). 

La única manera en que una recolección directa fue posible se dio en los tiempos de guerra, pero a través 

del mecanismo de deuda. La tasación a nivel individual se diluía en el sistema de deuda pública, que 

requería una contraparte para sustentarla. El crédito precedió al déficit y a los impuestos, cuya aplicación 

fue en un primer momento fue descentralizada, razón por la cual, y ante los inconvenientes ya expuestos, 

la construcción de una base imponible requería conciliar la heterogeneidad regional y el acceso 

diferencial a los recursos que sustentaba el poder en el régimen político. 

La especificación de unas relaciones de crédito moldea la estructuración de la comunidad de pagos, la 

cual se transforma para atender a las demandas liquidez de la economía. Así, la imbricación entre el 

sistema de crédito público y privado provee un proceso de transformación de valores y de validación de 

haberes que está ligado a la expansión del mercado de exportación. Alrededor de este, se encadenan 

formas productivas que apoyan y transmiten la realización de valor en la economía, producto de los 

auges y caídas de los términos de intercambio. No obstante, la circulación de valores, representando en 

las formas monetarias, no es homogénea y se manifiesta una jerarquía monetaria de acuerdo con el 

respaldo que adquiere el dinero en el diseño de las reglas monetarias. De esta manera, en los periodos 

de crisis, se presenta una respuesta específica de los mecanismos de compensación para amortiguar el 

golpe de las crisis, sustentado, principalmente, en los sectores de alto valor ligados a la actividad 

exportadora (v.gr. el sector ganadero y la compra-venta de propiedades). Así, las reglas monetarias 

cumplen un papel clave para apoyar el sostenimiento de la cadena pagos, prometiendo la expectativa de 

realización futura de valores, como se evidencia con la desamortización de bienes de manos muertas, la 

emisión de títulos de deuda y las garantías frente a la circulación de haberes del gobierno. Ante el 

agotamiento exportador, y la profundización del ciclo, se hace necesario una recomposición de rentas 

para evitar el quiebre de la relación monetaria, sosteniéndose en el mercado interno. Este será el punto 

a tratar con la renta de salinas en los siguientes dos capítulos, donde se muestra el intento del gobierno 

de apalancar la expansión de circulante con los billetes de tesorería (particularmente, en periodos de 

crisis), pero que se ve truncado por las características del mercado salinero y monetario y las tensiones 

sociales que afloran alrededor de un bien no exportable y necesario para la vida de las personas.  
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2. La renta de las salinas. Una aproximación 

desde las tensiones sociales. 

Durante las primeras décadas de la segunda mitad del siglo XIX, la renta de las salinas funge como un 

elemento articulador vital dentro del régimen político. Su importancia relativa se pierde con los cambios 

generales del país, pero su aporte en su momento es considerable. Habitualmente, la historiografía, y los 

economistas en particular, suelen menospreciar su análisis52. Siguiendo una parte del relato liberal, se ve 

su existencia como anacrónica, agonizante o irracional. Además, el interés que despierta encontrar las 

fuentes del crecimiento económico, y sus productos, lleva a ubicar la lupa del investigador en aquello 

que mueve los engranajes del nuevo orden económico. Pero ¿Cómo ignorar un rubro que llegó a 

representar entre un 30 o 50% de las rentas totales del gobierno central? ¿Por qué arrebatar su 

significancia histórica para el contexto en que fue considerada, por muchos, como la renta más segura 

del país? Privarse de estas y otras preguntas, sería, asimismo, ignorar cómo interactúan distintas variables 

que influyen en la toma de decisiones de quienes sí se vieron abocados a tener en cuenta a la renta de las 

salinas, en conjunto con la de aduanas, papel sellado, degüello y otras varias, al momento de bosquejar 

una relación fiscal. La relación medial e interactiva, debe ser el medio de análisis. Observar a la renta de 

las salinas a partir de su eficiencia o ineficiencia no dice mucho de su desempeño y evolución, o más 

aún, su supervivencia al cambio de siglo. Aún durante la década de los treinta del siglo XX, cuando se 

producía el epílogo del sistema del patrón-oro, y la economía colombiana buscaba resolver su problema 

de balanza de pagos y reconstruir su crédito, el traspaso de las rentas de las salinas por parte del gobierno 

al Banco de la República, sustentaba el desarrollo de nuevas operaciones financieras cuando el sector 

externo parecía agotar su impulso (Uribe, 2017).  

La renta de las salinas no responde, simplemente, al mecanismo de la compra y venta de sal en el mercado 

donde interactúan muchos compradores y el gobierno. Su desempeño depende de un entramado más 

amplio de relaciones económicas y sociales en donde operan los sentimientos de justicia, la inflexibilidad 

del sistema fiscal, los vaivenes del sistema crédito público y, por tanto, las regularidades de las otras 

rentas y los cuestionamientos frecuentes a la soberanía de ciertos gobiernos (el factor de ajuste del 

régimen político). Obviamente, están presentes los gustos del consumidor, pero también el poder de 

 
52 Los trabajos sobre la fiscalidad colombiana del siglo XIX, por lo general, contienen un alto grado descriptivo 

sobre la renta de salinas. Si bien se ha realizado un esfuerzo por reconstruir sus series (ver Junguito (2009)), se sabe 
poco sobre los determinantes de su desempeño, frente a lo cual este trabajo intentará abrir una puerta exploratoria 
a las distintas relaciones que se tejen a su alrededor, en especial, en cuanto a lo que refiere al sistema de crédito 
público y a los conflictos alrededor de la renta salinera. 
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mercado de los productores. En definitiva, la renta de las salinas escapa a una relación determinista y se 

desenvuelve reaccionando a la simultaneidad de varios fenómenos (el cuadro 2.1 presenta información 

general sobre la renta salinera en aras de contextualizar al lector). 

Cuadro 2.1 Información general sobre la renta salinera en Colombia, siglo XIX. 

Tipos de sales/tecnología 
empleada 

Salinas Principales (1) Eventos significativos 
Tipos de documentos o 

especies empleadas en la 
compra de sales. 

Compactada: sal derivada del 
proceso de cocción de agua salada, en 
moyas o moldes de barro sobre 
hornos de adobe, que, al evaporarse, 
ofrecía una presentación compacta 
para el transporte a larga distancia.  
Su producción data desde la época 
indígena, sin sufrir cambios 
tecnológicos importantes en cuanto a 
la técnica, salvo en su organización y 
escala, que se ajusta a esquemas 
regularizados para atender la demanda 
de sal de las minas de Mariquita 
(periodo colonial). Durante el siglo 
XIX continúa su producción (la de 
mayor oferta en el mercado interno en 
términos comparativos), con una 
mejora en la eficiencia provista, 
particularmente, por el reemplazo de 
la madera por carbón como fuente de 
energía, hasta que es reemplazada casi 
en su totalidad por la sal vijúa al 
introducirse la libre elaboración. 
 
Vijúa: producto obtenido de la 
extracción minera, el cual disponía de 
diferentes grados de concentración de 
sal en función de la localización 
geográfica (las minas principales se 
constituyeron en Zipaquirá, 
Nemocón, Tausa y Sesquilé). Para la 
obtención de la sal de consumo, se 
usan estas “piedras” para saturar el 
agua que entra a un proceso de 
cocción. 
La oferta de este tipo de sal por parte 
del gobierno aumenta de manera 
importante a partir de la década de los 
ochenta, con la ampliación de las 
minas de sal y la proclamación de la 
libre elaboración: el gobierno conserva 
el monopolio sobre la extracción de la 
vijúa y posibilita la producción de sal 
de consumo a gran escala a los agentes 
privados. 
 
Caldero: sal obtenida de un proceso 
de cocción en calderos metálicos que, 
a diferencia de la compactada, queda 
completamente seca y ofrece mayor 
facilidad para su empaque y transporte 
por su reducida humedad 

Cundinamarca: 
Zipaquirá, Nemocón, 
Tausa y Sesquilé. 
 
Boyacá: Chameza, 
Receptor, Pajarito, Chita 
y Múneque 
 
Costa Caribe: Manaure 
Llanos orientales: 
Cumaral y San Martín. 
 
Antioquia y Cauca (en 
sus límites del siglo XIX) 
poseían varias fuentes de 
sal, de pequeña escala, 
repartidas en diferentes 
puntos del territorio. 

1816-17 Se ponen en marcha las 
propuestas del Barón A. Humbolt 
(introducción del sistema de 
galerías para la producción de sal), 
se contrata a J. Weisner para abrir 
el socavón Rute y se instala el 
primer caldero. 
 
1824. Declaración de propiedad 
del Estado de todas las salinas del 
país (ley 24 de julio de 1824), 
facilitando su arriendo y el control 
de los precios. 
 
1834. Celebración de un contrato 
para la elaboración de sales en 
Zipaquirá entre el gobierno y una 
compañía privada (se abandona la 
forma de arrendamiento) 
 
1839. Entrega de las salinas de 
Zipaquirá, Nemocón y Tausa a 
Judas Tadeo Landínez. 
 
1844. Ley 26 de mayo de 1844 
sobre la declaratoria de propiedad 
de la nación de todas las salinas 
del país, que debían ser otorgadas 
bajo administración o 
arrendamiento, según las 
facilidades que se dispusieran en 
cada territorio. 
 
1846-1847. Reforma de la 
Secretaría de Hacienda, 
redefiniendo funciones y 
centralizando operaciones (entre 
esas, la creación de la dirección de 
rentas de tabaco, salinas y 
aguardiente). 
 
1861 T.C. de Mosquera decreta la 
emisión de 500.000 pesos en 
Billetes de Tesorería. 
 
1878 Estados de la Unión 
adquieren participación en la 
renta de salinas como 
contraprestación de sus esfuerzos 
en las guerras civiles. 
 
1881. Establecimiento de la libre 
elaboración. 

 
Billetes “salados”: 
introducidos por F. P. 
Santander para aumentar el 
crédito del Estado durante la 
Gran Colombia. 
 
Libranzas de la compañía de 
giro y descuento de Judas 
Tadeo Landínez. 
 
Cupones de los certificados 
de censo (a finales de los años 
cuarenta y principios de los 
cincuenta). 
 
Billetes de Tesorería: 
emitidos durante las dos 
administraciones de T.C. de 
Mosquera. 
 
Libranzas sobre las salinas 
(emitidos durante la segunda 
mitad de la década de los 
setenta) 
 
Monedas: de alta o baja 
denominación y cuya 
aceptación, en términos de 
calidad, dependía de la situación 
económica y fiscal, además de 
los planes de amortización y 
necesidades de guerra. 

Formas de elaboración 

Arrendamiento: 
asignación a privados de 
la elaboración a cambio 
de una suma mensual o 
anual. Ventas de sal son 
realizadas por los 
privados. 
 
Contratos de 
elaboración bajo 
administración: entrega 
de elaboración a 
privados, donde la 
Administración de 
salinas controla las 
cantidades de 
producción de acuerdo a 
las estimaciones de 
demanda. Las ventas son 
realizadas, directamente, 
por el gobierno al 
público. 
 
Administración 
directa: el gobierno se 
encarga él mismo de la 
elaboración y venta de 
sales. 

Nota (1): los departamentos o provincias referidos corresponden a los límites, más o menos estables, 

definidos en el siglo XIX. 
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Fuente: tomados de la información provista por León (2011) y Amaya & Flórez (1947). 

La temprana imbricación entre el sistema de crédito público y la captura de rentas públicas define una 

serie de patrones en el comportamiento a largo plazo que se materializa en los presupuestos oficiales, 

consolidando esquemas de reproducción del capital privado a partir de las necesidades del Estado. A 

medida que se abre la oportunidad para que la remuneración de factores la establezca el mercado, se 

empiezan a sentir los efectos que generan la competencia en la estructura de mercados por medio de la 

concentración de capitales. Así pues, la rápida acumulación del capital ficticio a través de la valorización 

mediante instrumentos financieros amplía el crédito en la economía, sin una contrapartida en la 

producción que sustente los valores creados53. Esta dinámica inaugura una relación entre la volatilidad 

económica, la inestabilidad de las rentas públicas en su conjunto y el precio de venta de la sal que se 

mantiene durante una buena parte del siglo. La permanencia del déficit fiscal se traduce en una demanda 

de recursos que alienta un círculo vicioso de renegociaciones y de nuevas de deudas que se emplean, en 

muchas oportunidades, para cubrir compromisos previos. El mantenimiento del crédito del gobierno y 

de las opciones legítimas para adquirir dinero dependen de la aceptación de los principios que ordenan 

el pago. De esta manera, el precio de la sal se transforma en una herramienta discrecional del ejecutivo 

para que, a su libre albedrío, pueda aumentar la base fiscal para dar validez a su palabra. Los movimientos 

del precio vienen a representar una figura que alienta el debate de los grupos que ven en él un beneficio 

o un daño para sus intereses según el impacto diferencial que ofrezca sobre su actividad económica y, 

en últimas, sobre sus vidas. No sólo incumbe al consumidor, sino también al agiotista, al tenedor de un 

vale o un billete, al legislador. En suma, el precio de la sal arbitra entre sentidos de justicia diferenciales 

por lo que su modificación debe responder a un sistema que institucionalice un reparto de rentas. 

Una alteración del precio, en la mayoría de las veces, tiene como objeto mantener balanceada la relación 

de fuerzas que sostiene, a corto plazo, al gobierno de turno, y, a largo plazo, el arreglo institucional 

dentro del campo del poder. Si bien la coexistencia entre un ciclo político y un ciclo económico podría 

hacer ver el ajuste en los precios como medidas mediatas para resolver algún problema transitorio, 

también entra en juego la jerarquía monetaria que define las formas de acumulación. Cuando un gobierno 

 
53 La liberalización de la tasa de interés en el año de 1836, que estaba oficialmente estipulada en los documentos 

legales al 6%, se consolida como el primer paso para “sacar el capital oculto” y colocarlo a disposición de los 
demandantes de recursos financieros (Torres, 1980). La creación de establecimientos de giro y descuento despierta 
un afán de lucro que, según los contemporáneos, nunca se había visto en la sociedad. Rodríguez (2016) y López 
(2015) detallan la dinámica que se despierta con las reformas promercado, en particular, con el caso de Judas Tadeo 
Landínez. Este personaje, por medio de su compañía, lidera una cadena de préstamos que le permite concentrar 
las hipotecas de enormes activos de la más diversa variedad de personas (negociantes, políticos, conventos, 
médicos, etc.). Asimismo, entabla relaciones con el Estado, asegurando una lucrativa especulación con los 
documentos oficiales y el respaldo directo de las rentas oficiales que apoyan su propia emisión de documentos. 
Logra comprar varias salinas en el oriente del país y, durante las necesidades de la Guerra de los Supremos, que 
demanda ingentes recursos, se le concede el traspaso de las fuentes de sal más seguras y ricas del país: Zipaquirá, 
Nemocón y Tausa. 
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decreta un alza o una baja de los precios de la sal (aplica para todas las clases ofrecidas: vijúa, caldero, 

compactada…) reordena la distribución de las rentas de tal manera que aquellos sectores con capacidad 

de movilización y de acción política más fuerte sean favorables al orden legal. La élite dominante 

entiende el significado de un bien de consumo básico para la vida que caracteriza un comportamiento 

inelástico de su demanda ante variaciones en su precio54. El proceso de venta comprende una serie de 

etapas y de intereses contrapuestos que le termina transfiriendo los costos al consumidor final, y, en 

cierta medida, abre paso a prácticas que se resisten y cuestionan la legitimidad de los bandos oficiales (se 

desarrolla el contrabando). 

Las circunstancias que derivan en una alteración de los precios de la sal empiezan por un quiebre en la 

tendencia del ciclo económico, el inicio o el fin de una guerra y el establecimiento de pactos políticos. 

Los gráficos (2.1 y 2.2) permiten ver la coincidencia de los tres elementos señalados. Particularmente, 

una situación de crisis económica y fiscal simultanea aumenta la participación de la renta de las salinas 

en la renta total del gobierno central, no sólo por la caída relativa del valor de los ingresos de adunas, 

sino por el alza en los precios oficiales que intenta compensar la pérdida de las rentas (aumentan el 

producto bruto y líquido). El problema que parecería sencillo de solucionar, puesto que, 

independientemente del porcentaje del alza, las gentes de todas partes seguirán comprando la misma 

cantidad del bien, en realidad, tiene una serie de matices. No es tan fácil transferir parte del costo del 

sostenimiento del déficit fiscal desde los flujos asociados al comercio exterior a los del comercio interno. 

 
54 La principal preocupación alrededor de la compra de la sal giraba en torno a su acceso equitativo para los 

compradores, partiendo de las consideraciones que ponían las tensiones entre las regiones, la interacción entre las 
condiciones sociales de determinadas zonas geográficas y la forma que tomaba el monopolio en ellas y, claramente, 
el aspecto fiscal. Se sabía de la importancia de la sal para la dieta y, por ende, la salud de las personas, así como 
para la conservación de los alimentos (en una época sin refrigeradores) y para el consumo animal. No obstante, 
desde la acción pública, se hizo poco para mejorar el acceso a un producto de calidad para la mayoría de la 
población, debido a la desconexión que imperó entre la presencia directa del monopolio y el consumo y la marcada 
influencia de las necesidades fiscales en la determinación de precio oficial de venta. Así, aun si las clases bajas 
podían proveerse de sal para algunas de sus preparaciones (aparece en la descripción de ciertas preparaciones 
culinarias sencillas, muchas veces a la venta en los días de mercado), el producto final que el gobierno entregaba al 
público no contenía yodo. La característica fundamental de la sal de buena parte de los yacimientos del país, 
incluyendo a los más grandes, era la ausencia de aquel componente vital para la salud humana, y que llevaba consigo 
el requerimiento de un proceso adicional para incluirlo. En su momento, esta carencia era vista con cierta 
preocupación, la cual, sin embargo, no resultaba suficiente para consignar una política que solventara la situación 
por los impactos sobre los costos de elaboración (la política se limitó a determinar la libertad de impurezas de la 
sal producida y el contenido específico de saturación). En ese contexto, era muy común encontrar entre la 
población casos de bocio y otras complicaciones asociadas a la falta de yodo, que hacían aún más dramática la 
existencia y la imagen de la pobreza durante el siglo XIX, como aparece en uno de los textos de Cordovez Moure 
(2015) en el que alcanza a describir la gran prevalencia de coto entre los bogotanos (ver capítulo sobre Miguel 
Perdomo Neira). Sólo hasta el año 1955, a través del Decreto Legislativo 591, se dictó la obligatoriedad de la 
yodación nacional de las sales para consumo humano y animal, como parte de una concepción más amplia de salud 
pública que trataba de atender, entre otras cosas, la presencia entre la población de un bocio endémico (por medio 
de una encuesta nacional a la población escolar se estimó que el 52,62% de los niños y niñas examinados lo tenían) 
(Pardo & Rueda, 1966) 
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Gráfico 2.1 Participación de las principales rentas en el total de ingresos 

 

Fuente: elaborado por el autor con base en los datos de Junguito (2010) 

Gráfico 2.2 Producto bruto y producto líquido de la renta de la salina de Zipaquirá 

 

Fuente: Gráfico elaborado por el autor a partir de los datos de Ortiz (1889) 
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En primer lugar, una variación en los precios de las sales implica una mayor o menor disponibilidad de 

recursos destinados a la amortización de diferentes documentos de deuda, ya sea externa o interna. Un 

quiebre del orden público y una crisis económica, no suponen que el alza se traduzca en una aceleración 

de la amortización de los pasivos del gobierno; por el contrario, dichas crisis recomponen la asignación 

de las partidas específicas y las reubican en los fondos comunes. Lo anterior, modifica el precio de 

mercado de los documentos de crédito y rompe con la relación de valor que sustenta un número más 

amplio de operaciones. La competencia por los recursos es fuerte y, por lo general, la demanda de unos 

nuevos para la guerra establece compromisos sobre las rentas públicas antes de que se formalicen las 

habituales consolidaciones que siguen a cada conflicto (Rojas, 2000). 

En segundo lugar, la renta de las salinas permite una ventaja en función de su doble carácter como 

monopolio en la venta de la sal y como recolector de metálico de la economía. Para el poseedor de un 

título de deuda, la renta de las salinas le permite alterar a su conveniencia la realización o amortización 

del papel en su poder, dado que o puede acceder a la moneda recolectada en las ventas de la sal o puede 

escoger comprar la sal misma y realizarla en un mercado donde los precios sean muy superiores a los 

oficiales. Este diferencial supone una ganancia considerable y entra en el portafolio de opciones que 

tiene el comerciante polivalente del periodo. Dado que la sal se puede “atesorar”, una o varias personas 

pueden controlar un stock de sales que le puede ayudar a dominar el mercado, fijar precios, competir 

con el mismo gobierno y con los intermediarios más pequeños. El negocio constituye una especulación 

que establece una serie de comparaciones amplias en la medida que la monetización de las sales en 

determinado momento corresponde a las condiciones que los ofrece el valor intrínseco de las monedas 

metálicas en el mercado, las perspectivas de cambio en los precios oficiales de la sal y la saturación o 

escasez de este producto en las plazas comerciales. Es un juego amplio donde las opciones de 

acumulación son variadas y se conectan con las otras operaciones comerciales del negociante. A nivel 

individual, el almacenamiento o la venta rápida de sales depende de las premuras que pueda ofrecerle 

otra transacción para financiarla o para aminorar los costos de las volatilidades del mercado monetario. 

En tercer lugar, los agentes sociales van interiorizando en su experiencia los patrones que se siguen en 

el régimen fiscal, por lo que la construcción de expectativas juega un elemento fundamental. Además de 

la competencia por los fondos de amortización, que señalan el camino que siguen los recursos (a la 

Tesorería General o directamente al pago de intereses o capital), los comerciantes de sales logran 

distorsionar los objetivos del gobierno en cuanto a las posibilidades de consumo que se le ofrecen la 

mayoría de la población. La estructura de mercado y el poder que conlleva su concentración es una 

preocupación continua de los distintos gobiernos, donde se trata, con innumerables reglamentaciones, 

de minimizar el impacto del monopolio sobre las inequidades de las cadenas de distribución. No 

obstante, las comerciantes se organizan para sacar provecho de las variaciones abruptas de los precios y 
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vuelven una constante la defensa de una serie de comportamientos que condicionan las políticas 

oficiales. 

Estos patrones se reflejan en la manera en que operan los distintos medios de pago de la jerarquía 

monetaria, y que determinan la evolución de la renta. Las formas de acceder a la sal no son equilibradas, 

a pesar del intento de racionalizar las compras. El hecho de que el producto de las rentas se destine para 

amortizar documentos de deuda, cuyo pago esta especificado en moneda de talla mayor, determinaba 

que unos porcentajes de las ventas se hiciese con preferencia sobre ella, definiendo la capacidad de 

compra por la calidad del instrumento monetario. Ahora bien, la moneda de talla menor, desgastada o 

falsa tiene su sentido y no es una irracionalidad. Por un lado, abarca la mayor parte de las transacciones 

menudas y pequeñas que se realizan en el centro del país. Es decir, una parte de los que concurren con 

este tipo de monedas a los almacenes del gobierno, demandan el cumplimiento de los principios de 

equidad y de justicia que el Estado pregona para mantener el monopolio: 

Cierto es también que el Administrador de Santamarta hace recaudar el producto en bruto de la renta de su cargo, cada 

vez que liquida un cargamento, en moneda de oro i plata de talla mayor, o en obligaciones i otros documentos; a diferencia 

del Administrador de Zipaquirá, que tiene que recaudar día por día, hora por hora el impuesto o valor de la sal, en cuartos 

de real, en medios, en reales, en pesetas, i cuanto más en piezas de 8 i 10 centavos, corriendo el riesgo inevitable, constante, 

de perder en la recaudación i en el valor de las monedas que resultan falsas […] porque estando como aparece indudable, 

en su mayor parte, en los Estados de Cundinamarca, Boyacá i Santander, las fábricas clandestinas de moneda de talla 

menor, i aun las de mayor; i siendo los indígenas i campesinos (los que concurren a comprar sal, por lo menos en una 

proporción de 90 por 100) los tenedores de esta clase de moneda, i siendo además, los que por la naturaleza de sus negocios, 

reúnen las lisas i febles que se aglomeran en el centro i norte de la República. BLAA (Informe del Administrador 

del Ramo de Salinas, 1869, p. 35) 

Por otra parte, los grandes comerciantes-agiotistas, por su facilidad de importar y recolectar moneda en 

sus operaciones, pueden validar un porcentaje de las compras con moneda desgastada y de bajo valor 

intrínseco con respecto al nivel nominal establecido por el Estado para respaldar su circulación. No 

puede verse, por tanto, a la moneda de talla menor y/o calidad deteriorada de forma voluntarista, como 

el resultado de un nivel general de pobreza. Como se ve, la pervivencia de una estructura específica del 

régimen monetario, con un alto componente de piezas de baja calidad, tiene unas funcionalidades e 

intereses creados, por lo que la relación causal puede cambiar de dirección, y actuar en doble vía: la 

moneda de mala calidad como generadora de una distribución muy desequilibrada de rentas y de un 

estado de pobreza. Esto último podría parecer obvio, si se atiende al principio de optimización de 

recursos escasos: dada una serie de condiciones fiscales y del desempeño económico general, la 

circulación en grandes cantidades de mala moneda es inevitable según los límites “objetivos” que se 
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presentan para retirarlas del mercado. No es un problema que esté ausente de los análisis de los 

pensadores del periodo en cuestión. Lo que no puede ignorarse es que, en economía, pueden presentarse 

múltiples configuraciones de política que, en el fondo, responden a visiones del mejor orden económico 

posible (de ahí que el lente de análisis debe estar en auscultar los patrones de acumulación que genera 

un diseño institucional). Por este motivo, la pervivencia de una masa monetaria heterogénea y con un 

componente importante de piezas defectuosas, desgastadas o falsas resumen una relación de fuerzas al 

interior de y entre los espacios granadinos. La reticencia a amortizar en grandes cantidades la mala 

moneda (en su totalidad, como en el caso inglés en el siglo XVII) corresponde, sí, a la consciencia de la 

debilidad de la economía (incapaz de retener la fuga de piezas), pero en especial al diseño de formas de 

extracción de rentas que compensan la baja productividad y competitividad de los sectores más 

“dinámicos” de la sociedad.  

Para detallar más este aspecto, considérese lo sucedido con la aceptación del tipo de monedas durante 

una guerra, para el caso de las salinas con respecto al del degüello y la compra de ganado. Como se 

mencionó, para este último se especificaba moneda de talla mayor y su administración pasó a ser privada. 

En el caso de las salinas, cuando se dispuso por parte del gobierno central la recepción únicamente de 

monedas de talla mayor, su reclamo fue severo. Amparado en que la posesión de moneda de talla menor 

abarcaba a muchos sectores de la población, en especial a los más pobres, se propugnó porque no se 

destruyera la riqueza consignada en estos medios de cambio, puesto que la no aceptación en las oficinas 

del gobierno los depreciaba fuertemente. Además, como se presentaba una alta escasez de moneda dura 

en las transacciones, debido al mayor riesgo de las operaciones comerciales y la reticencia a realizar 

nuevos préstamos, la medida suponía un duro golpe para las transacciones comerciales que se estaban 

realizando, alterando la formación de precios (y no por los mecanismos de mercado, sino por una política 

“arbitraria”). Así, con la aceptación de las referidas monedas de mala calidad se conciliaba los reclamos 

de los más diversos grupos sociales que accedían a la compra directa de la sal (si bien el mayor porcentaje 

de los consumidores, pobres en particular, debían acceder al producto por medio de comerciantes y 

revendedores que se disponían en los mercados de las ciudades, villas o pueblos). Largas filas diarias se 

presentaban en los almacenes oficiales del gobierno para la compra de la sal, en la que, a lo sumo, se 

entregaba un máximo de arrobas de sal, lo que significaba, al menos en teoría, que, desde el campesino, 

el arriero o el artesano hasta el mediano y gran comerciante presentaban igualdad de condiciones en el 

acceso a la sal, regulado por una serie de reglas claras en su venta. 

Sin embargo, lo que aparece ante el público como una garantía de justicia, cristalizado, especialmente, 

en la aceptación de moneda de baja calidad, ya fuese menuda o de alta denominación, se traducía en una 

institucionalización de un reparto inequitativo de rentas. A grandes rasgos, los principales 

determinadores del comportamiento de las rentas de las salinas no se reducen, per se, a los vaivenes de 
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un precio oficial, es decir, de una regulación del mercado, sino de la ampliación o constreñimiento de 

los circuitos de reproducción del capital-dinero en la economía (el cual estaba atravesado, 

profundamente, por la edificación de la confianza el sistema de crédito público).  

La renta de las salinas permitía al gobierno, en caso de una crisis de la cadena de pagos, apoyarse en los 

flujos de recursos internos que mantenían, hasta cierto punto, alguna permeabilidad, eso sí, cada vez 

menor, a los ciclos del comercio externo. También reducía la presión sobre los tributos directos o al 

comercio exterior, que recaía en los grupos más fuertes, y anclaba las expectativas de las promesas de 

pago de la deuda pública. Siendo la guerra civil, en cierta medida, el factor de ajuste ante la ruptura de 

las cadenas de pagos y el descontento social, las salinas y las aduanas solidificaban una visión de 

transversalidad con respecto a la heterogeneidad de intereses superpuestos en cada confrontación. 

El margen de acción que la existencia de la renta salinera otorgaba era amplio. Si se consideran las 

estimaciones de Codazzi (Gaceta Oficial, 1858) (ver cuadro 1.6 y Anexo B), durante la Comisión 

Coreográfica, sobre el tamaño de los mercados internos, puede notarse la importancia que adquirían 

como fuente de recursos fiscales. En víveres Bogotá y sus áreas de influencia en la sabana podían transar 

cerca de $9’000.000 sencillos (con un consumo per cápita de 10 cvs diarios). Un peón en Bogotá podía 

necesitar alrededor de $36 al año para su alimento (partiendo de 15 cvs en promedio al día), muy superior 

a los $12 de 8/10 destinados para vestido. A la tasa de crecimiento poblacional del siglo (1,6% anual en 

promedio), el mercado interno ofrecía un lento, pero de alguna manera seguro incremento en su 

capacidad de proveer recursos fiscales. Puntualmente, para la sal, Codazzi calcula en cerca de $600.000 

anuales la sal extraída para los mercados de La Mesa, Bogotá y Facatativá (no se sabe qué cantidades y 

precios usó), cuyo valor, aun así, es superior al promedio del producto bruto de la renta de salinas de 

Zipaquirá ($356.699) para los cinco años anteriores a la fecha del documento de la Comisión (Gaceta 

Oficial, N. 2321, 1858). 

Con todo, los intentos de los gobiernos de asegurar una recolección de moneda dura por la vía de los 

impuestos tienen enormes dificultades. La renta de las salinas es la más adecuada por su centralidad en 

los mercados del interior del país, pero su posibilidad efectiva para captar moneda de talla mayor es 

limitada y circunscrita a periodos excepcionales y a la amortización de documentos, no sin hartas 

desavenencias. En cambio, la centralización de moneda de talla menor es mucho más factible en la 

medida que asegura un mecanismo de amortización pausada, por medio de la transferencia de esas 

especies a la casa de la moneda para conversión en moneda de talla mayor. El costo de la desvaloración 

de las monedas y la garantía de valor de las paridades responde a un elemento político. Las fricciones, 

por eso mismo, se vuelven latentes en la medida en que la captura de recursos debe conservar la 

confianza que la ampliación de la liquidez, sobre todo en los momentos más premiosos, requiere para 
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dar continuidad a las fuentes de valor que se consideran comprometidas durante las crisis. De esta forma, 

el flujo de recursos de la renta entra en concordancia con los principios del equilibrio presupuestario y 

la convertibilidad de manera que la marcha de los negocios del crédito público no destruya la moneda 

sustentada en el patrón metálico. 

La renta salinera, y la discusión alrededor de ella, involucraba varias miradas que veían en su operación 

(y posible abuso) una alteración de los principios de la moneda (o acotándolo más al entendimiento del 

periodo, al dinero). Por supuesto, no fue exclusivo de este arbitrio fiscal, pero su aplicación sobre un 

bien no exportable, de consumo indispensable55 y amplio y cuya explotación presentaba dificultades en 

su control hace que la orientación de sus efectos en el mercado esté marcada por otro tipo de relaciones 

sociales que condicionan el desempeño de los instrumentos monetarios. El precio que arbitraba en su 

“justo” acceso tendía a generar: 1) que los ámbitos de circulación de los documentos emitidos bajo su 

respaldo tuvieran un radio bastante corto y más bien tendieran a atesorarse, rompiendo con cierto rasgo 

de la funcionalidad del dinero (recuérdese que uno de los objetivos de la creación de un mercado de 

deuda fue aceitar los intercambios, y no sólo generar rentistas). 2) Una incapacidad para controlar el 

mercado salinero, corrompiendo la palabra oficial, por la acción de aquellos que atesoran los documentos 

y 3) Un falta previsibilidad sobre los flujos de las rentas públicas. 

La agudeza de las crisis monetarias documenta una compensación, independientemente de la razón, de 

la puesta en el mercado de instrumentos de deuda para asegurar la cadena de pagos. Un intento en 

particular, que despierta interés por “romper” con las bases de la confianza en el sistema de crédito 

público son los billetes de tesorería. Su emisión, a lo largo de la segunda década del siglo XIX, no es un 

fenómeno extraño, pero, en la década de los sesenta, la lógica de su operación pretendió establecer, o al 

menos así lo entendieron una parte de los contradictores de la de medida, instaurar dichos papeles como 

reemplazo de la visión estándar de dinero. Suponía retar, al menos hasta cierto punto, las posibilidades 

de generar valor. No es una antesala explícita y directa del papel moneda de la Regeneración, aunque 

Núñez haya hecho parte de este proceso como ministro o secretario de hacienda, sino una innovación 

frente a los límites del patrón metálico. 

 
55La inelasticidad de la demanda de la sal otorga un gran margen para la modificación del precio de sal, lo cual, en 

definitiva, distorsiona el sentido protector del monopolio. Aun así, oficialmente, se minimiza el peso del impuesto 
de la siguiente manera: “i aun cuando es cierto que para el consumidor pobre el impuesto que sobre ella se cobra 
es relativamente oneroso, también lo es que no grava su renta en mas de un 2 por 100; al paso que el impuesto 
decimal podría absorberla íntegramente” (Memoria de Hacienda, Parte 1, 1875). El argumento presentado es falaz, 
por cuanto no tiene en cuenta que la mayoría de los consumidores finales acceden al producto después de pasar 
por la mano de comerciantes y/o especuladores, llevando a que el precio de mercado sea, en ocasiones, hasta seis 
veces el determinado por el gobierno en un momento en particular. 
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En dos oportunidades, en la gran guerra de principios de los sesenta y con el retorno de Mosquera al 

poder en 1866, la aparición de los billetes en circulación levantó suspicacias, caldeó los ánimos y 

promovió debates que iban desde el apoyo irrestricto como un instrumento legítimo, que respaldaba su 

valor, hasta su rechazo por corromper la esencia del dinero. La renta de las salinas fue uno de sus 

principales fondos de amortización, pretendiendo, junto al apoyo de un porcentaje de la renta de aduanas 

y la promesa de ampliación del impuesto directo, empezar a abarcar los cambios internos. Además, su 

aparición estaba ligada al intento de establecer un banco nacional que actuara para ampliar el crédito en 

la economía, regularizar la liquidez y bajar los altos tipos de interés. No era, claramente, la primera vez 

que se intentaba algo así, dado que, también bajo la dirección de Mosquera en su primera administración 

(1845-1849) se había pretendido introducir los billetes de tesorería y crear un banco con una envergadura 

que supera la dimensión regional.  

Las dimensiones del gasto fiscal de la guerra de principios de los sesenta, junto con las consecuencias de 

la crisis del tabaco, resultaron en un ambiente perfecto para su introducción. Con la entrada de Mosquera 

en la capital, pero aún con las presiones de Arboleda, Canal y Ospina, se emitió el decreto del 24 de 

agosto de 1861 con el que se reglamentaba la emisión de los billetes de tesorería respaldados en un 50% 

con los productos de la renta de las salinas de la República. Complementariamente, y como era 

tradicional en épocas de guerra, bajo los territorios controlados se decretó una contribución directa por 

parte de las personas más acaudaladas de cada región, por lo que los alcaldes y el gobernador, con lista 

en mano, determinaban un monto con base en la estimación promedio de la capacidad que cada 

individuo poseía a partir de sus negocios. Ante la opinión pública, en la prensa oficial, se pretendía dirigir 

la exacción de recursos como la antesala de la tributación directa. En esencia, cambiaba frente a los 

mecanismos tradicionales de financiación, habida cuenta de que se buscaba, a futuro, que fuese una 

tasación que no implicara la entrega de un documento de deuda. Más aún, el impuesto establecido para 

Cundinamarca, uno de los Estados más ricos, destinó el 50% de sus fondos a la amortización de los 

billetes de tesorería. Asimismo, con la búsqueda de capitales para constituir un banco nacional, aunque 

administrado por privados, se quería instaurar la tan añorada tributación directa defendida por los 

liberales. 

Los problemas, sin embargo, aparecen en varios frentes, pero el más importante de todos ellos es la baja 

circulación de los billetes. Ya fuese por desconfianza ante la “novedad” de su emisión o por problemas 

logísticos de su amortización56, dicho instrumento tenía dificultades para internarse en los intercambios 

 
56Algunas consideraciones en relación con la confianza en los billetes fueron plasmadas de la siguiente forma al 

público: La circulación de los billetes continúa, no con todo el crédito que fuera de desearse, pero sí con la buena voluntad que era 
esperar. Su admisión se dificulta a cauda de tres obstáculos principales: 1. La oposición que les hace la antipatía política de los 
adversarios de la Administración; 2. La resistencia de las clases ignorantes i menesterosas de fuera de la capital a admitirlos en el pago 
de víveres i manufacturas domésticas; i 3. La imposibilidad de establecer su circulación en lugares distantes de la capital i de las oficinas 
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y cambiar varias veces de mano antes de volver a las oficinas públicas como impuesto (o para acceder, 

directamente, al metálico que lo respaldaba). Aún con todo esto, el problema fundamental de su baja 

circulación radicaba en el carácter especulativo que se había instaurado con respecto al precio de la sal 

(aplicaba no sólo para los billetes de primera emisión, sino para el nuevo intento en la última 

administración del general Mosquera). 

La alteración del precio de la sal (o sólo su expectativa) suscitaba una recomposición en la tenencia de 

los billetes de tesorería con impactos en la producción de la sal, en la cantidad vendida en el mercado y, 

por supuesto, en los fondos disponibles en la renta. El incremento en los precios de la sal, por un lado, 

disminuía las cantidades efectivas a las que podía acceder el poseedor de billetes (vale la pena señalar 

que, durante algunos periodos, se pudieron cambiar por sal) y, por el otro lado, aumentaba el metálico 

disponible en la administración de rentas. Como resultado, se anticipaban las compras de sal antes de 

que el aumento del precio de la sal fuese efectivo lo que provocaba una concentración de las compras, 

de tal forma, sucedían dos cosas: 1) había un cambio en el tiempo de la disponibilidad efectiva de dinero 

para el gobierno, teniendo en cuenta que el mercado de la compra de sales tenía un límite. Así que el 

incremento del precio no surtía el efecto esperado y las compras resultaban ser menores. 2) Aquellos 

que habían podido comprar con documentos de deuda o billetes de tesorería la sal a un menor precio, 

cuando el precio oficial subía, la ofrecían al público quitándole participación de mercado al gobierno57. 

El golpe sobre la renta del gobierno resultaba doble, con el agravante del daño a la imagen del gobierno, 

 
de hacienda encargadas del reembolso o rescate de los billetes… Respecto de los primeros, nada diremos, sino que, en nuestro concepto, 
debe evitarse cuidadosamente toda medida que tienda a hacer violenta la admisión de este papel, cuya circulación, para que sea efectiva 
debe i poder ser perfectamente voluntaria; toda vez que la masa circulante no llegará a exceder de$500.000; que tiene un fondo de 
amortización de $100.000 mensuales, o poco menos, i que en breve tendrá un fondo de rescate indefinido i suficiente para reembolsarlos 
en una semana. La persecución contra los que se rehúsan a admitirlos es ineficaz i se presta a muchísimas injusticias. El mejor castigo 
para estos es el perjuicio que sufren con no recibirlos, porque los compradores desertarán de sus tiendas i almacenes: con esta pena 
solamente se verán obligados a recibirlos después por su propia voluntad. Respecto de los segundos, forzoso es convenir en que la dificultad 
no tiene más remedio que el tiempo i el respeto escrupuloso de las promesas de amortización hechas al público […] Nuestros actuales 
billetes de Tesorería no podían dejar de estar sometidos a esta lei invariable: circulan en el mercado: circulan con bastante facilidad; 
pero circulan con descuento. Este descuento ha sido de 2 a 5 por 100. En algunos casos habrán tenido descuento mayor por el secreto 
con que se hace la venta: si el descuento fuese público, estamos seguros que en ningún caso pasaría de 5 por 100, habiendo, como ha 
habido hasta ahora, una prudente reserva de su emisión. Este descuento es insignificante si se lo compara con lo que hemos visto en 
1849 i 1850, en que billetes ganaban 12 por 100 anual i eran admisibles en la cuarta parte de rentas i contribuciones, tenían 25 por 
100 de descuento, i en 1855, en que libranzas ganando 18 por 100 anual, admisibles en todas las rentas i contribuciones, sufrían de 
4 a 6 por 100 de rebaja; i lo que es mas raro todavía, mas bien perdieron que ganaron los compradores de tales libranzas”. BLAA 
(El Colombiano, 05 de octubre de 1861, N5) 

57 Cuando el secretario del Tesoro discutía los resultados de la renta de las salinas en el año 1865, subrayaba lo 

siguiente: “sería un error suponer que la venta del último año representa el consumo del año, pues en ella está 
comprendida una parte de la venta natural de éste, cuyo precio fue anticipado por algunos compradores, con la 
esperanza de que cesando la admisión de billetes de tesorería i elevándose el precio fiscal del artículo ellos podrían 
revenderlo luego haciendo una considerable ganancias. De ahí provinieron grandes depósitos de sal que, ofrecidos 
al consumo a fines del año económicos pasado i a principios del presente, hicieron desventajosa competencia a la 
sal del estado, i disminuyeron de un modo alarmante las ventas en las administraciones”. Pág 10, Memoria de 
Hacienda (1865). Sec. Tomás Cuenca. 
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el incentivo al contrabando y la pérdida de confianza, puesto que la intermediación que ofrecía quien 

compraba la sal por medio de billetes o documentos de deuda destruía una de las razones que justificaba 

que se conservara el monopolio de la sal en el gobierno, a saber: un precio justo (justi rod) de un bien 

necesario para la vida. Así lo describe el administrador de la renta de las salinas en 1868:  

[…] agregando, además, que fuera de las causas expresadas no es de poca monta el desarrollo local que tiempo hace se 

observa en el cobro o recaudación del derecho que causa la sal marina que se introducen el extranjero i la que se interna de 

las costas de la República, por no haberse generalizado el monopolio o el impuesto a cuenta del Gobierno, conservando así, 

i generalizando el principio constitucional de la igualdad i la justicia; no siendo poca la influencia que causa para alimentar 

el contrabando, el reprobado sistema de jirar por su valor nominal papeles de crédito público, para ser admitidos a la par 

en el pago del valor de la sal, como los billetes de tesorería causando de este modo a más de un gravamen anticipado contra 

los presupuestos de los años económicos venideros, una pérdida positiva, un tormento verdadero a los compradores de sal en 

pequeñas cantidades, que constituyen la jeneralidad, especialmente a los pobres campesinos, que no pueden procurarse los 

tales papeles ni menos competir con los agiotistas y especuladores en grande. BLAA, (Informe del Administrador de 

la Renta Salinera, 1868, p. 4) 

Este proceso desencadenado por la variación en el precio puede verse en los cuadros 2.2, 2.3 y 2.4 donde 

se precisa el impacto sobre la producción y las rentas públicas. En el cuadro 2.2 aparece la evolución de 

los precios oficiales entre los años de 1865 a 1867, con una importante baja, de casi el 50% en el último 

año. Los altos precios anteriores al 27 de mayo de 1867, fijados para favorecer la amortización de los 

billetes y su valor de mercado, se tradujeron en una ansiedad en el mercado de documentos de crédito 

ante las resistencias generadas por las acciones de Mosquera (v.gr. examinar los procesos de subasta de 

los bienes desamortizados). Los tenedores de billetes anticiparon posibles incrementos en los precios, 

realizando mayores compras de sales entre 1866-67 que inflaron las cifras del producto líquido (cuadro 

4). Sin embargo, al año siguiente (1867-68) caen tanto las cantidades vendidas (ver Anexo D) como el 

producto líquido a consecuencia de las expectativas cambiantes de los tenedores de billetes y la 

competencia de las sales acumuladas el año anterior por agentes privados.  

Cuadro 2.2 Precios oficiales de la sal entre 1866-67 

Precios 

T P compactada 

Var. 

% 

P 

vijua 

Var. 

% 

P 

caldero 

Var. 

% 

P A 

salada  

Var. 

% 

01/09/66 – 08/12/66 0,1   0,07           

10/12/66 – 06/05/67 0,124 24% 0,086 23% 0,124   0,024   

07/05/67 – 27/05/67 0,16 29% 0,14 63% 0,16 29% 0,016 -33% 

27/05/67 – 31/08/67 0,08 -50% 0,07 -50% 0,08 -50% 0,016 0% 
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Fuente: Informe de Administrador del Ramo de Salinas, 1864 y 1869. 

La rebaja del precio de la sal decretada por el presidente Santos Gutiérrez trata de normalizar y retomar 

el control del negocio de la sal por parte del gobierno, después de las turbulencias políticas de mayo de 

1867, además de buscar apoyo político en el marco de las fricciones generadas por las medidas 

emprendidas por Mosquera. En primer lugar, se trata de corregir los excesos de emisión de documentos 

o billetes sobre la renta de las salinas y promover su extinción paulatina con fondos alternos, buscando 

disponibilidad de numerario para otros gastos, sobre todo el pago de los empleados públicos. Un menor 

precio y ritmo de emisión recuperan la disponibilidad de liquidez del producto líquido para el ejecutivo, 

asegurando, igualmente, un leve crecimiento en la cantidad de kilogramos entregados por cada salina.    

Cuadro 2.3 Producto Bruto de la Renta de Salinas (Zipaquirá, Nemocón, Tausa, Sesquilé, Gachetá) 

  Producto Bruto 

Administracione

s 
1865 66 1866 67 1867-68 Aumento 1 Aumento 2 Var. % 1 Var. % 2 

Zipaquirá 426083 658535 413058 232451 -245477 55% -37% 

Nemocón 36604 55235 47365 18631 -7870 51% -14% 

Tausa 41458 63822 49633 22363 -14189 54% -22% 

Sesquilé 67921 108955 88041 41034 -20914 60% -19% 

Gachetá   1520 4047 1520 2527   166% 

Totales 572068 888068 602146 316000 -285922 55% -32% 

Fuente: Informe de Administrador del Ramo de Salinas, (1864) y (1869). 

Cuadro 2.4 Producto líquido de la Renta de Salinas (Zipaquirá, Nemocón, Tausa, Sesquilé, Gachetá) 

  Producto líquido 

Administraciones 1865-66 1866-67 1867-68 Aumento 1 Aumento 2 Var. % 1 Var. % 2 

Zipaquirá 289598 548444 313178 258845 -235266 89% -43% 

Nemocón 31293 46299 38019 15005 -8280 48% -18% 

Tausa 25153 53985 39791 28831 -14194 115% -26% 

Sesquilé 48010 80494 67197 32484 -13297 68% -17% 

Gachetá   370 2622 370 2252   609% 

Totales 394055 729593 460809 335537 -268784 85% -37% 

 

Fuente: Informe de Administrador del Ramo de Salinas, (1864) y (1869). 

El ciclo de financiación con billetes inaugurado por la Administración Mosquera derivó en una 

especulación con dichos medios de pago basados en el valor de la sal (oficial y en los mercados), 

alentando, a su vez, los miedos por parte de las élites a perder el control de la dinámica de emisión 

monetaria. Como describía el administrador de salinas en su informe de 1868, el pánico alrededor de 
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una alteración arbitraria del valor de los billetes y del precio de sal, acompañado de malos contratos de 

elaboración, constituían, en su conjunto, una forma de contribuir al contrabando58. De manera explícita 

el administrador de aquel año extiende el sentido del contrabando a cualquier acción, pública o privada, 

que desmoralice la renta, introduciendo una fuerte crítica a las medidas de la administración Mosquera 

(nótese la caída en la renta agregada en el cuadro 2.5). De paso, con esta definición más amplia, resta 

legitimidad a un gobierno que actúe en contra de los intereses del Estado: el contrabando, según él, tiene 

una raíz moral individual, pero desde el gobierno se tiene el deber de generalizar un sistema que transmita 

incentivos que no promuevan actitudes perversas y respete los principios constitucionales de igualdad y 

justicia. En consecuencia, la inestabilidad en relación al precio oficial, dependiente de la seguridad para 

el respaldo de la emisión de billetes, dictó un incentivo para la acumulación de sales y una caída en el 

producto bruto y líquido entre 1866 y 1867, hasta que el sistema fue desarticulado después del golpe de 

Estado entre gólgotas y conservadores que terminó con la reforma de crédito público de 1868 que 

detuvo las emisiones de billetes y ajustó el control de la base monetaria con la consolidación sobre la 

renta del Tesoro al 6%.  

Cuadro 2.5 Producto bruto y líquido agregado de la renta de salinas 

Años económicos Especies vend Producto Br Gastos Prod líquido 

1866-67 9852937 953241 148025 805216 

1867-68 8445896 602146 141337 460809 

Diferencia 1407041 351094 6688 344406 

Almacenes kgs 

Zipaquirá 491250 

Sesquilé 251687 

Total 742927 

 

Fuente: Informe de Administrador del Ramo de Salinas, 1869. 

En segundo lugar, se propugna por una mayor eficiencia frente a los elaboradores y las ganancias posibles 

que obtiene el gobierno, redistribuyendo la producción de sal entre las salinas (ver cuadro 2.6) y entre 

los tipos de sales ofrecidas al público (compactada, vijúa o de caldero). Indiscutiblemente, como se ve 

en las cifras desagregadas de las cantidades entregadas (Anexo D), del producto bruto y del producto 

líquido la predominancia de la salina de Zipaquirá es indiscutible, pero, cuando se examina en detalle 

por tipo y por salinas, se destaca una transferencia de alguna importancia hacia los elaboradores de otras 

salinas. Nemocón, Sesquilé y Tausa, aunque en la producción agregada presentan una leve disminución, 
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cambian la configuración de la producción de sales. Mientras para Nemocón58 y Sesquilé hay una mayor 

producción de sal vijúa, que rebaja los costos de elaboración59, en Tausa se aumenta la producción de 

compactada con una caída de los costos de elaboración (es difícil, por la ausencia de datos más detallados, 

saber si se debió a una mejora en la productividad específica o por la presencia de economía de escala). 

Estas mejoras, desafortunadamente, no se dejan ver en el producto líquido de las correspondientes 

administraciones a causa del carácter del monopolio: al restringirse su explotación y venta el público, 

debe protegerse por la fuerza la aparición del contrabando lo que lleva a que se incrementen los gastos 

del resguardo (el personal armado disponible para la protección de los intereses oficiales)60. 

Cuadro 2.6 Producción y producto (promedio) de las principales salinas de la República, 1855-1897 

Salina 
Cantidades vendidas en 

promedio (kgs) 

Producto Bruto 
(promedio en 

pesos) 
Producto líquido 

(promedio) 
Relación  

Costo/Producto 

Zipaquirá 8.330.562 607.990 473.464 0,22 

Nemocón 2.193.919 129.374 89.568 0,31 

Tausa 477.618 45.543 39.572 0,13 

Sesquilé 935.395 66.564 57.756 0,13 

La Salina 1.228.345 103.757 53.030 0,49 

Chámeza 267.428 19.935 7.162 0,64 

Fuente: (Rosenthal, 2012) 

Así, las cantidades producidas y compradas por el gobierno a los elaboradores privados suscitan una 

gran cantidad de presiones por parte de estos contratistas, porque en el fondo está la disputa, así sea 

indirecta, por la participación en el mercado. Las reglamentaciones o cambio de las políticas de compra 

 
58 Un derrumbe en la mina de Nemocón, hacia finales de la década de los setenta (se presume así, pues no se indica 

la fecha exacta), generó un grave daño al rendimiento de la mina, debido a que, al intentar abrir un socavón por 
otra parte, la sal encontrada fue de mala calidad (cerca de 40.000 arrobas), siendo rechazadas al momento de 
ponerla en venta. En consecuencia, la renta de esa salina cae de manera dramática: en 1873 $165.684,20; en 1874 
$133.065; en 1875 $55.731; en 1876 $35.577 y en 1877 $83.159. Memoria de Hacienda (1879, p. 47).  
59 La sal compactada es el método tradicional heredado desde  la colonia (y como aprendizaje de las técnicas 

indígenas) más utilizado en la elaboración de sales, por lo menos hasta las mejores introducidas en la década de los 
ochenta a las minas de Zipaquirá. Mientras esto no sucede, la sal compactada conlleva el uso de amplios recursos 
que se reflejan en el precio de elaboración pactado entre los elaboradores y el gobierno. Por su parte, la sal vijúa, 
que se asemeja a un pedazo de roca, es en realidad el producto previo a los procesos de saturación del agua que el 
gobierno adjudicó a los privados para la elaboración de los panes de sal, pero cuya prerrogativa de explotación era 
concedida solamente por un contrato. Al ofrecer un producto en bruto, los gastos correspondían sólo a la 
extracción de las “rocas” de las minas, haciendo un bypass a la demanda de ollas, mano de obra, leña o carbón, 
entre otros, involucrados en la compactación. 
60 Los agentes del resguardo, que vigilaban el radio de acción de las salinas y, hasta donde sus capacidades lo 

permitían, la circulación de la sal entre los mercados (requiriendo las guías de transporte del producto), suponían 
un enorme esfuerzo en términos de gastos y que aumentaba cuando se adjudicaba la explotación de alguna fuente 
de agua salada, como un compromiso recíproco para garantizar 1) la rentabilidad de los elaboradores y 2) que no 
se incumplieran las reglamentaciones del gobierno. Sin embargo, su papel y funciones, en más de una oportunidad, 
se desdibujaba y era objeto de un uso político para constreñir o aplacar rivalidades entre diferentes bandos, 
sirviendo con especial atención a los intereses de los agentes más cercanos de las administraciones regionales. 
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o de precio oficial plasman sus efectos sobre la producción de manera heterogénea, según las 

características de las zonas de producción salinera. Entre las principales herramientas oficiales, las 

estimaciones de la demanda y la regularización de las compras son dos adelantos que se perfeccionan 

con el tiempo con el fin de mejorar la eficiencia en el funcionamiento de la renta, procurando evitar 

sobrecostos por el almacenamiento de sales y un enriquecimiento de los elaboradores a costa de las 

especulaciones en el mercado (en las cuales, con mucha frecuencia, ellos están involucrados). Debido a 

los diferenciales de los costos de producción, de los pago por arroba establecido en cada contrato de 

elaboración, del volumen de las ventas físicas y de la logística para el transporte que ofrecía cada salina 

autorizada para entregar sales, un incremento de los precios de la sal podía generar un problema enorme 

para las salinas más pequeñas y cuya rentabilidad era mucho más baja comparada con la de Zipaquirá 

que tendía a acaparar el mercado (tanto a nivel de las ventas oficiales como de los agentes involucrados 

en el comercio a larga distancia). A largo plazo, esto minaba las posibilidades de una competencia entre 

privados que abaratara los costos de producción puesto que, a diferencia de lo que sucedía con las salinas 

más grandes (Zipaquirá y Nemocón), en el resto de las fuentes de agua salada la producción a gran escala 

era compleja y requería unas inversiones de capital y una demanda de mano de obra que no podía 

sostenerse. Por estas razones, la volatilidad o movimientos bruscos en el precio de la sal por tiempo 

prolongado podía alterar sustancialmente las decisiones de compra y la estructura del mercado de la sal, 

deprimiendo la rentabilidad de otras salinas. La recurrencia en las rescisiones o terminación unilateral de 

los contratos de elaboración es un factor que promovía la concentración de las operaciones en los 

elaboradores más poderosos e incitaba a prácticas corruptas para asegurarse la indemnización en 

proyectos de elaboración que, desde un principio, podían esperarse como poco rentables para los 

privados. 

 

2.2 Vaivenes especulativos, confianza y renta salinera: una 

especificación monetaria 

La entronización de unos problemas de economía política articulaba una serie de eslabones frágiles que 

podían limitar el control directo de la renta. La búsqueda del equilibrio presupuestario y los continuos 

recortes en el gasto (de funcionarios y del ejército, en su mayoría) tenía como principio un mayor 

dominio sobre las rentas y un respaldo a la confianza sobre los documentos de deuda públicos. Los 

aumentos en los ritmos de emisión de documentos aumentaban la volatilidad y prescribían un retorno a 

la acumulación de rentas fundamentado en la captura de las distintas etapas que recorría la sal, desde la 

elaboración hasta la puesta en venta al mercado al consumidor final. En el intermedio, todas las ganancias 

eran posibles por la posesión de documentos o billetes concentrados en unas muy pocas personas, 
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algunas de ellas con una cercanía muy estrecha a los elaboradores de sales. Es destacable, por eso mismo, 

la respuesta de los liberales radicales a este problema hacia finales de la década de los setenta, pero ya se 

hablará sobre este tema en otro apartado. 

El aumento en los ritmos de emisión de billetes de tesorería y otros papeles de deuda suponía una 

alteración de la valoración que el mercado hacía de ellos, fijando unas altas tasas de descuento que iban 

relacionadas con los fondos disponibles para la amortización. En sí, los billetes de tesorería eran 

equiparados a otros documentos de deuda, por lo que la ausencia de un tipo interés como compensación 

al tiempo de préstamo de un capital, era corregido a través del precio que se dictaminaba en las plazas 

donde se comerciaba. En consecuencia, una vez puestos en circulación, el poseedor procuraba muchas 

veces acceder a metálico, en parte porque se les rechazaba con facilidad en los comercios. Son varias las 

declaraciones en contra de ellos, tanto al interior del país como en las periferias. En el Tolima aparecían 

publicaciones en la gaceta oficial de dicho Estado con las razones para el desprecio entre los 

comerciantes (lamentablemente, no se dispone de la publicación original, sino referencias indirectas en 

la Gaceta Oficial de la Unión). Probablemente, en dicha zona, donde se concentraba una importante 

producción ganadera para las zonas de cultivos de agroexportación, no se permitiese el pago nada más 

que en especies metálicas. De esta forma, y como sucedía en otros ramos del comercio, su circulación 

no era aceptada, lo cual destruía la esencia de su creación puesto que, en el fondo, pretendía promover 

el crédito y la creación de valor mediante la movilización de recursos. Su uso en las actividades de 

comercio tenía, a su vez, la intención de lograr que un flujo de recursos se capturara vía impuestos, 

soportando, en este sentido, la circulación mediante el pago de impuestos. 

Los gobiernos de los Estados, procurando el respaldo y la adhesión a la Unión, fueron aceptando como 

parte del pago en sus propios impuestos a los billetes de tesorería. Contrario a lo esperado, la circulación 

no se dio y los billetes tampoco llegaron en grandes cantidades a las arcas de los Estados soberanos. En 

la zona central, durante la guerra de principios de los sesenta, y en una de sus principales áreas de 

influencia, es decir, el Estado de Cundinamarca, la participación de los billetes en el total de ingresos 

percibidos fue muy baja; en su gran mayoría, los ingresos de Cundinamarca dependían de la contribución 

“voluntaria” ofrecida para la guerra, de los impuestos sobre los bienes raíces y otros impuestos menores. 

La consulta de los estados de los ingresos en la Gaceta del Estado de Cundinamarca durante la guerra 

de principios de los sesenta (Anexo F), permite ver con detalle este fenómeno61. En buena parte, este 

gran flujo de recursos, destinados a los gastos de guerra, iban a ser denominados deuda interna pública 

por su apoyo a la causa constitucional. Los billetes de tesorería poco participaron en este esfuerzo de 

 
61 Si se mira, incluso, el balance de caja de la Administración Principal de Hacienda del Departamento de Zipaquirá 

(Anexo G), se evidencia la baja participación de los billetes de tesorería en las operaciones habituales de esa región 
salinera.  
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guerra, por lo que, a pesar de la centralización de los pagos que se reconocieron por la Dirección de 

Crédito público, la canalización de los recursos iba con la aceptación soberana del Estado de 

Cundinamarca (y aplica para el resto de Estados). 

Los billetes de tesorería, que implicaban un control directo de la autoridad central en su emisión y, por 

tanto, en la financiación del gasto, no cumplieron con la lógica de la administración Mosquera. Entonces, 

¿Dónde estaban?62 Una pista está en los informes de amortización de billetes a través de la renta de las 

salinas. Aunque no se dispone de series completas, puesto que se descontinuó la presentación de las 

cifras, en el Anexo E se puede dar cuenta de las cantidades presentadas para amortizar en los meses para 

los que aparecen datos, donde se ve la tasa de amortización promedio aplicada a cada tenedor y una idea 

aproximada de su concentración. Vale la pena resaltar que, si en la ley se autorizó y puso en circulación 

casi 500.000 pesos en billetes, las cantidades bajo poder de las “pocas” personas que la presentaron para 

amortizar en las salinas es considerable63. Destacan los nombres, por el volumen de billetes, de Carlos 

Michelsen, Miguel S Uribe y Eusebio Bernal. Los dos primeros, durante mucho tiempo, elaboradores 

de sales de la principal salina del país (Zipaquirá), y el último socio estrecho de aquellos, como consta 

en algunos registros de los archivos notariales. En más de una ocasión las acusaciones a Michelsen y a 

Uribe de quererse apoderar de las salinas más ricas de la república los llevo a defenderse públicamente 

mediante escritos donde detallaban la complejidad de sus operaciones y la falta de razones de quienes 

los atacaban (se tocará este tema más adelante). Sin embargo, dejan ver que, durante buena parte de la 

década de los cincuenta y hasta mediados de los sesenta estuvieron, junto con otros hombres de 

negocios, detrás de los contratos de elaboración, de la compra de tierras cerca de las salinas, de la 

posesión de minas y bosques para la provisión de combustible, de la creación fábricas de ollas de barro, 

en fin, detrás de casi todo el proceso de elaboración hasta en sus más mínimas etapas. Pero, para 

completar, fueron negociantes de documentos y billetes que se amortizaban, en dinero o en especie, en 

las oficinas estatales. Es difícil saber con precisión la cantidad de sales compradas en cada periodo por 

ellos, puesto que los datos disponibles no lo permiten. Lo que sí despertó en su momento fue una gran 

 
62 En cuanto a la compra de bienes desamortizados, la compra fue validad en su mayoría con vales flotantes del 

3% con una baja participación de los billetes de tesorería que sufrían rechazos por el derecho de título. Sin embargo, 
su uso sí fue frecuente para el pago de los arriendos de los bienes desamortizados, como lo indica el secretario 
Froilán Largacha teniendo en cuenta que, para 1864, de los $379.848 disponibles en la caja de amortización, la 
mayoría de ellos correspondían a billetes de tesorería productos de los contratos de arrendamiento. El monto 
correspondiente a estos pagos dejó de crecer por la disposición de la Junta de Crédito Nacional de aceptar sólo 
metálico en el pago por arrendamiento. (Memoria de Hacienda, 1864, p. 38). 
63 “De acuerdo con lo prevenido en el artículo 12 del decreto de 24 de agosto de 1861, sobre emisión de billetes 

de Tesorería, la Junta de Crédito Público ha resuelto: ‘siguiendo un orden inverso al de la emisión de los billetes 
de tesorería se hará el cambio de estos por dinero. Señálense de los días 10 11 12 13 14 y 15 del próximo mes de 
noviembre para cambiar por dinero todos los billetes de a $1 que sean presentados al Tesorero General de La 
Unión…”. BLAA (El Colombiano, 02 de noviembre de 1861, N9). 

 



68 
 

preocupación, incluso entre los mismos administradores de la renta y otros personajes públicos por la 

influencia y poder de aquellos señores en el mercado de las sales. Así ellos no comprasen sal en especie 

y sólo fueran por el metálico (útil en sus operaciones, puesto que ellos tenían comercios de importación 

y de distribución hacia otros puntos de la República), el manejo de la información sobre los precios y las 

medidas de producción favorecía las actividades especulativas que tanto preocupaban en el gobierno. 

Una amplia circulación de los billetes, prácticamente, no se dio y su operación, en cambio, distorsionó 

las acciones del gobierno en otros campos, favoreciendo la concentración de poder de algunos 

elaboradores quienes tenían acceso a alguno de ellos. Obviamente, no eran los únicos agentes 

involucrados y tampoco fue una práctica nueva, debido a que, desde la aparición de los primeros cupones 

ligados a la redención de censos, en los años cuarenta, donde el 50% de su valor podía amortizarse en 

la renta de las salinas (si se quería en especie), la búsqueda por el acceso al metálico por parte del gobierno 

fue una constante, así como el temor por la regularización de los recursos estatales. Pero en el caso 

puntual de los billetes de tesorería, ante las necesidades de circulante y mayor recaudo fiscal, se generó 

un espiral de emisiones que se apoyaron, además, en la entrega de vales de la Administración de Hacienda 

y certificados de Correos, que depreciaron su valor en el mercado. En la Revista Mercantil, propiedad 

de los señores Galindo y Vergara, se criticaba con dureza la ruptura de la confianza en la circulación de 

documentos oficiales que la introducción de los billetes había generado. Puntualmente, ellos señalaban 

en uno de sus ejemplares la inmoralidad y la traición a las sanas costumbres de la administración pública 

los intentos de romper con la noción tradicional del dinero por medio de las emisiones y castigar las 

legítimas valoraciones del mercado producto del incumplimiento de la palabra oficial con respecto a las 

reglas de emisión. Así pues, condenaban la falta de control en las emisiones que sobrepasaban los 

poderes otorgados al presidente durante la guerra, al generar emisiones clandestinas y forzosas, como la 

realizada en Antioquia (Estado que sufrió un fuerte bloqueo comercial y un castigo por las emisiones de 

la casa de moneda fundada para sufragar parte de los gastos de la Confederación), y por la iniciativa 

oficial que había puesto su atención en la regulación del mercado de billetes.  

Dado que los primeros billetes habían sufrido fuertes descuentos en el mercado, la administración 

Mosquera pretendió que la amortización de estos se realizase a partir del valor real y no del nominal, 

estableciendo una manera de limitar la caída del valor de las nuevas emisiones y evitar las especulaciones 

con las rentas públicas. El amplio fondo de amortización que incluía la totalidad de los derechos de 

exportación, el 50% de las unidades de los derechos de importación y sesenta unidades del precio oficial 

de la sal, se vio superada por las nuevas emisiones tanto de billetes como de vales que posponían la 

entrega de metálico a los poseedores.  Mensualmente, se destinaban una suma para la amortización de 

un promedio de $70.000 para los billetes a través del sistema de lotería, el cual, después de recoger los 

billetes favorecidos los volvía a poner en circulación y el resto se cambiaba por promesas de pago. Una 
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modificación particular para intentar liberar la renta de las salinas fue promover, mediante el decreto del 

22 de julio de 1862, el pago en la totalidad del precio oficial de sal en metálico, transfiriendo las 60 

unidades correspondientes a la Tesorería General. En teoría, esto limitaba las especulaciones con el 

precio de la sal y el producto en sí, pero las nuevas emisiones, que pretendía ampliar la esfera de 

circulación a los nuevos territorios que se fueran rindiendo o anexionado a la Unión, tuvieron el respaldo 

en los recursos centralizados en Bogotá y sus alrededores:  

Al mismo tiempo [de las nuevas emisiones] se celebraban contratos, i se hacían arreglos, i se negociaban empréstitos en los 

cuales se estipulaba el pago en billetes; pero como no los había se entregaba a los nuevos acreedores nuevos documentos a 

ellos asimilados, en la forma de Certificados i libranzas sobre la administración de salinas i aduanas, siendo la más violenta 

i arbitraria de las operaciones de esta clase la que el presidente ejecutó en Medellín, para el pago del empréstito Antioqueño. 

Durante la parte más prolongada de la guerra, el enfrentamiento con Antioquia requirió grandes 

esfuerzos que, entre otras cosas, llevó a la solicitud de muchos Estados de la Unión a castigar a aquel 

departamento por su rebeldía que, por las particularidades geográficas de su territorio y el poderío del 

oro, dificultó su conquista por medio de una invasión directa. El bloqueo comercial no sólo favoreció a 

algunos comerciantes que aprovecharon el desabastecimiento de algunas zonas provista antes por 

antioqueños, sino que cambió los flujos del oro que llegaban a amonedarse a la Casa de Moneda de 

Bogotá64. Una vez lograda la inmersión de las tropas en el territorio antioqueño, se trató de financiar 

parte de las operaciones con el referido empréstito. De alguna manera, significaba continuar la guerra 

por otros medios, puesto que la exacción de recursos implicaba aceptar la imposición de un instrumento 

monetario nuevo, como lo eran los billetes de tesorería, cuya garantía de valor no estaba en el oro de la 

región antioqueñas sino en los dinamismos de la economía del interior (apoyado, por tanto, en las salinas 

y en la expectativa de un impuesto directo)65. Contravenía a los intentos de la Casa de Moneda de 

Medellín de crear su propia soberanía monetaria, resultado de su defensa de la confederación, aunque, 

más adelante, se abriría la posibilidad de refundarla bajo la órbita de los Estados Unidos de Colombia. 

 
64 “El restablecimiento de los correos de encomiendas anunciado para esta semana, dará tal vez alguna actividad a 

la circulación monetaria, porque a los menos empezarán a venir por una parte i a salir por otra los saldos pendientes: 
los primeros vendrán en plata, i los segundos saldrán en oro, en la jeneralidad de los casos […] La casa de Moneda 
ha recibido últimamente algunas partidas de oro para amonedar, procedentes, según creemos, de Coyaima, el 
Chaparral i aun tal vez de Antioquia mismo”. BLAA (El Colombiano, 26 de octubre de 1861, N8). 

65 La experiencia de la guerra con Ecuador sirvió a Mosquera para alterar el sentido del financiamiento y recurrir 

al uso de los billetes de tesorería como instrumento de pago, y no como documento de deuda. Para ello, marchó 
hacia el sur del país con la Tesorería General y dictó en Pasto un decreto sobre empréstitos y suministros el 18 de 
enero de 1864 en el que modificaba las condiciones de pago por reclamaciones de guerra, “abonando” por medio 
de los billetes lo que se debía por cada acreencia. En el año de 1869, estando en vigencia una nueva ley de 
consolidación que desechaba los billetes, se llamaba a reconocer y promover la consolidación de la deuda de la 
referida guerra (cuyo monto pagado en billetes fue de $55.839, quedando un saldo de $39.270). (Memoria de 
Hacienda, 1869). 
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En su conjunto, el total de billetes emitidos alcanzaba, según estimaciones hechas por Vergara y Galindo 

a cerca de 1’200.000 de pesos, muy por encima de los permitido inicialmente. Aproximadamente 400.000 

pesos se encontraban atesorados o en las oficinas del gobierno, pero 600.000 pesos circulaban, 

compitiendo por los 70.000 pesos que se estimaban existían del producto de las salinas y las aduanas. 

En realidad, es mucho más complejo determinar si esta distribución es exacta. Por lo menos, según los 

relatos ya comentados, la amplitud de la circulación era más bien baja y puede que reflejara, de todas 

maneras, los gastos de los empleados públicos cuyo sueldo se mermaba cada vez que las emisiones 

aumentaban. Nuevamente, debe señalarse el rol de la concentración de billetes en pocas manos, quienes 

tienen la forma de validar, correctamente, la representación nominal frente al Estado. En otras 

operaciones del Gobierno, como el remate de bienes desamortizados, su participación en las operaciones 

de compra fue cuestionada en más de una oportunidad, produciendo desconfianza, siendo privilegiados 

los vales del 3% y el metálico por parte de la Dirección de Bienes Desamortizados. 

Contrario a las críticas que se podían señalar, Mosquera no pretendía, en un primer momento, establecer 

el curso forzoso y abandonar la convertibilidad de los billetes. En cambio, sí buscó proveerse de recursos 

sólidos para respaldar la circulación66. Nuevamente, la intención de mejorar la calidad de la circulación 

de monedas salta a la vista, y como se explicó, generó, en el caso de la sal, fuertes críticas por la injusticia 

que representaba. Pero, igualmente, el debate se extendía a la obtención de rentas públicas de otro tipo 

y que, en buena parte, se hacía bajo moneda de mala calidad. Casi al tiempo, el rechazo a la eliminación 

de esta moneda se producía en todos los Estados soberanos67. Consignar que, únicamente, la moneda 

de talla mayor se aceptase en los impuestos hubiese correspondido casi a gravar a los más ricos 

 
66 “Pronto, pues, los billetes tendrán mas aceptación, porque se aumenta el fondo de amortización con todas las contribuciones del 

Estado de Cundinamarca; por otra parte, como de orden del Gobierno de la Union, se ha repartido a los cundinamarqueses un 
empréstito de doscientos mil pesos, i como se admiten billetes en pago de dicho empréstito: resulta que los billetes van teniendo mas 
colocación que las monedas de plata, i por tanto, los obstáculos para su circulación disminuyen, i todos se irán convenciendo que es mejor 
i menos molesto cargar papeles que mochilas” BLAA (El Colombiano, 21 de marzo de 1861, N3). 
“El ciudadano presidente de la unión a determinado aumentar el fondo de amortización señalado a los billetes de tu servicio con la 
mitad de lo que se recauda por el empréstito forzoso que la gobernación del estado recibió comisión de realizar con fecha 24 de agosto 
nota 8 en consecuencia se servirá usted dictar las órdenes necesarias para que todos los recaudadores del empréstito sepan que pueden 
recibir en pago de las cuotas que les toque recaudar la mitad en billetes y la mitad del dinero pero que por lo mismo no deben admitir 
mayor porción en billetes pues trastornar y en una parte no pequeña del sistema de amortización ya organizado creo que esta nueva 
disposición regularizará facilitará la percepción del empréstito mayormente habiéndole dado usted la unidad de procedimiento de que 
talvez carecía de la que se espera la pronta realización de ese arbitrio fiscal”. BLAA (El Colombiano, 11 de noviembre de 
1861) 

67 No nos cansaremos de insistir sobre la conveniencia i la necesidad de proveer a la amortización de la moneda nacional desgastada i 

de baja lei. El presidente ha ordenado con perfecto derecho que no se reciban en las Oficinas de recaudación las monedas belgas, francesas 
i sardas, que hubieren disminuido su peso o borrado su sello, por resolución publicada en el Rejistro de 24 de agosto; pero no puede 
disponerse lo mismo respecto de la moneda nacional que se encuentre en el propio caso: esta es de forzosa aceptación en las Tesorerías 
nacionales o municipales, i entre los particulares que no hayan pactado espresamente la clase de moneda en que deba pagárseles, hasta 
1° de setiembre de 1864, conforme a la lei de 15 de abril último. Reptimos, sin embargo […]: que no es permitido, ni decente hacer 
pagos con las monedas de talla menor, nacionales o extranjeras, sino están bien marcadas”. BLAA, (El Colombiano, s.f.) 
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comerciantes, siendo ellos los poseedores de la mayoría de estos signos monetarios (las de talla menor, 

al recibirse por impuestos, según su valor nominal, representaba una ganancia para el contribuyente, 

dado que poseían un descuento de entre el 10 y el 20%, (Anexo H, fecha 1863). Sólo se aceptaría con 

un compromiso serio de amortización en la que el Estado asumiese parte del costo de la amortización, 

como en efecto sucedió, pero sin mediación de los billetes de tesorería. La lógica de estos billetes 

reconocía la debilidad de sostener una circulación de moneda de buena calidad en el mercado, lo cual, 

ante los riesgos de falsificación y de destrucción de la confianza y de la soberanía al interior del Estado 

(Blanc & Desmedt, 2014), trataba de formalizar una relación de crédito asentada en el principio de la 

comunidad política que respaldaba cada emisión. Por esto mismo, al buscar apalancar la amortización 

en el impuesto directo (es decir, en el dinamismo comercial de Cundinamarca) y las salinas se ejercía un 

desbalance ante la capacidad de las élites de otras regiones de controlar el numerario68. 

La mala moneda favorece que se continúe la espiral de nuevas emisiones como consecuencia de la 

ausencia de respaldo para la cancelación de las deudas. Un tenedor de un bono o billete procurará no 

acceder a moneda desgastada cuyo valor real es mucho menor en el mercado. En el caso de las aduanas, 

la amortización de documentos se hace sin ningún problema y soluciona el inconveniente de 

desembolsar metálico. En las salinas, con un porcentaje de moneda desgastada más alto que en las 

aduanas se traduce en términos prácticos en un menor fondo de amortización disponible, por tanto, el 

acceso a la sal en especie es una ventaja mayor (ver Anexo K)69. Parcialmente, algunos comerciantes, 

como los editores de la Revista Mercantil reconocen esta lógica especulativa, pero rechazan que sea la 

responsable parcial de la baja circulación de los billetes y su fuerte descuento, aduciendo que la 

competencia y las ganas de capturar mercado revertirían la tendencia de depreciación de los billetes (en 

un escenario de fe en la palabra oficial): 

 
68 Considerando la característica fundamental de Bogotá como centro de acopio y de comercialización de 

mercancías, resultaba ventajoso apoyarse en este alto número de transacciones para ampliar la red de circulación 
en otros Estados (al tiempo que estos lo aceptaban como parte de pago de sus impuestos): “El movimiento 
mercantil es el mismo: el surtido mayor: víveres abundantes i buen prospecto de cosechas. La paz, que está ya cerca 
de nosotros, traerá compradores al magnífico surtido que les ofrece Bogotá. El Estado de Santander admite billetes 
hasta cubrir el 60 por ciento de las contribuciones del Estado” BLAA (El Colombiano, 02 de noviembre de 1861, 
N9). En las zonas que tomaban auge comercial, como en Montes de María, gracias al tabaco, se trató de introducir 
el billete en las operaciones comerciales y así reafirmar su prestigio como medio de cambio. Así, se dispuso lo 
siguiente: “La asamblea legislativa del Estado soberano de Bolívar dispone artículo 1 el poder ejecutivo del estado 
promoverá con el de la unión el establecimiento y en esta capital de una sucursal de la junta de crédito público para 
el cambio por dinero son ante de todos los billetes que se le presenten con tal fin artículo 2 entretanto tiene efecto 
lo dispuesto en el artículo anterior El poder ejecutivo promoverá en la capital, en Barranquilla. El Carmen, 
Mompox y los demás puntos comerciales del Estado que crea conveniente la formación de sociedades particulares 
de capitalistas y comerciantes que tengan por objeto el cambio de los billetes por dinero sonante” 

69 Muchas veces, para solucionar el inconveniente se recurre a los recursos de la Tesorería General en donde 

confluye moneda que ha sido reacuñada.  
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Piensa el señor Jeneral Mosquera que el que coloca los Billetes comprando con ellos sal en Cipaquirá, se gana el 45 al 50 

por 100, o sea la diferencia íntegra entre el precio de mercado i su valor nominal; pero nadie ignora que cuando una parte 

del precio de la sal se paga en Billetes que cuestan el 55 o 60 por 100, la sal se vende en La Mesa, proporcionalmente más 

barata que cuando hai que pagarla toda en pesos fuertes (Revista Mercantil, 1863). 

Como bien lo describen los autores, el menor precio que garantiza el pago con billetes da la posibilidad 

de competir vía precios, pero con el mismo gobierno (ya se anotó los efectos que esto puede producir 

sobre las ventas públicas y la renta). Y, por esto mismo, un deterioro de los fondos efectivos de 

amortización y una posibilidad de incremento en los precios oficiales, que reduce la competitividad del 

gobierno, deriva en una mayor depreciación de los billetes, lo cual hace infundado el siguiente argumento 

sobre los efectos de la competencia: 

Si el que compra en Bogotá los Billetes para llevarlos a Cipaquirá, ganara cada ocho días 40 o 45 por 100, muchos 

afluirían inmediatamente que se contentaran con ganar el 30, otros el 20, otros con el 10, i muchos con el 5, i así pasan 

efectivamente los hechos. Los negociantes de Bogotá los compra al 60 por ejemplo, para venderlos en Cipaquirá al 70 con 

tres meses de plazo; i los comprarían al 70 para venderlos al 75, si no se necesitaría valor i osadía para hacer el negocio; 

si todos pudiera acometerlo, sin no hubiera que sacar además del interés del capital, el premio de aseguro contra los decretos 

del señor Jeneral Mosquera. (Revista Mercantil, 1863). 

La emisión de nuevos billetes, de “segunda generación”, y en parte como producto de las críticas, venían 

con una tasa de interés del 6% (decreto 14 julio de 1863). Las demoras en la amortización habían 

introducido esta corrección, que, como tal, transformaba los billetes en un documento de deuda. 

Comparativamente, los billetes de tesorería reunían buena parte de los fondos de impuestos disponibles, 

determinando, a pesar del descuento, un buen comportamiento en el mercado (con cotizaciones del 40 

al 50%) si se le compara con los vales del 3% (entre 27 y 30%), que concurrían, en su mayoría a los 

bienes desamortizados, y con la renta del 6%, cuyo sistema de pago se desorganizó y provocó una caída 

en su valoración (ver Anexo H). El desorden que aún imperaba, para finales de 1863 sobre el sistema de 

crédito público, por el desánimo con los objetivos frente a la desamortización de bienes de manos 

muertas70, y la falta de un ordenamiento claro para reconocer los compromisos adquiridos durante la 

deuda provocaban una interferencia en el tránsito en los negocios descrita así: 

Las transacciones carecen de animación, el numerario está escondido i solo luego que los peligros de dicha guerra cesen [un 

posible conflicto con Ecuador], podrá contarse con que el país entrará de nuevo en la via del progreso industrial […] Una 

 
70 Con respecto a la desamortización, se había suspendido el proceso y sólo esperaba reasumirse en noviembre de 

1863, después de las elecciones (en las cuales saldría triunfador Manuel Murillo Toro). En el intermedio, la falta de 
claridad en las normas y los intentos de endurecer las condiciones de acceso a los bienes de manos muertas habían 
provocado una caída en los vales flotantes emitidos al 3%. Aun se calculaba que había cerca de 3’000.000 de pesos 
en bienes esperando ser rematados en la capital y cerca de 8’000.000 en el resto del país. 
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casusa no pequeña de malestar es, también, la dificultad que los decretos del Poder Ejecutivo i los entorpecimientos de las 

oficinas públicas oponen a las reclamaciones contra el Tesoro, estando como está, una enorme masa de riqueza, representada 

en acreencias contra la Nación, cuyo importe no puede entrar a la circulación para animar a las empresas. (Revista 

Comercial, 16 de setiembre de 1863). 

La incertidumbre se traducía en un incremento parcial de los precios, representado en la especificación 

del pago en moneda de talla mayor de buena parte de las transacciones entre los grandes comerciantes 

de la capital. Las monedas de talla menor tenían considerables descuentos, exacerbados por las presiones 

del gobierno de la Unión para retirarles su apoyo legal, llegando la plata lisa extranjera a tener descuentos 

del 25% y la plata nacional de ley 0,666 hasta del 33% (ver Anexo H)71. El oro, con la recuperación de 

Antioquia, volvía a circular con cierto dinamismo aumentado el premio sobre sus monedas (v.gr. en los 

cóndores pasó de ¾ al 1%) para dar alcance a la realización de mercancías traídas por antioqueños al 

interior del país, lo cual, además, significaba para los comerciantes del interior traer oro para su 

amonedación en la Casa de Moneda de Bogotá72. Por su valor, comparándolo con la plata, la 

amonedación de oro seguía siendo el dinamizador de los grandes cambios, dando productos, durante 

enero a agosto de 1863, de 75.210 pesos de ley 0,900 para la primera (1.880.286 kilogramos) y 227.101 

pesos de ley 0,900 para el segundo (366.293 kilogramos).  

Aun con todo esto, los intentos de “perfeccionamiento” del sistema monetario eran profundamente 

complejos y volátiles, lo que provocaba continúas renegociaciones y desajustes que aceleraban la 

competencia entre los medios monetarios puestos a disposición de la economía. Las tasas de descuento 

entre los distintos medios de pago ya fuesen de mayor o menor liquidez, introducía la lógica de generar 

rentabilidades en las transformaciones financieras, lo cual entorpecía la marcha del comercio. Los 

impactos sobre el comercio, fijándose en los precios, es difícil de estimar, no teniendo series completas, 

al menos a nivel regional. Pero, claramente, la alteración de los valores oficiales y reconocibles sobre los 

fijados por el mercado exacerbaba las conductas que fijaban patrones de acumulación basados en el 

posicionamiento en la jerarquía monetaria. Esta era una situación reconocida, ampliamente, ya se 

 
71 Se calculaba que las monedas de ley 0,666 representaban cerca de 6/8 partes de la circulación de monedas de 

talla menor, por lo que, ante un retiro abrupto se temía una fuerte depresión en algunos sectores de la economía 
(sólo es Santander la circulación había desaparecido, probablemente por su cercanía a la frontera donde se podía 
fugar fácilmente).  Galindo y Vergara proponían una acuñación mensual de 6000 pesos durante seis meses para 
resolver “las dificultades que se notan en la circulación a causa de dicha moneda” 
72 “[Oro]las monedas de oro están escasas, tanto por la falta de introducciones, como por la paralización de las operaciones de la Casa 

de Moneda. El oro estranjero viene a Bogotá jeneralmente por la vía de Cúcuta, i el oro para sellar, de Antioquia, Jirón i Neiva, 
lugares de donde la guerra o no ha permitido esplotarlo, o ha impedido conducirlo a esa ciudad. [Plata] la circulación de plata está llena 
de embarazos i en algunas partes reciben la de granada i las monedas extranjeras, en otras la rechazan, de donde resultan dificultades: 
molestias a cada paso. La circulación de la moneda extranjera es indispensable, porque representa las ocho décimas partes de la masa 
circulante; pero su rechazo de las oficinas de hacienda las hace mirar con desconfianza por el pueblo, i de aquí proviene el trastorno”. 
BLAA (El Colombiano, 05 de octubre de 1861, N5).  
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encontrase un personaje en una orilla u otra del espectro político, donde el punto de debate eran los 

mecanismos para corregir, mediante buenas prácticas, las alteraciones constantes en el valor. Con 

respecto a la emisión de billetes, se decía: 

Que esos agiotistas que especulan con el descrédito del Gobierno i con la miseria de los pobres, i a quienes él dice aborrecer 

de muerte [Mosquera], hacen del presidente su patrón i protector, porque esos zánganos se alimentan de las altas i bajas 

que él está produciendo constantemente por falta de convicciones en el precio de la deuda […] No faltaron entonces personas 

mal intencionadas que dijeran: cuando algunos de estos especuladores que trafican con el hambre hayan recogido los billetes 

de los servidos públicos i de los infelices pensionados al ínfimo precio a que los a reducido el decreto, vendrá otro mandando 

que vuelvan a recibirse por su valor nominal. (Revista Mercantil, 8 de noviembre de 1863). 

En septiembre de 1863, Mosquera, emite otro decreto aboliendo las disposiciones sobre los billetes de 

antigua emisión, justificándolo en un mejor rendimiento en el mercado y la aceptación de aquellos en el 

pago de impuestos en el Estado del Cauca. No obstante, esta decisión, que podría ser el reflejo de la 

debilidad de la posición de Mosquera (en el sur, ausente de la capital y ante una posible guerra con 

Ecuador) traduce nuevamente correcciones en los precios de cotización en el mercado que no durarán 

lo suficiente, ya que la llegada al poder de Murillo Toro termina con la emisión de los billetes, vislumbra 

su amortización total y redirige gran parte de los fondos de amortización a otros temas73. El mercado, 

ante la incertidumbre frente al valor de los billetes y del resto documentos de deuda pública, siente los 

efectos de una profundización de la escasez de circulante causando una puja para, ante la ausencia de 

perspectivas de recuperación, que se dé marcha atrás en las disposiciones que ordenaban el abandono 

de los monedas lisas y desgastadas. Cada estipulación significaba unas corridas abruptas para compensar 

las pérdidas o asegurar un buen premio en el cambio. Así, el abandono de la moneda de 0,666 provocó 

que los tenedores de monedas desgastadas “fueran obligados a venderlos como plata en barras, por el 

precio aproximado de la lei que supone” (Revista Mercantil, 1863), perdiendo una parte considerable del 

valor representado por la moneda (cercanos al 30%, de acuerdo al descuento en el mercado), mientras 

que el comprador del metal fino podía o exportarlo para realizarlo en un mercado extranjero o 

amonedarlo de acuerdo al peso en kilogramos que había obtenido. El costo de amortización y 

 
73 El objetivo cambia y se avoca a reconstruir el crédito público con la consolidación de la deuda flotante y la 

amortización parcial de muchos documentos de corto plazo con los bienes de manos muertas. Se intenta, con la 
deuda de largo plazo, asumir la financiación de los rubros de educación y obras caritativas que antes le 
correspondías a la Iglesia (a través de los Censos), para lo cual se debe liberar el compromiso de la renta de salinas 
y de aduanas. Al tiempo, con los cupones de intereses de la deuda de largo plazo se intenta reconstruir la circulación 
de liquidez que había sido interrumpido con el rechazo por parte de Mosquera de la Renta sobre el Tesoro al 6%. 
Por su parte, el remate de bienes de manos muertas no alcanzaría a recoger la mayoría de los bonos flotantes 
emitidos durante la guerra y, junto con la deuda reconocida de largo plazo, el compromiso sobre las rentas públicas 
continuó siendo muy alto Rojas (2000), sin posibilidad de ampliar los impuestos sobre las aduanas (con el sector 
externo deprimido) y una expectativa de caída del precio oficial de la sal para estabilizar políticamente el pacto 
alrededor del monopolio. 
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reacuñación de las monedas si bien lo cubría, en un porcentaje, el gobierno, a quien se las presentaba en 

las casas de moneda, el otro lo asumían una parte considerable de tenedores de monedas desgastadas 

que se veían obligados a deshacerse de ellas en el mercado por su contenido metálico y no por su valor 

nominal74: 

Ha sido opinión roduccións adoptada la de que el Gobierno que se reserva el monopolio de la acuñación, tiene el deber de 

cambiar a la par las monedas desgastadas que ha emitido, por otras de igual peso i lei; pero es preciso confesar que si bien 

es conveniente que las naciones que se encuentran en estado de hacerlo, repartan así por medio de esta operación la pérdida 

resultante del deterioro de la moneda entre los contribuyentes, no hai entre nosotros ninguna lei que imponga ese deber, ni 

la denegación de ese servicio constituye una violación del derecho ajeno. (Revista Mercantil 9 de noviembre de 1863). 

Estas prácticas suponían un tratamiento regresivo de la moneda, que alteraba las condiciones sociales 

por medio de la reasignación de rentas. Estos ajustes en temas monetarios se hacían mucho más 

frecuentes durante las guerras, transfiriendo parte del costo de los enfrentamientos a los sectores medios 

y pobres75. La competencia por la redistribución se daba, con mayor vehemencia, en el gasto del 

gobierno, pero, como señalan los datos de los presupuestos, la mayoría de los recursos se destinaban al 

 
74 Los Billetes de Tesorería intentaban, con cierta racionalidad, completar parte de la amortización de monedas de 

mala calidad, sin la mediación aparente de los intermediarios que, ante los pánicos generados por los bandos del 
gobierno, salían a comprar moneda por su valor intrínseco. De este modo, bajo su vigencia, se dispuso lo siguiente: 
“se ha resuelto los siguiente: toda la moneda de plata lisa siempre que sea de las que hayan circulado legalmente en la República, será 
cambiada por billetes de tesorería a voluntad de los tenedores en la administración de correos de Zipaquirá; segundo el cambio se hará 
al peso en la proporción correspondiente a fin de que por cada 25 gramos de plata a moneda se dé un peso en billetes; tercero, los billetes 
dados en cambio de la moneda lisa serán admisibles en compra de sales por la totalidad del valor de la que quieran comprar con ellos 
los respectivos interesados; Cuarto, la administración de correos de Zipaquirá abrirá un registro en que conste cada cambio de monedas 
por billetes con expresión de la suma  a cambiar a la persona que haya hecho el cambio y la fecha de este cada partida será firmada 
por el administrador y el interesado y de ella se dará a este una copia certificada a fin de que en la respectiva administración de salinas 
le sean admitidos los correspondientes billetes en la totalidad del valor de la sal; Quinto, los administradores de salinas acompañarán 
esta certificaciones a los billetes, al tiempo de remitirlos a la Tesorería General; Sexto, la Tesorería General remitirá inmediatamente 
a la administración de correos de Zipaquira $5000 en billetes para que por dicha administración se proceda a cumplir sin demora lo 
que se dispone en esta resolución” BLAA, (El Colombiano 27 de diciembre de 1861).  El uso de billetes de tesorería para 
amortizar era una herramienta ya conocida por el gobierno, habida cuenta de su implementación para recoger la 
moneda macuquina a mediados de los años cincuenta. Desde ese momento, su uso generó grandes suspicacias por 
la posibilidad de incumplimiento en el pago (eran asumidos como deuda pública): “Como el gobierno estaba escaso 
de fondos, los particulares creían que no se les pagarían los billetes i que iban a sufrir con esto mui graves perjuicios; 
hubo al principio mucha oposición de parte de varios comerciantes que temían además una inundación de monedas 
falsas de Francia, Béljica i Cerdeña; pero a pesar de tan melancólicos presentimientos i de una oposición sistemática, 
estas dos mejoras triunfaron de todos sus  enemigos” (Restrepo, 1860, p. 20) 

75 “En la plata de minas acuñada en monedas de 8 dineros de ley y que se paga ahora por contrata en las mismas monedas al precio 

de ordenanza con 10% de aumento parece que la ganancia líquida puede calcularse hasta en otro 10%. Estas ganancias buenas si se 
quiere para salir de apuros en tiempos calamitosos han sido y son gravámenes impuestos en dublo o triple a las generaciones siguientes 
y no ha salido ni debe considerarse como un empréstito forzoso o contribución de guerra según las épocas exigido con el mismo derecho 
con que se ha dispuesto de otras propiedades en beneficio común y bajo la expresada otra condición de iniciación posterior todas ellas 
dejarán de hacerse desde que sólo se acuñe plata fina pero también dejarán de subirse por el tesoro y por los particulares perdidas que 
han sido y son efecto inevitable de la máxima calidad de la moneda circulante por dar ella o haber dado ocasión a fraudes y robos de 
parte de algunos recaudadores administradores de rentas por alentar la falsificación por poner trabas al comercio y a la industria y por 
ser un semillero de disputas” Revista Mercantil (1863) 
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pago de intereses y al capital de la deuda asumida en las confrontaciones. La moneda aparece “neutral” 

en esta lógica del régimen monetario puesto que no tiene en cuenta la disparidad de condiciones en que 

se encuentran quienes logran acceso a ella, por lo que los intentos desde lo público de corregir las 

fricciones introducidas por los ciclos de negocios o las malas decisiones administrativas son perniciosos 

porque “desnaturalizan a la moneda”76. En este sentido, sería interesante dejar abierta la posibilidad de 

analizar los efectos que esta volatilidad en las normas monetarias tiene sobre las prácticas de los agentes 

económicos, dado que se produce una alteración de la posibilidad efectiva de lograr ganancias o 

rendimientos en diferentes actividades económicas. Sobre el pequeño campesino o el arriero, poseedor 

de algunas monedas, estos ajustes monetarios se plasman de una manera muy diferente a lo que puede 

sucederle a un gran comerciante o financista. Hay diferencias según la actividad, pero también según la 

riqueza acumulada y los nexos sociales. De esta manera, los patrones de acumulación podían entrar a 

depender de unos ciclos muy abruptos del comercio, la fiscalidad y la guerra que tomaban forma a través 

del vaivén de las políticas alrededor de la moneda, y que, para el caso granadino o colombiano, 

determinan habitus para los que se benefician de su alta inestabilidad77: 

Repetimos que seria mui conveniente que el gobierno pudiera asumir el pago del servicio que presta la moneda, como presta 

el servicio de la acuñación i de la comunicación postal; pero si sus recursos no se lo  permiten, es mejor que el público se 

desengañe, que cada uno sepa de antemano que hace la pérdida de la moneda desgastada que venga a su poder, i que este 

artículo salga de ser compañero de los billetes para especular con él escandalosamente por medio de bandos que se reciba, 

bandos para que no se reciba. BN, (Revista Mercantil, 9 de noviembre de 1863). 

Nuevamente, en 1864, se volvió a aceptar la circulación de monedas de ley 0,666 liderado por una ley 

en el Congreso que borró lo ordenado por la ley del 15 de abril de 1863, según la cual para el 1° de 

septiembre de 1864 aquellas monedas debían desaparecer del todo. Se esperaba, en esa dirección, una 

pérdida de confianza y de legitimidad de las autoridades de la Unión que aumentaba el temor y las 

posibilidades de establecer instituciones financieras que promovieran el crédito. La medida, entre otras 

 
76 “La moneda no es un signo representativo de valor convencional: vale intrínsecamente por la cantidad de metal fino que contiene, i 

por el trabajo adicional que se ha puesto en reducir el metal de piezas de un peso i lei uniforme. La moneda, pues, sujeta a los poseedores 
accidentales, a las mismas idénticas continjencias, que impone el deterioro de los valores, hasta llegar a alguno en cuyas manos 
desaparecen o se menoscaban notablemente”. BN (Revista Mercantil, 9 de noviembre de 1863). 
77 “Es preciso, sí, que el Lejislador demuela una vez para siempre esa mina tantas veces consagrada al ajio. No basta decir que la 

moneda de baja lei no es admisible; es preciso estirpar la fuente del clamor con que se desprestijia al Gobierno, que no pone la fuerza a 
disposición de los grandes tenedores de esa moneda, interesados en volverla a la circulación para repetir la ganancia en el reflujo desde 
el bolsillo del necesitado hasta el área del acumulador. Cree el Encargado del Poder Ejecutivo que debe facilitarse la salida de la caja 
del tenedor a la moneda de 0,666, para que una vez recibida en las arcas nacionales sea definitivamente amortizada i convertida en 
moneda 0,999 […] El recurso más efectivo para la amortización de que puede disponer por ahora la República, es el valor de las 
fincas rurales desamortizadas, que pudieran enajernarse en pago mitad en billetes i mitas en moneda de baja lei”. (Memoria de 
Hacienda, 1864, p. 12) 
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cosas, facilitaba la operación de la ley de gresham y un reacomodamiento de los precios por lo impactos 

en las transacciones del comercio78:  

Después de vencer graves dificultades, i atravesar conflictos al parecer inminentes, a fines del mes de marzo [1864] las 

monedas de baja lei habían quedado completamente escluidas de la circulación por la espontanea i universal resistencia de 

todas las clases a recibirlas, i el mercado principiaba a abastecerse de las monedas nacionales i extranjeras de 0,900, pues 

cada uno había sacado ya la reserva que de ellas había hecho, mientras duraba la crisis. Los gobiernos de Santander, 

Boyacá i Cundinamarca, hicieron de la autorización concedida por la lei de Rionegro para anticipar la fecha de no roducci 

de las monedas de baja lei, i estas habían buscado su curso en otros mercados. La lei de 7 de abril vulnera, pues, los 

derechos lejítimamente adquiridos por los Estados: en Santander, sobre todo esta cuestión es mui grave, i allí será imposible 

que la lei se ejecute sin causar sérios conflictos en el comercio. BN (Revista Mercantil, 25 de abril de 1864)79. 

Durante el resto de la década, los intentos para lograr una circulación interna con monedas de buena 

calidad tuvieron muchos impedimentos. La situación del patrón monetario a nivel internacional llegó, 

incluso, a complejizar las operaciones de los gobiernos llevando a que, en 1866, se expidiera la ley del 26 

de mayo de 1866 en la que se autorizaba al poder ejecutivo a hacer las alteraciones correspondientes en 

la moneda interior cuando se presentasen variaciones del peso y de la ley de las monedas extranjeras. Se 

presuponía para entonces reducciones de la ley de las monedas de talla menor en otros países, como 

efectivamente sucedió, obligando al país, en virtud de las nuevas condiciones, a reducir ley de las 

monedas de talla menor a 0,835 (decreto del 17 de agosto de 1866)80. La alta demanda de la plata en el 

 
78 Como consecuencia de la referida ley del 7 de abril de 1864, se generó un proceso de amortización que llevó a 

que se reacuñara en 1864 $38.091,10 (obteniendo $25.995,67 de 0,900) y entre septiembre y diciembre de 1865 la 
cifra de $18.157,05, que, según el secretario Tomás Cuenca, daba fin a la crisis monetaria generada por la ley de 17 
de abril de 1863, la cual establecida una abrupta salida de circulación de las monedas de 0,666. (Memoria de 
Hacienda, 1865, p. 54) 
79 El gobierno de la Unión autorizó a que cada Estado Soberano, de manera autónoma, y si lo consideraba 

conveniente, anticipara la fecha de amortización con respecto a la de la ley del 15 de abril (1° de septiembre), 
llevando a que Santander y Boyacá lo efectuaran en primer lugar. Al poco tiempo, Cundinamarca empezó a recibir 
una cantidad importante de monedas de ley 0,666, según se relata en 1864 Froilán Largacha, dado el desespero de 
muchos tenedores de ese tipo de monedas de deshacerse de unas monedas sin apoyo legítimo. Fiscalmente, 
representaba un problema mayor, pues “la moneda que rechazan los Estados es todavía aceptable en las oficinas nacionales de 
recaudación, más al efectuarse los pagos al soldado, al empleado civil, se ve la Tesorería general con dinero en caja i sin valores aceptables 
para la satisfacción de los créditos […] La lei en que me ocupo ha producido una revolución comercial con perjuicio de muchos; pero el 
mal está consumado: el tenedor pobre de esa moneda, ha sufrido ya su pérdida de un treinta o cuarenta por ciento, que en parte ha 
cedido en beneficio del capitalista colocado en la posibilidad de esperar. Si hoy se vuelve atrás en el pensamiento cardinal de la lei, 
sucederá que por el mismo hecho se hará asegurado una considerable utilidad a los acumuladores de moneda de baja lei; i que ya por 
segunda o tercera vez, con una simple evolución lejislativa se habrá dado ganancias a los negociantes, a costa de las amarguras de 
muchos” Memoria de Hacienda (1864, p. 11). 
80 Para 1867, la situación del orden monetario empeora y se acepta, legalmente, una devaluación, en términos 

prácticos, con respecto a la calidad de la moneda de talla menor. Así lo dispone el artículo del Decreto del 12 de 
junio de 1867: “Son de forzosa aceptación, tanto en las oficinas públicas como en las transacciones particulares, 
por su valor nominal, las monedas emitidas por los Gobiernos de la antigua República de Colombia i de la Nueva 
Granada, i de los Estados Unidos de Colombia, con las leyes de 0,900 de 0,666 i de 0,835, aunque por el uso 
hayan perdido de su peso o se hayan borrado sus marcas” [Resaltado hecho por el autor].  



78 
 

orden internacional generó constante fugas de las monedas o el envilecimiento de las ya circulantes lo 

que genera la inquietud sobre qué tanto este proceso monetario (de envilecimiento y amortizaciones 

irregulares) deterioró las capacidades de ampliación de los nuevos mercados internos por las constantes 

alteración del ingreso producto de un menor poder adquisitivo de la moneda. Se sabe, por las 

reconstrucciones parciales de la base monetaria, del volumen y del valor de exportaciones e 

importaciones, que la década del sesenta tuvo ciclos depresivos muy fuertes (Ocampo, 1994) que, no 

obstante, contrastan con el auge en ciertas regiones (crecimiento de los precios, sobre todo de la finca 

raíz). En el interior, la desamortización de bienes de manos muertas dinamizó el mercado de tierras y 

propiedades, que derivó en una tendencia al alza en los precios de dichos bienes, tanto a nivel urbano 

como rural, puesto que la adquisición de bienes con bonos flotantes depreciados facilitó la especulación 

con las reventas. El intercambio dinámico que se despertó valorizó numerosas propiedades que sirvieron 

de soporte para nuevos créditos y para la compra de tierras en las zonas bajas con destino al cultivo para 

la agroexportación, ganadería o azúcar, lo cual, en conjunto con la destrucción de las formas comunales 

de tenencia de la tierra, amplió el mercado de mano de obra libre y que presionaba, al mismo tiempo, 

por tierra y salario Castro (2015). Altamente concentrado, este proceso dejó miles de personas por fuera 

de este enriquecimiento sustentado en la especulación con tierras, con el crecimiento de las respectivas 

rentas y el crédito entre grandes comerciantes que seguía fijándose en oro y plata de talla mayor. Para 

otra gran parte de la población, su lucha estaba en sostener el valor de sus monedas deterioradas. 

Los billetes de tesorería aparecerían, otra vez, con la vuelta de Mosquera al poder, pero correrían con la 

misma suerte que a inicios de la década81. Además, aparte de las particularidades descritas detrás de su 

“fracaso”, hay que anotar que su presencia en el sistema de crédito público hace parte un ciclo de 

financiamiento (con una alta emisión de vales flotantes) que depende de las necesidades de circulación 

de valores en el marco de los fuertes ajustes en la base monetaria característicos del patrón-oro (Rojas 

A. , 2004). De esta forma, ante el creciente peso que significa sobre el compromiso de los presupuestos 

y la imposibilidad de generar un mecanismo de reflujo continuo (como sucede con otras formas 

monetarias, como los billetes), la existencia en el mercado de un gran componente de documentos de 

corto plazo inhibe la ampliación de las capacidades fiscales. De ahí que la consolidación de documentos 

permita el control de una parte de la base monetaria, difiera los compromisos a través del tiempo y libere 

 
81 En esa oportunidad, Mosquera convocó una junta con reconocidos comerciantes para que establecieran las 

bases para un correcto funcionamiento del sistema de billetes de tesorería, tratando de evitar los inconvenientes 
de las primeras emisiones. Sin embargo, las características del proyecto del caudillo caucano, que involucraba, entre 
otras cosas, una presencia más fuerte de la Unión sobre los asuntos de los Estados soberanos, y la perniciosa 
práctica especulativa sobre el negocio de las sales y los billetes, determinaron una errática expectativa sobre el valor 
de los billetes que terminó por destruir, nuevamente, las promesas de buen funcionamiento en los mercados. 
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un porcentaje de las rentas y estabilice el proceso de endeudamiento ante la imprevisibilidad e 

imprecisión en los presupuestos: 

Recargado el Erario con una deuda enorme que a consecuencia de la imprevisión en la formación del presupuesto, cada año 

se aumentaba con el déficit, el descrédito marchaba lójicamente en progresión […] Para atender el servicio en curso i al 

pago de ciertas deudas que casi podría designarse con nombres propios de personas, tanto el Poder Ejecutivo como el Congreso 

dictaban disposiciones sin unidad que no hacían más que aumentar el malestar. Tratábase de remediarlo con la emisión de 

documentos de diferentes denominaciones, con arbitrios fiscales tan ingeniosos como el de billetes en lugar del dinero, creyendo 

o aparentando creer que bastaba con un decreto para convertir real i verdaderamente en oro un papel litografiado o impreso 

[…] Se hizo por fin lo que se debía hacer: ofrecer para pagar honradamente aquello que se tiene, i dejar que los acreedores 

por su competencia fijen ellos mismos la cuota o proporción en que estimen su derecho según los fondos que le calculen al 

deudor, la necesidad que ellos tengan de realizar sus papeles de crédito i la confianza que les inspiren las instituciones i la 

honradez de los encargados de administrar la cosa pública. BLAA (Boletín Industrial, Casa Pereira Gamba i Cía, 

08 de abril de 1869).  

La ley del 3 de junio de 1868 se inscribe en una tendencia de grandes acuerdos políticos que prometen 

fundar las bases del crédito público, institucionalizando el principio de pago no discrecional (habitual en 

procesos de flotantización de la deuda durante y después de la guerra) y corregir los efectos negativos 

de las grandes emisiones de documentos de corto plazo. Aunque su coincidencia no es perfecta, sí hay 

una regularidad en lo que concierne a los arreglos interpartidistas en pro de la estabilidad política y 

económica a través de la consolidación: el Pacto de Medio siglo se inaugura, entre otras cosas, con la 

consolidación de los compromisos internos de corto plazo (Renta sobre el Tesoro al 6%) y la búsqueda 

de la conversión de parte de la deuda externa en deuda interna; después de la caída de Melo, y el gobierno 

interpartidista de Mallarino, se procuró garantizar la sostenibilidad de la deuda mediante reajuste a las 

partidas de crédito, sin desconocer la esencia del sistema; la ley de 1868, impulsada por ambos partidos 

después del golpe a Mosquera, reintroduce la renta sobre el Tesoro, diseña un sistema de remates y 

controla el circulante mediante los cupones de intereses82. Existe, por ende, una pérdida de pertinencia 

de los billetes de tesorería en determinado punto del ciclo político y económico, en especial porque, en 

la mente de muchos grandes comerciantes-financistas, su emisión rompía los equilibrios de poder 

establecidos entre las regiones bajo la órbita del federalismo, al concentrar el poder en cabeza del 

 
82 Aquí se sigue el planteamiento tentativo expuesto por Cortés (2011), según el cual la historia de Colombia tendría 

varios “frentes nacionales”. De esta forma, los acuerdos políticos tendrían una contrapartida en los acuerdos de 
consolidación o, como se presentó en el caso del gran pacto entre nacionalistas y conservadores durante la 
Regeneración (Guillén, 1986), se definiría un medio para “nivelar” la financiación pública (a través del papel 
moneda).  
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gobierno central (recuérdese los señalamientos del dictador a Mosquera83) para lo cual necesitaba mayor 

potestad sobre la emisión.  

Los billetes de tesorería, como moneda fiscal por su respaldo en las salinas, no alcanzaron a generalizarse 

sobre el conjunto de los intercambios. Actuaron al tiempo con las otras herramientas fiscales diseñadas 

durante la guerra (v.gr. vales flotantes al 3%). Sin embargo, y como se señaló, existía el fantasma 

alrededor del establecimiento del curso forzoso, lo cual tuvo apoyo en el exceso de emisiones que se 

verificó con los certificados extendidos a los portadores de billetes por la Tesorería General. En otras 

palabras, esto significaba la ruptura en la fe pública por la ausencia de certeza del respaldo efectivo de 

los fondos dispuestos para la amortización84.  

Al decretar la amortización total de los billetes, junto con los otros documentos de corto plazo, se 

proyectaba un compromiso político para la definición de la circulación de valores, ajustándose a las 

necesidades fiscales. La desamortización y la aceleración de la redención de censos había comprometido 

al tesoro a futuro con la carga de unos servicios (educación y caridad) que adquirían un nuevo carácter 

público, y, que, además, eran una conquista simbólica de la modernización del Estado (por el traspaso 

hecho desde la Iglesia). El cuadro 2.7 muestra de manera desagregada el resultado de la consolidación: 

una transformación importante del contenido de la deuda (debido a la desamortización), frente a la cual 

los establecimientos de instrucción y de caridad adquirían su propio espacio (los acreedores dejaban de 

ser sólo agentes particulares)85.  

 

 

 
83 Véase el documento “Alegato de conclusión del fiscal de la Cámara de Representantes en la causa de 

responsabilidad contra el ciudadano presidente de la Unión gran general T.C. de Mosquera” (1867). En este escrito 
se detallan las extralimitaciones de Mosquera en su ejercicio como presidente, que incluyen la contratación de un 
empréstito en el extranjero y la compra de un barco de guerra sin poseer facultades para ello, y en particular su 
intromisión sobre los asuntos de los Estados y el cierre del congreso. 
84 En la Memoria de Hacienda de 1888, el ministro Carlos Martínez Silva, expone las inconsistencias alrededor de 

la aparición de los billetes de tesorería, pues, según él, “después de una exuberante emisión de tales papeles 
aparecían sin pagar los sueldos, las pensiones, los intereses de la deuda” (1888, p. 25), y en el marco el marco de la 
entrada extraordinaria de recursos por la desamortización, no se daba alcance a los compromisos más básicos del 
gobierno. Entre otras cosas, este comentario devela la inoperancia de los billetes como recurso fiscal al no cumplir 
con su función como dinero, en parte, relacionado con el hecho ya descrito de la concentración de sus destinos en 
el pago de arriendos para los bienes desamortizados y en la compra de sales (sin extenderse en las redes de 
intercambios como se pretendía). Adicionalmente, el desorden en relación con las emisiones de billetes de tesorería 
(sobre todo de las “libranzas antioqueñas”) dificultó un conocimiento exacto de su circulación y su recolección, 
llevando a que, para el año 1871, el Congreso expidiera la ley 70 de 1871 para declarar cancelados aquellos que no 
fueran legitimados, teniendo en cuenta que la cantidad amortizada en ese entonces había excedido la emitida (o 
por lo menos, de la que se tenía certeza). 
85 Es interesante que la ley buscara mantener un tratamiento especial frente a los establecimientos de enseñanza y 

caridad, asegurando su pago en metálico. BLAA (Boletín Industrial, Casa Pereira Gamba i Cía, 08 de abril de 1869). 
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Cuadro 2.7 Composición de la deuda interna, desagregada por tipos 

Deuda consolidada 

Renta Nominal 

Bonos emitidos hasta el 1° de septiembre de 1867  $           2.658.350  

Emisión año económico 1867-68  $              453.750  

Del primero de septiembre al 31 de diciembre de 1868  $               43.510  

Emisión hasta 31 de diciembre de 1868  $           3.155.610  

Descomposición (5 categorías) del total emitido según la procedencia de los créditos convertidos 

Fundaciones, capellanías, iglesias, patronatos.  $           1.686.070  

Establecimientos de instrucción  $             661.340  

Establecimientos de beneficiencia y caridad  $             433.100  

Estados y distritos  $              306.610  

Particulares  $               68.480  

Total*  $           3.155.600  

Renta al portador  

Emisión con base en la legislación del 9 de septiembre de 1861, al 31 agosto de 1867  $              970.700  

Emisión del año económico que terminó el 31 de agosto de 1868  $              100.700  

La emisión de septiembre a 31 de diciembre de 1868  $           1.132.390  

Amortizado hasta el 31 de agosto de 1867  $               10.410  

Amortizado de septiembre de septiembre a 31 de diciembre de 1868  $                 2.185  

Faltante por convertir de las sumas de emisión anterior a 1861  $              575.765  

Total  $           2.706.960  

Consolidación de diversos créditos y conversión directa de los créditos prendarios e hipotecarios (cantidad 

$1.132.390) 

Reconocimiento de un censo particular  $                   300  

Consolidación de remates   $           1.042.120  

Conversión directa de créditos hipotecarios i prendarios  $               89.970  

Total  $           1.132.390  

*Nota: este total no incluye la cantidad correspondiente a las certificaciones de censos de 1ª y 2ª serie 

($1.421.859), que los tenedores aún no presentaban para su conversión o cancelación. 

Fuente: (Memoria de Hacienda, 1869). 

Sin embargo, la ley de 1868 tuvo una vigencia relativamente corta. Las perspectivas económicas 

demandaban una modificación en el crédito público (mediante una nueva flotantización de la deuda), de 

tal forma que promoviese una ampliación del crédito privado en un periodo de auge agroexportador. 

Asimismo, para lograr este objetivo, se requería legitimar una alteración de las formas de acumulación 

basadas en el crédito público, abriendo espacio para la acción política del liberalismo a través de la 

reincorporación de su programa partidista.  
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La reforma del sistema de crédito público buscaba que las nuevas disposiciones86 revirtieran en mayores 

recursos fiscales al estimular la actividad económica por medio de una ampliación de los canales de 

crédito para fines distintos a la especulación con el dinero del Estado. Respondía, de manera simultánea, 

a varios propósitos que trataban de rescatar los principios liberales, mantener la estabilidad social y 

dignificar a distintos grupos sociales. En la memoria de los contemporáneos de la reforma del crédito 

público del 1872 estaba los enormes retrocesos que habían significado la entronización de unas prácticas 

ligadas al crédito del Tesoro que impedían la ampliación del capital en áreas intensivas en trabajo. El 

sentido social de la ley, como lo denominó Medardo Rivas en su presentación al Congreso, se expresaba 

en el interés de que el modelo económico adoptado recogiera y reparara los sectores sociales afectados 

con la promesa de educación, nuevas actividades productivas e integración de los mercados 

(ferrocarriles) que sacaran de la postración económica sectores que no habían sido beneficiados por la 

libertad económica. El crédito público, que se movía en función de la paridad guerra-depresión, sustraía 

del mercado recursos a unas altas tasas de interés que dejaban poco espacio al crédito comercial a causa 

de la mayor rentabilidad ofrecida por el Tesoro (que incluía tasas superiores al 12% anual)87. Este último, 

enormemente gravado y dependiente de los procesos de consolidación para transformar los plazos y 

cantidades a pagar, alteraba constantemente los ánimos políticos. Por eso, mediante el remate de los 

documentos de crédito por su valor real en el mercado, se pretendía liberar recursos fiscales para obras 

productivas que reanimara la fe en el liberalismo económico. 

Si no entraña esta lei un pensamiento social i democrático, ¿por qué al solo Mensaje del ciudadano Presidente la sociedad 

se conmovió? ¿Por qué el pueblo, con ese instinto sagrado que lo guía al porvenir, se ha apasionado por ella? ¿Por qué todo 

el partido liberal se ha unido, agrupándose en torno a la bandera del ciudadano Presidente? ¿Por qué vuelven a aparecer 

las sociedades democráticas de Cali i Bogotá?: esas potencias que no se sienten sino en las grandes épocas para inclinar las 

leyes del lado de la justicia? ¿Por qué las entusiastas, fervorosas felicitaciones que de todos los ángulos de la República, de 

todas las corporaciones, de los militares, de los inválidos, de la juventud i de los pobres se envían al ciudadano Presidente? 

[…] Es bajo el aspecto social que yo he querido considerar esta lei, porque he querido hacer patente la iniquidad que 

encierra la legislación actual, que manda entregar las contribuciones del pueblo a los acreedores públicos en nombre de la 

moral i la justicia, sin que la moral i la justicia hablen jamás en favor de las poblaciones de Cundinamarca i Boyacá, 

 
86 Mediante el remate por el valor real de los documentos de deuda y la ubicación de los fondos públicos en 

establecimientos de crédito privado para dicha amortización, se favorecía la concentración de metálico en manos 
de grandes comerciantes y el perfeccionamiento de su manejo del ritmo de las operaciones de crédito. Para conocer 
más sobre algunos estudios de caso respecto de la aparición de los primeros bancos bajo la órbita del sistema de la 
banca libre, revisar (Álvarez & Timoté, 2011) (Botero, 1994) (Meisel & Posada, 1994). 
87 “Por lo demás, el Estado, que había entrado ya en el goce de la administración pública en todos sus ramos, ha 

visto suspender algunos por la atención que ha sido preciso consagrar de preferencia a la guerra. Luego que se 
restablezca completamente la calma, se sentirán de nuevo las pulsaciones de nuestra vida social; i la destrucción de 
la juventud que ha principiado de nuevo sus tareas en esta ciudad tomará vuelo sacudiendo el marasmo que se ha 
apoderado de la educación pública” BLAA, (El Colombiano, 30 de noviembre de 1861). 
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sumidas en la miseria, en la ignorancia i los vicios: encorvadas bajo el peso de un trabajo infecundo i esteril, viendo consumir 

sus roduccións unas en pos de las otras, sin particular progreso social, i sin que tenga esperanza en el porvenir. (Rivas, 

1872) 

Las transformaciones del mercado de crédito público permitieron que la reforma se llevara a cabo88, 

puesto que muchos de los tenedores de documentos los habían comprado por su valor real a los 

poseedores originales (o ya habían cambiado varias veces de manos) y deseaban acceso al metálico según 

las necesidades de sus negocios. Asimismo, la reforma contemplaba un impulso definitivo a los bancos 

privados, al adjudicar el remate de los documentos de deuda a dichas entidades. En el caso de la capital, 

el Banco de Bogotá recibió la transferencia de los recursos del Tesoro y fue en el encargado de las 

operaciones.  

La medida, que logró una caída considerable en el saldo de la deuda y el servicio anual por intereses y 

capital (ver gráfico 2.3 y 2.4), permitió experimentar con la construcción de ferrocarriles y dirigir mayores 

recursos a la educación (ver gráfico 2.5) sobre el incremento de la participación de los gastos de inversión 

pública). En un ambiente de bonanza, y con la aparición de entidades bancarias que ampliaron el 

circulante, las posibilidades efectivas de obtener recursos fiscales crecieron tanto para el Estado central 

como para las regiones. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
88 En el Congreso se presentó una fuerte oposición por parte de Carlos Holguín, representando a los tenedores. 

En su defensa de la propiedad, a partir de la cual sustentó su oposición, abarcaba el tono y el contenido disociador 
que introducía el discurso oficial frente a la especulación con documentos deuda. Aseguraba que el sentido de la 
reforma incluía cierto cinismo por la manera en que algunos individuos del liberalismo se habían enriquecido con 
los negocios públicos, aprovechando sus posiciones de poder: “Pero el señor Rívas defendiendo los intereses del pueblo 
declama contra los agiotistas y negociantes en papeles, que ejercen una industria lícita, como si nos hubiéramos olvidado de que él puso 
su alcaldía al servicio de esos mismos negocios. ¿Quién podrá recordar el número de casas y tiendas que en esa época calamitosa remató? 
Y, quién no recuerda que para alejar dificultades en la adquisición de esas fincas publicaba bandos alarmantes anunciando movimientos 
falsos de la guerrilla de Guasca, y decretaba reclutamientos, con el único objeto de alejar toda competencia en los remates?¿Que esos 
negocios son odiosos y criminales cuando los hacen los particulares corriendo todos los azares de la libertad, y pasan a ser lícitos y 
honrosos cuando los acometen los depositarios de la autoridad pública poniendo ésta como garantía de éxito mejor?” (Holguín, 1872, 
p. 44).  
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Gráfico 2.3 Evolución de la tasa de crecimiento del saldo de la deuda interna pública entre 1840-90 

 

 

Fuente: (Rojas A. , 2007) 

 

 

Gráfico 2.4 Deuda interna pública (inscrita, amortizada y saldo) 

 

Fuente: (Rojas A. , 2007) 
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Gráfico 2.5 Evolución de la relación entre gasto militar y gasto de inversión sobre la inversión total,  

1771-1900 

 

Fuente: Elaborado por el autor con base en los datos de Junguito (2010) 

No obstante, el estrangulamiento del sector externo y el enfrentamiento por la profundización de la 

competencia política llevaron a una guerra civil (1876) que aceleró, nuevamente, los procesos de emisión 

de vales de deuda flotante. Cada uno de estos eventos impone sus propios medios de pago y sus sistemas 

de recompensa para apoyar la causa constitucional, lo cual determina un castigo parcial al contrincante. 

Pero, más allá de este aspecto, queda abierta la pregunta con respecto al papel de la guerra como 

mecanismo de ajuste del régimen socioeconómico, en la medida que, por un lado, articula sectores 

sociales diversos (y con sentimientos de injusticia acumulados) alrededor de macroproyectos, y, por el 

otro lado, cambia el carácter de los activos (de menor a mayor liquidez) a través de la circulación de 

papel de crédito. Por lo anterior, se ajustan la reglamentación monetaria y crediticia en función de las 

necesidades de crédito, surgiendo mecanismo de cambio como las monedas fiscales que poseen la 

ventaja de ser complementarios entre sí y no corroer la esencia del patrón-oro (los excesos de emisión 

se corrigen con los descuentos en el mercado, se deprecian y no afecta los niveles generales de precios). 

La experiencia de los billetes de tesorería en los sesenta tiene la particularidad, ya analizada, de pretender 

superar los límites definidos para su funcionamiento como moneda fiscal (ya fuese su intención o no, 

generó esa percepción). Pero no por eso se evitó su uso posterior ligado a la renta de las salinas. Hacia 

finales de la década de los setenta, con la caída de la renta de las aduanas, el crecimiento del déficit y 

desorden introducido en el sistema de crédito público por la guerra, se autorizó la emisión de pagarés 
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del tesoro admisibles en el 50% sobre la parte libre del precio de la sal, fijando una suma máxima de 

$2’000.000 para atender los gastos corrientes del gobierno. Debido a la experiencia especulativa previa 

alrededor del precio de la sal, el sistema se modificó por el de licitación. En realidad, en la década de los 

setenta la amortización de muchos documentos de deuda dependió de una nueva entrega de metálico 

por parte del acreedor (ante la falta de efectivo en caja y la progresión del déficit), aumentando la deuda 

en los casos puntuales de aquellos que estaban dispuestos a seguir financiando al Tesoro. Para los vales 

de renta al portador se creó un fondo con los productos de la renta de las salinas, sin permitir el acceso 

a la compra de la sal89. La cantidad emitida no fue nada despreciable, acumulando, entre 1878 y 1888, 

un total de $3’948.408, de los cuales, para ese último año, se habían amortizado $3.514.899 (dejando en 

circulación $433.509) (Memoria de Hacienda, 1888, p. 31)90. 

La ratificación de la Regeneración en la guerra de 1886 termina con el desarrollo de operaciones de 

crédito con monedas fiscales (billetes de tesorería), documentos de deuda flotantes, libranzas o papeles 

de largo plazo (renta sobre el tesoro). En su reemplazo aparece, como principal arbitrio fiscal, el billete 

del Banco Nacional cuya naturaleza e impacto sobre el orden monetario cambia sustancialmente, sobre 

todo en lo que respecta a la monetización de la deuda pública (ver Anexo L). El papel-moneda de curso 

forzoso rompe con la tradición de ajustar la emisión a una base imponible que respalde su valor; en 

cambio, se lo presenta a la opinión pública como un atributo gratuito provisto al gobierno por la nación, 

validado por su aceptación en el pago de impuestos y capaz de movilizar el crédito por el respaldo y 

confianza en el Estado (Caro, 1892). Su relación con la base impositiva se trastoca en su intento por 

definir la unidad de cuenta. Particularmente, para el caso de las salinas, se vuelve uno de los medios de 

validación de los billetes por su aceptación en las compras de sales y por su inmersión en la discusión 

sobre la razón de ser del papel-moneda frente a las tensiones alrededor de la imposición de tributos, 

sobre todo en épocas de guerra (se retornará sobre este tema en el capítulo 3). 

Los billetes de tesorería fueron unos instrumentos diseñados con el objetivo de ser un medio de 

circulación más amplio entre las capas sociales, respondiendo a una serie de problemáticas fiscales y 

monetarias del régimen socioeconómico adoptado en el país. Bajo su carácter de moneda fiscal, 

pretendía sostenerse en unos principios sólidos que posibilitaran su confianza en la sociedad, 

regularizando los intercambios y el crédito. Sin embargo, su operación quedó atrapada en una espiral 

 
89 Durante el nuevo ciclo de emisiones de documentos de corto plazo, el panorama de la producción salinera es 

diferente, dado que en la segunda mitad de la década se introduce la administración directa por parte del ejecutivo. 
La renta de salinas en general venía en una caída de su participación en las rentas totales de la Unión y, en particular, 
la renta provista por la salina de Zipaquirá reducía su centralidad en el total nacional obtenido por la venta, directa 
o indirecta, de sales (se ampliarán estos temas en el capítulo 3). 
90 Ese remanente de vales en circulación para el año 1888, se divide en dos: $199.795 correspondientes al Comité 

de Tenedores de Pagarés del Tesoro y $233.714 emitidos por concepto de pensiones (Memoria de Hacienda, 1888, 
p. 31). 
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especulativa con los cambios erráticos de las normas monetarias. Además, al seguir atados al negocio de 

la sal, sin poder romper con las fuertes brechas de la jerarquía monetaria, se redujo su función como 

moneda y pasó a ser un instrumento para capturar mercados (el de sal) y obtener rentas mediante las 

valorizaciones/desvalorizaciones en función de los cambios en el precio de la sal, la disponibilidad de 

metálico y la legitimidad del gobierno.  
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3. Los entramados sociales de la renta salinera: 

una aspiración difusa de libertad y justicia. 

 

Al fungir como impuesto o contribución, el precio determinado por el monopolio debe seguir un 

protocolo en la comunidad de pagos, respetando los arreglos de paridades de un sistema de patrón 

metálico. Es una forma que garantiza la soberanía, puesto que su imposición le otorga al mismo tiempo 

la posibilidad de definir el gasto. Son las dos caras de la misma moneda que constituye el presupuesto. 

Así, como en la mayoría de los Estados liberales y modernos en construcción, responde a la búsqueda 

del equilibrio en términos presupuestales, cuyo control lo ejerce el legislativo como representante de los 

grupos económicos que, al prestarle al gobierno, buscan garantías para que les devuelva el capital 

consignado (Théret, 1995). El ejecutivo se limita al ramo administrativo y la ejecución de las fuerzas de 

seguridad. El régimen político en construcción por parte de las regiones va contra este principio y, por 

lo general, actúa de manera residual y pasiva frente al ejecutivo. ¿Por qué? La dinámica de las elecciones 

bajo fraude y acaparamiento del partido en el poder, evitan una representación consistente con proyectos 

políticos que puedan ejercer un efectivo contrapeso. El partidismo, que rebasa muchas veces al mismo 

gobierno y su institucionalidad (Delpar, 1994), teje redes clientelares donde la contrapartida es una 

asignación presupuestal que se define durante los periodos de guerra, más que en la deliberación en los 

tiempos de paz. En este sentido, la figura del poder central se forma por la cesión simultánea de 

soberanías que se da durante las guerras civiles, configurando objetivos comunes que lo hacen posible: 

la paz, la restauración moral, definen el alcance que sostiene la destrucción de las barreras que la geografía 

y la cultura construye, oponiendo visiones incompatibles de vida asociados a los regionalismos. Y la 

coherencia y la permanencia de la cesión de estas soberanías depende de la estabilidad de la deuda, por 

lo que se configura una cierta discrecionalidad en el manejo de los fondos de amortización ya sea de las 

aduanas o de las salinas.  

El manejo del precio de la sal, desde fechas tempranas como 1838, fue entregado, consecutivamente, 

por el legislativo al ejecutivo. Su nivel es una responsabilidad mayor que está ligado a la estabilidad de la 

paz. No la determina completamente, pero es un componente fundamental de la ordenación de los 

pagos cuando se centraliza y se reconocen las deudas emitidas de forma descentralizada durante la guerra, 

aunque con un mandato superior. Es por esto que la organización administrativa de las rentas de salinas 

se inserta en la lógica de las reformas del Estado moderno, que coge fuerza a partir de 1845, y organiza 

unas dependencias y figuras jurídicas para su funcionamiento con el objeto de hacer transparente el 

manejo de los recursos, ordenar y facilitar la información para las políticas del gobierno y mejorar a la 
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eficiencia de los funcionarios (Peña, 2003). Mediante la estandarización de las normas, empezado por 

las contables, se logra establecer medidas en pro de la exactitud y la evaluación de la marcha de los 

asuntos públicos. Se trata de una maduración de elementos institucionales para actuar sobre asuntos 

públicos que delimita el orden institucional91. El perfeccionamiento y la readaptación de la 

administración de las salinas permite la operación a partir de criterios más contundentes en el marco de 

los poderes asignados a la función pública, sin romper con el federalismo que se implanta en las 

constituciones previas a la de 188692. Inclusive, es parte del estandarte del federalismo colombiano dado 

que le da soporte legal al manejo racional de la contratación, de la supervisión de la producción, el 

manejo de la información, la recolección de recursos, la programación de los gastos y los egresos 

necesarios para coordinar distintos actores sociales bajo la idea de una razón de Estado superior y que 

supone la dirección coherente de jurisdicciones diferentes a nivel del rango político, de espacialidad y de 

actividad económica93. Esto, a primera vista, podría no tener nada de novedoso, puesto que, desde la 

colonia, bajo el orden legal de una monarquía que, además de instaurar el derecho romano y la 

administración patrimonial de los territorios del rey, también contemplaba la existencia de bandos que 

cumplieran objetivos generales del reino. Las corporaciones, en su propia medida, integraban elementos 

de juicio que daba una escala en las jurisdicciones. Lo que es realmente diferenciador es la transversalidad 

que se asume con la condición de ciudadano frente al campo jurídico como un todo, separando la 

aplicación de justica de la cabeza del ejecutivo. Por eso mismo, la acción del derecho privado y derecho 

 
91 Florentino González: “Es la acción de las autoridades sobre los intereses y negocios sociales, que tengan el 

carácter de públicos, ejercida conforme a las reglas que se hayan establecido en una nación para manejarlas” 
(Villalba, 2009) 
92 La demanda de los Estados de Cundinamarca, Boyacá y Santander a la Unión por el cumplimiento del pacto 

federal, por una autonomía en el manejo de los recursos propios (por tanto, una búsqueda de soberanía sobre las 
salinas centrales), implicaba un continuo desafío al orden político establecido. En especial, se reclamaba por el 
desbalance en términos fiscales para el sostenimiento de la Unión colombiana a través del peso de monopolio 
sobre la población central, sin que existiese retribución puntual. De este modo, se socavaba el principio de igualdad 
entre los Estados, debido a que la guerra que había fundado la república liberal del 63 era sostenida, mediante el 
pago a la deuda, sin una correcta asignación de cargas. Con el tiempo, la Unión estableció acuerdos con los Estados 
consumidores de la sal del monopolio, para que, de acuerdo con su consumo, recibiera una compensación para 
obras de fomento. Así: “la mitad del derecho de importación e internación para los que consumen sal marina, i 
medio centavo por kilogramo a los que consumen sal de las salinas nacionales. Este auxilio que es destinado 
exclusivamente al fomento de las vías de comunicación se distribuirá en proporción de la población, consumidora, 
la que probablemente dará poco más o menos el siguiente resultado: 16 a 20 mil pesos para Cundinamarca i otro 
tanto para Boyacá. 15 a 18 mil para Santander. 10 mil para el Tolima. 1 de 6 a 8 mil para el Cauca”. BLAA (Boletín 
Industrial, 17 de junio de 1869) 
93 “Supungo que la mina de sal de Zipaquirá fuese de oro, i no de sal, ¿Vendría el Gobierno el oro produjera no mas que al precio 

de explotacion? Entonces las esmeraldas de Muzo deberian también venderlas a este precio; es decir que deberian regalarse al estranjero 
que las esplot, sin exijerle derecho alguno por el valor primitivo del precioso material... Todo esto viene de un falso principio, que si por 
desgracia se jeneraliza, puede causar funestas consecuencias, hasta la relajacion de los lazos de Union, bajo cuya bandera estamos 
agrupados: es el de que "la propiedad nacional no tiene valor primitivo, ni que sus productos tienen precio". No lo determina Dios; 
pero temo quesi vagan sin contradicción semejantes ideas, que halagan tanto las pasiones lugareñas, no tardemucho en el dia en que 
cada uno de los Estados que forman la Union colombiana, se crea con el derechoa repartirse o apropiarse los valores de propiedad 
nacional, que constituye to el porvenir de la República, sin lo cual jamas llegaráal alto grado de prosperidad, poder i grandeza a que se 
está predestinada la providencia...”. BLAA, Libros raros, Panfleto suelto, Representación al Presidente, p. 43. 
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comercial, las escalas de poder local y regional y nacional y los principios constitucionales y de crédito 

público puede definir una jerarquía topológica, donde cada subgrupo mantiene su autonomía relativa y 

sus instancias de legitimación (Théret, 1991)94.  

Ahora bien, los matices en este planteamiento son la norma en la joven república. Debe recordarse que 

esta no se funda haciendo tabula rasa del contenido histórico de sus gentes; las excepcionalidades de su 

desarrollo como democracia dependen de la vivencia común de un relato con unos tintes un tanto 

trágicos que va asumiendo la vida de cada granadino o colombiano. Pero la difusión de valores e ideas 

y el debate en sí despierta un elemento consciente sobre los espacios de articulación nuevos que ofrece 

la democracia. Por eso mismo, la discusión pública que suscita la existencia del monopolio sobre la sal 

y su renta recoge las voces de innumerables sectores, demandando que la institucionalidad las integre. 

Para que la renta de salinas fuese como tal un arbitrio del Estado requería de su control en toda la 

república. Por eso, en el año de 1828, se establece que todas las minas y fuentes de agua salada se 

determinan como de propiedad nacional. A lo largo de todo el siglo, el Estado intentó regular el expendio 

de sal para su consumo en todos los territorios, eso sí, teniendo que balancear el tipo de presencia 

efectiva que podía realizar, sobre todo en las zonas más apartadas o en las que no existían un interés 

estratégico. Las más grandes y rentables, ubicadas en el centro del país, en Cundinamarca (Zipaquirá, 

Nemocón, Tausa y Sesquilé) y en Boyacá (Chámeza, Receptor y Pajarito), por su ubicación próxima a 

los centros más poblados del país, a la capital y a una tradición institucional que recoge los cimientos de 

un pasado colonial, tiene una presentación particular sobre la opinión pública. El panorama que se 

construye en estas zonas está cargado de una confrontación constante sobre la legitimidad de la 

apropiación de las sales y la construcción de mecanismos efectivos de poder para controlar a la 

población. La presencia de un gran número de indios o mestizos que, bajo la creencia colectiva que 

pervivía en sus mentes sobre el derecho natural que le correspondía a la sal, libraban una batalla constante 

por algún tipo de reconocimiento por parte del Estado. Si bien aceptaban que existiese una contribución 

a una autoridad, precisamente la coexistencia de distintos escenarios de poder (local vs nacional) llevaba 

a que se apelara a uno u otro para reconocer parte de sus derechos. En las salinas del norte de Bogotá, 

por lo general se buscó el respaldo de la figura central, ante la adversidad que le ofrecían los elaboradores 

oficiales de sales y algunos comerciantes, quienes se apoyaban en el poder local para imponer sus 

 
94 “Pero la ocasión es oportuna para manifestaros, aunque sin la autorización que me da el encargo de la Asamblea del Estado, que 

el impuesto de que se trata envuelve una injusticia que mina la asociación Federal; puesto que grava a unos Estados i a otros no, 
resultando que no son iguales los cargos entre los que han tratado bajo un mismo pié i con iguales derechos. Esa injusticia está además 
entrabando varias industria que necesitan de la sal al menor precio a que la pondría la competencia individual en su libre producción: 
está impidiendo el advenimiento de otras industrias que nacerían el día en que cesara el monopolio; i, lo que es peor, está violentando i 
desmoralizando con el ejercicio i desmoralizando con el ejercicio i la persecución del contrabando a poblaciones enteras, que tiene una 
inclinación irresistible a la ocupación de elaborar sal, porque comprenden”.  BLAA, El Cundinamarqués, (10 de febrero de 
1863). 
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intereses. Las manifestaciones políticas de muchos pobladores, con levantamientos o pronunciamientos 

buscando la justicia del Ciudadano Presidente, extendían una crítica sobre la operación de la renta y el 

reclamo a una participación en ella. 

En Boyacá el poder de las autoridades locales es mucho más marcado y teje lazos muchos más fuertes 

con los contratistas, sin que el poder central asuma un control más riguroso como en Cundinamarca. 

En contraste con este último, donde, al menos en la salina más grande (Zipaquirá) se llega a realizar 

contratos de elaboración con particulares e incluso se dan pasos para la elaboración oficial directa en el 

epílogo del Olimpo Radical, en Receptor, Pajarito y Chámeza se usa el arrendamiento para obtener la 

renta. Los arrendamientos muchas veces resultan en un cuestionamiento de las autoridades centrales, 

con una fuerza que se debe destacar por el tipo de tejido que logra armarse a nivel local para desconocer 

los bandos superiores. 

La disputa por el radio de consumo de las salinas centrales pasa a ser un motivo de discordia regional, 

habida cuenta de la multiplicidad de fuentes para el abastecimiento de la sal: importaciones del Perú 

(para la costa pacífica y algunas zonas interiores del Cauca), cargamento legales o ilegales desde Jamaica, 

Santo Domingo y otras islas del Caribe que surten la costa norte, las ricas fuentes de agua salada en 

Bolívar y en lo que hoy es la Guajira, las de Antioquia esparcidas por todo su territorio, las de Cumaral, 

en fin,  todo una miríada de posibilidades que llevan al Estado a implantar medidas que balanceen los 

recursos fiscales, su soberanía en todas las regiones y la eficiencia de las fórmulas combinadas como un 

todo95. Se diseñan derechos de internación, cuotas para la introducción de las sales, el arriendo de las 

minas de sal con un radio de consumo inmediato importante y aparecen algunos almacenes oficiales. 

Con el paso de los años, se da una pérdida progresiva de las áreas de consumo de sales de interior, en 

 
95 A inicios de la década de los ochenta, con los debates frente a la libre elaboración en pleno furor y una 

desorganización interna del ramo de salinas, el ministro de Hacienda consignaba lo siguiente en su memoria: “Si 
el gobierno federal ha de atender a todos los servicios administrativos de importancia, entre los cuales hai algunos 
como el crédito nacional interior i exterior, el órden público i la instrucción primaria i secundaria, que no pueden 
dejar de prestarse sin crear una situación insostenible, es indispensable poner los medios necesarios para que la 
renta de las salinas no desaparezca o no se reduzca a proporciones demasiado exiguas, i entre esos medios está, 
principalmente, el de hacer efectivos los derechos de internación” Memoria de Hacienda (1882, p. 66). El hecho 
fundamental, por ende, que entraba en disputa no era solamente el derecho a la libre concurrencia, pues, si sólo se 
hubiese dependido de ese punto, las salinas marítimas que, de acuerdo con el ministro, no tenía grandes costos de 
producción, no hubiese tenido límite para su internación en los mercados interiores. Pero, como el sostenimiento 
de la renta se hacía indispensable (al igual que los derechos de los empresarios del interior que habían asumido la 
libre elaboración a partir de la vijúa), se reclamaba por un impuesto de internación. Según el funcionario, los límites 
a las ganancias de los elaboradores de la costa los ponían los fletes del transporte, por lo que se requería ajustar las 
condiciones de “competencia”. Para esto, presentaba los siguientes datos:  1) el valor de 10 arrobas de sal de la 
costa en Socorro era de $12,70 ($2 por el costo de las 10 arrobas de sal, $0,70 por el empaque y $10 del flete) y 2) 
el valor de la misma cantidad de sal, pero producido en Zipaquirá, de aproximadamente $13,80 ($5 por el costo de 
las 10 arrobas de sal, $0,80 por el empaque y $8 del flete). Comparativamente, se ve el diferencial introducido por 
los costos de elaboración, mucho más altos en el interior, pero, compensado ligeramente por los de transporte, 
para lo cual se precisaba de una tasa impositiva para que la renta se mantuviese en el tiempo. 
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especial de aquellas más cercanas a los puertos en el Magdalena y que son punto de encuentro del tránsito 

de rutas comerciales más amplias. Las mejoras en la infraestructura, con el impulso particular de la 

navegación de vapor logra que las sales lleguen a puntos dónde sólo dominaba la sal de Zipaquirá.96 Para 

finales de la década del setenta se anotaba con preocupación este fenómeno, producto, entre otras cosas 

de la disminución y eliminación de los derechos de internación, que buscaba promover la armonía con 

los comerciantes de la costa y hacer honor a un principio liberal que atacaba el cobro de impuestos al 

comercio interno (ver cuadro 3.1 y 3.2 que dan cuenta de la magnitud de la producción el consumo de 

las áreas geográficas fuera del alcance de las salinas centrales). La rebaja del precio de sales expedidas en 

el interior coadyuvó a “desmoralizar” la renta con una caída del producto. Ambas medidas trataban de 

sentar la paz como principio fundamental de los Radicales en los setenta, apoyados por el incremento 

espectacular de la renta de aduana por la colocación favorable de los productos exportables en los 

mercados europeos, en particular, la quina97. 

 

 
96 En tiempos precolombinos, la sal fungía con una relación simbólica y económica de los muiscas en el altiplano 

con los indígenas de las tierras bajas, proporcionando un flujo importante de recursos de lado y lado, asegurando 
una estabilidad en las relaciones muchas veces tensas en las zonas de frontera de los territorios (Groot, 2008). Bajo 
el dominio español, con la reorientación de la actividad productiva, se da forma una especie de mita-salinera que 
está en función de las necesidades de elaboración de la plata en primer lugar antes que para el consumo. Este 
último ahora depende del mercado como el principal abasto, cuando las encomiendas y la imposición del tributo 
a los indios forman parte de las nuevas herramientas para canalizar recursos para el sostenimiento de los poblados 
y sus necesidades. El enfoque netamente fiscal aparece con las reformas borbónicas que establecen los monopolios, 
entre los más importantes los del tabaco y la sal, que hace mutar el sentido de las relaciones que se establece entre 
la sal, los consumidores y el gobierno. Por eso, cuando el área de influencia tradicional de las sales del centro del 
país se encuentra amenazada, prevalece la razón fiscal en la determinación de las acciones oficiales. 

97 En 1850, cuando se discutió la descentralización de rentas y gastos, se propuso, inicialmente, otorgar la renta de 

las salinas a las provincias a cambio del 20% de los ingresos totales de estas últimas. Si bien el proyecto no maduró, 
se gestó en su lugar un compromiso por parte del gobierno central de reducir el precio de la sal para beneficiar con 
la ampliación de su consumo a los habitantes que cargaban con el peso de monopolio e incluso extenderlo a las 
áreas que se proveían de sales extranjeras (a través de Mompox y Cúcuta). El asunto que complejizaba el 
mantenimiento en el tiempo de esta promesa radicaba, además de la discrecionalidad del precio oficial frente a las 
urgencias fiscales, en la interacción entre el monopolio y el mercado salinero. Las expectativas de cambios de 
precios establecían una inconsistencia en las políticas del gobierno central, debido a que, frente al deterioro de su 
renta más segura, se buscaba aminorar el impacto mediante una subida del precio oficial (rompiendo con los pactos 
con las regiones). Así, como lo describe el secretario de hacienda Manuel Murillo en 1852 en su informe al 
congreso, la ejecución de la promesa de 1850 en torno al precio oficial llevó a una acción especulativa en el 
mercado, originada en los rumores sobre una supuesta provisionalidad en el menor precio de venta, llevando a que 
los agiotistas se surtieran al máximo de las sales oficiales. Paralelamente, se fue generando en los mercados un 
incremento del precio (no oficial) de la sal que, para el asombró del gobierno, no parecía tener pronta finalización. 
En esa oportunidad, el gobierno dispuso vender, en la medida de lo posible, la sal al mayor número de personas 
para evitar el acaparamiento, sin requerir de un alza en el precio de la sal para detener la merma en la renta pública. 
Sin embargo, la sostenibilidad de un bajo precio no era permanente, por lo que la política de precios dejó de ser el 
centro de las discusiones entre las regiones y el gobierno central, introduciéndose, como se refirió, la asignación 
de un porcentaje de la renta salinera a las regiones para obras públicas. Con el paso del tiempo, este tipo de arreglos 
provoca la mutación (parcial) de la relación política y fiscal entre los Estados soberanos y la Unión haciéndola más 
cercana a la de un orden descentralizado que al de uno federal puro. 
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3.1     Producción de sales en las salinas de la Costa y Antioquia 

Área kgs (anual) 

Producción de sal de grano, Antioquia 900.000 

Salina de Galera de Zamba, de propiedad particular, en Bolívar. 5.625.000 

Salina de Chengue, cedida por 20 años al Estado de Magdalena 562.500 

Otra salinas en el mismo Estado 68.500 

Sal introducida en la Aduana de Rio Hacha i producida en aquella costa 764.000 

Sal recogida en la Costa Guajira 630.000 

Id.introducida por SantaMarta 1.800.000 

Total de los dos Estados (Bolivar y Magdalena) 9.449.000 

3.2 Consumo de sal según el origen de la producción 

Consumo de sal según origen (Kgs) 

Producción de las salinas de la Unión  9.549.353 

Producción en las salinas marítimas 9.449.000 

Producción en las salinas de Antioquia y Cauca 1.000.000 

Importada 1.646.972 

Total 21.645.335 

Consumo por habitante, (kilogramos) 8,94   

Fuente: Memoria de Hacienda, 1869 (Sec., Miguel Samper). 

De todas formas, la redistribución de las fuentes de compra y producción de sal tiene una racionalidad 

que se va perfilando en función de unos componentes ideológicos (contra la figura del monopolio y a 

favor de la libre empresa) y prácticos (mejorar la eficiencia de la renta) que se ven truncados por el 

desempeño económico y político del país. El gráfico 3.1 permite apreciar una serie de tendencias 

periódicas de caída en la participación de la renta de salinas de Zipaquirá en el total de la renta salinera 

del gobierno central. El hecho de que existiesen gran variedad de fuentes de agua salada y unos ciclos 

de revitalización económica regional desencadenaba un mayor pedido de todo tipo de productos, 

incluyendo la sal, que podían ser sostenido por el mayor poder de compra, pero que no necesariamente 

debían ser atendidos por las salinas centrales (Zipaquirá, Nemocón y Tausa). Así, como fórmula para 

atender el contrabando, se disponía a aumentar la disponibilidad de la sal bajo control institucional, y 

que a su vez estuviese ligado a las prácticas comerciales de las zonas demandantes. Por esto mismo, es 

posible ver una menor dependencia de la producción de Zipaquirá, verificada en la evolución de la 

producción bruta, líquida y los gastos de elaboración en términos relativos. Sin embargo, este 

comportamiento es cíclico y se revierte fuertemente durante algunos años en particular, coincidiendo 

con las guerras civiles y los periodos de depresión económica. Durante los enfrentamientos las guerrillas 

hostigaban las salinas, los ejércitos buscaba reclutar trabajadores, confiscar mulas y canalizar el metálico 

producto de las ventas, trayendo consigo una centralización de las operaciones en la salina de Zipaquirá, 

en principio, como un objetivo estratégico. Por lo tanto, no puede entenderse el crecimiento de esa 

participación sólo por el incremento en los precios oficiales, sino también por la pérdida de otras rentas 
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y de los mercados habituales (sin contar con el daño que se pudiese causar durante esos periodos 

convulsos a la marcha de los trabajos, a la rentabilidad de los elaboradores o a los comisionados en la 

importación o negocio de sales).  

Gráfico 3.1 Peso relativo de las salinas de Zipaquirá en el total de la renta salinera central (Producto 

bruto, producto líquido, Gastos de producción) 

 

Fuente: Galindo (1874), Ortiz (1888), Memorias de Hacienda (1861, 1866, 1874, 1878, 1880, 1885, 1888) 

A pesar de todo, el Estado intenta hacer esfuerzo para materializar la renta en los diferentes espacios de 

la República, tratando de asentar su legitimidad, de manera muy evidente entre finales de los sesenta e 

inicios de los sesenta cuando la recuperación económica lo permite. El resultado, sin embargo, es 

ambiguo dado que las crisis económicas del 76 y el 82 vuelven a dar al traste con las cuentas públicas, 

aumentando, nuevamente, el peso relativo de las salinas en el total de las rentas (del 20 al 30%) y el de 

las salinas centrales sobre el total del ramo correspondiente. Entre otras cosas, abre paso al discurso que 

ataca la anarquía y el desorden del Olimpo Radical y que da fuerza al proyecto regenerador: los intentos 

de atender a las demandas de los comerciantes de diferentes zonas del país, muy a pesar del efecto sobre 

la renta, con un aura conciliadora y pacíficamente, condensa la promulgación de la libre elaboración. 
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Respondiendo, en parte, a los avances técnicos que hicieron plausible una disminución de los costos de 

producción de sal vijúa para su venta libre a los agentes privados que se encargaran de su transformación, 

se abría camino para el gobierno pudiese controlar la mayor parte de las rentas dispersas que se daban 

en el país. La construcción de una economía de escala con las minas de sal vijúa en Zipaquirá permitió 

recuperar gran parte del mercado perdido por la competencia de las sales extranjeras, pero 

descentralizando la elaboración, haciendo factible, de ahora en adelante, la asignación indirecta de 

pequeños privilegios, muy a pesar de que se consignaba en los discursos oficiales, que quería favorecer 

la eficiencia de la empresa privada.  

El decreto 509 de 1886 que instaura la libre elaboración resulta interesante porque ofrece un ejercicio 

de comparación que enriquece la visión sobre el periodo del Olimpo Radical. A grandes rasgos, se asume 

que este periodo da cuenta de la máxima expresión del libre cambio, de un diseño estatal limitado a 

garantizar unos derechos individuales como eje de la propagación de las fuerzas del mercado98. En la 

literatura económica, se ve este periodo como un gran transformador por la creación de una legislación 

que auspicia la eficiencia a través de la iniciativa individual, contraria a las anacrónicas instituciones 

coloniales o las represivas fuerzas de la Regeneración (Kalmanovitz, 2004). No obstante, estas 

consideraciones pueden tener un tinte más ideológico, que empírico en cuanto al análisis de los 

fenómenos históricos. Rápidamente, para los liberales radicales su experiencia les señala que el Estado 

debe tener un papel más activo en la economía, no reduciéndose sólo al mantenimiento de las 

libertades99. 

 
98 El federalismo es la expresión política de esas demandas del individuo que sustenta el libre mercado, pues acerca 

a la administración pública a un nivel más democrático (por las ventajas que ofrece el autogobierno a causa del 
mejor conocimiento de la información, del menor riesgo moral y del equilibrio de las cuentas públicas que surge 
de acercar los ciudadanos a la toma de decisiones). Los individuos asumen el presupuesto equilibrado como un 
compromiso que les beneficia directamente, por lo que su conservación está en línea directa con el respeto de los 
principios que rigen las soberanías cedidas por la Unión a sus ciudadanos. La paz es consecuencia de un sano 
ejercicio político que no contempla el déficit, puesto que su surgimiento alimentaría la competencia entre Estados, 
la desestabilización de la Unión y la mayor dependencia de esta última. 

99 Es importante aclarar este aspecto: en el constructo teórico de la mayoría de los hombres de Estado 

decimonónicos siempre estuvo la idea de abolir el monopolio y transitar hacia la instauración de la libre elaboración, 
representando, fielmente, la influencia del pensamiento liberal. Aníbal Galindo, por ejemplo, como Administrador 
de Rentas Subalternas, sugería, a finales de la década de los cincuenta, el abandono de la elaboración por parte del 
gobierno, asignándola a los privados y dejando sólo la entrega de la materia prima (vijúa) a cargo de los entes 
oficiales. Por su parte, Miguel Samper, en su memoria como secretario de 1869, sugería un impuesto único de 40 
centavos por cada arroba como forma de unificar la extracción de recursos, promover la iniciativa privada y desligar 
al gobierno de las intrincadas fases de la producción de sal. En esta dirección, a mediados de los setenta, y 
finalizando el contrato de elaboración de las salinas de Zipaquirá, el congreso, mediante la ley 33 de 1875, otorgó 
al Ejecutivo la Administración directa, seguido de un decreto (N° 22 de 1876) para oficializar la libre elaboración. 
Retardada esta última, no obstante, por las necesidades fiscales y la guerra de 1876, no pudo ser sino hasta la década 
de los ochenta que los gobiernos regeneradores pudieron implantarla. Es decir, el acuerdo sobre ese sistema (libre 
elaboración) y la modificación de los mecanismos internos de la renta era, hasta cierto punto, un acuerdo que no 
reconocía tintes partidistas. Lo que se quiere señalar es la transformación de la operacionalidad del Estado de cara 
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Los primeros años como república dieron unas enseñanzas muy valiosas en el manejo de la renta de las 

salinas. Prontamente, se vislumbró la necesidad de poner en orden la producción de la sal y de regularizar 

su entrega en función del déficit o superávit, para lo cual se demandaba atender a las problemáticas que 

suponían la participación de los privados y una mayor dependencia de los mecanismos del mercado. 

Durante el periodo colonial, la atención de las autoridades del Rey se enfocó, especialmente, en los 

requerimientos de plata de las minas del occidente del país, por lo cual la dirección activa, tanto a nivel 

de mano de obra, recursos y capital, era vital para evitar una parálisis en la producción de dicho metal. 

Los avances de la técnica en la producción de metales ubicaron a la oferta de sales en un nivel secundario, 

por lo que el arreglo de su sistema se dirigió netamente al consumo y a la conservación de alimentos en 

los mercados internos. 

Las tendencias de la economía política, que resaltaban los beneficios de la participación de los privados, 

llevaron a que los en las primeras décadas se iniciara la elaboración privada, a cambio de una 

contraprestación al Estado de una suma de dinero anual. Los primeros arrendamientos, sin embargo, 

adolecieron de una serie de fallas que otorgaron una cantidad enorme de poder a los elaboradores, 

suponiendo que, al procurar un gran margen de beneficios, estos redundarían sobre las inversiones 

necesarias para aumentar la eficiencia de los procesos de producción, que ya tenía varios años de 

abandono en muchos frentes. La ampliación del sistema de galería requería de una sofisticación mayor 

y de conocimientos en geología que estaban ausentes en el anterior uso a gran escala de agua salada de 

las fuentes que brotaban por algunos de los territorios de la sabana de Bogotá y al occidente de Boyacá. 

Efectivamente, se introdujeron calderos, se mejoraron vías, se construyeron canales, se adecuaron 

edificios y se compró herramienta que la producción precisaba ante la creciente demanda. Toda una 

serie de gastos que, según el contrato firmado el 1 de octubre de 1831, sería reconocido por el Estado. 

En aras de procurar una renta creciente para los gastos fiscales del Estado, pero que disminuyera su 

influencia directa en el proceso de elaboración, el gobierno dispuso, aumentar, en primer término, los 

arrendamientos que obtenía por la otorgación de los derechos, pero también consideraba unas alzas en 

la remuneración ofrecida a los asentistas (pago por arroba de sal). Se pretendía conciliar dos intereses 

contrapuestos en favor de un monopolio, que, a pesar de ser criticado por no expresar un 

comportamiento eficiente de mercado, intentaba proyectarse oficialmente como un agente económico 

 
a los problemas que reproducían el régimen socioeconómico y político, y en el que los radicales fueron activos en 
el proceso. El abandono de la administración directa no sólo fue una cuestión que estuvo truncada por elementos 
circunstanciales, sino que, en realidad, se pensó sobre su efectiva eficiencia (se retornará sobre esto al final del 
capítulo) y la manera de reemplazarla (el impuesto general al consumo de sal no fue instaurado en ese siglo y el 
debate alrededor de los beneficios del abandono de la elaboración siguieron durante los ochenta, como se aprecia 
en cada una de las memorias de hacienda entre 1880-1890, ante la fuerte caída en los rendimientos de la renta). 
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más que proveía de un bien mayor a todo la República100: “Pero este monopolio, es una contribución 

establecida sobre el pueblo para pagar los gastos i servicios de la administración nacional, i es de 

consiguiente un beneficio para la sociedad” (Cuervo & Morales, 1836 [1834], p. 35). La gran falla se 

encontraba, no tanto en el monopolio, según se exponía desde el gobierno, si no en las disyuntivas que 

planteaba producir y administrar la producción y venta de sal dado que no se podía atender de manera 

simultánea al cuidado de los objetivos públicos y al progreso continuo en eficiencia que sí traía la 

iniciativa privada: “en consecuencia arrendó el estado las salinas, o en otros términos, enajenó 

temporalmente el derecho de hacer el monopolio de este ramo, vendiéndolo al mas caro precio que fue 

posible” (Cuervo & Morales, 1836 [1834], pág. 35).  

La subasta pública, las regulaciones en la contratación y la ejecución de lo pactado suponía que los 

asuntos públicos funcionaran bajo la premisa de la competencia del mercado que buscaba los mayores 

rendimientos ofreciendo el mejor sistema de explotación, es decir, con los menores costos de 

elaboración. De acuerdo con los datos suministrados oficialmente, esta caída en los costos de producción 

sí se produce, si se compara con los costos que había en el sistema antiguo: 3 ½ reales por arroba bajo 

la administración directa frente a 2 ½ reales que se habían obtenido en la renovación del contrato con 

los asentistas en el año de 1834 (Cuervo & Morales, 1836 [1834], pág. 29). Sin embargo, y aún con la 

caída de los costos que resultaban de las mejores técnicas y la supuesta mayor eficiencia de los privados, 

el sistema contenía unos espacios para la vulneración de los intereses públicos y que contribuyeron a 

solidificar el poder de mercado de los asentistas, que cristalizaría un largo dominio sobre el negocio de 

las sales. 

Cuando en 1834 se recurre, nuevamente, a los anteriores asentistas para la celebración de un nuevo 

contrato, no se debe solamente a la experiencia adquirida en el tema. En particular, uno de los puntos 

que más llama la atención es la compra de sales por parte del gobierno del stock que tienen almacenados 

los elaboradores en diferentes almacenes en el interior del país (Ubaté, Chocontá, Aguatá, Mesa de Juan 

Diaz y en Bogotá). La suma, para nada despreciable (90.000 pesos en sales), ponía en juego el futuro de 

la renta de las salinas, dado que el primer contrato les reconoció la posibilidad de acumular sal por encima 

de los niveles estimados de la demanda, en parte, como compensación por lo gastos que iban a 

emprender en mejoras. La situación para el Tesoro era realmente complicada, porque en caso de firmar 

el contrato con otro grupo de personas diferente, se exponían a la competencia de las sales almacenadas, 

 
100 “Es mui fútil el pretender que la sal no tenga positivamente el valor de seis reales i medio, a pretesto de que ese valor lo tiene el 

monopolio. Sea cual fuere la causa porque una cosa valga mas, siempre es una verdad incuestionable que una cosa vale tanto, cuanto 
es el valor que se ofrece por ella; porque no hai otra medida del valor de las cosas, que las cantidades de las otras que se dan a cambio. 
Si los asentistas dan al gobierno sales al precio de 4 0 6 arrobas; i si este gobierno las puede vender inmediatamente por igual o mayor 
cantidad, no es posible que ningún hombre de buen sentido i desprevenido, niegue, que dichos asentistas entregaron el mismo positivo 
valor que estipularon”. (Cuervo & Morales, 1836 [1834], p. 34-35) 
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las que se ofrecerían, naturalmente, a un menor precio que el oficial (frente al cual el Estado no podía 

competir) o se empezaría con una guerra de precios que le quitaría la razón de ser al monopolio. Para 

completar, debía pagársele la indemnización correspondiente a los anteriores asentistas por las mejoras. 

La salida más factible, a la luz del gobierno, sería negociar con los mismos personajes (Vicente Azuero, 

Mariano Calvo y Alejandro Mc Dowall como apoderado de Diego Davison), procurando reducir las 

condiciones más onerosas de los derechos otorgados por el anterior contrato y ajustar en el nuevo las 

herramientas que evitaran un daño para el fisco producto de los incentivos ofrecidos a los privados.  

Los asentistas estimaban que la venta de sus sales almacenadas en el mercado le procurarían cerca de 

300.000 pesos, partiendo del precio oficial de seis reales y medio. Ahora bien, al momento de negociar 

el nuevo contrato el gobierno compraría las sales almacenadas al precio mucho más bajo de dos y medio 

reales, salvándose de un fuerte impacto en las rentas, mientras los asentistas aseguraban la posibilidad 

de recuperar con las utilidades ofrecidas por el nuevo contrato parte de la “pérdida” en el menor precio 

de venta. El gobierno, por su parte, asume un control más estricto sobre la producción indicando, con 

anticipación (25 días) las cantidades necesarias para dar alcance a la demanda, fijando un máximo 

obligatorio de 25.000 arrobas de sal compactada, 4000 de caldero y 8000 de vijúa. Superando ese tope, 

los asentistas no corren con la obligación estricta de entregarlas en su totalidad. Eso sí, se aplicará una 

multa de 1000 pesos por cada 1000 arrobas de sal que la compañía elaboradora deje de entregar, si no 

se ha superado el límite impuesto (Cuervo & Morales, 1836 [1834], p. 8). Así, en su conjunto, estas 

medidas trataban de limitar los incentivos que llevaban a una superproducción de sales que debieran ser 

reconocidas, más adelante, por el Tesoro sin poderlas realizar en el mercado. Inevitablemente, esto 

suponía que los asentistas mantuvieran el control de la elaboración por diez años en el nuevo contrato. 

De esta manera, se desdibuja, muy tempranamente, las premisas que permitía afirmar la existencia de un 

convenio perfecto del interés público y el interés privado, nada más ni nada menos que en el contrato 

de la salina más rica del país.  Por lo anterior, se buscó la posibilidad de establecer mecanismos de 

competencia entre los contratantes del Estado, a través de la estructuración de contratos de elaboración 

y explotación en distintos puntos de la República, donde se podía auspiciar un mayor margen de ganancia 

y ejercer una actitud estratégica frente a los elaboradores. Claramente, entran a jugar factores como el 

radio de consumo, el precio de venta al público, al elaborador, la ganancia para el Estado, el tipo de sal 

permitida para su explotación, entre otros, que tenían que ser tenidos en cuenta para ampliar las 

operaciones en otras zonas del país. 

La recurrencia en los problemas en la elaboración de sales en Zipaquirá hizo reforzar los temores del 

gobierno sobre la dependencia con respecto a una sola salina en funcionamiento. Con la idea de 

establecer nuevos contratos, en Boyacá, por ejemplo, se llegó a un animado debate ante la opinión 
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pública, donde los elaboradores de Zipaquirá expusieron sus reclamos ante la amenaza sobre sus 

utilidades. Los socios elaboradores Joaquín Escobar, José María Calvo, Miguel S. Uribe señalaron que el 

gobierno buscaba aliviar problemas fiscales que, sin embargo, podrían crear uno más grave ante la 

reducción de las ventas en las salinas centrales, basándose en tomar dichas medidas en preceptos falsos. 

La forma en que se proyectaba compensar, en cierta medida, el contrato de Zipaquirá era abriendo las 

salinas más cercanas a las ciudades consumidoras. En Boyacá se renovaría el contrato de las salinas 

Pajarito con la posibilidad de extraer sal vijúa, llevando a compartir mercados, restando rentabilidad a 

las salinas de Zipaquirá debido los menores costos de transporte y de intermediación que implicaba 

comprar la sal en las salinas más cercanas. El nuevo contrato para Receptor y Pajarito les permitía vender 

las sales a 5 reales la arroba, menor a los 6 reales y ½ de la salina de Zipaquirá, pero con un mayor precio 

de elaboración de 3 reales por arroba. Los precios diferenciales por zonas se someten al ataque basado 

en el concepto, bastante difuso en este caso, de la igualdad101: 

Semejante estipulación que solo tiende a favorecer decididamente a las salinas de Recetor i Pajarito en las cuales la utilidad 

del gobierno es tanto menor cuanto es mayor el precio que paga la elaboración i menor el de su venta al público, sino que 

establece una chocante desigualdad en perjuicio de los consumidores que tengan que abastecerse en Cipaquirá, Nemocón, 

Tausa o Chita ¿I qué razón de conveniencia o de justicia podrá darse para inclinar la demanda de sal precisamente en 

favor de las salinas en que menos utilidad tiene el erario? Tampoco nos parece conforme al principio de igualdad que hemos 

proclamado el que los habitantes de unas provincias se les obligue a pagar 6 y ½ reales, mientras a otros se les da a cinco 

reales; pues beneméritos como reconocemos ser los habitantes de Tunja, que son los que principalmente se aprovecharán de 

esta gracia, no nos parece que tengan derecho a ella con títulos mejores que los del resto de las provincias de la Nueva 

Granada. I no se díga, señores, que hai ciertas desigualdades inevitables, pues solo admitimos las que viene de 

la naturaleza, i nunca las que son causadas por las leyes [Subrayado hecho por el autor].  (Escobar, et al., 

1839, p. 2) 

Las desigualdades promovidas por las leyes, como ellos señalan, soslayan la propia experiencia histórica 

del funcionamiento de la renta de las salinas, debido a la configuración que se ha establecido para extraer 

rentas en los contratos. Su poder, además, se deja ver en el ofrecimiento que realizan en el escrito, donde 

se abre la posibilidad de ampliar la producción de sales en 40.000 arrobas mensuales102 (lo cual, no es 

atendido por el gobierno por ser superior a la demanda) y la rebaja de 20.000 pesos en la remuneración 

 
101 “Tiene que monopolizarse en todas sus formas, así como los consumidores tienen derecho a exigir que se les 

venda en la forma que lo soliciten para el tráfico i el comercio según la costumbre inmemorial. Injustificable sería, 
pues, que se les obligase a recibir sal de caldero cuando la pidieran compactada, que se les diese vijúa cuando 
consumen la de caldero. Así es que, la administración presente [Ospina, 1860] ha reconocido a tal punto este 
derecho en el comprador, que ha autorizado la venta del agua salada en la salina de Gachetá por un precio 
proporcional a la saturación que tiene, combinado con el valor a que se vende igual cantidad de sal en la salina de 
Cipaquirá”. (Memoria de Hacienda, 1860) 
102 Entregas mensuales entre 25.000 y 35.000 arrobas de sal. 
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que le ofrece al fisco por los años que restan del contrato (cinco, según la fecha del documento de 

Escobar, et al., (1839)). 

Manifestaciones de este tipo ponen en entredicho la palabra del gobierno, dado que limitan los beneficios 

de la regulación vía cantidades (en lugar de ser vía precio) del acceso a las sales a través del monopolio. 

La presión de los elaboradores pretende basar la adquisición de sales para el consumidor final por medio 

de los mecanismos del mercado, el cual, debido a las reventas de los comerciantes, generan precios 

muchísimo más altos, bloqueando la relación directa con el gobierno103. También cambia la estabilidad 

y la percepción sobre el sistema establecido de las salinas, porque vuelve borrosa su función al inhibir a 

algunos sectores de la compra de la sal. Por último, altera la posibilidad de ejercer un mejor control en 

las salinas más distantes que se ven sometidas a la mayor influencia de las autoridades locales, como lo 

demuestra Rosenthal (2012) en su estudio sobre las salinas de Receptor y Pajarito. El poder de los 

contratistas de Zipaquirá, Nemocón, y Tausa, en su afán por mantener la rentabilidad de sus negocios, 

pudo haber deformado seriamente la ejecución de políticas más justas con los pobladores de las zonas 

donde se podía elaborar y ofrecer sal a bajos precios (con el efecto presumible sobre el tipo de relaciones 

sociales que giraban alrededor de la elaboración de sales y su comercialización)104. 

 
103 La fragilidad de los mercados en las zonas distantes donde se ubicaban las salinas menores provocaba, no sólo 

el sobredimensionamiento del poder económico de los elaboradores, sino también una vulneración de los 
mecanismos de competencia locales ante la presencia de algún tipo de eventualidad. Por ejemplo, en la salina de 
Chita, para el año de 1852, ante la presentación de un suceso adverso que logra paralizar la producción de sal, el 
mercado es rápidamente acaparado por comerciantes que elevan el precio de la sal, llevando a que el gobierno 
central intervenga: “la salina de Chita no ha seguido la marcha regular que era de desearse, habiendo sido perturbada su elaboración 
por distintas circunstancias […] las vertientes saladas y las fábricas de elaboración están situadas en la banda una del río Casanare, 
mientras que los montes y minas de donde se provee de leña y barro para lozas de elaboración, están situados en la banda opuesta, 
comunicados por un puente que una fuerte avenida del río destruyó. No ha sido posible encontrar en las inmediaciones de la salina 
depósito alguno de carbón mineral, y los montes se encuentran ya a una gran distancia, de manera que el combustible escasea cada día 
más. Todas estas circunstancias reunidas imposibilitaron al elaborador entregar la sal necesaria para el consumo, lo cual permitió que 
una compañía de agiotistas comprasen repentinamente la sal, y alzasen real y medio al precio de cada arroba. Impuesto el Poder 
Ejecutivo de este suceso, dictó las providencias necesarias para impedir su continuación, y con efecto se mejoró el estado de las cosas” 
(Memoria de Hacienda, 1852, p. 254). 
104 La verificación de los costos reales de producción supone un conocimiento más preciso de las 

dinámicas de las economías regionales, dado que, muchos de los datos o referencias consignadas en 

distintos documentos oficiales o privados corresponde a aproximaciones o inferencias a partir de 

ejemplos de producción extranjeros. Además, se desconocen muchos aspectos de las dinámicas de las 

economías regionales que permitirían una evaluación precisa de los gastos y costos enfrentados por los 

elaboradores. Ahora bien, para ilustrar un poco la composición de estos costos, con el peso relativo de 

los rubros involucrados, se toman los datos aportados por Peña (2003, pág. 17), para la salina de Chita: 

para la producción de 1.500 cargas mensuales se necesita desembolsar 2.575 pesos, distribuidos así: en 

mano de obra 286 pesos; materiales fijos (cueros, velas, arriendo del bosque…) 414 pesos; gastos 

eventuales o variables (leña, loza) 1.875 pesos (1500 leña, 375 loza). Como se aprecia, los costos 

representados por la leña y la loza llegan a ser el 73% de los costos totales, lo cual indica el enorme peso 

de la demanda de energía y lleva a cuestionarse, para las otras salinas, sobre la importancia del acceso a 

las fuentes de carbón o madera por parte de los elaboradores o arrendatarios quienes, en el desarrollo 



101 
 

En las zonas más aisladas de las autoridades centrales, se daba una configuración de poder frágil en 

relación con las necesidades que se proyectaban desde las zonas más dinámicas del centro del país. Con 

la reacomodación parcial de los flujos comerciales hacia el occidente del país, se deprime el 

funcionamiento de las economías tradicionales, con bajos interrelaciones con agentes de otros espacios 

que tiendan a forjar intereses comunes susceptibles de legislación común. Las particularidades regionales 

siempre transformarán la manera puntual en que operarán o se diseñarán las leyes, pero un aislamiento 

económico atomiza aún más los intereses sociales y económicos. El consumo de la sal es un interés 

común independientemente de dónde se encuentre un habitante en la geografía del país. Pero en los 

mercados más aislados y fragmentados, la posibilidad de reproducir economías de escala alcanza un 

límite, principalmente por la ausencia de toda una serie condiciones para la ampliación del mercado: 

infraestructura de transporte, mano de obra abundante, libre y con capacidad de consumo105. La 

rentabilidad de las salinas cuyo radio de acción era más limitado tenía dificultades para competir en 

escenarios más lejanos, donde la reventa proyectaba un incremento continuo de precios, y en ausencia 

de almacenes oficiales, disminuían la posibilidad de acceder a la sal106. 

La falta de unas estructuras de mercado amplias determina que sean el mismo negocio de las salinas las 

que vayan transformando las relaciones sociales de las zonas de influencia (ver Rosenthal (2012), para el 

caso de las salinas de Chámeza, Recetor y Pajarito). Es decir, las salinas son creadoras de mercado. Pero 

 
de sus actividades, tratan de capturar las valorizaciones de la tierra o minas y ganar una posición fuerte 

en las negociaciones con el gobierno. 

105 En cuanto a la eficiencia de las distintas salinas y su relación con los contratos, Salvador Camacho Roldán, 

como secretario de Hacienda, expone en su memoria de 1872 una estimación del costo de producir la totalidad de 
las cantidades alcanzadas en el año anterior, en cada una de las salinas por aparte. Entonces, al multiplicar el total 
de arrobas o kilogramos por los precios establecidos en cada contrato, se obtuvieron los siguientes resultados: en 
Zipaquirá costaría $165.000 (de ambas clases), en Sesquilé $112.800 (de ambas clases), en Chita $349.400 (sólo 
compactada), en Sirguasá y Sismosá $688.500 (sólo compactada), Receptor y Chámeza $661.500 (sólo compactada) 
y en Tausa y Nemocón (de ambas clases) $100.000. Para el autor, por tanto, llama la atención la considerable 
diferencia entre los costos entre Zipaquirá y Nemocón que, aun contando con condiciones de producción muy 
similares, según él, tenían implicaciones desbalanceadas para la renta a partir de los contratos. Pregunta, además, 
por las razones que explicarían que, pese a las considerables mejoraras en favor de los costos de producción en 
Zipaquirá (unos hornos más grandes y potentes, el reemplazo de la madera por carbón, el aumento del tamaño de 
las gachas, etc.), el precio pagado a los elaboradores es mayor en un 40% al de 1843. Deja entrever en su respuesta 
que es debido al poder de los elaboradores, quienes han establecido acuerdos favorables para el incremento de las 
ganancias en el tiempo. Claramente, la corroboración de estos postulados queda abierta, requiriendo un estudio 
cuidadoso de las economías regionales donde se ubicaban las salinas. 
106 A modo de ejemplo, (Röthlisberger, 1963, p. 237) describía uno de los problemas que enfrentaban las salinas 

en los llanos: “Arrojando el lodo al río, puede empezarse ya la extracción de la sal. Los sucios fragmentos de esta substancia van a 
parar a un mismo tinglado, al que llaman almacen, donde se acumula. El precio de la sal resulta, de todos modos, bajo, y así conviene 
que sea, pues los llaneros necesitan abundante sal para sus ganados Una comprobación de la gran insuficiencia práctica de esta industria 
es que el ingreso anual de la Salina de Upín y el de la cercana salína de Cumaral es solamente de algo más de 10.000 pesos, pero 
advirtiendo que los gastos se elevan a 4.000 pesos. Ello hace posible que desde Venezuela sea importada sal que traen por el río Meta 
aguas arriba”. 
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al volverse las mayores fuentes de dinamismo de estas zonas poco pobladas, caen a la deriva del poder 

de las pocas personas con capital suficiente dispuestas a invertir en la región (ya sean o no de allí). En 

definitiva, y para hacer contrapeso a las salinas más grandes, al tiempo que se apoya el principio de 

justicia en el acceso a la sal oficial, se asigna y responsabiliza a unas pocas manos a llevar a cabo la entrega 

de la sal, a cambio de la renta para el poder central. En las salinas centrales, por lo menos, la capacidad 

administrativa permite separar los procesos de producción, recolección, almacenamiento y oferta al 

público, mientras en las más pequeñas que están disgregadas en la República no se dispone, al menos 

durante un buen tiempo del siglo, de un andamiaje administrativo sólido basado en la experiencia y que 

cuide de los intereses públicos. 

Por mucho tiempo, la centralidad del ramo administrativo en Boyacá estuvo en la recolección puntual 

de los recursos que serían transferidos al gobierno central, ignorando la entronización de prácticas que 

restaban eficiencia a la renta. La alineación de intereses alrededor de las estructuras públicas perturbaba 

los contrapesos para controlar los procesos definidos en la operación administrativa. Muy 

tempranamente, hacia finales de la década de los treinta, en la prensa se debatía sobre las 

responsabilidades del usufructo pernicioso del negocio de la sal que involucraba a funcionarios de la 

renta, políticos y a los elaboradores en un tejido de tramas y acuerdos subrepticios. 

Jacobo Weisner (1838), célebre por sus trabajos en la minería salinera, señala las inconsistencias y la 

corrupción en la administración local de la renta. Según lo que se entendía de sus críticas, la organización 

puntual del sistema de salinas permitía en su funcionamiento, debido a las distintas etapas y 

desagregación de responsabilidades, la existencia de focos específicos para el fraude o el 

aprovechamiento personal, no público, de los agentes involucrados en el negocio de las sales. Así, las 

fallas o dificultades de vigilancia permiten la apropiación o alcance de partidas de recursos a partir del 

desfase en la entrega legal de los mismos. Esos alcances o desfases en la entrega de dineros a la caja de 

la administración resultan de eventos contingentes, contemplados dentro de la legalidad, como el retraso 

en entradas de dinero para así poder desviarlas. Al mismo tiempo, se verificaban errores en la acción 

administrativa (supervisión de libranzas) que impiden el control efectivo sobre el funcionamiento de la 

venta, y dados los problemas en el almacenamiento de sales, se establecen disparidades que el poder 

público bajo la excepcionalidad de las operaciones (como la imposibilidad de recepción de cargamentos), 

amplía el poder de los contratistas. Cuando se daba una labor diligente en favor de la renta, se 

presentaban acciones específicas para que, en medio de procedimiento dudosos, se cuestionara la 

efectividad y honradez de los empleados asignados por el poder central (tal como lo evidenciaba el caso 

de los guardas, cuyo testimonio a favor o en contra del administrador, según el apoyo que este brinde a 

ciertas operaciones, podía poner en la puerta de salida a un superior incómodo). 
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Lo que sucede, en gran medida, es una alineación de intereses entre empleados de la administración, aun 

a escala jerárquica para el beneficio de acciones fuera del marco legal. Las tensiones que esto genera 

frente a la opinión pública en cuanto a la inconsistencia de las prácticas públicas redundan en reparos a 

la continuidad de las relaciones de poder. Los debates que buscan la definición de responsabilidades de 

carácter administrativo superan los reclamos de los más graves perjudicados por la corrupción en la 

renta, que son los consumidores, y la resolución pasa por los combates de la opinión de aquellos 

pertenecientes a las escalas más altas del negocio y administración de la sal. 

Uno de los funcionarios acusados, Juan Solano articula desde la ubicación social y política en que se 

encuentra unos tejidos interpersonales alrededor de la operación administrativa en la que se vuelven 

regulares unos comportamientos ilegales con respecto a la discontinuidad e imprevisibilidad de su 

marcha. Culpa de la ineficiencia de la administración al incumplimiento de los empresarios elaboradores, 

quienes son presentados como beneficiarios de otra red de poder (cercana al presidente y la política de 

Bogotá, puesto que Morales, uno de los arrendadores, vive y ejerce influencia allí) que atenta contra el 

patrimonio público107. Según se expone en su defensa, los caracteres frágiles de la presencia nacional 

efectiva en los apartados locales, así como la discreción que se otorga a quienes elaboran y venden la sal, 

construye espacios para la ruptura de los procesos legales sin posibilidad de reprensión. 

La venta de sales por fuera del control oficial es minimizada por el autor (Juan Solano), dado que no 

sería rentable debido a que un intento de obtener mayores precios (comparado por los pagados por el 

gobierno por la elaboración), no serían atendidos por los compradores debido al riesgo que genera la 

penalización (¿Se olvida acaso la amplitud del mercado generado fuera del control oficial y que significa 

ganancias importantes para quien logra controlar la distribución y comercialización de las sales?). En 

gran medida, la ineficiencia que se presenta por parte de las autoridades administrativas, que es parte de 

lo que se le acusa a Lozano, proporciona una doble oportunidad para el fraude: para los elaboradores al 

no tener parámetros estrictos de las cantidades presupuestadas y exigidas a ellos según la demanda del 

público, como para los funcionarios que aprovechan el desorden para generar desfalcos. Las 

informaciones discordantes y contradictorias generan errores de coordinación en todos rangos de acción 

 
107 El funcionario acusado señala la complicidad entre los agentes del gobierno central y los elaboradores, y por el 

gran poder e influencia que tienen en Bogotá, focaliza su defensa en los fallos de la opinión pública, con mayor 
interés que los judiciales (lo cual determina un peso importante sobre la acción judicial imparcial, en un escenario 
político convulsionado). Destaca que el visitador del presidente es poco correcto en sus afirmaciones y es falto a 
la verdad, puesto que, denuncia la cercanía de muchos testigos usados en su contra, por ejemplo, el guarda almacén, 
que es sobre político de Pedro Balderrama (y decía disminuir, con juicios falsos, la presión sobre los elaboradores). 
Se apoya en el gobernador, cercano a las operaciones de los administradores, que rectifica las acusaciones y 
contraviene al ejecutivo central.  
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estatal y sirven como justificación ante la opinión que aborrece al desorden administrativo y la 

burocracia. 

3.3 Las vicisitudes de la producción de sal y de la 

administración salinera: una demanda de eficiencia. 

Uno a uno el Estado fue identificando los elementos que contravenían el comportamiento eficaz de la 

producción por el sistema de contratación con los privados. Se plasmaría en términos jurídicos, en 

normas objetivas, una serie de mecanismos regulatorios que bosquejaran unas relaciones de mercado 

que se acoplaran con las necesidades fiscales (ver Anexo I, el contrato de elaboración de 1844). Haber 

separado, explícitamente la elaboración de la administración, en las salinas de Zipaquirá, Nemocón y 

Tausa, en nombre de la productividad (y de la escasez de recursos de un Estado débil) permitió que, 

ante la expansión de liberalización de factores productivos, se rodeara y capturara la valorización que 

sustentaba la producción salinera. 

Bajo el estandarte de las lógicas de la economía colonial, se habían segmentados las fases de producción 

con la reproducción de una mita salinera en la que cada uno de los pueblos indígenas situados cerca la 

mina cumplía un papel: los que elaboraban las ollas, los que recolectaban la madera, los que la 

transportaban los recursos, los que lideraba la técnica de cocción de las sales, en fin, toda una gama de 

operaciones que, reinterpretando las funcionalidades de los pueblos precolombinos, se ajustaba a una 

técnica de producción continua para la plata y el consumo de los centro urbanos (Groot, 2008). Las 

regulaciones dictaban un norte para la extracción de rentas de los encomenderos, de los caciques y de la 

Corona, contemplando el hecho de mantener unidas la cohesión de las comunidades, la reproducción 

de la mano de obra y estabilidad social de la zona. La Real Audiencia y el Virrey, más adelante, constituían 

la instancia máxima que proveía los lineamientos para que la justicia se aplicara donde se entremezclaban 

múltiples factores en la marcha de unos territorios que dependían de la producción de la sal y las 

actividades complementarias.  

Buena parte de este escenario, con todo y los efectos del mestizaje y las reformas borbónicas, continuó 

a principios del siglo XIX. Sí, debido a los conflictos en torno al aprovechamiento de las salinas, los 

administradores coloniales tendieron a perfeccionar una separación explícita de los sentidos de la 

comunidad indígena sobre el trabajo interno en la producción (Groot, 2008). El pago de jornales a 

trabajadores, junto con la llegada de personal ajeno a la zona, quería regularizar la producción por fuera 

del sentido pertenencia y representación simbólica de la sal en los grupos de habitantes cercanos a las 

salinas. Este ideario tuvo una mutación mucho más agresiva cuando los principios de producción de las 

nuevas sociedades industriales fueron abriéndose paso. Constituye, además, un reflejo de las tendencias 

de la economía política que va dirigiéndose a un análisis cercano a la ciencia, que desarrolla un protocolo, 
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una técnica y unos mecanismos de validación. Así, uno de los grandes conflictos con la presencia de un 

monopolio de la sal fue la segregación continua de las comunidades indígenas quienes encontraron 

formas de reclamar su derecho a hacer parte, ya no sólo de la producción, sino de la comercialización. 

Asimismo, con las transformaciones de los mercados, entre los mismos pueblos surgieron formas de 

hacer parte las dinámicas ofrecidas por el negocio salinero, pero que generaron roces y fricciones que 

debían ser resueltos por la autoridad central en reemplazo de la Corona. 

En una perspectiva heroica, muy común en la visión sobre sí mismos de los hombres de negocios 

decimonónicos, los elaboradores asumían sus tareas como una entrega que iba más allá de las ganancias 

individuales y pensaba en el bien de la República108. Con enormes dificultades, relataban, se realizaban 

ingentes esfuerzos para superar las barreras que les ofrecía la naturaleza, los hombres y las malas leyes. 

En repetidas ocasiones, se informa que el negocio de las salinas, durante bastantes años, solo había 

funcionado a pérdida y que habían tenido que luchar contra los ejercicios perversos que ofrece la libertad 

de empresa en la especulación y dominio de los mercados ligados a la elaboración. 

Realmente, lo que se presenta es una aguerrida confrontación, donde los elaboradores, confluyen a 

acaparar la mayoría de los mercados complementarios de la producción salinera. El margen de ganancias 

de los elaboradores, que es difícil de estimar por no contar con estimativos continuos de los precios y 

costos de producción, sí les facilitó con el paso de los años grandes terrenos alrededor de las salinas, 

montar cadenas de producción de ollas y otros enseres, compras de los derechos sobre bosques y minas 

de carbón, mano de obra regular, etc., logrando, así, una integración vertical casi perfecta. Por más de 

veinte años la opinión pública vio con recelo la incapacidad del Estado para cambiar de contratistas 

como resultado de la cantidad de bienes necesarios y casi indispensables para la producción que los 

elaboradores tenían bajo su poder y que llevaba a los gobiernos a comprometerse con el mismo grupo 

de personas al momento de la renegociación. Por supuesto, el Estado cambió de estrategia y trató de 

seguir el paso de los contratistas restándole factores que determinaban su posición favorable en las 

negociaciones públicas. 

Desde el contrato de salinas de 1844, se empiezan a demarcar con mayor precisión los ámbitos de 

operación de los privados y del gobierno, siguiendo la premisa de controlar el expendio de sales, en su 

totalidad, por el gobierno castigando por medio del precio, de multas y otras regulaciones cualquier 

comportamiento que derive en una participación mayor en la renta pública. La regulación en los precios 

 
108 “Hemos tenido siempre en mira cumplir nuestras obligaciones como contratistas. Para poder hacerlo, hemos 

tenido que contraer compremetimientos, i desplegar una actividad que, por desgracia, no es común, movidos por 
el deseo de ganar, es cierto. Pero aunque parezca jactancia, declaramos que también nos ha animado un sentimiento 
mas noble, el de vencer las dificultades casi insuperables que se nos presentan a cada paso, i hacer un bien al país, 
mejorando un establecimiento público que, en gran manera debido esfuerzos, ha podido mas que duplicar sus 
productos, i seguir abasteciendo la creciente demanda de sal” BLAA (McDowall & Bernal, 1855, p. 2). 
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apunta a castigar cualquier intento de sobreproducción, establecido segmentos de precios diferenciales 

decrecientes a medida que la producción aumenta. Por este medio, se definen las ganancias a priori en 

cada contrato. En ese margen establecido se contemplan los imprevistos que pudiesen presentarse en la 

producción para continuar sin afectar el precio de elaboración, facilitando que el precio de venta al 

público se independice y fluctúe según las necesidades fiscales. Ese precio de elaboración, que contempla 

caídas importantes, por lo menos, hasta la década de los sesenta cuando sube nuevamente, se diseñó de 

tal manera que se permitieran mejoras continuas en la producción, sobre todo en lo concerniente al 

ahorro en los procesos de producción para desligarse de actividades que no permiten aumentos de 

productividad. En otras palabras, se pretende un paso hacia la producción masiva de sal vijúa, relegando 

poco a poco la compactada que depende de otra serie de economías proclives a aumentar el poder de 

los contratistas. 

La sal compactada, el blanco de los ataques de numerosas personas por su falta de “racionalidad”, siguió 

siendo hasta finales del siglo XIX una forma de producción estratégica para el Estado. Es más, durante 

la Regeneración, que le dio un gran impulso a la producción de sal vijúa, se reservó para el Estado la 

producción de este tipo de sal. Frente a la “libre elaboración”, controlar y centralizar la producción de 

sal compactada, particularmente, en periodos de guerra, permitía retener la materialización de la renta a 

través del producto final. Pero, hasta que la explotación de sal vijúa a gran escala no se logra, la sal 

compactada tenderá a movilizar a varios sectores que depende de él. 

Gráfico. 3.2 Producción de sales (kgs) por tipo (compactada, caldero, vijúa, chigua) en la Salina de 

Zipaquirá 

 

Fuente: gráfico elaborado por el autor a partir de los datos de Ortiz (1889) 

0

2000000

4000000

6000000

8000000

10000000

12000000

14000000

1
7
8
1

1
7
8
5

1
7
8
9

1
7
9
3

1
7
9
7

1
8
0
1

1
8
0
5

1
8
0
9

1
8
1
3

1
8
1
7

1
8
2
1

1
8
2
5

1
8
2
9

1
8
3
3

1
8
3
7

1
8
4
1

1
8
4
5

1
8
4
9

1
8
5
3

1
8
5
7

1
8
6
1

1
8
6
5

1
8
6
9

1
8
7
3

1
8
7
7

1
8
8
1

1
8
8
5

Compactada Vijua Caldero Total kgs



107 
 

Aproximadamente, durante los primeros 60 años de gobierno republicano, la sal compactada dominó el 

mercado, entrando en los periodos de guerra a regular el mercado (ver gráfico 3.2). De este modo, el 

total de kilogramos producidos y vendidos dependía, mayoritariamente, de la evolución de la sal 

compactada, hasta que la vijúa adquirió impulso en los setenta. Por su parte, los gastos de elaboración 

tendían a seguir la evolución de las cantidades producidas, presentando, no obstante, años de variación 

inversa que dependían de la existencia de sales en los almacenes oficiales o cambios en los contratos 

como en 1852, 1861, 1864-65, 1875-76, 1882, 1886 (alguno de esos años también coinciden o están 

cercanos a ciertas guerras y un control más férreo de la producción, como es el caso de 1884-1885, con 

la sal compactada en un contexto de libre elaboración) (ver gráfico 3.3).  

Gráfico 3.3 Variación interanual de los gastos totales y la producción agregada en la salina de 

Zipaquirá 

 

Fuente: gráfico elaborado por el autor a partir de los datos de Ortiz (1889) 
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una cantidad de sal, ocurrimos al fin al medio de establecer una fabrica de loza, a un costo inmenso, i traer loceros de Chita 

i otros puntos distantes. BLAA (Uribe & Michelsen, 1855, p. 3). 

Al incluir esta etapa en sus operaciones, se generó un debate por la dificultad del gobierno de realizar un 

correcto proceso de subasta o licitación pública al momento de negociar contratos. Además, aumentaba 

los costos de elaboración en una técnica que se consideraba innecesaria e ineficiente. Así, son tres los 

principales inconvenientes de la compactación con ollas de barro o crisoles: el gasto efectuado en los 

crisoles, la impureza de la sal y los desperdicios que acarrea. Cada 50 arrobas de sal exigen un crisol ($1), 

el cual se usa una sola vez (la olla es destruida al finalizar la compactación). Adicionalmente, hay unos 

costos relacionados con el montaje del horno (mano de obra, uso de 1 o 2 arrobas de sal caldero en cada 

crisol mientras se llena con el agua de las albercas) y la demanda de combustible en lo que dura la 

compactación (entre 15 y 20 días). Una vez la sal está en el punto requerido, se rompen los crisoles, los 

cuales quedan impregnado de trozos de sal, recibiendo el nombre de tiestos (estos sobrantes son 

demandados por la población de la zona). De ahí se parte con la sal hacia los almacenes, sirviendo el 

tránsito hasta esos lugares como momento adecuado para que algunos trabajadores oculten algunas 

cantidades bajo su ropa (aún a riesgo de las quemaduras). Con esta información, Jacobo Sánchez (1861) 

realiza una presentación para indicar las consecuencias negativas del uso mayoritario de la compactación: 

Un mes: 1) en crisoles, para una cantidad de 50 arrobas serían $1000. 2) Para cada crisol, como mínimo 

se requieren dos cargas (2 kilogramos de sal por uno de carbón). 3) Pérdida del 10% de las 50 arrobas 

sometidas a compactación, así: 1 arroba que se funde por el calor y es usada como capa para evitar la 

filtración de agua saturada; 1 arroba que se transforma en tiesto; 2 arrobas que se reducen a polvo y los 

consumidores no compran al gobierno; 1 arroba resultante de la sustracción ilegal hecha por los 

trabajadores en el momento del desmonte del horno y traslado de los tiestos. En total, calcula el autor, 

sería un recargo del 15% generado por el sistema de compactación en crisoles.  

Súmese, para completar, las pérdidas de la extracción de cantidades de sal en las noches, por la 

complicidad o ineficiencia de los empleados, llegado a representar una pérdida agregada del 25%: “de 

manera que el gobierno pierde cerca de 100.000 arrobas anuales, o sea más de $80.000, i la nación el 

empleo de esos brazos que, ocupados en otra especie de trabajo, que no fuera el de aprovechar tiestos, 

obtendrían doble remuneración. La miseria general que se observa en el pueblo de Zipaquirá i en el de 

las otras salinas, depende de que su subsistencia no la obtiene, sino de la industria tan miserable como 

inmoral a que se consagra”. (Sánchez, 1864, p.12) 

Esta economía que generaban los desperdicios por el sistema de compactación, que era difíciles de 

reintroducir en una nueva tanda de producción, despertaba una inquietud, como señala el autor, sobre 

la vulneración al fisco y, sobre todo, por la marcha irregular de los mercados ligados a la dependencia 
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del contrabando. Por ende, se trató de ajustar el comportamiento de los agentes para que modificaran 

sus patrones de acumulación, aunque con un sesgo hacia las comunidades dependientes del tiesto y el 

salitre. 

En tiempos coloniales, y aún con ante la escasez de monetario (que se transfería y centralizaba 

fiscalmente), se procuró que los pagos relacionados con la actividad minera se hiciesen en metálico y no 

en sal o aguasal. Cada vez que se intentaba endurecer las condiciones de pago, se presentaba un fuerte 

reclamos de las comunidades, acostumbradas, inicialmente, a acceder a aguasal que luego evaporaban y 

transformaban para intercambiarla por otros productos. Sin perder su esencia en las economías de la 

zona, la sal seguía siendo una fuente muy importante de acceso a productos como quesos, maíz, mantas 

o pescado que hacía recordar las tradiciones de antaño. Durante la República, como lo describe el párrafo 

anterior, esta práctica se constituye en un problema significativo para las autoridades y los elaboradores. 

Para los primeros, porque creían que con esto se favorecía el contrabando y la renta de salinas perdía. 

Para lo segundos, porque esto implicaba perder la remuneración de una sal que sería pagada a un buen 

precio (se tendía a dar a los contratistas por las arrobas de sal elaborada monedas de talla mayor). Así 

mismo, tampoco estaban dispuestos a ceder moneda dura y conseguir moneda desgastada, pues llevaba 

costos de transacción.  

En general, desarrollar el pago en metálico tenía la desventaja que inhibía a muchos grupos de personas 

interesadas de participar en un negocio lucrativo que se extendía por los numerosos mercados 

estacionales de los pueblos cercanos y de Bogotá. De esta manera, controlar más de un proceso 

productivo ligado a la sal aseguraba que esta no se fugara y circulara bajo los limites específicos que 

beneficiaban a los elaboradores. Por esta razón, y por la alta demanda de sal que llevaba a ampliar 

constantemente la producción, los costos de producción de los elaboradores iban en aumento, 

generando un proceso de retroalimentación de las rentas de las tierras. Perder esta valorización era otra 

cuestión que preocupaba a los elaboradores, así ellos manifestaran que sólo estaba interesados en 

proveerse de los indispensable. La producción salinera genera un dinamismo muy bien articulado en la 

zona que, poco a poco, fue acaparado por los contratistas:  

Para lograr este cambio trascendental hubo que comprar terrenos carboníferos, penetrar las entrañas de la tierra, en muchos 

puntos vetas, i por fin tuvimos la fortuna de encontrar algunas que han dado i seguirán dando por siglos una cantidad 

indefinida de carbón […] La cantidad de carbón que consumíamos diariamente presuponía una existencia de mas de mil 

bueyes de carga. Llamamos en nuestro ausilio contratistas para la conducción: pusimos animales propios; pero tanto tráfico 

descompone los caminos pantanosos i gredosos […] Resolvimos acometer la difícil i costosa empresa de construir un buen 

camino carretero, desde el páramo en que se hallaban las minas hasta la fábrica: poner los carros suficientes; buscar bueyes 
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de tiro, gañanes, &,,&, edificar casas, limpiar terrenos, fundar una pequeña colonia para acceder a estos terrenos casi 

yernos [...] BLAA (McDowall & Bernal, 1855, p. 3) 

En este sentido, lo elaboradores se anticipaban a los incrementos de los precios que se proyectaban en 

el ensanchamiento de la actividad salinera. La expectativa del crecimiento de los precios era bien 

conocida por ellos, a medida que, por ejemplo, se demandaban más animales o chircales para las 

construcciones. El precio de elaboración aparecía inamovible y debía bastar para atender a los 

incrementos repentinos de la demanda. Sin embargo, en el contrato de elaboración de 1844 se hizo una 

distinción importante: los empresarios debían compensar el desgaste por el uso de los bienes y enseres 

de la elaboración, pero no por los adelantos del país (Por ejemplo: ¿Alteraciones en los circuitos 

económicos? ¿Cambios en los precios de la tierra?) Esto extendía la posibilidad de fuertes reclamos para 

que las pérdidas en la rentabilidad, no por depreciación, sino por inversiones para ampliar capacidad 

productiva fueran compensadas por el gobierno, creando un espacio para especulación liderada por los 

mismos precios de la demanda de sal. 

La demanda de sal, que como se detalló no responde sólo a los parámetros que guían y permiten el 

consumo final, tiene una relación estrecha con los ciclos fiscales y monetarios del Estado. Por eso 

mismo, los cambios abruptos de los precios oficiales pueden producir periodos agudos de escasez o 

abundancia que los elaboradores saben muy bien cómo utilizar a su favor.   

Haciendo a un lado el doble rol social que podía cumplir un contratista, como tenedor de bonos o 

billetes y como elaborador, debe ponerse en relieve el hecho de que las especulaciones con el precio de 

sal después de ser comprada en las oficinas oficiales son inmensas e involucran a muchos tipos de 

personas109. Personajes con capacidad de almacenar podían disponer de un poder para competir enorme, 

 
109 Los comerciantes o revendedores eran unos grupos muy poderoso capaz de ejercer una enorme presión sobre 

el gobierno para evitar perder sus ganancias que se incrementaban enormemente según la distancia que recorriesen 
desde las salinas. Varios intentos de llevar “la justicia del monopolio a más sectores de la población” gracias a los 
precios bajos llevaban a establecer almacenes de sal en los mercados más ricos en tráfico comercial. No obstante, 
la logística para llevar los bultos de sal (por el gran número de mulas, de arrieros y puntos de descanso), 
administrativos y de almacenamiento incrementaba los gastos de las operaciones impactando en el producto líquido 
de la renta. Eso sí, podía generar beneficios a largo plazo al capturar un mayor mercado, pero se enfrentaba a un 
fuerte reclamo social. Mosquera, durante su primera administración, intentó abrir varios almacenes oficiales con 
una gran oposición ejemplariza en estas palabras: “Sin embargo, señor, los infrascritos reconocen y confiesan el derecho y la 
justicia, ó mejor dicho, la necesidad que le asiste al Gobierno para conservar como suyos algunos de sus ramos, con el objeto del bien 
procomunal. Pero señor: ya que tal cosa es preciso que así suceda. ¿Por qué se pretende obstruir al pueblo los caminos lejítimos de la 
industria y del trabajo, solamente por enriquecer a algunos particulares? ¿Por qué quieren que los pobres no busquemos nuestra 
subsistencia de un modo honroso y legal, y que solo los poderosos sean los dueños de cuanto hai y pueda haber sobre la tierra? ¿Qué 
privilegio le ha dado Dios al Sr. Uribe sobre el común de los granadinos, para que a él se le venda la sal al precio de dos y medio reales, 
y a nosotros al de seis y medio? ¿Sólo él hai, acaso, en la Nueva Granada que pueda transportar y conducir este jénero a las provincias 
limítrofes? Y si es que se quiere abastecer de este artículo a los pueblos distantes. ¿Por qué no se baja el precio y se abre una ventana 
común para que los mismos que lo necesitan vengan por él, o que todos los que tengan proporciones lo transporten y se aprovechen de 
sus utilidades? ¿No daría esto mas productos a la Hacienda pública, y mas ganancias y utilidades a los pueblos, que el privilegio 
otorgado por el general Mosquera a su amigo el sr Uribe? Pero ¡¡Ay Señor¡¡ Si  le hubiera sido posible, la administración que espiró 
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además que enviaba señales de mercado erróneas al gobierno que no sabía leerlas con precisión o que 

tardaba en darse cuenta de las mismas, después de haber perdido ingentes fondos. Se produce lo que 

algunos observadores contemporáneos llamaban una escasez artificial de la sal. Así, por ejemplo, durante 

el juicio seguido a Florentino González en la cámara, por sus omisiones en su ejercicio como Procurador 

General, se le acusaba, entre otras cosas, de no seguir con el celo requerido la inspección que 

correspondía a los elaboradores por su labor y permitir la firma de un nuevo contrato con el Ejecutivo 

donde se le entregaban un mayor número de fuentes de aguas salada y se ajustaba la compensación por 

inversiones a los elaboradores. Entre muchos de los argumentos presentados contra González, se 

encuentra que el nuevo contrato fue realizado a partir de análisis incorrectos del mercado, partiendo de 

una sobrestimación de la demanda. A la incapacidad de responder adecuadamente ante los pedidos del 

gobierno, entre otras cosas, por el incremento en los costos que tales inversiones implicaban, la recisión 

del contrato fue una propuesta de los propios elaboradores. Ante la angustia de provocar un desorden 

en la renta, el gobierno llega a un arreglo que amplia enormemente el control sobre las fuentes de agua 

salada y los recompensa por los efectos de la valorización que la demanda de brazos, tierras y recursos 

provoca a los alrededores de las salinas110. Para los representantes acusadores, González no atendía a las 

normas expedidas por el Congreso para regular la producción salinera, en particular, una serie de leyes 

del 26 de mayo de 1847 en las que abría la posibilidad a que las fuentes de agua salada que no estuviesen 

bajo explotación fueran entregadas en arrendamiento. No obstante, el procurador se resistía a declarar 

la nulidad del contrato: 

Las disposiciones de aquella lei, en lo relativo a arrendamientos de nuevas Salinas, quedaron escritos i sin efecto notable, 

porque obteniéndose a virtud de contratos celebrados para la explotación de las conocidas, la cantidad necesaria de consumo, 

no se había hecho sentir la necesidad de aumentar el producido de aquel articulo, hasta que a mediados de 1852, el gobierno 

equivocadamente creyó que la demanda era exorbitante, que el publico carecía de él, o en la imprescindible necesidad, tenía 

que pagarlo extranjero precio; pero el gobierno buscó el origen del mal en donde no podía estar, i el remedio en donde solo 

debía hallar tristes desengaños. Causas varias que no es del caso considerar hoy, produjeron una escasez artificial de sales 

 
en 31 de marzo habernos monopolizado la luz que nos alumbra y el aire que respiramos para favorecer a sus potentados amigos, 
seguramente hoy tendríamos estancados estos elementos de por vida” BLAA, Sala de Manuscritos y Libros Raros; Panfleto 
suelto (s.f.). Al final, la mayoría de estos almacenes resultaban ser itinerantes y cerraban sus puertas por las bajas 
ventas, los costos de su mantenimiento y la presión ciudadana. Para el caso puntual de los establecidos entre 1847 
y 1848, fueron el resultado de dos contratos entre el gobierno y Miguel S. Uribe para el abastecimiento de sal en 
Mariquita, Pamplona, Cauca y Popayán, pero que tuvieron una efímera existencia por las presiones de los 
particulares, por lo que se declaró su ilegalidad por estar en contra de la libertad de industria y compartir utilidades 
con un privado, cuando la ley orgánica de salinas de 1847 no lo había permitido. Gaceta, junio de 1849. 
110 Carlos Michelsen, elaborador de la salina de Zipaquirá, y también exgobernador de la provincia que lleva el 

mismo nombre, se presentó con la idea de tomar en arriendo una fuente de agua salada no explotada (Mina de 
Zanjón). El reclamo de los congresistas provenía del señalamiento sobre la ubicación geográfica de la fuente, dado 
que, según ellos, se encontraba dentro de los límites establecidos dentro del anterior contrato.  
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[…] escasez sostenida con hechos escandalosos, que dio lugar a amargas censuras, como lo aseguró el Sr Administrador de 

Cipaquirá, acaso la única persona imparcial que entonces se hallaba en capacidad de juzgar bien los hechos. (Malo, 1857, 

p. 3).  

La persistencia de los efectos de la escasez, la falta de rigurosidad en los procesos de subasta y 

contratación y el conocimiento perfecto de la zona llevó a que se recompensara y anticipara dineros con 

un impacto en el fisco: 

Notorio es que existe una compañía de que es socio el contratista del Zanjón, fuerte por su capital, por su perseverancia i 

por los conocimientos que posee en la materia de elaboración: compañía que, por los elementos que ha ido aglomerando, se 

ha hecho casi exclusiva para la celebración de contratos de la salina de Cipaquirá: faltábale solamente tener un derecho 

perfecto sobre ella para retirar del todo la competencia en la licitación, único modo de satisfacer los derechos del Fisco i de 

los consumidores: el contrato de 28 de febrero de 1853 se le dio. Por lo pronto, es verdad, solo desembolsos le preparaba el 

arrendamiento de la nueva mina; pero esos desembolsos no han sido sino anticipaciones hechas en cálculos bien combinados 

para después sacar exuberantes provechos con perjuicio del Tesoro i de los particulares. (Malo, 1857, p. 9).  

La posibilidad de continuar perdiendo margen de maniobra para ampliar la capacidad fiscal de las salinas 

lleva al Estado a considerar obtener, mediante herramientas jurídicas y compras propias, todo aquello 

indispensable para la producción. La declaratoria de utilidad pública facilita que se tomen medidas para 

poder asegurarse las minas, los bosques, las tierras, los chircales, entre otros, para poderse liberar de los 

lazos que imposibilitan romper las cadenas que atan al Estado de la especulación y el poder monopólico 

de los elaboradores. Incluso, el control de la información, es decir, de las características de la producción 

se vuelve indispensable, como lo refiere el Administrador de las Salinas en su memoria de 1864. El 

contrabando que atiende a la necesidad de equilibrar el acceso a la sal en las diferentes zonas del país 

con las necesidades del fisco lleva a que se traten de homogenizar las reglamentaciones del monopolio 

en el país, lo cual implica debatir sobre los diferenciales de precios que se presentan en la República y el 

tipo de sal que se ofrece en el mercado. 

Tempranamente, a principios de la década de 1850, el gobierno se pregunta sobre la necesidad de 

uniformar el precio al público en toda la República (las del Centro, la Costa Caribe, en Antioquia, los 

llanos y la que depende del ajuste de las tasas de introducción al país). José María Plata, Secretario de 

Hacienda, plantea igualar las condiciones, y, por tanto, proveer justicia e igualdad, en el acceso a la sal 

en la República, dado que se consideraba una forma de ampliar el consumo sin distinguir por región. 

Teóricamente, suponía apoyarse en el principio de igualdad de todos los habitantes de las provincias de 

la Nueva Granada, sin sobrecargar a ningún grupo de personas en particular las cargas de sostenimientos 

del Estado. También partía de la idea de que la competencia entre los empresarios llevaría a que estos 

mejoraran las técnicas de producción y lograran obtener una ganancia aún bajo un precio fijo para el 
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público. Como tal suponía cambiar el monopolio para introducirle una tasa impositiva que uniformara 

los precios y se adaptara a las características física y de mercado de cada región. Un impuesto igual para 

todos los elaboradores (2 pesos por arroba) llevaría a que los empresarios mantuvieran el precio lo más 

bajo posible, puesto que un intento de subirlo traería, simplemente, capitales a esta actividad económica, 

capturando mercado. En definitiva, este impuesto ahorraría muchos gastos de administración, 

promovería la igualdad y la eficiencia en todo el país, sin generar monopolios por la acción misma de la 

libertad económica. 

En repetidas ocasiones, los elaboradores de las salinas centrales apoyaron esta medida. Además, 

consideraba necesario disminuir la variedad de oferta de sales al mercado y unificarlos. Sin embargo, 

como puede apreciarse en el volumen de producción de cada una de las salinas, una unificación de los 

precios favorecería ampliamente a Zipaquirá, Nemocón y Tausa, las cuales poseían los más grandes 

depósitos salineros y con menores impurezas. Además, disponía de un punto clave para la distribución 

en el país, tanto al norte como al occidente y habían tenido trabajos de adecuación y ampliación 

continuos, que no sucedía en otras como Recepto, Pajarito, Chámeza o Cumaral donde su mercado, 

costos o forma de contratación no permitía ampliar su operación111. La salina de Sesquilé es un caso 

interesante, puesto que, a pesar de poseer un depósito salinero de gran capacidad, las constantes 

inundaciones requerían un trabajo hidráulico considerable que no se permitía debido a los cierres 

continuos que el gobierno realizaba para no aumentar los costos de administración, resguardo y 

remuneración a los privados. 

Ahora bien, sin importar los intereses creados alrededor de las actividades complementarias para la 

compactación de la sal, los intereses de los elaboradores y el gobierno fueron convergiendo para 

aumentar gradualmente la producción de sal vijúa. La sal vijúa, a diferencia de la compactada, implica la 

entrega en bruto del producto que requiere de una serie de pasos adicionales para su consumo final. El 

aumento de la producción de este tipo de sal podía hacer plausible la conciliación de distintos intereses 

sociales que veían en la preponderancia de la clase compactada como el arrebato de unos derechos 

(indígenas), un ataque al individuo y la libertad (por parte de empresarios que querían lucrarse de la 

transformación) y unos mayores costos de remuneración y una lucha compleja contra el contrabando 

(el gobierno). Este último llevaba a un desembolso continuo de recursos para perseguirlo y castigarlo, 

 
111 “I ¿por qué esta tolerancia, siendo la operación de compactar reservada al gobierno? Yo creo que, entre otras razones, porque no es 

posible que aquellos pueblos se conformen con el gasto o gravámenes, en aquellos montes i serranías de difícil acceso, que causa la 
conducción del agua sal; pues además del gasto indispensable de los zurrones, cargan con un flete seis u ocho veces mayor que el ordinario, 
supuesto que necesitan de 6 a 8 veces  arrobas de agua sal para producir una de mala sal compactada: de modo que para procurarse 
una arroba de esta sal, necesitan esos habitantes un buen buei i un peon, que conducen el primer elemento, es decir, de 6 a 8 arrobas 
de agua-sal. I ya se vé que el gravámen es tan fuerte que no es posible sostenerlo bajo el sistem de prohibición para la compactación”. 
(Informe del Administrador de la Renta de Salinas, 1868, p. 8). 



114 
 

con el agravante que, durante los periodos de guerra, por el uso del personal disponible en el Resguardo 

para los combates, se dificultaba enormemente reducir las violaciones al monopolio de la sal. Los 

almacenes oficiales, los arrieros durante el transporte y otros funcionarios tomaban ventaja de las 

deficiencias de vigilancia y extraían sales de los bultos. Esta situación aumentaba las disputas entre los 

elaboradores y los administradores sobre las pérdidas de sal. Los elaboradores consideraban que cerca 

del 15 al 20% de la sal se dañaba en los transportes, por el movimiento, la humedad, y las caídas, que 

destruían, así, considerables recursos para la renta salinera (McDowall & Bernal, 1855ª). También, en los 

silos de la administración112, las bajas condiciones técnicas de almacenamiento y la complicidad de los 

funcionarios facilitaba un robo importante de sales: “Que diariamente se recibe quejas, denuncios i 

avisos, i se practican pruebas irrefragables, acerca del contrabando que se hace en ese i los lugares a la 

redonda, vendiendo sales, particularmente de la clase llamada vijúa, siendo el espendio clandestino de 

esta última mas considerable i mas descarado que en años anteriores” (McDowall & Bernal, 1855b, p. 

3). No existen datos para saber la magnitud de este contrabando, del cual se presume, de acuerdo con 

los elaboradores que ha crecido con el tiempo, pero sobre el cual no asumen responsabilidad y la 

descargan públicamente sobre el Resguardo y los administradores:  

Según tradiciones, hubo tiempos en que se estraian clandestinamente centenares de arrobas de sal vijúa cada noche; i se 

cuenta que hubo sobrestantes que daban doscientos pesos por el derecho de trasnocharse en rote, siendo los ciudadanos 

materia de codicia i competencia el turno en aquel servicio. No es, pues, estraño el que ahora hay contrabando i menos de 

serlo para ud [Administrador], que siendo de Cipaquirá sabe cuan difícil es impedirlo, por lo que desde su mas tierna 

infancia habrá oído hablar de robos de esta codiciada materia -robos que se creen en lo general justificados, por la extranjero 

que se tiene de que el gobierno ha usurpado al pueblo sus derechos sobre las salinas, que eran propiedad suya. BLAA 

(McDowall & Bernal, 1855, p. 4). 

Así pues, los perjuicios a la renta de las salinas se corresponden con una pérdida de legitimidad adquirida 

en el marco de sus operaciones, donde los fuertes contrastes ofrecidos son caldo de cultivo para 

conductas contrarias al orden legal. La presencia del monopolio, de alguna forma, plasma los principios 

constitucionales mediante un precio bajo. Pero, dado el bajo alcance que las oficinas del gobierno tienen, 

provocan que la sensación de injusticia se propague y genere canales diversos de relación política: 

 
112 Otra de las innovaciones introducidas por el gobierno, resultantes de la experiencia negativa con la acumulación 

de stocks de los elaboradores, fue introducir silos oficiales para aminorar el impacto de cambios abruptos en la 
demanda. Por ejemplo, cuando se producía un incremento del consumo de sales, la Administración de Salinas lo 
que hacía era recurrir a sus propios stocks antes de solicitar un incremento de la producción a los elaboradores. 
Esto permitía una mayor precisión en el tratamiento del proceso productivo con respecto a las condiciones de 
mercado, para aminorar las pérdidas que pudiesen originar malas interpretaciones de las señales de los precios. Por 
consiguiente, se logró aminorar el impacto de eventos contingentes sobre las decisiones de producción en cabeza 
de la administración salinera. 
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No es una contribución propiamente lo que el Gobierno cobra por la sal que vende y esplotada i elaborada en las minas de 

propiedad nacional: es el precio o valor de un objeto que venal, como cualquiera otro, mas barato i meno grvoso para los 

pueblos situados cerca de las salinas o centro de producción ¡Felices estos pueblos que tiene a la mano uno de los artículos 

de primera necesidad, bien asegurada, a un precio módico i dependiente en todo de la voluntad popular expresa legalmente 

por medio de sus representantes!... Oh! Qué diferencia con respecto a otros pueblos de Colombia que se ven forzados a 

consumir sal de particulares , mala regularmente, o del extranjero, o conducida desde Zipaquirá al precio de 4, 5 o 6 pesos 

arroba! Hay, sin embargo, sujetos mui estimables, por mil títulos, entre otros por sus luces i talentos indisputables, hasta 

hombres de estado, que lamentan esta contribución omo si la renta lo fuera, por ser gravosa a los pueblos que consumen sal 

a un precio módico, en beneficio, dicen, de los que se ven forzados por la necesidad, i porque así lo quiso la Providencia a 

consumirla también, pero a precios mui altos, i acaso fabulosos! Es como si el gobierno tuviera, de propiedad nacional, en 

Cali, en Pasto, Poparan i Medellin, minas riquísimas de azufre i nitro, i bosques abundantes de carbon vegetal, i que esta 

polvora se vendiera, por contado, a precios más baratos en dichos lugares que no en Pamplona, el Socorro, Tunja i Bogotá, 

en donde la consumieran a precios altos, fabulosos a veces, ya fuese la pólvora procedente del extranjero o de las fábricas 

nacionales, i que luego los vecinos, los más conspicuos e ilustrados de Pasto, Cali, Popayan i Medellin, alzaran la voz i 

gritaran: “Tirania¡ Contribucion absurda¡ No hai igualdad¡” I nada mas que por tener a la mano un artículo necesario, 

seguro en su roducción, i a precios módicos; a diferencia de los otros pueblos que, a Dios gracias, si lo consiguen es al precio 

que quieran los negociantes”. (Informe del Administrador de Salinas, 1868, p. 12). 

Mientras que, especialmente en el interior, hay sectores sociales que sí se conectaban con las instituciones 

políticas, como resultado de las alteraciones en el precio oficial, están aquellos que, por el contrario, 

generan lazos por fuera de la legalidad, diseñando formas de acceder a la sal y de promover el 

contrabando. En las periferias no se entienden o reconocen los derechos del gobierno central a controlar 

la sal, cuando el circuito de circulación es limitado por los altos precios que ofrecen los arrendadores y 

comerciantes113. En las áreas de influencia de las salinas, se reclama por el hecho de pertenecer al 

mercado y mantener unas relaciones comerciales que posibiliten la circulación de la sal. Las fuentes de 

agua salada pequeñas, la sustracción de sal vijúa, el salitre (sal sobrante de la compactación), tiestos de 

barro usados, entre otros, representaban toda una gama de mecanismos para mantener conciencia sobre 

 
113 “Examinado cuanto pude, i anotados mis apuntamientos, regresé notando en el tránsito, cubiertas de monte, reuinas de antiguos 

hornos de compactar; i atajado interrumpido el camino por indios i sus mujeres, naturales del país, que me interrogaban 'cuándo era 
que el amo del Gobierno les quitaba ese tributo porque desde los antiguos sacaban la salesita para sus alimentos' i llegué luego a la 
cabecera del pueblo de Gachetá en donde provoqué un reunión compuesta de los principales interesados de los ajentes de la compañía 
arrendataria, del Alcalde del distrito i de los jefes i Cabos del resguardo; i en ellas les manifesté, en calma, i con toda claridad: 'que la 
fabricación de sal compactada con el agua salada de las vertientes de Gachetá i los aparatos empleados al efecto, eran de contrabando, 
porque la operación estaba prohibida por el gobierno". El Alcalde manifestó que él, en su carácter de ajente constitucional en 
cumplimiento de la Constitución y las leyes, había declarado la dicha operación justa i lejítima, a virtud de sus propias atribuciones 
legales, por repetidas veces, como ya he tenido el honor de referir al señor Secretario”. (Informe Administrador de Salinas, 1864). 
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la pertenencia a la actividad salinera. La lucha de los gobiernos por contener esta fuga de recursos, 

combinada medidas tanto de castigo como deformatorias de la mentalidad alrededor de la sal. 

Principalmente, para las comunidades de Zipaquirá, Nemocón y Tausa se quiso cambiar el acceso a la 

sal, del tipo que fuese, por una transferencia monetaria. En la década de los sesenta, José Camacho, 

Administrador de la Renta de Salinas, quiso eliminar la entrega de salitre y agua sucia a la población que 

concurría habitualmente a las afueras de las fábricas para aprovecharla y transformarla para el consumo 

o venta. Con su prohibición el administrador pretendía presentar un impacto positivo de su medida, con 

aumento de la renta durante cuatro meses, debido a una disminución del contrabando. La reacción ante 

la medida fue bastante fuerte, con reclamaciones a la entrada de los edificios de elaboración e, incluso, 

una irrupción al edificio principal, donde un grupo grande de personas se llevó importantes cantidades 

de sal. Se exigía la atención del Ciudadano Presidente (se desconfiaba de las autoridades locales 

influenciadas por los elaboradores) para atendiera sus súplicas. Además, un hecho llamativo fue el apoyo 

de los elaboradores, que, por medio de algunos cálculos y presentaciones, desestimaban el impacto 

positivo de las medidas (que se atribuían a hechos contingentes, como la terminación de la guerra, la 

animación del comercio, la disponibilidad de las mulas llevadas a la guerra y la cesión del 

reclutamiento)114. Gran parte del Resguardo, que había aumentado en número y ya no se ocupaba en 

asuntos ajenos a su función por el cese de las hostilidades, dirigió su atención hacia el control de los 

empleados, quienes extraían sobrantes (“tradición” antiquísima), y la supervisión de la destrucción del 

salitre. Caen las capturas del contrabando, con un menor Resguardo, y el expendio de sales apenas 

aumenta, en promedio, en los 4 meses de la administración Camacho sólo 1.449 arrobas (desde 118.580 

a 124.376 arrobas) (Uribe, 1863). Los elaboradores informan que tal aumento, más allá de los efectos de 

la prohibición de entrega del salitre, se debe a la no aceptación de documentos de deuda pública en la 

Administración de salinas para la compra de sales. 

La posición que iba desarrollándose desde la administración central ponderaba la situación de manera 

diferente y veía en estas formas anacrónicas de economía alrededor de entrega de tiesto y salitre como 

la mayor responsable de los daños a la renta de las salinas115. Siguiendo los datos aportados en la Memoria 

del Secretario de Hacienda de 1865, se calcula que la entrega de aquella materia prima a los pobres para 

 
114 Se indica que la entrega del salitre en realidad representa un mal menor (o, mejor un bien, según lo que se da a 

entender) porque las cantidades de sal que son posibles de obtener son realmente bajas. La costumbre señalaba 
una cantidad promedio para el consumo de una familia y se racionaba de tal manera que cada entrega no durase 
demasiado tiempo. Por esto mismo, las filas continuas a las afueras de los edificios de elaboración eran una 
constante, para que se les entregasen los desperdicios de la producción. 
115 Los datos disponibles sobre todas las formas de contrabando son muy fragmentarios y, probablemente, 

subestiman la dimensión real de este fenómeno en otras áreas distintas a las relacionadas con la entrega de salitre 
y tiesto. En el Anexo J se presentan unos cuadros que dejan ver parte del comportamiento del contrabando ligado 
a la importación y exportación de sales, pero como puede apreciarse, esas cifras indican un nivel insignificante de 
aprehensiones comparado con las estimaciones con respecto al salitre y el tiesto. 
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la elaboración de sal podía significar una pérdida cercana al 10% sobre el producto líquido. Cada horno, 

al momento de desmontarse y romperse las mollas, entrega 18.750 kilogramos de salitre, 

aproximadamente, teniendo al menos 30% de sal común. De ahí que, en un año, en el que se desmontan 

en promedio 180 hornos, se obtenía 3.375.000 kilogramos de salitre, a partir del cual se derivaban 

1.012.500 kilogramos de sal común. Valorada a 90 centavos cada 12 y ½ kilogramos da un total de 

$72.900 que afectan, de acuerdo con los políticos del momento, el producto líquido de las salinas. 

(Memoria de Hacienda, 1865. P. 12-13). 

Camacho señalaba que los empleados de la elaboración, durante ciertos momentos del día, tiraban 

cantidades de sal compactado por encima de los muros de los edificios para que personas externas a la 

producción los recogiesen. Los elaboradores lo niegan, pues perderían al pago del precio de elaboración 

por las arrobas perdidas, aunque queda la inquietud de si estas posibles cantidades extraídas eran luego 

vendidas en el mercado a un mayor precio (esto podría explicar por qué el Resguardo se enfocó 

supervisar la producción y el tratamiento de desechos en lugar de perseguir a arrieros para requerir las 

guías de venta)116. En fin, ante la imposibilidad de conocer con exactitud qué sucedía, por la falta de 

fuentes, es bueno retomar el hecho de la prohibición del salitre, que llevó a que el propio presidente 

atendiera y diera solución al problema. 

El Estado, por tanto, debía abrir un espacio para reconocer los derechos consuetudinarios de los 

pobladores que veían en la sal la única forma de aliviar su pobreza, por lo que se velaba por el 

reconocimiento de su derecho. No se quería insultar, de esta manera, a los pobres, considerándolos 

simples mendigos con la entrega de moneda. En realidad, sí puede hablarse de una restitución del acceso 

al circuito de la sal que era vulnerado mediante la entrega de monedas. Lo que es más difícil saber es el 

tipo de relaciones subrepticias que promovía el contrabando entre los elaboradores, algunos de sus 

empleados (se les pagaba en parte con aguasal) y una masa importante de campesinos, jornaleros y 

comerciantes. La medida de suspensión, que parecería abarcar a tan sólo un pequeño grupo de 

menesterosos, supuso la alineación de varios intereses para reclamar formas de negocio enquistadas en 

el sistema de explotación y comercialización de las sales117. La cuestión trascendía a un solo grupo social 

 
116 Una medida que generó gran resquemor entre los contratistas fue el intento de Camacho de reclutar él mismo 

los empleados para la elaboración. Adicionalmente, al administrador se le acusaba de abusar en tiempos de guerra, 
perseguir y encerrar a todo aquel sospechoso de burlar la renta (y enlistar soldados al mismo tiempo), llegando, 
dicen los elaboradores, a reclutar niños. La veracidad de estos hechos es difícil de precisar, pues sólo se conocen 
las versiones de las partes enfrentadas, más la respuesta del gobierno, que fue conciliatoria hasta cierto punto. Lo 
que sí es relevante es el clima de tensión que se propagaba en tiempos de guerra, útil para las exageraciones y 
deformaciones de los hechos, y, por tanto, proclive a despertar los ánimos sin capacidad de discernir correctamente. 
117 Sobre la suspensión de la entrega de tiesto:" De Zipaquirá. El Administrador informa que se reparte el tiesto a unas 6 u 

800 personas, dándose a cada uno lo que puede cargar, que luego es un contrabando. Como tiesto contiene 10% de sal y se dan unos 
17500 kilos serían 11750 ks de sal o sean 140 arrobas que valen $126 pesos y como el reparto se hace cuatro veces al mes entonces 
se regalan $604. Eso no es por lei, sólo por costumbres. Se aconseja al Administrador que vaya reduciendo el reparto poco a poco, por 
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y da cuenta de unos tejidos sociales que eran más amplios. Aunque los elaboradores eran vistos con 

recelo, no impidió que en esta oportunidad hiciesen parte de una oposición más grande al gobierno 

central. 

El gobierno trataba de cuestionar parte de los derechos que la compañía creía como suyos y que estaban 

consignados legalmente para favorecer la explotación de sales. Los elaboradores supieron esquivar el 

ataque, puesto que las prerrogativas que ellos tenían nada tenía que ver con la obligación de bajar los 

precios de la sal, que superaban por mucho, en tiempos angustiosos, los de elaboración por eventos 

políticos que, al parecer, los empresarios en nada influían. El intento por reformar el sistema de salinas 

partía, entre varios presupuestos, del enorme desequilibrio que se ejercía sobre la zona que sometía a los 

pobladores en mendigos, por lo que era deseable romper con la dependencia directa del contrabando 

promovido, pensaba el administrador Camacho, por los elaboradores. En particular, el acaparamiento 

de tierras y la exención de impuestos sobre dichas propiedades redistribuían mal las rentas, generando, 

a su vez, terribles prácticas: 

Los elaboradores se han procurado sacar todo el provecho posible de la escension: que sustraída así una gran masa de 

valores del común de la riqueza gravable, todo el peso de las contribuciones ha venido a recaer sobre el resto de las propiedades 

del Distrito i sobre la clase media de la población: que este recargo era sobrellevado con resignación, porque el contrabando 

balanceaba la injusticia del escencion; i aniquilado el contrapeso, sus habitantes han empezado a sentir de modo desesperado 

todo el peso de los impuestos. (Uribe, 1863, p. 16). 

La cantidad invertida por la compañía elaboradora, y que escapa de impuestos, no era pequeña. 

Siguiendo los cálculos presentados en 1861 por Jacobo Sánchez, como administrador de la renta de 

salinas, los empresarios tenían comprometida una suma cercana al millón pesos para dar alcance a la 

producción (nótese, tomando este valor de referencia, el gran esfuerzo fiscal que suponía para el 

gobierno comprar las posesiones de los elaboradores)118. Lo más probable, sin poder verificar 

correctamente la valoración de cada uno de los bienes, es que se esté sobreestimando esa cifra, y sí, el 

 
temor a asonada o levantamiento i que si se producen use la fuerza del Resguardo, la fuerza armada de cipa o al gobierno. […] En 
Rionegro y por el presidente, el secretario de Hacienda Julian Trujillo, resolvió: que semanalmente se distribuyan a los pobres en Cipa 
una cantidad de agua salada, calculando el consumo de cada persona necesario para su alimentación y que reparta a los pobres 
semanalmente una cantidad de Tiesto inútil en cantidad que no cause daño al interés de la República. Fecha 3 feb 1863. Entonces, 
en la resolución prohibiendo, en 1864, cambiaron tiesto por salitre (tinterillados) y donde decían disposición pusieron lei. (Esto de 
Trujillo fué en vista de solicitud de muchos vecinos de Cipaquirá) A Nemocón, temiendo alzamientos por inutilización del tiesto 
enviaron 50 hombres de tropa el 7 de Enero 1865”. (Memoria de Hacienda, 1868) 
118 En el inventario parcial realizado por el autor, se encuentra: más de 10.000 hectáreas de tierra, de las mejores, 

en las que se hallaban una gran cantidad de animales para la operación; una de las más ricas minas de carbón de 
Zipaquirá (en las que, comenta, se han gastado cerca de 100.000 pesos para el sistema se socavones); la fábrica de 
elaboración de sales, dos casas en Zipaquirá, una cantera, un chircal y la fábrica de loza. (Sánchez, 1864). 
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mismo Sánchez lo reconoce. Entonces, ¿A qué se debe esa estimación? Él lo justifica de la siguiente 

manera:  

Si se tiene a la vista la relación de las cosas que ofrecieron al gobierno por un millón de pesos, en 15 de abril de 1858, i se 

procede a estimar una a una tales cosas por su valor intrínseco, su conjunto no alcanzaría a la mitad de es suma; pero si 

se tiene en consideración el servicio que presta esa reunión de valores cuyo uso es quizá único i exclusivo para el servicio de 

la Renta más segura de la Nación, se verá que no se ha exagerado en la estimación de las cosas. BLAA (Sánchez, 1861, 

p. 15). 

El proceso de valorización despertado por la economía exportadora, los cambios demográficos y el 

crecimiento de la producción de sales había tenido un efecto enriquecedor sobre las posesiones de los 

contratistas, que aun sin corresponderse con un crecimiento en los costos de elaboración, sí alteró los 

valores y rentas posibles de la tierra. Al momento de la renovación de los contratos, en la década del 

sesenta se tuvo que ajustar los valores de la elaboración, siendo uno de los periodos con mayor 

incremento durante todo el siglo (como se aprecia en el cuadro). Antes de la caída de la confederación 

granadina, se discutía sobre la reticencia del gobierno de Ospina, en medio de una crisis fiscal, a subir 

los precios de elaboración para compensar las pérdidas por los crecientes costos.  

El contrato actual no solo es gravoso para el Tesoro, sino también para los contratistas. Para estos, porque esta probado 

hace algunos años que no obtienen remuneración alguna por su industria, ni ganancias proporcionales al injente capital que 

tiene a su servicio de la empresa. Así es que este capital está gravado con mas de doscientos mil pesos, por consecuencia de 

ser insuficientes las sumas que paga el gobierno para cubrir los gastos de producción. Cuando se celebró el contrato actual 

[1853] los jornales no pasaban de diez a quince centavos; los víveres se obtenían por la mitad del precio actual, i algunos 

por la tercera parte: los alquileres de tierras, casas i demás cosas, por la mitad, i aun por menos; i, en fin, todos los productos 

i servicios productivos, precios mui inferiores a los existentes. Este fenómeno económico, que procede de causas tan complejas, 

no ha sido esplicado hoy […] Es pues, mui estraño que el Ciudadano Presidente diga “no hai razón para que el nuevo 

contrato sea mas gravoso, o lo que es igual, no hai razón para pahar la elaboración de sal a amas de 12 ½ centavos por 

cada 12 ½ kilogramos. BLAA (Sánchez, 1861, p. 2). 

Durante la guerra, y ya con la Federación dominando el centro del país, se accedió a prorrogar 

temporalmente el contrato con los elaboradores, en 1863. El incremento en los precios de elaboración 

venía acompañado de una tendencia creciente de los precios oficiales de venta, por la situación política 

y económica del país, de tal forma que tanto el producto líquido como el producto bruto aumentan 

considerablemente. No obstante, ante la necesidad de reordenar el sistema de crédito público (recuérdese 

la suspensión de la emisión de billetes de tesorería y el reajuste en las partidas de amortización), de ganar 

legitimidad después de la guerra y de retomar el control sobre el mercado de sales lleva a que los precios 

oficiales caigan nuevamente (aunque aún lejos de los precios anteriores de la década del 50). El resultado 
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más visible es la fuerte caída del producto líquido y bruto. El gran impacto sobre las finanzas totales es 

considerable, y la tarea se dirige a que se haga un ajuste a los precios de elaboración. Como se ha visto, 

la reticencia de los elaboradores es notable, teniendo además de apoyo el diferencial de precios con zonas 

aisladas cuya compensación por los costos es mayor119. La reticencia a cambiar las condiciones del 

contrato explora la posibilidad de cambiar de contratistas, estimular la formación de nuevas compañías 

y comprar gran parte de los bienes necesarios para la elaboración. Ahora bien, para el nuevo contrato, 

firmado en 1865 con la compañía liderado por Carlos Martín, se les deja a estos el trabajo de realizar la 

adquisición de los bienes, puesto que el fisco no es posible de llevar a cabo la tarea en su totalidad. Más 

adelante se trata de adquirir una carbonera a la nueva compañía elaboradora, por 40.000 pesos, pero 

resulta en fracaso por las condiciones técnicas que limitan la extracción. Se pierde, nuevamente, una 

oportunidad para corregir los incentivos perniciosos del sistema de las salinas, tal y como lo describe el 

administrador en 1867, donde hace hincapié en lo gravoso de la lógica de contratación y elaboración 

para el fisco, considerando que, a pesar de haberse logrado una disminución importante del precio de 

elaboración para los diferentes tipos de sales, no se logra un ahorro importante. En 1866 hay una 

recuperación del producto líquido, pero en el tiempo se pierde la incidencia de este factor por la 

inflexibilidad de los precios. En su lugar, el dinamismo lo vendrán a agregar los precios oficiales de 

ventas, la relación con los documentos de crédito público y las expectativas correspondientes a las dos 

variables anteriores.  

La relación con los elaboradores era un problema de fondo que proveía la mayor rigidez al sistema de 

las rentas de las salinas. La especulación con los ciclos crediticios y fiscales y los precios en el mercado 

de sales también lo eran, pero eran factores que agregaban volatilidad, a diferencia de la rigidez del poder 

de mercado de los contratistas.  

Los cambios en la tendencia del ciclo económico, por la valorización de la quina, el añil y el oro en la 

década de los setenta, supone una reanimación considerable de la actividad económica que genera un 

despegue sustancial de la renta de aduanas (véase gráfico 2.1). Paralelamente, el Estado asume la lógica 

del mercado de crédito público y empieza a rematar papeles de deuda al valor real de cotización, proceso 

emprendido a partir de las reformas de 1868 y 1872, que lleva buena parte de las seguridades sobre las 

rentas públicas y las reorienta hacia créditos para la construcción de ferrocarriles. El mejor escenario 

fiscal permitió que el Estado asumiera la tarea, tantas veces repetida en distintos informes, de proveerse 

 
119 “No tengo noticia de que en estos días últimos 6 años se haya celebrado contrato alguno de elaboración por menos de 25 centavos 

los 12 ½ kilogramos de sal compactada. El rescindido últimamente en Chita costaba 30 centavos los 12 ½kilogramos. Los de Recetor, 
Pajarito i Chámesa, no han bajado de 26 centanos. El de Muneque de 50 centanos. El de Sirguasá i Salinas anexas de 35 centavos 
i $2000 de anticipación; i a pesar de estos precios, que para el ciudadano presidente deben ser extremadamente gravosos, ha sido preciso 
rescindir los contratos por culpa o impotencia de los contratistas”. BLAA (Sánchez, 1861, P. 3).  
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los medios necesarios para asegurar la producción de sal. Contrario a lo que algún momento sugirió 

Miguel Samper (1998), en la Miseria en Bogotá, que veía la desaparición de la renta de las salinas con la 

llegada de una mayor holgura del Estado, este asumió, durante 5 años (1875-1880), la administración 

directa de las salinas.  

La administración y elaboración directa de las sales era punto máximo donde se pretendía establecer una 

coordinación de distintas instancias del Estado, asumir una regulación efectiva del mercado (controlando 

la información, los costos y el mejoramiento productivo), aumentar el bienestar a través de un fisco más 

robusto y unos buenos precios de la sal al mercado. En definitiva, se asumió la tarea de restarle la rigidez 

introducida al sistema rentístico originado de la idea de que la competencia por la vía de la contratación 

traería las mejores técnicas de producción, lo que resultó, en su lugar, en una pérdida de eficiencia 

derivado de la búsqueda de rentas al mantener un precio de elaboración a un alto nivel. De esta forma, 

se compraron las tierras, los edificios, chircales, caminos y su posesión pasó a ser de interés público para 

el Estado ligado a los intereses de la renta y los consumidores. Igualmente, y a diferencia de los 5 años 

precedentes a la administración, se buscó fortalecer la disponibilidad del mercado de sales con la 

imposición de tarifas a las sales extranjeras y la delimitación de las zonas de influencias de las salinas de 

la Costa y los llanos. Hay que sumar el hecho de que la tendencia creciente de la producción de sal vijúa, 

incentivado fuertemente desde los noventa con los mayores costos de elaboración para esa clase, 

significó una mayor rentabilidad en su extracción y su expansión, liberando etapas y transfiriendo costos 

a los privados que la compraban. 

Lamentablemente, los datos sobre los costos de producción son muy fragmentarios a través del tiempo, 

y su presentación en escritos políticos, requieren una contrastación más amplia para poderlos validar (es 

necesario abordar y reconstruir series de precios y generar estimativos más precisos de las cantidades de 

recursos demandados)120. Aun así, se tiene datos presentados en compendios o las memorias de 

hacienda, que por su presentación para la base de las decisiones oficiales pueden ser ilustrativos. En este 

caso se toman parte de las estadísticas recolectadas por Nicolás Ortiz (1889) en las que se detallan una 

 
120 La importancia de conocer el desempeño de la economía regionales donde se ubicaban las salinas no es menor. 

Especialmente, si se considera que el impulso agroexportador pudo modificar los ritmos y la cantidad de 
transacciones de determinadas zonas, no pueden obviarse las consecuencias sobre los precios (y la respuesta de los 
elaboradores ante estas tendencias). Así, por ejemplo, en el caso de las salinas de Zipaquirá, Nemocón y Tausa se 
presentaba un reclamo por parte de los contratistas por la inflexibilidad introducida por las condiciones de 
remuneración por parte del gobierno, que no se adaptaba a los cambios de la economía y les hacía perder eficiencia:  
“De las pérdidas sufridas por los actuales contratistas de Cipaquirá, Nemocón i Tausa ha participado el Erario, 
porque no pudiendo aquellos elevar los jornales, ni dotar los empleados en proporción al alto precio a que ha 
subido el valor de todas las cosas, han tenido necesidad de aceptar los servicios mas baratos en apariencia, pero 
más caros en realidad por el fraude a que está expuesta la renta. El robo i contrabando son infalibles cuando el 
precio que paga el Gobierno por la producción de las cosas que monopoliza, es menor que los gastos producción, 
i cuando el costo de vigilancia es mayor que el valor de la cosa vigilada” (Sánchez., 1861, p. 3). 
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serie de registros que permiten dar cuenta de los cambios que, a largo plazo, supuso la administración 

directa. Se trata de comparar el efecto sobre los costos de elaboración generados a partir de la compra 

por parte del Estado de la mayoría de los implementos y recursos pertinentes. Los cálculos se basan en 

algunos suministrados por uno de los anteriores administradores (Medardo Rivas) y que da a entender 

la importancia que significó para el fisco reducir el margen de ganancias de los elaboradores privados 

como consecuencia de la posesión de bienes especializados para la producción.  

Se parte de las condiciones de producción de la Colonia y principios de la República, donde la demanda 

de leña representaba casi el 56,25% de los costos de elaboración, y que, con la introducción del carbón, 

dichos costos de energía bajarían en casi un 30% (nótese, por ende, la relevancia de la compra de las 

carboníferas San Jorge, las más ricas de Zipaquirá, a los señores Michelsen, Uribe y Bernal). Para 

producir cerca de 10.000 kilogramos de sal compactada se necesitaban: 

Cuadro 3.3 Estimación de los costos de producción para la producción de sal en tiempos coloniales y 

de los primeros años de la República 

Tipo de recursos Precio u. V aprox. 

400 cargas de leña 22 ½ cvs $90 

Doscientas cazuelas  05 cvs $10 

Explotaciones de sal gema para compactación   $40 

Pago de horneros   $11 

Acarreo de sal   $4 

Empleados   $5 

Total  $160 

20 cvs por cada 12 ½ kgs 

Nota: cvs= centavos; pesos de 8/10. 

Fuente: Ortiz (1889) 

Compárese este costo de producción de principios de la república con aquellos del sistema de 

contratación (cuadro 3.5), manteniéndose muy cercano a la de década de los sesenta. En el momento de 

la administración directa, Rivas, estimó los costos de producción así: 

Cuadro 3.4 Estimación de los costos de producción para la producción de sal en tiempos de la 

Administración directa 

8 cvs por cada 12 ½ kgs de cada clase 

Clase Kgs Valor 

Compactada 312.250  

Caldero 22.800  

Vijua 505.475  

Costo total   $4.788,75 
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25% sobre utilidades, concedido como eventualidad al elaborador oficial.  $387,25 

Total  $5.176 

Nota: cvs= centavos; pesos de 8/10. 

Fuente: Ortiz (1889) 

 

Con respecto a los precios del contrato de elaboración entre los años 1865 y 1875, usando, a modo 

comparativo, las mismas cantidades de sal de los tres tipos (cuadro 3.4), los resultados que aporta Ortiz 

(1889) son los siguientes: 

Cuadro 3.5 Precio del contrato de elaboración del sistema de contratación privada 

Sistema antiguo 

Clase Precio Valor 

Compactada 17 ½ cvs $4.371,50 

Caldero 15        cvs $273,60 

Vijua 10        cvs $4.043,80 

Total   $8.688,90 

Nota: cvs= centavos; pesos de 8/10. 

Fuente: Ortiz(1889) 

 

La diferencia entre los dos sistemas da un ahorro de cerca de $3.512,9 en favor del sistema de 

administración directa. Claramente, se presenta un avance sustancial que, aun así, debe ser sometido a 

un escrutinio más exhaustivo a partir de series más completas y conocimientos técnicos fiables. Lo que 

sí puede notarse, en los datos del producto líquido y producto bruto es un incremento considerable de 

ambos valores en relación con el quinquenio anterior, sin visualizar tampoco alteraciones sustanciales 

en las cantidades vendidas. Con los precios del contrato previo a la administración directa, las utilidades 

de la compañía aumentaron con los mayores precios de elaboración (aunque habría que aislar el efecto 

del incremento de los precios, en especial de finca raíz). 

Cuadro 3.6 

Utilidades obtenidas por las Compañías 

Contrato (años)   

1827-1834  $        300.000  

1834-1845  $        780.720  

1845-1853  $        187.720  

1853-1862  $        288.612  

1862-1865  $        237.814  

1865-1875  $        372.000  
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Total  $     2.166.264  

Nota: cvs= centavos; pesos de 8/10. 

Fuente: Ortiz (1889) 

 

Por último, vale la pena realizar una breve mirada comparativa entre la administración directa y la libre 

elaboración. La década de los setenta deja ver el rápido incremento que toma la sal vijúa con respecto al 

total de sales producidas, de tal forma que se logra equiparar compactada, abriendo paso a la reforma 

que se instaurará con la llegada de la Regeneración. Una de las promesas de este programa político es el 

de evitar que las tasas impositivas crezcan y se evite una instrumentalización política de los impuestos, 

ya fuese en términos regionales o entre grupos sociales (el papel moneda es una alternativa a este 

escenario). Por consiguiente, el manejo de la administración directa no podía corresponderse con los 

principios de la Regeneración en el sentido de que su pervivencia prolongaba la visión de una imposición 

y usurpación de derechos del Estado. En su lugar, la libre elaboración, a pesar de seguirse rigiendo bajo 

las directrices de precios que dictaba el gobierno, abría la posibilidad, por medio de la oferta mayoritaria 

de la sal de caldero y vijúa, de que los privados asumieran la elaboración de la sal como producto final. 

En cierto modo, la libre elaboración retornaba a la lógica del sistema ya conocido de contratación, habida 

cuenta de la entrega de prerrogativas de producción de sales (vijúa y caldeo), las cuales serían 

remuneradas a un precio específico. En parte, por eso se temía al control que pudiesen volver a ejercer 

los privados sobre la definición de los contratos y reintroducir la rigidez al sistema. La sal compactada, 

que se reservaba para el gobierno, servía para regular los precios de las sales de la economía y disminuir 

la rentabilidad de los privados. 

El panorama ofrecido, en sus primeros años, por la libre elaboración, se torna desalentador y las críticas 

frente al revés introducido por el sistema viene a inscribirse en la corriente común que identifica a la 

Regeneración como un proyecto político que concentra el poder económico a través de concesiones 

privadas:  

La renta de Salinas, que venía en aumento hasta 1879, cayó en un descenso progresivo, sin que hubiera para ello cauda 

alguna visible que lo determinara. Al propio tiempo, este importante ramo de la Hacienda pública, fuente en otro tiempo 

de considerables recursos para el gobierno, entraba en completa desorganización, y, contrariando las leyes sobre el asunto, 

se convertía en fuente de grandes recursos para particulares, y para Compañías representadas ante el público por individuos 

que a todas luces, no son poseedores del total de las utilidades de los negocios con el Gobierno. (Ustio, 1893, p. 2) 

En la guerra de mediados de los ochenta la explosión del precio oficial de venta fue espectacular, casi 5 

veces el precio habitual de compra. Además, después de la caída de varios años de la compactación, esta 
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fue retomada por el gobierno121, lo que explica su nuevo ascenso en lo kilogramos ofrecidos y en los 

gastos de elaboración. Pero, una vez terminada la guerra e introducido de lleno el papel moneda, se 

buscó hacer cumplir ante la opinión pública de romper con el espiral impositivo asociado con los 

conflictos civiles y para la guerra de 1894 su uso no fue aplicado para el sostenimiento de la guerra: 

Aunque en casi todas las precedentes Administraciones Ejecutivas han acudido, al perturbarse el orden público, como a 

fuente de recursos seguros e inmediatos para hacer frente a la situación, al arbitrio de aumentar los precios de la sal, y a 

veces de manera considerable, el Gobierno actual, no sólo no hizo uso de tal medida, sino que, para evitar el alza consiguiente 

a la dificultad de los transportes desde los centros de producción y a la relativa escasez por falta de competencia, estableció 

un Almacén oficial en Bogotá y otro en La Mesa, en donde fijó el precio legal recargado únicamente con el valor de la 

conducción establecido en los contratos que para el efecto se celebraron; dándose así el fenómeno de que, en plena guerra y 

acaso por primera vez, no solamente se conservaran en las citadas plazas los precios normales, sino que bajaran en ocasiones. 

(Memoria de Hacienda, 1896, p. 176). 

Lo descrito no significa que se evitara suavizar la caída en el recaudo cuando el sector externo se 

ralentizaba, y como se detalla en la siguiente descripción, parte de los problemas asociados al mercado 

salinero, de tipo especulativo, seguían presentándose: 

Al decretar el gobierno en 1890 la rebaja en los precios de la sal, se propuso, entre otras cosas, fomentar el mayor consumo 

del artículo, poniéndolo más fácilmente al alcance de los consumidores; pero convencido, por los datos estadísticos en un 

período suficiente, de que este cálculo era ilusorio y de que, en vez de aumentar, disminuía considerablemente la renta, se 

restablecieron por Decreto número 40, de 9 de Septiembre de 1892, los antiguos precios fijados en el Decreto número 466, 

de 4 de Agosto de 1886, que luego fueron confirmados por la Ley 94 de 1892, con excepción del de la sal del Torno, los 

cuales se conservan hoy y son los siguientes: en 1889, $1.527.621,40; en 1890, $1.482.524,92; en 1891, 

$1.187.070,60; en 1892, $1.159.753,15; en 1893, $1.813.159,05. (Memoria de Hacienda, 1898, p. 44) 

Al cierre del siglo, la importancia de las salinas en el conjunto de rentas había disminuido notablemente, 

cediendo lugar a otros tributos que fueron apareciendo para sustentar el valor de los billetes del banco 

nacional. En sí, los productos bruto y líquido tuvieron un estancamiento entre 1.100.000 y 1.500.000 

con altas volatilidades según cambiaran las disposiciones del gobierno. A pesar de ello, la renta de las 

 
121 Asimismo, al momento de extenderse el uso del papel moneda en las operaciones comerciales, y debido papel 

centralizador del circulante por parte la renta de las salinas, el gobierno pudo, en cierta medida, regular la oferta de 
billetes en el mercado al transferir las cantidades que considerara pertinentes a la Tesorería General: “el decreto número 
886 (24 de diciembre de 1885, Diario Oficial número 6,548) dispuso que la circulación de billetes del Banco Nacional se reduciría 
progresivamente hasta limitarla a $1.500.000; y con tal objeto se prescribió a los Administradores de Aduanas de Cartagena y 
Barranquilla y al de las Salinas marítimas que remitieran por cada correo al Banco Nacional, por conducto de la Tesorería General, 
todos los billetes que fueran recaudando, distintos de los de un peso, veinte y diez centavos […] el decreto número 11 de 1886 (8 de 
enero) mandó abonar en la Tesorería general, cuando en ella hubiera de hacerse cualquier pago en billetes, los intereses correspondientes 
devengados y no cubiertos desde el 1° de Febrero hasta el 30 de noviembre de 1885, disposición que se hizo extensiva a la 
Administración principal de Salinas de Zipaquirá” (Memoria de Hacienda, 1888, p. 6). 



126 
 

salinas retomaba vigencia en su intento de amortiguar los golpes del sector externo, y ampliar el carácter 

de la fiscalidad que se había volcado hacia los avances del mercado agroexportador. 
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4. Conclusiones 

La inserción de la economía colombiana al orden internacional del patrón oro, durante la segunda mitad 

del siglo XIX, experimentó una serie de problemas que detuvieron o hicieron más lento el avance 

“civilizador” de las élites. No sólo era una cuestión de acumular capital, sino también de educar a partir 

de los principios liberales. En este sentido, la economía tuvo que generar una serie de dispositivos para 

compensar las enormes pérdidas ocasionadas por el estrangulamiento del sector externo. La circulación 

de valores, representada en documentos de deuda, se acelera en periodos de crisis, en especial, como 

resultado de las guerras civiles. Como resultado indirecto de las confrontaciones, se ponen en el mercado 

una cantidad considerable de capitales que, de otro modo, estarían estáticos en medio de una economía 

deprimida. 

El punto clave en este proceso radicaba en la adopción por parte del régimen monetario de una serie de 

patrones que intentaban apoyarse en elementos de la economía interna, ante el menor dinamismo del 

sector agroexportador. Sin embargo, la precariedad e inestabilidad en las normas monetarias, frente a las 

cuales existían sectores sociales que podían validar, desde una mejor posición en la jerarquía monetaria, 

sus demandas de respaldo de valor, introducía un sesgo negativo hacia la distribución de rentas (desde 

las públicas a las privadas y entre sectores sociales).  Así, en uno de los casos más llamativos del periodo, 

el de la renta salinera, podía visualizarse, detrás de unas consignas de justicia y libertad, una amplia 

disputa por el cumplimiento de la palabra del Estado que dependía de las relaciones monetarias.  

La cristalización del lazo fiscal definido en el precio de venta oficial de la sal dejaba entrever una difícil 

tarea de conciliación de intereses sociales, muchas veces contradictorios y que erosionaban la confianza 

en la fe pública. El intento por afianzar operaciones de crédito más amplias sobre los productos de la 

renta salinera, mediante la emisión de monedas fiscales, se vieron inhibidos por una dinámica 

especulativa que alteró los propósitos del gobierno y generó importantes concentraciones de recursos. 

En la práctica, los reclamos de acceso equitativo a la compra de sales se traducían en la especificación 

de medios de pago depreciados que servían, no sólo a grandes capitales, sino también a un diverso tejido 

social que reclamaba un derecho de apropiación de los espacios de circulación de la sal. A la postre, el 

resultado ceñía la capacidad de reformas de la renta, que debía sopesar un lento avance por el poder de 

mercado adquirido por los elaboradores. Igualmente, los comportamientos de los precios de la sal en el 

mercado sustentaban (o minaban) la legitimidad de los instrumentos de política, así como la capacidad 

de las relaciones monetarias de asegurar la reproducción de la sociedad. Los billetes de tesorería, como 

una promesa futura de pago, intentaba corregir los errores de la circulación desgastada y de baja calidad 

mediante el compromiso político de respaldo del valor de la moneda. No obstante, la destrucción de la 

regla de emisión, su desconexión con las redes de intercambio y la debilidad relativa de los fondos de 
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amortización dificultaron la razón de su existencia. El diferencial facilitado por la especulación entre el 

valor real y facial de las monedas, que se realizaban con las compras de sales, creaba una asignación de 

rentas por la vía de una disposición política sobre la aceptación de dichas especies en las arcas públicas. 

La mala moneda, y las reticencias en la amortización total, encontraba la coordinación parcial de los 

intereses de las clases más pobres y las más acaudaladas, que aprovechaban su posición en la jerarquía 

monetaria para acceder a una gran cantidad de ellas, configurando un pedido de equidad que minaba la 

fiscalidad del Estado. Cualquier operación de crédito, como la emisión de monedas fiscales, terminaba 

en una depreciación de su valor de mercado y en un incentivo al acaparamiento de sales. 

De esta manera, desde los diferentes entramados que comprendían el desempeño de la renta salinera, se 

constituía una inflexibilidad en el territorio fiscal que, en cierta forma, profundizaba los problemas que 

traía el sector externo a través de la renta de aduanas. En definitiva, el estudio de caso propuesto permite 

dar cuenta de la no neutralidad de la moneda, develando el impacto de las tensiones sociales sobre los 

regímenes monetarios. 
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Anexos 

Anexo A Documentos Notariales (1ª) de Bogotá. 1860. 
Nomenclatura: ACP (aparece cancelado en el protocolo) NACP: No aparece cancelado en el 
protocolo. Esta cancelación indica si la deuda fue saldada y registrada. 

 

Código Referencia A B Operación Tipo de Bien 

Transacción 
previa o 

propietario 
anterior 

Precio / K 
préstamo 

Condiciones (plazo, 
i, i mora) 

AN-01 
N1/357/1860 
#43 

Agudelo, José 
Ruiz de 
Oroegoso, 
Dolores 

Préstamo-
Hipoteca 
(B>A) 

El Cedro-
Terreno 
(Usaquén) 

Felipe Sandino 
N3 13/12/53 

2400 p. de ley 
Plazo: 1 año 
i: 1% men 

Casa Tapia i 
Teja baja 

Barragán, 
Mercedes 
07/07/46 

AN-02 
N1/357/1860 
#118 

Agudelo, 
Fausta (De 
Hoyos) 

Samper, 
Manuel 
Antonio 
(Bogotá) 
Samper, 
Silvestre 
(Guaduas) 

Poder (para 
otorgar 
préstamo) 
A>B 

    3500 p. de ley 

*Deudor debe costear 
escritura pública  
*Hipoteca libre de 
gravamen. 
*Interés mínimo de 
10% mensual 
*4 pagos vencidos o 
anticipados, a 1 año o 
indefinido. 
*Pago debe realizarse 
en Bogotá (fuerzas de 
5 francos). 

AN-03 
N1/357/1860 
#524 

Agudelo, José 
Sánchez 
Castro, Eloi; 
Guillermo 

Cancelación 
Deuda (A>B) 

  
06/01/57 
#118 

2000 pesos 
8/10 

  

AN-04 
N1/357/1860 
#41 

Amaya 
Bustamante, 
Dolores 

Calvo, José 
María 

Cesión-
Traspaso 

    
1800 p. 
sencillos 

Nicolás L (ilegible) 
debe a Amaya, por 
tanto, este traspasa a 
Calvo para saldar su 
deuda. 

AN-05 
N1/357/1860 
#399 

Ardila, Juan; 
Francisco; 
Dolores; 
Concepción 
(Facatativa) 

Saénz, Carlos,  

Poder (A>B) 
para percibir 
bienes 
expedidos por 
la D de Crédito 
Nacional 

    10785 p. 
Herederos de José 
María Ardila 

AN-06 
N1/357/1860 
#134 

Ardila, Ignacio 
Manrique, 
Manuel 

Préstamo-
Hipoteca 
(B>A) 

Tres globos de 
tierra (Funza) 

  3456 p. 8/10 
i: 1% men venc 
Plazo: 02/06/61 

AN-07 
N1/357/1860 
#427 

Arrubla, Juan 
Manuel 

Duprey, José 
Préstamo-
Hipoteca 
(B>A) 

Almacén #30 
Galerías de la 
casa 
Consestorial 

  2000 p. 8/10 
Plazo: 1 año 
i: 1% men 

AN-08 
N1/357/1860 
#372 

Aldana, 
Ignacio 
(Purificación) 

Casa de 
Refugio 

Rifa-préstamo 
Hacienda los 
Guayabos 
(Coyaima) 

  
1200 p. fuertes 
(5% valor total) 

Valor total: 22000 p 
fuertes 
*Plazo: 1 año pago 
*i: 6% anual 
Cancelado: 1862 #3 

AN-09 
N1/357/1860 
#88 

Billy, 
Leopoldo 

Villareal, Juan 
Nepomuceno 

Cancelación 
Deuda  

Casa (Bogotá) 8/04/1959 600 p. 8/10 

i:1% mens venc 
Recibidos 488 p., 
incluidos intereses 
Saldo: 112 p. 

AN-10 
N1/357/1860 
#180 

Baquero, 
Tomás 

Santos 
Muñoz, 
esposa de 
Gregorio 
Ruiz 

Venta (B>A) 
Casa (Bogotá) 
Barrio de la 
Catedral 

Juan N 
Maldonado 

84 p. sencillos 

Terreo Ignacio 
Maldonado (edifica a 
sus expensas) 
Pago anual (8 pesos 
8/10) 
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AN-11 
N1/357/1860 
#184 

Bohorquez, 
Francisco 
Eusebio 

Sarmiento, 
Casto (Frai, 
Convento 
Agustinos 
Calzados) 

Venta (A>B) 
Casa (Bogotá) 
Santa Bárbara 

  200 p. 8/10 

Bohorquez disfruta de 
posesión como 
heredero de Paula 
Bohorquez y lo cede al 
Convento. 

AN-12 
N1/357/1860 
#312 

Bonitto, 
Nelson 

  

Testamento 
(herederos: 
Bonitto, 
Carlos; 
Quijano, José 
María; Álvarez, 
Francisco 
Eustaquio 

      

*Cuenta en 
participación con 
Dundas Logan y 
Enrique Grie (Casa 
Comercial). 
Acreedores: 
*Parraga y 
Quijano/2287 p. 8/10 
(01/08/10). 
*Aquilino 
Quijano/1000 p. 8/10. 
Cedidos a Rudencindo 
Otero por fletes transp. 
Quina. 

AN-13 
N1/357/1860 
#325 

Rugra, 
Antonio 

Santa María, 
Raimundo 

Endoso, 
Traspaso 
(A>B) 

    3770 p. 8/10 

Parte de una deuda 
mayor, siendo 
Acreedor Rugra y 
deudor Juan Sierra. 
Ahora el acreedor será 
Santa María. 

AN-14 
N1/357/1860 
#335 

MacDowall, a 
nombre de: 
Bernal, 
Eusebio 
Michelsen, 
Carlos 
Uribe, Miguel 
Saturnino 

McDowall, 
Alejandro 

Subrrogación 
derechos de 
explotación 
salinas Zip. 
(B>A) 

Potrero, de 
Gregorio 
Zamudio 
(Hipoteca) 

    

Bernal ratifica el predio 
referido para la 
explitación de las 
salinas de Zipaquirá. 

AN-15 
N1/357/1860 
#224 

Campuzano, 
Tomás 
Quijano, 
Teodoro 

Duprey, José 
Préstamo-
Hipoteca 
(B>A) 

Casa Tapia i 
teja alta i baja 
(barrio 
Catedral, 
Bogotá) 

Mercedes Silva 
N1 07/09/59 

3000 p. 8/10 

i:1% mens 
i mora:1% 
Mercedes Silva pagó 
300 p. 8/10 que debía 
a Campuzano 

AN-16 
N1/357/1860 
#431 

Calvo, 
Sinforoso 
(Subachoque) 

Gonzalez, 
Joaquín 
(Chía) 

Endoso, 
Traspaso 
(A>B) 

  
Ramón 
Gonzalez 
N1 03/01/59 

6000 p. 8/10 
Plazo: 1 año o 
ampliable a 2 
i: 1% men 

AN-17 
N1/357/1860 
#359 

Copete, 
Laureano 

Cifuentes, 
Ignacio 

Venta (A>B) 
Casa, Pichincha 
#22 

Pablo Pedrero 
N1 16/01/57 

600 p. 8/10 Contado 

AN-18 
N1/357/1860 
#360 

Cifuentes, 
Ignacio 

Draz, Josefa 
(Neiva) 

Venta (A>B) 
Casa, Santa 
Bárbara 

Vicente 
Garnicas 
12/11/58 

600 p. 8/10 Contado 

AN-19 
N1/357/1860 
#361 

Cárdenas, 
Ceferino 

Duprey, José 
Préstamo-
Hipoteca 
(B>A) 

Casa-tienda 

Vicente 
Barragán 
N3 08/10/59 
Alejandro 
Laverde 
N2 23/09/59 

1200 p. 8/10 
i:1% men 
i mora:1,5% men 
Plazo: 1 año 

AN-20 
N1/357/1860 
#266 

Codazzi, 
Hermanos 

Gobernador, 
Estado de 
Santa Marta 

Aprobación 
fiadores, 
derechos de 
importación 

    1000 p. 
Fiadores: Alejandro 
Sarmiento, Santiago 
Paiz 

AN-21 
N1/357/1860 
#246 

Galindo, 
Teodoro 
(Tocancipá) 

Castro, 
Santos 

Venta (A>B) 
Casa, Las 
NieveS, Bogotá 

Maria Zamudio 
20/12/51 

300 p. 8/10   

AN-22 
N1/357/1860 
#252 

Castro, Santos 
Moreno, 
Catalina 

Pulgar, 
Leonardo 

Venta (A>B) 
Casa, Las 
NieveS, Bogotá 

Galindo, 
Teodoro 
(Trasacción 
previa) 
18/02/60 

700 p. 8/10 
525 para Castro 
175 para Moreno 

AN-23 
N1/357/1860 
#398 

Corredor, 
Jacinto 

Santa María, 
Raimundo 

Préstamo-
Hipoteca 
(B>A) 

Casa Quinta, 
Santa Bárbara 

Urbano, 
Pradilla 
N3 20/05/58 

4320 pieza 
8/10 

Fecha 
transacción:22/03/60 
Aparece cancelado en 
el Protocolo: 1860 
#1353 
Se estableció pagarlo el 
27/11/60 sin interés. 
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Potrero, Santa 
Bárbara 

Gil Ricaurte 
N1 20/05/58 

En caso de no hacerlo, 
1% men 

AN-24 
N1/357/1860 
#111 

Diaz, Vicenta 
Manrique, 
Eloi 

Venta (A>B) 
Terreno y casa, 
Chapinero 

  

Casa: 1000 p. 
8/10 
Terreno: 300 p. 
8/10 

i: 5% anual (50 casa y 
15 terreno) 
Penúltimo pago: se 
cancela el principal 
Plazo: 9 años 

AN-25 N1/313/1860 Pei, Augustina 
Arrubla, Juan 
M 

Venta (A>B) Casa   11.000 p.  

Casa donada a: Rita 
Forero, para gozo 
durante vida. A su 
muerte, la propiedad 
pasará un porcentaje 
de su  valor al 
Convento de San 
Diego (9000 p.) 
(seguridad establecida 
sobre la propiedad con 
anterioridad) 
Prinicipal (seguridad) 
fue convertida en 3  
vales del Tesoro (5% 
anual), 3000 p c/u. 

AN_26 N1/417/1860 
Castillo, 
Senon 

Abondano, 
Carlos 

Vemta (A>B) 
Casa 
Catedral 

M del Carmen 
N1 01/07/59 

5.600 p. 

Permiso especial 
Monasterio del Carmen  
Condiciones para el 
traspaso: 
1) debe realizarle 
mejoras a la casa 
2)Pago rédito en talla 
mayor, sin descontar 
sobre el principal 
3) Reconocimiento del 
prinicpal en 9 años 
4)i=5% anual 
5) En caso de mora, se 
cobra el prinicpal  
6) En caso de venta, se 
debe pedir permiso al 
Monasterio. 

AN_27 N1/150/1860 
Galindo, 
Teodoro 
(Tocancipá) 

Esguerra, 
Joaquín 

Venta (A>B) 
Globo de 
Tierra 

Indígenas de 
Tocancipá 

1.872 p. 

1) 272 p de contado 
2) 1.600 p plazo hasta 
01/01/61 
Límites: tierras de 
Joaquin Esguerra, 
Hacienda San Diego de 
Domingo Laverde 

AN_28 N1/169/1860 
Niño, 
Ambrosio 

Dávila, Pedro Venta (A>B) 

Hacienda 
Achori 
Sesquilé 
* 3 potreros de 
ceba 
*3 casas 
concertadas 
*Casa principal 
*Tapiales,made
ras 
*Casa de venta  

Candido de La 
Torre 
05/09/55 

44.500 p. 

1) Gravamen previo: 
10.652p 8/10 
otrogante y La Torre 
(deudores) 
Baron Goury du 
Roslan (acreedor) 
2) Gravamen 1000 p. 
en arrendamientos de 
terrenos de la  
Hacienda Los 
Apostoles (han sido 
pagados por La Torre)  
1% men (contrato N1 
393 10/04/569 
Línderos: Hacienda del 
Convento de los 
Predicadores; 
Capellanía Estancia 
Grande; Resguardo 
indígenas de Suesca; 
Hacienda de los 
Aposentos 
-----------------------------
--------------------- 
Forma de pago: 
a) 13.500 p.contado 
b) 13.000 p. i=5% 
anual,plazo 8 meses 
c) 14.000 p = dos casas 
(Bogotá)  
Vendedor se 
compromete a liberar 
los gravámenes de la 
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hacienda el día 
01/01/61 
-----------------------------
---------------------- 
El señor Dávila se 
compromete a 
comprar a Niño: 
ovejas,ganando vacuno 
flaco, burro, trigo y 
cebada a los precios 
convenidos. 

AN_29 
N1/401/1860 
23/03/60 

Sotomayor, 
Ignacio 
Duarte, 
Vicente 

Forero, Rita 
Esposa de 
Duarte  

Ventas (A>B) 

Quinta La 
Floresta (Las 
Nieves) 
*Cementara y 
dos huertas 
*Herramientas 
*8 yuntas de 
bueyes 
*4 vacas 
paridas 
*4 caballos de 
silla  
*100 cargas 
semillas de 
papa 
*Casa alta tapia 
*Casas de 
Bareque 

  24.000 p 8/10  

*12.266 p. : 
            1000 p i: 5% 
anual  01/04/61 
            2500 p i: 5% 
anual 01/04/62 
            2500 p i:5% 
anual 01/04/63 
            2500 p i:5% 
anual 01/04/64 
            2500 p i:5% 
anual 01/04/65 
            1266 p i:5% 
anual 01/04/66 
*2.733 p Censo 
redimible 5% (rentas 
públicas de la ciudad) 
*1.000 p Censo 
Monasterio, Santa 
Clara 
*8000 p Contado  
 
Límites Quinta San 
Facon, Camino a 
Engativa, Tierras de la 
Municipalidad 
-----------------------------
--------------------- 
Duarte concede 
permiso a su esposa 
para la operación. Le 
entraga 3.000 p venta 
predio (Tenjo) 
-----------------------------
--------------------- 
ACP N1/919/1860 

AN_30 N1/402/1860 Bosa, Antonio Agudelo, Jose Venta (B>A) 

Terreno 
sobrante - 
Camino de 
Suba 
Hacienda de 
Salgado 

  

320 p talla 
mayor  
Consignados 
en la Caja de 
ahorros 

  

AN_31 N1/404/1860 
Uribe, Miguel 
Saturnino 

Malo, Juana; 
Manuela 

Cancelación 
deuda 

    4.000 p 8/10 

Deuda restante venta 
de terrenos en 
Chapinero/Usaquén 
N1/01/04/56 

AN_32 N1/405/1860 

Moreno, Rosa 
Apoderado: 
Amaya, 
Bernardino 

Ramírez, 
Francisco 

Ventas (A>B) 
Casa, Barrio 
Las Nieves 

Nicolas Uribe, 
Mortuoria 

1.700 p 8/10 

1000 contado 
700 en 4 meses  
i: 1% men 
-----------------------------
------------- 
ACP N1/1040/1864 
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AN_33 N1/424/1860 
Lópes, 
Anastacia, 
Bernardina 

Suarez, 
Asunción 

Venta derecho 
1/3 (A>B) 

Tienda-Bogotá 
Juan José 
Espinel 
N 25/07/38 

84 pesos 
sencillos o 60 
pesos fuertes 

  

AN_34 
N1/425/1860 
30/03/60 

Casas, Nicolas  
Nieto, 
Fernando 

Venta (A>B) 

Pedazo de 
tierra 
Tienda 
accesoria 
Barrio de la 
Catedral 

Sis Campos 
N1 20/08/53 

100 pesos 
sencillos 

  

AN_35 
N1/425/1860 
30/03/60 

Nieto, 
Fernando  

Plata, Jose 
Maria 

Venta (A>B) 
Pedazo de 
tierra  

íbid. 
400 pesos 
fuertes 

  

AN_36 N1/483/1860 
Freeman, 
Horacio 

Gooding, 
Jose 

Venta patente 
Concedido por 
el presidente de 
la 
Confederación 
por 15 años 
(09/03/60) 

1/4 patente 
privelegio para 
crtistalizar sales 

  
1500 pesos 
sencilos 

Compañía de 
elaboración de sal de 
Zipaquirá  

AN_37 N1/44/1860 

Goury du 
Roslan/ 
Escovar, M 
Josefa 
Albaceas J 
Escovar  

Ramirez, 
Agustín  

Cancelación 
deuda 
N1 12/01/58 

    1000 p 8/10   

AN_38 N1/53/1860 
Garcia Uribe, 
José María 

Albaceas 
Joaquín 
Escovar 

Préstamo 
Hipoteca 
(B>A) 

Casa tapia 
Barrio de la 
Catedral 

Josefa 
Hernández e 
hijos 
N1 28/07/57 

3000 p. 8/10 

i= 1% men 
Cada 6 meses pago 
principal 
Plazo 1 año 
-----------------------------
-------------------- 
ACP N1/507/1862 

AN_39 N1/122/60 
Gonzalez, 
Joaquín 

Calvo, 
Sinforoso 

Venta (A>B) 

Casa Tapia i 
teja alta, tienda 
accesoria 
(barrio 
Catedral, 
Bogotá) 

Lorenzo 
González 
N1 12/06/51 

9500 p 8/10 De contado  

AN_40  N1/127/60 
Ramírez, Luis 
(Usaquén) 

Agudelo, Jose Devolución 
Terrenos "el 
ato" Casas i 
crias 

  5.000 p 
Cancelación del 
contrato por no pago  
N1/1286/59 

AN_41 N1/132/60 
Goury du 
Roslan 

Blas de Mier, 
J; Francisco 
Ramírez, 
Castro 
Sanchez, 
Pone i Cía. 

Endoso, 
Traspaso 
(B>A) 

    19.282 p 

La Torre, Ignacio; 
Evaristo /Herrera, 
Simón, deudores de 
Blas de Mier & Cía, 
responderán ahora ante 
Goury du Roslan 
-----------------------------
---- 
N1 23/12/58 #1465 

AN_42 N1/157/60 
Delgado, 
Rafaela 

Cifuentes, 
Camila 

Venta Tienda-Bogotá 
Juan Bautista 
Zalamea 

140  4/5  Contado 

AN_43 N1/159/60 

Goury du 
Roslan; 
Escovar, M 
Josefa 

Fernández de 
Codazzi, 
Araceli 

Cancelación-
deuda 

Hacienda San 
José, Santa 
Rita, Golobía, 
La Isla 
Distrito 
Parroquial El 
Colegio 

Bernardo i 
Justo Briceño 

13.200 p 8/10  
Capital e intereses 
N1 30/11/58 

AN_44 N1/70/60 
Rubio Rubio, 
Pedro 
(Guaduas) 

Samper, 
Miguel; 
Agudelo de 
Hoyos, 
Fausta 

Préstamo, 
hipoteca  

Casa tapia i teja  
Plaza de la 
Constitución 
(Guaduas) 

Ramón 
Quintero 

3500 p 8/10 

Plazo 1 año 
i=1% men trimestre 
vencido 
Si no se le exige el 
retorno del principal al 
deudor, puede 
continuar con el 
dinero. 
Al ser solicitado, 
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deudor tiene 90 días 
para devolverlo 

AN_45 N1/75/60 
Goury du 
Roslan,  

Rubio, José 
Maria; Castro, 
Lina 

Poder 
préstamo 

        

AN_46 N1/243/60 
Gutierrez, 
Maria Josefa 

  Subrogación  Casa (nueva)      

Consta de un predio 
más grande con 
gravámentes a favor 
del Monasterio Santa 
Inés, contraida por 
Isido Vargas con  
(1000 p) y una 
capellanía 480 p.  
La casa, construída por 
la señora, no se incluye 
en el reconocimiento 
de los principales. 
Se plantea subrogar ese 
gravamen sobre el 
predio más grande en 
la casa nueva, más 
pequeña. Pago i= 5% 
anual 
-----------------------------
----- 
ACP N1/615/1865 

AN_47 
N1/253/60 
18/02/60 

Plata, Jose M 
La Torre, 
Eustacio 

Venta 

Hacienda 
Vitoimita 
Payandé 
(Villeta) 

Franciso 
Briceño 
N1 18/05/58 

50.000 p 8/10 

30.000 p contado 
20.000 p deberán 
pagarse a Nicanor 
Galvis (deuda 
11/03/59) 
Linderos: Ignacio 
Millán, Camino del 
Alto de Torres, , 
Asención Rubio y 
Marcelino Ramírez 
-----------------------------
---- 
Negocio no se llevó a 
cabo o se cambió 

AN_48 
N1/247/60 
18/02/60 

Aguirre, 
Leocadia  

Garai, 
Narciso 

Venta (A>B) Casa Tienda   
Casa 1: 900 p 
8/10 
Casa 2: 1000 p 

Cambio de casas:  
Casa 1 06/12/49 
Casa 2 N2 11/10/54 

AN_49 
N1/254/60 
18/02/60 

La Torre, 
Eustacio 

Plata, Jose 
Maria 

Venta  

Hacienda 
"Juntas de 
Apulo" 
Tocaima 

Antonio Maria 
Pradilla 
Notaria 
Tocaima  
14/10/56 

47.000 p 8/10 

25.000 p Contado 
16.000 p. deben ser 
pagados a Franciso de 
Paula Aldana (escrit N 
06/10/57#85) (Plata 
debe pagar los i's) 
6000 p. deben ser 
pagados a Luciano 
Laverde, i=1% men ( 
fecha de pago 
01/07/60) 
Linderos: Rio Apulo, 
Laguna de Salcedo, 
Antonio Amaya 

AN_50 N1/344/60 
Grillo, 
Mariano 

Auza, Juan 
Nepomuceno 

Venta 
Casa Bareque i 
Paja, Barrio de 
la Catedral 

Bonifacio 
Durán Doncel  
06/03/56 N1 

260 p 8/10 Contado 

AN_51 N1/346/60 
Matiz, 
Gregorio 

ortega, Cenon Venta 

Derechos 
Herencia 
Casa (Las 
Nieves) 

Elizaria Suárez 
N1 10/12/46 

400 p 8/10   

AN_52 N1/358/60 Groot, Ramon 
Cárdenas, 
Gregorio 

Préstamo 
Hipoteca 
(B>A) 

Casa tapia 
Bogotá 

Manuel Irequin 
N1 06/04/54 

400 p fuertes 
Plazo 1 año 
i=1% y 1/4 men  
ACP # 128 1863 
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AN_53 N1/365/60 

Amador, Niño 
Senador de la 
Confederación 
por el Estado 
de Panamá 

Blas de Mier, 
J 

Venta 

Certificaión de 
Censo sobre el 
Tesoro 
#832 
26/03/55 

José Vicente 
Alvarado  
05/09/59 

Valor Nominal 
1.785 p 
Valor real 
699 p  

  

AN_54 N1/366/60 

Grillo, 
Raimundo 
Joaquín 
(Usaquén) 

Otero, 
Rudencinda 

Venta 

Estancia 
Potosé, 
producto de la 
desmembració
n de la antigua 
Hacienda 
Tibaguyes 

Joaquín 
González 
N1/03/01/60 
#6 

4.500 p 
2.000 p  
8/10 

  

AN_55 N1/373/60 
González, 
Manuel Maria 
(Ubaté)  

Quijano, José 
María 

Préstamo 
Hipoteca 
(B>A) 

Estancia 
Pueblo Viejo 
Cucunubá 

Bárbara i Rita 
Contreras  
Notaria Ubaté 
18/09/54 

500 p 8/10 
Plazo: 1 año 
i= 6% anual 
i=1% men mora 

AN_56 N1/430/60 

De la Torre 
uribe, José M; 
de Mendoza, 
José M; 
Gutierrez, 
Ignacio 
(tutores de los 
hijos de 
Manuel 
Laverde) 

Roldán, 
Ricardo; 
Antonio.  
(Chámeza) 

Compra en 
conjunto  

Terrenos 
indígenas 
Sogamoso 

  1.200 p    

AN_57 
N1/435 
31/03/60 

Ordoñez, 
Maria de Jesús 

Suarez, 
Tomas 

Venta 
Casa baja, tapia 
i teja 
San Victorino 

Presbítero 
Felipe 
Abondano 

1.600 8/10 o 
1.200 fuertes 

Contado 

AN_58 
N1/436/ 
31/03/60 

Goury du 
Roslan 

Rubiano de 
Laverde, 
Petrolina 

Cancelación 
deuda 

    2.000 p 8/10 N1 19/04/59 

AN_59 
N1/347/ 
31/03/60 

Uribe, 
Guillermo 

  

Introducir 
mercancias, 
presentación 
fiadores 

      

Durante dos años 
En consignación 
Contacto: srs Du Say 
Cía Manchester, 
Inglaterra 
Fiadores: Miguel 
Saturnino Uribe, 
Carlos Michelsen. 
Asegurar hasta 10.000 
pesos  

AN_60 N1/437/60 

Laverde, 
Alejandro 
(esposa, 
Rubirano, 
Petrolina) 

Gómez 
Restrepo, 
José Manuel  

Venta (A>B) Casa tapia i teja 
Francisco 
Angarita 
N1/09/12/57 

6.000 p 8/10 

Contado 
Casa está arrendada a 
Manuel Ancízar 
(01/03/58), arriendo 
40 pesos men, contrato 
termina en 1862. 
Límites: José M 
Portocarrero; Ramon 
Ortega; Pita Chorritos; 
casa Miguel Samper 
Laverde también 
ofrece casa a Gómez 
en arriendo por 30 
pesos 8/10 men  
(ocuapada por Candido 
La Torre hasta 
01/05/60 

AN_61 N1/201/60 

Uribe 
Restrepo & 
Cía, en 
liquidación; 
representante 
Diego Uribe 

Michelsen, 
Carlos 

Venta Acreencia   
90.000 p 8/10 
nominal 

62.500 p recibido en 
mercancías 
Acreencia de Ramón 
Vargas Clavo (Cesión 
de los bienes a los 
acreedores) Juez del 
Circuito de Ambalema 
17/07/58; N1 
02/07/58 
Compañía no ha 
recibido dinero de la 
acreencia a excepción 
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de 236 pesos enviados 
desde la Costa. 

AN_62 N1 /348/60 
Lancon 
Hermanos  

Dupuy, José. 
Préstamo 
Hipoteca 
(B>A) 

Casa tapia alta i 
baja, almacenes 

  8000 p 8/10 

Plazo: 31/07/72 
i=10% anual (pago 
cada 6 meses) 
Existen una segunda 
deuda con el mismo 
acreedor de 12.000 p 
(deben ser pagados en 
la misma fecha) 
N1 29/07/59 

AN_63 N1 20/03/60 
De La Torre, 
Candido 

Convento de 
San Francisco 

Préstamo 
Hipoteca 
(B>A) 

Hacienda 
Susatá, 
Nemocón 

  

600 p. 8/10 
Principal, 
Colegio de San 
Buenaventura 

Gravámenes 
previos:1000 p N1 
30/01/35 
Plazo: 9 años i=5% 
anual 
Sólo se puede redimir 
con el Convento, no 
con el Estado.   

AN_64 N1 /426/60 
De la Torre, 
Ignacio 

Pavon, 
Anadito 
(Fusagasugá) 

Cancelación 
deuda, (B>A) 

    2000 p fuertes   

AN_65 N1/182/60 

Jirardot, 
Mercedes 
esposa de 
Uricoechea, 
Francisco 

Uricoechea, 
Salomón; 
Mercedes 

Venta (A>B) 

Estancia los 
Zajones 
Parroquia de 
Funza 

José M Ortega 
05/10/36 
escrib Manuel 
Mendoza 

10.000 p 8/10 

3000 p contado 
7000 p se reconocen a 
favor de la compradora 
28/05/42 

AN_66 N1/510/60 
Gutierrez, 
Maria Josefa 

Francisco de 
Paula Aldana 

Venta (A>B) 

Casa alta 
(nueva), con 
almacenes y 
accesorrios 

Antonia 
Vergara , Isidro 
Vergara 
02/03/50 
02/11/52  

10.000 p 8/10 

5000 p deuda con 
Vicenta Gutierrez 
(hermana) para 
financiar construcción 
(dinero proveniente de 
herencia) 
Cantidad de venta 
repartida en partes 
iguales entre hermanas. 
NACP 

AN_67 N/1 02/04/60 Plata, Jose M 
López Aldana 
, Francisco de 
Paula 

Prestamo 
Hipoteca 
(B>A) 

Hacienda 
Juntas de 
Apulo 
(Tocaima) 

Eustacio La 
Torre 
N1 20/02/60 

5000 p 8/10 

i= 10% anual 
Plazo: 3 años, pago i's 
en trimestres vencidos  
NACP 

AN_68 N1/440/60 Plata, Jose M 
Pinzón, 
Flavio 

Préstamo, 
hipoteca (B>A) 

Hacienda 
Juntas de 
Apulo 
(Tocaima) 

Eustacio La 
Torre 
N1 20/02/60 

6000 p. 8/10 

Plazo tres años  
Intereses se pagan en el 
2do y 3er año 
i: 10% anual 

AN_69 N1/267/60 
Vengoechea 
Hermanos 
(Honda) 

Dutres, José 
Préstamo, 
hipoteca (B>A) 

Todos los 
bienes 
generales 
presentes i 
futuros 

  5350 p fuertes 

Invertir en negocios, 
comercio i en otros 
ajenos a este 
Plazo 4 años (moneda 
a su orden) 
i=1,5% men cada 3 
meses en Bogotá o en 
París 
-----------------------------
----- 
ACP Libro 1874 #881  

AN_70 N1/472/60 
Pinillos, 
Mariano Alejo 
(Bogotá) 

Guevara, 
Juan 
Domingo 
(Choachí) 

Venta (A>B) 

1/2 derechos 
de tierra, parte 
de terreno de 
ceba, Choachí 

Miguel 
Pescador  
N2/30/10/58 

554 p 

200 p 8/10 por compra 
de Guevara a Pescador 
354 p 8/10 plazo 8 
años i=2% mensual 
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AN_71 N1/473/60 

O'leary, 
Simón 
Fiadora: 
Soledad 
Soublette de 
0'Leary 
(madre) 

De la Torre, 
Evaristo 

Endoso (a 
favor de 
tercero)-
Hipoteca 

Hacienda de 
San Pedro, 
Jurisdicción de 
la Meza 
Propiedad de la 
madre 

Ant p. La 
Torre, Alejo; 
Evaristo 
N1/17/11/56 
#1193 

6000 p 8/10 

Tercero a quien se 
endosa: Diego Uribe 
i=1% men 
Plazo=6 meses 
De a Torre asume 
deuda 
-----------------------------
----- 
Linderos: camino 
Anapoima-La Mesa, 
Río Bogotá; Hacienda 
San Pedro; Hacienda 
El Tigre; Resguardo de 
indígenas de Anapoima 

AN_72 N1/212/60 
De Vergara, 
Ignacio 
Manuel 

Gomez 
Restrepo, 
Jose M 

Venta (A>B) 
Hacienda Casa 
Blanca 

  52.800 p 8/10 

Censo perpetuo: 
12.300 p 8/10, es 
obligatorioa 
reconocerlo 
40.500 p 8/10 
reconocibles a otros 
individuos (entre ellos 
a la cofradía del Topo, 
al Monasterio del 
Carmen, el Monasterio 
de la Concepción y 
varios particulares) 

AN_73 N1/326/60 

Schloss,  
Daniel; 
Leopoldo. A 
poderados de 
Scholss, 
Segismundo 

Daroven, 
Lucio 

Venta 
Casa alta i baja, 
sin tiendas  

Linares, 
Dumitila  
N3 19/10/46 

8400 p fuertes 
0 10500 p 8/10  

7345 p 8/10 Letra 
sobre Liverpool 
3105 p sencillos 
contado 

AN_74 N1/411/60 
Santa Maria, 
Raimundo  

Logan, 
Dundas 

Cancelación 
deuda 

    
10.000 p 
fuertes N1 
09/08/56 

  

AN_75 
N1/103/60 
23/01/60 

O'leary de 
Malo, Soledad  
Hijos: Malo, 
Plácido; 
Daniel, 
Arturo, Maria, 
Antonio, José 
María 

Murillo, 
Jacinto 

Contrato de 
arrendamiento 
(hipoteca) 
(A>B) 

Casa tapia i teja 
alta i baja 
(Barrio de Las 
Nieves) 
--------------- 
Solar (Las 
Nieves) 

Hipólito 
Monroi 
22/06/58 
#691 
------------ 
Indalecio 
Barragán  
N1 13/05/58 

  

1) Arrendamiento: 
Quinta de La Merced 
(Chapinero)  
2) 4 años 
arrendamiento 
3) Arriendo. 900 piezas 
8/10 - semestres 
vencido (450 p 8/10) 
4) No subarriendo 
5)No "servidumbre" de 
ninguna especie 
6)No se permite 
ganado calentando en 
las tierras 
7) Limpieza de la 
maleza debe estar en el 
mejor estado al final 
del arrendamiento 
8)Limpieza debe 
empezar a los 6 meses 
de iniciar el arriendo, 
sin derecho a 
indemnización. 
9)21 piezas de 8/10 
por fanegada de 
indemnización por 
parte de la propietaria 
en caso de venta. 21 
piezas de 8/10 por 
fanegada en cso de no 
limpieza. 
10) Número de cepos 
330 
11) En caso de 
incumplimiento, fin del 
contrato  
12)Compra de Murillo 
a O'leary de ganado, 
caballos, herramientas, 
p=3.184 (pago al final 
del contrato de 
arrendamiento en 
moneda de talla 
mayor). i=6% anual 
semestre vencido, 
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desde 04/01/60 
13)Hipoteca 
14) Mejora no pueden 
ser enajenadas sin 
consentimiento de la 
propietaria. 

AN_76 N1/498/60 París, Enrique 
Maldonado 
Lozano, J M 

Remate 

Hacienda 
Buenavisra, 
jurísdicción de 
Quipile 

    

1) Reconocer 1.662p 
8/10- Capellanía 
Alonzo Rico 
División de bienes para 
buscar dejar libre la 
hacienda y separar el 
principal, 
adjudicándolo a casa de 
Bogotá (sobre la calle 
del Florián)  

358         
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AN_77 N1/939/60 } 
Laverde, 
Luciano 

Franco, 
Tovias 

Arrendamiento 
((A>B) 

Hacienda 
Rancho Alegre, 
Guitasol, Cara 
de Perro y 
terreno el 
Trueno. 
Tocaima Viota 

  

6000 p 8/10 
anuales (incluye 
arriendo e 
intereses) 

1)Plazo: 6 años desde 
01/05/60. Pagos 
semestrales. 
2)Dote: 16.000 pesos 
3) Condiciones de 
entrega: limpio de 
berzal y monte. 
Algunos potreros co 
pasto recién sembrado. 
4)Devolver pastado 
5)Prestar potreros 2 
meses al año (para 150 
reses, en dirección a la 
Hacienda El Líbano). 
6)Tierras disponibles 
para 6 cabezas todo el 
año (derecho de 
pastaje) 
7)Si el puente para 
pasar la Hacienda El 
Trueno se cae, Franco 
debe permitir el paso 
por las tierras de Racho 
Alegre 
8)Debe pagar todas las 
contribuciones de 
sobre la hacienda. 
9)Posibilidad de pleito 
sobre las hacienda. Si 
se pierden las tierras, 
Laverde rebaja precio 
del arriendo en cierta 
proporción 
10)Se exceptúa 
trapiches: Cunchimá 
(Severo Medina) y 
Santa Rita (Luces 
Palomino) 
11) En Guitasol, 
Franco debe cultivar 2 
anegas de pasto por 
año. Laverde le pagará 
100 pesos 8/10 por 
c/u. 
  *Cada anega, 24 
palitos; 1 palito, 8 
cuadros; 1 cuadro, 16 
brazadas por cada lado. 
12) Si excede 30 
palitos, será 125 p. 
13) Franco puede 
cultivar en los 
extremos de Guitasol 
(pasto), siempre y 
cuando no le convenga 
cultivar 2 anegas más al 
año. 
14)No puede disponer 
de maderas de 
guayacaán, más allá de 
las necesarias por la 
Hacienda. 
15) Al final del 
arrendamiento, 
Laverde compra a 
Franco ganado hasta 
por la suma de 10.000 
p. (no manyor a esta 
suma, sólo los que 
alcancen) 
16) Arrendamientos de 
los arrendatarios y 
trapiches a favor de 
Franco. 
17) Franco debe a 
Laverde 8562 p (400 
toros y novillos). i= 
1% men; 3 contados: a) 
Plazo 1: 12meses 
(2.854 p) b)18 meses 
(2.854 pesos. i por 
trimestres c) tercer 
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contado (dato ausente). 
Fechas de pagos deben 
contarse desde la 
misma fecha: Agosto 
1860. 
18) Franco debe 
aceptar contrato de 
arrendamiento con 
Galvis (anteriormente 
con Laverde). 
19) Dote de 16.000 
debe ser devuelta al 
final del contrato, con 
posibilidad de prórroga 
de un año más (+500 
pesos) 
20) Franco debe 7.964 
p a Laverde por la 
compra de ganados 
gordos; i=1% men 
desde mayo 1860. Tres 
pagos: a) 1 año, 1861, 
2.654 p. b) 2.654 p 18 
meses desde mayor 
1869. c) 2654 p. dos 
años desde la misma 
fecha. 
*En caso de mora 1% 
men cada 6 meses 1er 
año. Después del 
primer año i=1% 
trimestral. 6 meses de 
plazo por cada 
prórroga. 
21) Hipoteca Hacienda 
Miraflores (jurisdicción 
páramode Dolores),  
Piepeña. Anterior 
propietaria: Aniceta 
Mata de Rodríguez; 
295 yeguas, 4 lechones, 
2 caballos, 260 reses de 
cría del contrato de 
arrendamiento entre 
Franco Tovar y Senon 
Reyes y Antonio 
Franco. Se incluyen los 
potreros de Pará y 
Guinea. También se 
hipotecan trapiches de 
la Hacienda San Pablo. 

AN_78 N1/985/60 
Duque, 
Ramon 

Franco, 
Tovias 
(Calera) 

Venta (A>B) 
Hacienda "El 
Trueno", 
Tocaima 

Luciano 
Laverde 
02/11/59 
Se entrega la 
propiedad en 
las misma 
condiciones 
con las que se 
compró a este 
anterior 
propietario. 

44.000 p 8/10  

Nota: el código de cada uno de los registros indica su ubicación en los libros notariales de la 
siguiente forma: Notaria (N1)/Número notarial en el libro/fecha. 

Fuente: Archivo General de la Nación, Notarías 1ª, 1860. 
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Anexo B 

Información sobre el comercio interior del Estado de 

Cundinamarca 

Comercio interior del Estado de Cundinamarca 

  Descripción del Comercio Giro comercial 

Neiva 

Neiva comercia con Bogotá, Mariquita i Antioquia, llevando cacao, ganado, mulas, 

sombreros i cueros, i sal a Popayán; en retorno recibe recibe de Bogotá, sal, fierro, 

harinas i algunas mercancias estranjeras de Mariquita, mayor numero de estas, tabaco 

i dinero: de Popayán, tabaco de Palmira i algunas mercanías introducidas por 

Buenaventura: de Antioquia, dinero. 

$900.000 

Mariquita 

Mariquita trafica en traer reses gordas a la Provincia de Bogotá, loza, arroz, 

marranos, bestias i tabaco: recibiendo en cambio sal, harina, azúcar, panela, miel, 

lienzos, mantas, alpargatas, papas i legumbres de toda clase.  

$1.200.000 

La Mesa i 

Guaduas  

Los puntos intermedios de mercado son La Mesa i Guaduas que se hallas en las 

vertieentes occidentales de los Andes i en climas templados. En la Mesa se depositan 

las sales destindas a la tierra calientes, i en Guaduas la panela i el azúcar producidas 

en los vecinos valles. 

La Mesa:  14 a $18.000 

semanal 

$768.000 anual 

Guaduas: 12 a $15.000  

$618.000 anual 

Bogotá 

Consumo diario:10 cvs per capita 

40.000 hab, consumo adicional de 2 cvs per capta 

Jornalero: 15-20 cvs aprox, alimento 

Clase alta: >100 pesos mes 

Base poblacional: 60.000 hab 

$65.625 semanal 

$3.115.000 anual (víveres) 

Cáqueza   $150.000 anual 

Gachetá   $150.000 anual 

Cipaquirá 

Mercado cada 5 días 

Sal estraida para el consumo local i para sutir los mercados de Bogotá, La Mesa, i 

Facatativá; a que debe agregarse el valor de las cotrataciones por mayor en ganado 

gordo, harina, tabaco de Jiron, artefactos del país i otros artículos. Cipaquirá recibe 

en cambio miel, cacao, azucar, maíz, ropas extranjeras, licores i herramientas, &a. 

$503.000 víveres, anual 

$600.000 sal, anual 

Facatativa 

No menos importante es el mercado de Facatativá, al cual concurren desde La Mesa, 

Guaduas i hasta desde Ambalema en busca de los productos de tierra fria, 

ofreciendo en cambio de las tieeras cálisas, como son maíz, azucar, panela, mieles, 

plátanos, &a. 

$800.000 anual 

$16.000 semanal 

Ubaté 

Estiende Ubaté su comercio hasta el Socorro, Estado de Santander, llevando sales i 

trayendo tabaco de Jiron,dulce, arroz i ropa del pais. $384.000 

Guatavita   $350.000 

Fusagasugá   $350.000 

Chocontá 

Contrataciones de ganado 

Chocotá lo hace con Tunja, Estado de Boyacá, llevando sus afamadas sillas de 

montar i dinero, trayendo en retorno badanas, baquetas, cordobanes, ganado vacuno 

i lanar, lienzas, maí, habas, arvehas, anis &a. $576.000 anual 
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Tanto Ubaté como Chocontá concurren al gran mercado de Bogotá con todos los 

productos de tierra fria i las manufacturas del país. 

Villeta   $200.000 anual 

Fuente: tomado de los informes de la Comisión Corográfica (Gaceta Oficial, 1858) 

Comercio exterior  

Importación 

Área Descripción Consumo 

Esplanada de Bogotá i sus vertientes al Magdalena i Meta 12.500 cargas de ropas (carga a $200) $2.500.000 ropa extranjera 

Neiva i Mariquita 7.500 cargas de ropa (carga a $200) $1.500.000 ropa extranjera 

Total Cundinamarca (Importación)   $4.000.000 ropa extranjera 

Exportación 

Ambalema Tabaco 
$2.000.000 (anual) valor 

mínimo 

Diveras regiones 
Quina, esmeraldas, sombreros, cueros, plata, oro i 

mercancías menores. 
$2.000.000 anual 

Total Cundinamarca (Exportación) En francos: 33.000.000 $4.000.000 anual, aprox 

Fuente: tomado de los informes de la Comisión Corográfica (Gaceta Oficial, 1858) 
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Anexo C 

Fallos judiciales sobre reconocimiento de deudas contraídas por 

el Estado en la Guerra Civil de 1863 

Fecha de la 

sentencia 

Fecha 

de los 

sucesos 

Demandante Juzgado Expropiador Zona 
Bienes objeto 

de reclamo 

Valor  

total 

(pesos) Sentencia 

 Diario 

Oficial 

1/01/1865 

Guerra 

1860 

Liborio 

Landínez 

Juzgado de 

Bogotá 
  

Esatado 

Soberano de 

Cundinamarca 

6 caballos 
1400  

4/5  

Declarado nulo 

por ser de otra 

jurisdicción 

 Diario 

Oficial 

1/01/1865 

1862 José Cortez 

Juez del 

Circuito de 

Popayan  

Unión 

Pasto, Estado 

Soberano del 

Cauca 

tres cargas de 

harina, 4 

ruanas y 4 

capisayos 

$102, 40 $102, 41 

 Diario 

Oficial 

1/01/1865 

    

Juez de 

Valle 

Dupar 

Unión   
No 

especificado 
  

Corte declara 

nulo fallo de 

reconocimiento 

 Diario 

Oficial 

1/01/1865 

Guerra 

1861-62 
        

9 mulas ($80 

c/u) 9 reses 

($20): ($900) 

1 caballo: $80 

1 caballo zaino: 

$100 

1 mula: $56 

1 macho pardo 

$52 

9 mulas: $64 

pesos c/u: 

$576 

1 silla de 

montar: $2 

$1.910 

Reconocer: 

$1.764 

Diferencias de 

avalúo de 

algunos ítems 

7/12/1864 

Diario 

Oficial 

03/01/65 

Guerra 

1861 

Juan 

Bautista 

Abello 

Juez del 

circuito de 

SantaMarta 

Unión Magdalena 

Casa (fue usada 

como depósito 

de artillería y 

sufrió un 

incendio) 

$6.000 $6.000 
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18/01/186

5 

Diario 

Oficial, 

22/01/65 

Guerra 

61 

Juan Ignacio 

Gutiérrez 

Juzgado 

del 

Circuito 

del Cocuy 

Gobierno de 

la 

Confederación 

Estado 

Soberano de 

Boyacá 

200 reses 

gordas $80 

c/u; $6000 

50 yeguas, $40 

c/u: $2000 

1 caballo 

padron $900 

1 caballo rucio 

$100 

1 cabllo $200 

2 caballos y 1 

mula ($100 

c/u): $300 

2 caballos: 

$100 

3 sillas de 

montar: $190 

Dinero 

sonante$350 

1 trabuco y un 

cuchillo: $26 

Otras 

cantidades 

tomadas en 

dinero: $700 

$10.860 Pago:$8.212 

30/10/186

8 

Diario 

Oficial 

14/12/68 

Guerra 

60-61 

Jerónimo 

González 

Juez del 

circuito de 

Quindío 

Ambos 

bandos 

Aldea de 

Santa Rosa 

Estado del 

Cauca 

11 reses ($16  

c/a): $176 

Buey ($40) 

4 reses gordas 

($24 c/a): $96 

2 machos ($60 

y $120) 

2 y 1/2 cargas 

de cacao ($2,40 

el midar): $287 

5 cargas y 5 

arrobas de 

panela; 5 

arrobas tabaco; 

15 damezanas 

de aguardiente; 

una yegua; un 

macho y un 

caballo: $543 

49 fanedas de 

maíz: $236,20 

1499 Pago: $1.130 
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12/03/68 

Diairio 

Oficial 

22/10/68 

Guerra 

60-62 

Jesus María 

Zorrilla 

Juez del 

circuito de 

Quindío 

Ambos 

bandos 
  

50 reses (eran 

60, pero 10 no 

se pudieron 

probar) a $20 

c/u: $1.000 

10 y 1/2 cargas 

de cacao($40 

c/u): $420 

Consignaciones 

en efectivo: 

280 pesos 

1730 1730 

Fuente: (Diario Oficial, 1865; 1868)  
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Anexo D 

Información estadística sobre la producción (kgs) y producto 

(pesos) de las principales salinas del interior, 1865-68. 

  Zipaquirá  Nemocón 

  1865-66  1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 1865-66  1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 

Admin. 8406 9304 9020 11% -3% 2058 2059 2039 ### -1% 

Resguardo  12268 16287 19697 33% 21% 1584 2442 1368 54% -44% 

Elaboración  92646 74564 69853 -20% -6% 5790 3635 5067 -37% 39% 

Aprehension 493 572 332 16% -42% 140 125 34 -11% -73% 

Varios 1851 861 975 -53% 13% 76 73 835 -4% 1044% 

  115665 101591   -12%   9650 8335   -14%   

Guarnicion  20820 8500   -59%   1800 600   -67%   

Total 136485 110091 99877 -19% -9% 11450 8935 9343 -22% 5% 

 

  Tausa Sesquilé 

  1865-66  1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 1865-66  1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 

Admin. 1091 2076 2034 90% -2% 1928 2651 2614 38% -1% 

Resguardo  1559 2292 984 47% -57% 1584 2442 1368 54% -44% 

Elaboración  5610 4748 5123 -15% 8% 14119 10300 14994 -27% 46% 

Aprehension 5 19 4 280% -79% 36 106 52 194% -51% 

Varios 98 101 1649 3% 1533% 442 2210 1816 400% -18% 

  8364 9236   10%   18111 27711   53%   

Guarnicion  1800 600   -67%   1800 750   -58%   

Total 10164 9836 9794 -3% -0,4% 19911 28461 20844 43% -27% 

 

  Gachetá Total 1 Total 2 Total 3   

  1866-67 1867-68 Var. % 1865-66  1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 

Admin. 260 720 177% 13486 16352 5447 21% -66,69% 

Resguardo  660 684 4% 16995 24123 5418 42% -77,54% 

Elaboración        118267 103249 15048 -13% -85,43% 

Aprehension 188 9 -95% 674 1011 134 50% -86,75% 

Varios 41 12 -71% 2468 3287 2323 33% -29,33% 

  1149   -100% 151792 148025   -2%   

Guarnicion        26220 10450   -60%   

Total 1149 1425 24% 178012 158475 28370 -11% -82,10% 

 

  Compactada Caldero  

  1865-66 1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 1865-66 1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 

Zipaquirá 4556679 4174525 3750000 -8% -10% 94575 24350 17500 -74% -28% 

Sesquilé 777075 724962 1020375 -7% 41%          

Tausa 588925 593562 640275 1% 8%          

Nemocón 544937 509425 604275 -7% 19%          

Gacheta   2775     -100%          
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Total 6467616 6005250 6014925 -7% 0,16% 94575 24350 17800 -74% -27% 

Existencias en Zipaquirá 

en 01/09/67 
    235965             

 

En Sesquilé     353062              

Total jral. Al débito     6603952         178000    

 

  Vijua Agua salada 

  1865-66 1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 1866-67 1867-68 Var.% 1 

Zipaquirá 2389675 2371500 2126550 -1% -10%       

Sesquilé 323450 368675 86025 14% -77%       

Tausa                 

Nemocón 5487 24887 43212 354% 74%       

Gacheta           70550 251050 256% 

Total 2718612 2765062 2255787 2% -18% 70550 251050 256% 

Existencias en Zipaquirá 

en 01/09/67 
                

En Sesquilé     42675           

Total jral. Al débito     2298462       251050   

         

 

  Cambiada Totales 1 Totales 2 Totales 3   

  1867-68 1865-66 1866-67 1867-68 Var. % 1 Var. % 2 

Zipaquirá 13027 7040929 6570375 5907077 -7,0% -10,1% 

Sesquilé 2400 1100525 1093637 1108800 -1,0% 1,4% 

Tausa 200 588925 593562 640475 1,0% 7,9% 

Nemocón 1600 550425 534312 649087 -3,0% 21,5% 

Gacheta 331 251050 2775 251381  8958,8% 

Total 17558 9280804 8794662 8557120 -5,0% -2,7% 

Existencias en Zipaquirá en 

01/09/67       

En Sesquilé             

Total jral. Al débito 17558           

 

  Compactada  De caldero Vijua 

Administración  Recibidas Vendidas Diferencia Recibidas Vendidas Diferencia Recibidas Vendidas Diferencia 

Zipaquirá 3750000 3494725 -255275 17500 17800 300 2126550 2126550 0 

Sesquilé 1020375 1121750 101375       86025 128700 42675 

Tausa 640275 640275 0           0 

Nemocón 604275 604275 0       43212 43212 0 

Gachetá     0           0 

Totales 6014925 5861025 -153900 17500 17800 300 2255787 2298462 42675 

Existencias en 

Zipaquirá en 

01/09/67 

235965                 

En Sesquilé 353062           42675    
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Total jral. Al 

débito 
6603952          2298462    

 

  Agua salada   

  Recibidas Vendidas Diferencia Cambiada Totales R Totales V 

Zipaquirá       13027 5907377 5652102 

Sesquilé       2400 1108800 1252850 

Tausa       200 640475 640475 

Nemocón       1600 649087 649087 

Gachetá 251050 251050 0 331 251381 251381 

Totales 251050 251050 0 17558 8557121 8445896 

Existencias 

en Zipaquirá 

en 01/09/67 

        235965 
  

En Sesquilé         395737   

Total jral. al 

débito 
251050     17558 9188823   

 

Fuente: cuadros elaborados con los Informes de los Administradores de la Renta de Salinas 

(1864;1868; 1869) 
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Anexo E 

Amortización de Billetes de Tesorería en la Administración de 

Salinas (1862) (pesos) 

Cambio de Billetes de Tesorería 16/01/1862 

Personas que 

presentaron billetes  
Cantidades 

Rata 

pagadora 

Suma que 

tocó a cada 

persona 

Miguel S Uribe, por C 

Michelsen 
4000 7,18% 287 

El mismo por Anselmo 

Pineda 
156 … 11 

Eusebio Bernal por 

varios 
3923 … 237 

Francisco Vanegas S 1440 … 103 

Cenon Ortega 1867 … 134 

Rudecinco Monroi 3267 … 285 

Dr. D. Guzman 20 … 2 

Juan Vélez  286 … 17 

Isidro Laverde 504 … 86 

Fernando Franco  263 … 19 

Adolfo Urdaneta 1508 … 102 

Sisto Bernal 890 … 28 

Pablo Murcia 2805 … 201 

Miguel Monroi 35 … 3 

Patricio Monroi 2737 … 196 

Valerio Pachon 55 … 4 

Ramon Barrera 108 … 8 

Weneslao  por varios   1248 … 90 

Januario González  775 … 56 

Jenaro Duran  660 … 47 

Jorje Coronado 450 … 32 

Jacobo Weisner 183 … 13 

Jose C Riaño 67 … 5 

Manuel Agillon  66 … 49 

Cárlos Jiménez 3 … 3 

José M Talero 59 … 4 

Buenaventura Muñoz  43 … 3 

Isidoro Silva  2551 … 183 

Manuel Duque  18 … 1 

Pablo Ortega 5 … 1 

C Michelsen por M  

Calvo  
6500 … 467 
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Blas Vurraga 206 … 15 

SUMA REPARTIDA   … 2598 

 

Cambio de Billetes de Tesorería 16/01/1862 

Personas que 

presentaron billetes  
Cantidades 

Rata 

pagadora 

Suma que 

tocó a cada 

persona 

Manuel Santamaría 2243 13% 291 

Jacobo Weisner  170 … 22 

Buenaventura Nieto  71 … 9 

Miguel S Uribe 3688 … 478 

Él mismo 145 … 19 

Eusebio Bernal 1246 … 101 

Patricio Monroi 2596 … 337 

Lacrecio Salcedo  3032 … 394 

Domingo Peña 2337 … 303 

Eusebio Bernal 3688 … 479 

Carlos Michelsen 6033 … 784 

Juan Vélez 607 … 79 

Dámaso Guzman 18 … 3 

Antonio G Manrique 459 … 60 

Isidro Laverde 978 … 126 

Buenaventura Muñoz 42 … 5 

Bartolomé Duran 22 … 3 

Tomas Silva  200 … 26 

Pablo Murcia 2243 … 296 

Cenon Ortega 1780 … 225 

Miguel Monroi 32 … 4 

Jorge Bunch 600 … 78 

Januario Gonzalez 409 … 53 

Fernando Franco 515 … 67 

Sisto Bernal 368 … 50 

José María Talero 71 … 9 

José María Rodríguez 12 … 2 

Jorge Coronado 178 … 23 

Weneslao Bernal  1158 … 150 

Ramón Barrera 100 … 15 

Juan  Maldonado  9 … 1 

José Riaño 277 … 36 

César Tórres  35 … 5 

Valerio Pachon 38 … 5 

Blas Villaraga 189 … 25 

Bendix Koppel  9880 … 1219 

Carlos Jimenez  625 … 81 

Manuel Aguillón 46 … 8 
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Antonio Tavera 14 … 3 

Pascual Salgado  12 … 3 

Tomas M Mosquera 119 … 15 

Total   … 5950 

 

Cambio de Billetes de Tesorería 7-13/02/1862 

Personas que 

presentaton 

billetes  

Cantidades 
Rata 

pagadora 

Suma que 

tocó a cada 

persona 

Patricio Monroi 3605 8,70% 393 

Tomas Silva  142 … 12 

Rudecinco Monroi 3557 … 310 

José O Riaño 3485 … 208 

Id. Por sí 2851 … 204 

Id. Por Pablo 

Murcia 
4212 … 356 

Id. Por Cenon 

Ortega 
4747 … 413 

Constancio Franco 53 … 4 

Januario González 626 … 54 

Id. Por Anotnio 

Gonzalez Manrique 
329 … 24 

Id. Por J Laverde 680 … 59 

Eusebio Bernal  884 … 77 

Id. Por varios 3780 … 243 

Juan Velez  772 … 67 

Id.por Miguel 

Monroi 
311 … 27 

Cruz Ballesteros 550 … 47 

Pedro Pedraza 4000 … 349 

Domingo Peña 448 … 33 

Ramon G. Ordoñez 523 … 45 

Dámaso Guzmán 43 … 4 

Tomas E Baquero 200 … 17 

Buenaventura 

Muñoz 
67 … 8 

Weneslao Bernal 1807 … 113 

Id. Por Isidoro 

Barriga 
1254 … 109 

Ramon Barrera  71 … 8 

Manuel H Peña 1494 … 180 

Faustino Gómez 252 … 21 

Toribio Gómez 658 … 56 

Cenon Ortega 928 … 80 

Jorge Coronado 550 … 47 

Sisto Bernal 219 … 19 

Francisco Moreno 178 … 15 

Jacobo Weisner 128 … 11 

Buenaventura Nieto 51 … 4 

Carlos Michelsen 11770 … 1024 
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Miguel S Uribe por 

Varios 
8741 … 760 

Id. Por Carlos 

Michelsen 
577 … 45 

Loreto González 64 … 6 

César Torres  198 … 16 

Pedro Fernández 275 … 24 

Cárlos Jiménez 451 … 39 

Nicolás Barragán 66 … 6 

Miguel S Uribe por 

el Dr Blagborae 
450 … 39 

Ancelmo Pineda 103 … 9 

José Cruz 18 … 1 

Antonio Tavera 80 … 21 

José J Fajardo 888 … 77 

Escuadrón 

Belijerante 
43 … 33 

Total 65240 … 5680 

 

Fuente: Gaceta Oficial de la Unión (1862), El Cundinamarqués (1862) 
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Anexo F 

Balance del Libro Mayor del presupuesto de Cundinamarca, 

(febrero y marzo, 1863) 

Balance del Libro Mayor del presupuesto i del Tesoro, febrero i marzo de 1863 (pesos) 

Nombres de las cuentas Debe  Haber Debe  Haber Saldo 

Balance de entrada   $  69.983   $  69.983   $  69.983   $  69.983   $          -  

El Tesoro del Estado de Cundinamarca  $  28.577   $200.846   $  38.444   $203.009   $164.564  

Contribuciones de fincas raices  $  38.165   $  14.044   $  38.303   $  15.467  -$  22.836  

Derecho de timbre Impuesto de Caminos   $        13   $        10   $        13   $        10  -$         3  

Contribucion forzosa   $  16.350   $    8.263   $  16.762   $    8.739  -$    8.024  

Ingresos varios   $  20.329   $  10.967   $  21.867   $  12.405  -$    9.462  

Caminos  $    6.824   $    8.320   $    6.999   $    9.296   $    2.297  

El Gobierno de los Estados Unidos de Colombia  $  36.255   $    2.311   $  39.326   $    2.311  -$  37.014  

Departamento lejislativo   

Cámaras Lejislativas  $    3.851   $    3.851   $    3.974   $    4.004   $        30  

Departamento Ejecutivo   

Poder Ejecutivo  $    2.878   $    2.878   $    3.590   $    4.301   $      711  

Prefactura  $    5.515   $    6.079   $    6.729   $    7.704   $      975  

Administración de Hacienda  $    3.936   $    4.070   $    4.470   $    5.023   $      553  

Recaudación de distrito  $    1.479   $    1.479   $    1.808   $    1.808   $          -  

Fuerza pública del Estado (policía)           

Correos  $      277   $      277   $      326   $      377   $        51  

Gastos varios  $    1.353   $    1.435   $    1.785   $    1.946   $      161  

Impresiones oficiales  $      508   $      508   $      508   $      664   $      156  

Departamento judicial   

Corte del Estado  $    1.546   $    1.546   $    2.189   $    2.853   $      664  

Ministerio público  $    1.143   $    1.311   $    1.533   $    1.992   $      458  

Judicatura del circuito  $    3.793   $    4.539   $    4.902   $    6.139   $    1.237  

Establecimientos de castigo  $      483   $      900   $      483   $      927   $      444  

Cárceles  $      681   $      713   $      987   $    1.054   $        67  

Departamento de beneficiencia i recompensas   

Beneficiencia i recompensas        $      469   $      469  

Administración jeneral de Hacienda  $  29.369   $  26.706   $  35.378   $  31.278  -$    4.100  

Ad de hacienda de Zipaquirá  $    6.703   $    6.704   $    6.703   $    6.704   $         1  

Ad de hacienda de Chocontá  $    6.437   $    5.981   $    6.597   $    6.178  -$      419  

Ad de hacienda de Cáqueza  $    2.483   $    2.629   $    2.835   $    2.991   $      156  

Ad de hacienda de Tequendama  $    3.848   $    5.729   $    5.467   $    7.706   $    2.239  

Ad de hacienda de Guaduas  $    2.060   $    2.493   $    2.098   $    2.581   $      483  

Ad de hacienda de Guatavita  $    2.310   $    2.131   $    3.301   $    3.298  -$         2  

Anticipos   $    3.571   $    1.608   $    3.955   $    2.103  -$    1.851  

Billetes de Tesorería  $    2.865   $    3.016   $    2.865   $    3.733   $      868  

Alcances i reintegros  $         1   $        85   $         1   $        86   $        85  
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Depósitos  $      928   $    1.328   $    1.030   $    1.712   $      682  

Empréstitos  $      168   $      325   $      293   $      325   $        33  

Títulos de tierras baldías  $  13.320     $  16.320    -$  16.320  

Sobrantes del camino de Occidente  $    6.400     $    6.400    -$    6.400  

José María Vergara Vergara  $    1.460     $    1.460    -$    1.460  

Bienes del Estado  $        13   $        13   $        13   $        13   $          -  

Contribución extraordinaria  $  80.000   $    5.796   $  80.000   $  10.560  -$  69.440  

Vías de comunicación  $      230   $      230   $      230   $      230   $         0  

Totales  $409.104   $409.104   $439.929   $439.929   $177.332  

Fuente: (Gaceta del Estado de Cundinamarca, 1863) 
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Anexo G 

Administración principal de Hacienda del Departamento de 

Zipaquirá- La caja de fondos nacionales, su cuenta corriente 

Administración principal de Hacienda del Departamento de Cipaquirá- La caja de fondos nacionales, su cuenta corriente (pesos) 

    Debe       Haber Billetes 

1862   Dinero  Billetes   Vienen 1527,65 15 

feb-

01 
Existencia del mes anterior  $     53   $      1  

feb-

17 

Santiago Cubillos i Lucrecio 

Salcedo, por diez i seis cargas 

panela o diez de arroz  

 $   242    

2 
Empréstito voluntario de Manuel 

Peña para un gasto urjente 
 $     40      

A Cecilio Garzón, por 

composición de armas 
 $     60    

3 Id. Forzoso en esta forma:       
Pagado a E Baquero, por cajones, 

&c 
 $       5    

  Jacobo Alvárez  $     16      A Ignacio Balleu, por bayeta   $   330    

  De José María Forero   $     50      
A Antonio Balderrama por 

vestuario 
 $     10    

  Dionisio Montes  $     50      
A Lucrecio Slacedo por tres sillas, 

veinte cargas de arroz i tres toldos  
 $   370    

  Pedro Forero  $   160      A Cruz Ballesteros, por fornituras  $   120   $   170  

  Ramon Ospina  $     49      
A Antonio Balderrama por 

vestuario 
 $     16    

  

Producto de la venta de unos 

cueros i cebo de ganado tomado 

para el Ejército. 

 $     32      A Salomon Uricoechea por id  $   200    

  Subtotal  $   343      

A Ramon Castro, por cinco cargas 

de panela i diez i site arrobas de 

arroz  

 $     56    

5 
Empréstito forzoso de Sisto 

Várgas 
 $   200      

A Uribe i Bernal devolución parte 

del suplemento 
 $     40    

  Id. De Rafel Rodríguez  $   100      
Suplemento a los fondos del 

Estado 
 $   400    

7 Donación de Rafael Rubiano  $   160      
Pagado a Francisco Azuero por 

composición de armas 
 $     48    

  Empréstito forzoso SalvadorAlva  $   300      
A Roque Moráles por gastos 

diversos 
 $     13    

  
Suplemento de fondos del Estado 

a los nacionales 
 $       8   $    14    

Suplemento a los fondos del 

Estado 
 $     73    
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Empréstito forzoso de Juan N 

Coronado  
 $   300      

Sueldo eventual del Administrador, 

deducido de $2.558 recaudados 

por emrpestito i donacionaes 

forzosas i producto de la venta de 

cebo i cuero 

 $     77    

  De Sisto Várgas  $   200         $ 3.590   $   185  

  De Bernardino Hernández  $   200      Existencia   $   106   $   680  

  Donación Estévan Guevara   $   100      Suma igual al "Debe"  $ 3.696   $   865  

  Id. De Juan Forero González 100       Marzo 3 de 1862     

  Id de Bautista Pedraza   $     80            

  
Recibido de la Prefectura por 

dinero tomado de la salina 
 $   300            

  Donación de Anjel Urbina  $   200            

  De Franciso Franco   $     80            

  
Empréstito voluntario de Lucrecio 

Salcedo  
 $   100            

  De Agustin Almanza   $     20            

  
Devolucion de una suma tomada 

por S. Uricohechea 
   $   800          

  
Empréstito voluntario de R 

González O 
 $     50            

  De Rudencindo Monroi  $     50            

  De Faustino Gómez  $     20            

  De los señores Bernal & Uribe  $   200            

  Donación de Felipe Salcedo  $     40            

  
Empréstito Forzoso de Francisco 

Aguilera  
 $   100            

  
Recibido de la Prefactura, cantidad 

tomanda de la salina 
 $   297            

  
Empréstito voluntario de Januario 

González 
 $     50            

  Total   $ 3.696   $   865    Pág. 122     

Fuente: Gaceta del Estado de Cundinamarca (1863) 
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Anexo H 

Mercado monetario (premios y tasas de descuento). Años 1861, 

62, 63, 66, 68, 69. 

Mercado de moneda y signos representativos 

    28/09/61 5/10/61 12/10/61 19/10/61 26/10/61 Nov-Dic 1/03/62 

    %      $ %      $ %      $ %      $ %      $ %      $ %      $ 

Oro Condores + 1 1 1 1 1     

  Nuevo + 1 1 1 1 1     

  Onzas españolas 17,4-17,60 
17,4-

17,61 

17,4-

17,60 

17,4-

17,61 

17,4-

17,60 
15,75 -15-85 16,2 

  Colombianas y granadinas viejas 16,40-16,80 
16,40-

16,81 

16,40-

16,80 

16,40-

16,81 

16,40-

16,80 
    

  nuevas 16 16 16 16 16     

  Oro americano + 4 4 4 4 4     

  Oro francés+ 1 1 1 1 1     

Plata Reales - 1 1 0 0 0     

  Granada o extranjeros +     1 - 1 ½ 1 - 1 1/2 2 - 1 1/2     

  Pesos españoles y mejicanos - 4 4 4 4 4 
2--7 /   3-4  

pr. 
  

  
P. de 5 francos, francese belgas y 

sardas 
      0 0     

  Medios décimos -   - - -     

Billetes  de tesorería -   2 -- 5           

Cobre centavos   - 8 un real 8 un real 8 un real     

  Medios centavos   - 16 un real 16 un real 16 un real     

Letras  Londres 90 días 4,88 4,88 4,88 4,88 4,88   4,85 

  Londres 30 días               

  París 5 5 5 5 5     

  Sobre la costa -   -         

Rentas  Sobre el T. al 6% sin cupón corriente - 40 40 40 40     

  5 clase Mckintosk 95   95 95 95     

  6 clase 14 unidades 40   95 95 95     

  
Cert. Enajenables, censos sobre el T. 

5% 
40-50 32-36 32-36 32-36 32-37     

Vales flotantes nuevos 1 clase 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  18% anual 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  Flotantes 2 clase  15% 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  Flotantes 2 clase  12% 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  3 clase 10 unid 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  7 clase 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  8 clase deuda antig flotante 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  9 clase 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  10 clase 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

Billetes  Manumisión 2 clase 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

Cupones Renta sobre el Tesoro 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

  Censos sobre el Tesoro 40-50 40-50 40-50 40-50 40-50     

Vales  4 clase  12 unid 18% anual impuro impuro Impuro impuro impuro     
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  4 clase   12% anual impuro impuro Impuro impuro impuro     

  4 clase 6% anual impuro impuro Impuro impuro impuro     

  4 clase, sin interés impuro impuro Impuro impuro impuro     

Deuda 

consolidada 
5%               

Titulos tierras baldías 2-3 reales 2-3 reales 2-3 reales 2-3 reales 2-3 reales     

Interés del 

dinero  
Por año               

 

    02/09/1863 16/09/1863 08/11/1863 

    %      $   %      $ 

Oro Condores  3/4 a 1 (+) 3/4 a 1 (+)   

  Onzas 0,900 $16     

  Colombianas y granadinas viejas $16,20 a 16,40 $16,20 a 16,40 $16,20 a 16,40 

  Oro inglés 1 a 1 1/2  (+)   1 a 1 1/2  (+) 

  Oro americano  2 a 4 (+) 2 a 4 (+) 3 a 4 (+) 

  Oro francés A la par 1 a 1 1/2  (+) A la par 

Plata Reales - 2 (-)   2 (-) 

  Pesetas bien marcadas  1/2 (-)   1/2 (-) 

  
Pesetas i reales nacionales, lisos, de recibo en 

Tesorería   
10 a 20 (-)     

  
Pesetas i reales nacionales de 0,66 

enteramente lisos, 
  33 (-) 25 a 30 (-) 

  
Pesetas i estranjeros de 0,900, o sean piezas 

de a dos, uno, i medio francos desgastados 
  20 a 25 (-) 20 a 25 (-) 

  

Pesetas i reales nacionales de 0,66, 

regularmente marcados, de recibo en las 

oficinas nacionales 

    4 (-) 

Billetes  de tesorería -       

  Emisión 1861 45% 40 a 45% 60 a 65 % 

  Antioqueños   65 a 70%   

Nuevos     6%   

  

La Ad de salinas de Cipaquirá, estima o cotiza 

actualmente estos billetes para el efecto de 

recibirlos en pago de las 40 unidades del 

precio de la sal al 70 por 100; es decir, que un 

comprador por $100 que tiene que dar $57 en 

billetes para pagar los $40 que tiene derecho a 

cubrir con este papel. 

    

  

Rentas  Sobre el T. al 6%        

Vales flotantes 3 por 100 27 a 28 27 a 30 28 a 30% 

Cupones Renta sobre el Tesoro 41 42 a 45 43 a 45  

 

    00/04/1866 20/04/1868 05/06/1868 30/11/1868 11/02/1869 

    %      $ %      $ %      $ %      $ %      $ 

Oro Condores  1/2 (+) A la par A la par A la ar A la par 

  Doble cóndor           

  Onzas españolas $16,80 a $17 $16,40 a $16,80 $16,20 $16.20 $16,40 

  
Colombianas, peruanos, chilenas &a, 

"grandes" 
$16,40 $16     $16 
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  Águilas 4 (+) 3 (+)     3(+) 

  Libras esterlinas 1-2 (+) A la par     A la par 

  Oro francés 1/2 a 1 (+) 1/2a 1(+)     1/2 a 1 (+) 

  Americanas     4 (+) 4(+)   

Plata             

  

P. de 5 francos, sobre pierzas de talla 

menor no agujereadas, según el estado de 

sus marcas 

1 a 2 (+) 1/2 a 2 (+)     1/2 a 1 (+) 

  De talla mayor por moneda de cordón     1 a 1 1/2 (+) 1/2 a 1 (+)   

  De talla menor lisa     2 a 6 (-)     

Billetes  
de tesorería sin interés 

escasos y con demanda 
50% 34% a 35%     60 a 65% 

  al 6% anual 50 a 52% 38% al 40%     

61 a 65% (se 

acumulan los 

i's) 

  nueva emisión     90%     

Letras  Londres 30 días $5 por L $5,10 por L     $5,10 por L 

  Europa 90 días     28% 5 a 5,3    

  París 60 días           

  Nueva York a la vista           

Rentas  
Sobre el T. al portador 

Cupón corriente 
26 a 28% 16 a 20% 

Sin precio, 

en transición 

(nueva ley) 

  10 al 12% 

  Nominal 15 a 20% 8 a 9% 

Sin precio, 

en transición 

(nueva ley) 

  
25 al 30%  

(a) 

Cup. 

Rematables 
por dinero, >marzo 68           

  
Convertibles en renta 

<marzo 68 
          

Vales 3% desde 01/03/62  14 a 15% 5% 5%   8% 

  De capitalización 13 a 14% 4% 4% a 4 1/4%   6% 

Deuda Tesoreria  10 a 12% 8 a 9%     10 a 11% 

Diferida de T 
Ajust. Militares, pensiones atrasadas, 

<marzo 69 
          

  id, >marzo 68           

  Pensiones de ene a agos de 1869           

Libranzas  de 7 unidades 75 a 80% 75% a 80%     85% 

  Id. Por l aparte libre de derechos 80 a 85% 90 a 95%       

  

Nota: hai tanta escasez de dinero, que se 

teme con fundamento una crisis monetaria 

en el pais 

          

(a) De la no perteneciente a los establecimientos de instrucción, beneficencia i caridad  

 

    17/06/1869 03/08/1869 19/01/1870 31/05/1870 15/06/1870 16/08/1870 

    %      $ %      $ %      $ %      $ %      $ %      $ 

Oro Condores  A la par     3(-) por fuertes 3(-) por fuertes 3(-) por fuertes 

  Doble cóndor       2(-) por fuertes 3(-) por fuertes 
2 1/2(-) por 

fuertes 

  Onzas españolas $16,40   $16,40 1(-) por fuertes 1(-) por fuertes 1(-) por fuertes 
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Colombianas, peruanos, 

chilenas &a, "grandes" 
$16     1(-) por fuertes 2(-) por fuertes 2(-) por fuertes 

  Águilas 3(+)     
A la par, 

fuertes 

A la par, 

fuertes 
A la par, fuertes 

  Libras esterlinas 2(+)     
A la par, 

fuertes 

A la par, 

fuertes 
A la par, fuertes 

  Oro francés 1 (+)     A la par A la par A la par 

  Americanas     

2(+)Piezas 

grand 

(dollar a la par 

por fuertes) 

  

    

Plata               

  

P. de 5 francos, sobre 

pierzas de talla menor no 

agujereadas, según el 

estado de sus marcas 

1/2 (+)     1/4(-), fuertes 1/4(-), fuertes 1/4(-), fuertes 

  
De talla mayor por moneda 

de cordon 
    1/2 a 1 (+)   

    

  De talla menor lisa           3(-) 

Billetes  
de tesorería sin interés 

escasos y con demanda 
    60 a 62% 70% 70% 70% 

  al 6% anual       70% 70% 70% 

  nueva emisión     95% 95% 95%   

Letras  Londres 30 días $5,08 por L 4,85 A la par       

  Europa 90 días             

  París 60 días     A la par       

  Nueva York a la vista     A la par       

Rentas  
Sobre el T. al portador 

Cupón corriente 
  14 al 15% 18%   

23% 28% 

  Nominal     16%   
20% 25% 

Cup. 

Rematables 
por dinero, >marzo 68     96% 80% 

80% 90% 

  
Convertibles en renta 

<marzo 68 
    15% 18 a 19% 

19% 24,50% 

Vales 3% desde 01/03/62  11% 10 a 11% 8%   8% 8% 

  De capitalización 9% 8 a 9% 7%       

Deuda Tesoreria  9 a 10% 10 a 11%         

Diferida de 

T 

Ajust. Militares, pensiones 

atrasadas, <marzo 69 
      18 a 19% 

18 a 19% 24,50% 

  id, >marzo 68       30% 30% 25% 

  
Pensiones de ene a agos de 

1869 
      17 a 18% 

18% 20% 

Libranzas  de 7 unidades 98%           

  
Id. Por l aparte libre de 

derechos 
        

    

    

Efecto 

incrementos i's 

por la 

redención de 

Rumores 

alteración 

del orden 
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censos y 

desamortización 

Fuente: El Cundinamarqués (1861), Gaceta Oficial (1862), Revista Comercial y Mercantil (1863) 

Boletín Industrial (1866; 1868; 1869) 
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Anexo I 

Resumen de las principales disposiciones del contrato de 

elaboración de sales de las salinas de Zipaquirá, Nemocón y 

Tausa (año 1844) 

Resumen de las principales disposiciones del contrato de elaboración de sales de las salinas de Zipaquirá, Nemocón 

y Tausa (año 1844) 

El contrato es firmado por 8 años obligatorios para ambas partes, más 1 obligatorio para los empresarios, pero opcional para el 

gobierno en caso de decidir no renovar el contrato. 

Los precios de la sal serán: compactada 1 y 1/2 reales, 0,5 reales vijúa, 0,5 reales caldero; 0,5 reales chigua. Habrá una rebaja del 

4%, obligada sobre el valor de las sales vendidas al gobierno (aplica solo para la compactada).  La venta se realizará en los 

almacenes especificados por el gobierno. 

Especificaciones de calidad: sin impurezas o ningún tipo de alteración. 

Se presupone un posible incremento de la demanda de vijúa, de hasta 15.000 en los primeros años (adaptado a las posibilidades 

técnicas) y de 30.000 en los años posteriores. 

Existe discrecionalidad en el manejo del precio de la sal (según la ley de 20 junio 1839), previa aprobación del congreso, sin 

afectar el contrato establecido. 

Las diferencias en cuanto a la calidad de la sal serán mediadas por autoridades locales (provincia de Zip.)  

La expedición de sal vijúa para la venta se hará únicamente en Zipaquirá. En Nemocón y Tausa se realizará para saturación. 

Esto puede cambiar si el administrador lo considera pertinente (2000 mensuales para la venta en las dos últimas salinas si se 

dispone). 

Se impone multa por incumplimiento, aun si la sal presupuestada no es consumida, sólo por no dar alcance al pedido oficial. 

Quien verifica si hubo fallas de la compañía es la gobernación. 

Se puede hacer uso por parte de la compañía de las minas de carbón de Nemocón, pagando el 6% de interés por el capital 

invertido por el gobierno. Las mejoras quedarán a favor del gobierno en un 100%. 

Al final del contrato la compañía sólo podrá acumular inventario de máximo dos meses y su composición se definirá según el 

consumo de los dos meses previos (se quiere evitar acumulación excesiva de inventarios y disminuir la discrecionalidad para 

que se sea vendida el tipo de sal más cara al gobierno). Se pagará a los precios normales. 

El gobierno puede disponer de otras salinas, pero con preferencia siempre a la compañía elaboradora de Zipaquirá, Nemocón y 

Tausa. 

En caso de recisión de contrato, se compensará a la compañía con 20.000 pesos y se reconocerán mejoras 

Se estipula la obligación de entregar hasta 46.000 arrobas de sal entre las tres salinas mensualmente. Especificación por clases: 

36.000 compactada, 2000 de caldero y 8000 de vijúa. Se habla de un máximo a entregar, pero no de un mínimo (las cantidades 

se dictarán con 30 días de anticipación). Mínimo de 2000 arrobas para Nemocón y Tausa, el resto en Zipaquirá. 

Se obliga a mantener un mínimo de provisiones en Nemocón y Tausa 

Puede solicitarse más de las 36.000 arrobas de sal compactada, sin ser obligatorio o penalizable su incumplimiento. La chigua, 

si no se solicita para el consumo, puede reutilizarse en la saturación. 

La reposición de sal en mal estado en los almacenes estará a cargo de los empresarios. 

El avalúo y la entrega de los bienes deben ser realizado al final del contrato. Los costos de operación y acarreo son de los 

elaboradores hasta la entrega de las cantidades especificadas al gobierno. 

El gobierno es quien dispondrá qué hacer con el salitre, y cuándo y cómo se hará inutilización (debe costear el 60%). 

El traslado de vijúa debe requerir supervisión del Resguardo, para evitar su robo o pérdida. El administrador puede supervisar 

los procesos de elaboración para evitar fraudes o alteraciones de la sal. 
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Si las sales conservadas empiezan a deteriorarse, se puede disponer su venta, aunque se puede diferir entrega de nuevas sales 

hasta por 24 horas (sólo un día al mes y antes del día 20). Por lo demás, debe recibir siempre las sales llevadas a la 

administración 

Se harán pagos semanales a los elaboradores, con cancelación total de saldos al final del mes (junto con la deducción del 4%). 

Todas las mejores son necesarias y demandadas a los elaboradores, pero deben ser consultadas para ser reconocidas y 

verificadas en su pertinencia. La compañía está obligada a ceder 50% del valor de las mejores, y el resto será devuelto en pagos 

mensuales de a 500 pesos. Los peritos evaluaran, con tercero nombrado por la gobernación, para dirimir conflictos. 

Los elaboradores deberán establecer hipotecas por el valor de 20.000 pesos 

Se reconocen únicamente los derechos asignados por el contrato y a las autoridades fijadas por él. No se podrá apelar a otras 

fuentes de autoridad, so pena de pérdida del contrato en caso de realizarlo. 

Fuente: Biblioteca Nacional. (Contrato de elaboración, 1844).  
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Anexo J 

Información sobre contrabando de sales (decomisos) en 

Colombia, segunda mitad del Siglo XIX 

 Decomisos de sal realizados por las aduanas de la Costa Pacífica, 1851-1886  

Tipo de sal Cantidad En kg 

Información adicional (lugar del 

decomiso, procedencia de la 

mercancía, embarcación utilizada) Aduana Año 

Sal ---- ---- ---- Tumaco 1868 

Sal 

21.000 

piedras* y 2 

sacos de 5 a. 

c/u 23.225 

Paita - Ecuador - Bocana de Amarales 

y Guapí - Gorgona, Pailebot* peruano 

San Jacinto Tumaco 1869 

Sal 

792 piedras 

y 62 piedras 939,4 Bocanas de Guap Tumaco 1869 

Sal 800 piedras 880 Guapí Tumaco 1869 

Sal 562 piedras 618,2 ---- Tumaco 1869 

Sal extranjera 62 piedras 68,2 Guascaona Tumaco 1869 

Sal 

58 quintales 

y 50 libras 2.925 Guapí, Pailebot peruano San Jacinto Tumaco 1870 

Sal 

2.800 

ladrillos ---- Guapí, 2 canoas Tumaco 1870 

Sal extranjera 

1 canasto y 

8 piedras 

sueltas ---- ---- Buenaventura 1870 

Sal 31 piedras 34,1 ---- Tumaco 1871 

Sal 3 sacos 180 Vapor Telembí y canoa Tumaco 1871 

Sal 

21.000 

piedras 23.100 Pailebot peruano San Jacinto Tumaco 1876 

Sal ---- ---- 

Bocanas de Iscuandé, Pailebot 

Chachajo Tumaco 1876 

Sal 

59.000 

piedras 

(64.900 kg) 64.900 

Paita – Tumaco, Goleta peruana 

Amalia Tumaco 1876 

 Total 116.869,90    

Fuente: (Laurent, 2008, p. 269) 

 Decomisos de sal realizados por la aduana de Carlosama, 1851-1886 

Sal En kg 

Información adicional 

(procedencia de la mercancía y 

lugar del decomiso) Año 
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4 cargas 520 Ecuador-punto El Laurel 1866 

2 bultos 84 Ecuador-punto Dos Puentes 1866 

4 bultos 168 Ecuador-punto Chavisnan 1866 

Bultos  Ecuador-punto Chillanguer 1866 

2 cargas 260 Ecuador-punto Chiquilulo 1867 

2 bultos 84 Ecuador-punto Rumichaca 1867 

5 cargas 650 Ecuador-punto San Francisco 1867 

10 bultos 420 Ecuador-punto San Francisco 1867 

2 bultos 84 Punto La Playa 1870 

363 kg 363 ---- 1871 

166 bolas* 66,4 ---- 1872 

220 bolas-110 kg 110 ---- 1872 

86 bolas 34,4 Ecuador, Túquerres 1873 

6 bultos-500 bolas 200 Ecuador, Pasta 1873 

371 bolas 148,4 

Ecuador, punto de Chillanguer en 

el salado de Sapuyes 1873 

107 bolas-40 kg 40 Ecuador, Carlosama 1874 

40 bolas 16 Ecuador, punto Llano de Piedras 1874 

146 bolas y 30 libras en 

pedazos 73,4 ---- 1880 

Total 3.321,60   

Fuente: (Laurent, 2008, p. 270) 

 

Decomisos de sal realizados por las aduanas de la Costa Caribe, 1851-1886  

Tipo de sal Cantidad En kg Aduana 

Información adicional (lugar del decomiso, procedencia de la 

mercancía, embarcación utilizada Año 

Sal marina nacional de 

Galera 

1100 

sacos 66.000 Cartagena Barco Amistad 1870 

Sal marina nacional de 

Galerazamba 68 sacos 4.080 Cartagena Pasacaballos-Punta de Piedra e Isla fuerte-Chocó, Vapor Bolívar 1871 

Sal del país 

30 

barriles 4.400 Tolú Río Sinú, cerca Lorica, barquetona* Franasia 1872 

Sal extranjera  ---- ---- Tolú Curazao-Río Sinú, 2 canoas 1872 

Sal extranjera ---- ---- Tolú Zispata, Goleta 1872 

Sal ---- ---- Atrato Riosucio, barquetona Isabel 1872 
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Sal extranjera 

Gran 

cantidad 

en sacos ---- Riohacha Goleta holandesa Lamia 1872 

Sal (Punta de Vela) 4 sacos 240 Riohacha 

Islas de Barlovento de la Costa Guajira-Barlovento del Castillo de 

San Jorge 1876 

Sal marina nacional  58 sacos 3.480 Riohacha Bolombolo, territorio guajiro 1882 

  Total 78.200    

Fuente: (Laurent, 2008, p. 272) 

 

 Decomisos de sal realizados por la aduana de San José de Cúcuta, 1851-1886 

Tipo de sal Cantidad En kg 

Información adicional (lugar 

del decomiso) Año 

Sal marina 1 tercio 50 Frontera con el Táchira 1868 

Sal 2 cargas 260 San Antonio del Táchira 1868 

Sal marina 

1 bulto de 

44 kg 44 Frontera con el Táchira 1869 

Sal 61 kg 61 San Antonio del TáchiraRosario 1870 

Sal 6 libras 3 Venezuela, río Táchira 1870 

 Total 418 kg   

     

Fuente: (Laurent, 2008, p. 273) 
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Anexo K 

Información sobre el contenido de los pagos (especie) por la sal 

en distintas salinas de la República. 

Secretario del Tesoro 

Relación de las operaciones de caa de la Tesorería Jeneral de la Unión en el día de la fecha. 

Caja 

Débito Dinero Billetes 

Existencia anterior $2.401,82 $377.760,77 

15% producto ventas Ad salinas de Chita i Muneque $159,4 de talla mayor  

Arrendamiento salinas de Sirguasá i Sismosá, por el 15% 

de $600, valor del aarendamiento en un mes, cumplido el 

2 de noviembre último $90 de talla mayor  

Venta de sales, Ad de salinas de Cipaquirá 

15%: $930 talla mayor 

170 cóndores 

--------------- 

Parte libre de la venta de sales: 

$5399 talla menor 0,66 (340 en 

moneda lisa) 

--------------- 

$6.499 total  

30/12/1864 

Diario Oficial 03/01/65   

Existencia anterior $397 $387.036 

Recibido de la Ad de salinas de Chita i Muneque (15%) 

del producto de la venta de sales $219,90 talla mayor   

19/01/1865     

Existencia anterior $6.573,08 $608.321,50 

15% del producto de la venta de sales 

$2.100 talla mayor 

$1.900 talla menor 

------------ 

$4.000    

25/12/1865 

Diario Oficial 31/12/65     

Existencia anterior $17.597,38 79.249 

De la Ad de salina de Chita (venta de sal) 

$4.272 moneda de talla mayor 

$2.736 moneda de talla menor 

------------------ 

$7.008,35 total   

De la inspección de las salinas de Cocuachó i 

Gualivito,por arrendamiento de dichas salinas en agosto 

próximo pasado 

$501 en moneda de talla mayor 

$143 en moneda de talla menor 

---------------- 

$644   

Diairio Oficial 22/10/68     
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Existencia anterior $34.044 $25.000 

Remesas     

De la Ad de Salinas de Cipaquirá (venta de sal) 

$2.200 moneda talla mayor 

$3.300 moneda de talla menor 

---------------------- 

$5.500 total 110 

Suma $39.544,88 $25.110 

Diario Oficial 14/12/68     

 

Fuente: (Diario Oficial, 1865; 1868) 
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Anexo L 

Relación de los remates de documentos de crédito público por 

billetes del Banco Nacional de enero de 1887 a junio de 1892 

Relación de los remates de documentos de crédito público por billetes del Banco Nacional 

de enero de 1887 a junio de 1892 

Nombre de los documentos Valor amortizado Dinero entregado Mercado % 

Renta Nominal  $          733.210   $            505.421  0,69 

Libranzas del 6%  $          548.893   $            293.966  0,54 

Libranzas del 10%  $          123.195   $            105.144  0,85 

Pagaré del Tesoro  $          130.906   $              67.286  0,51 

Bonos flotantes del 3%  $          817.268   $            101.975  0,12 

Deuda antigua  $          340.853   $            134.830  0,4 

Renta al portador  $          100.536   $              86.188  0,86 

Vales de 1a y 2a clase  $          464.622   $            135.967  0,29 

Vales de Tesorería  $          116.555   $              93.201  0,8 

Pagarés del Comité  $          487.230   $            486.514  1 

Empréstitos del Comité  $            59.692   $              59.692  1 

Bonos especiales del 4%  $          271.847   $            271.847  1 

Libranzas de la Costa Atlántica  $          202.075   $            202.000  1 

Deuda novísima  $          208.709   $            204.689  0,98 

Ajustamientos militares 

 $        1.181.232  

  $            709.415  0,6 

Bonos colombianos  $        1.854.618   $            786.750  0,42 

Deuda departamental  $          266.905   $            259.837  0,97 

Deuda Nueva  $        2.595.895   $          1.403.837  0,54 

Bonos del Ferrocarril de Antioquia  $          149.613   $            149.500  1 

Suma  $      10.653.854   $         6.058.059  0,57 

Fuente: tomado de Rodríguez en Arévalo(2016) 
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